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LECCIÓN XX 



SUMARIO.-^ Oonsideracioues generales sobre la guerra.-r 
Su función .histórica. — La guerra como medio jurí- 
dico de resolver diferencias iuternaciODales. — Befínl- 
oión jurídica de ésta.— División de la guerra. 



Consideraciones generales sobre sobre la gue* 
rra. — Las diferencias internagionales que no han po- 
dido ventilarse por los medios pacííiicos 6 de coer- 
ción transitoria, traen consigo, como último recurso, 
la solución de la fuerza, que es el derecho de guerra 
y constituye entre las naciones un estado sujeto á re- 
glas y principios como el estado de paz. 

Al ocuparse Grocio de la guerra, en los prelimina- 
res de sq tratado, resume su teoría en la siguiente 
proposición: examinar si hay alguna guerra que sea 
justa y lo que hay de justo en la guerra, (i) 

Ese enunciado comprende, en efecto, cuanto hay que 
estudiar como principio, como regla positiva y como 
historia, en el derecho de guerra y en los medios y 
recursos permitidos durante ese estado entre las na- 
ciónes^ ó sea las leyes de la guerra y de la neutra- 
lidad. 

Desde Cicerón, que consideraba la guerra como un 
debate que se ventila por la fuerza, hasta las cuida- 
dosas difiniciones de los publicistas modernos, la con- 



(1) El derecho de la gaorra y déla paz. — lÁbro I", cap. 1, 
p. 8.*> 



— 4 — 

formidad sustancial es manifiesta. Grocio corrigién- 
dola, para no mirarla como un hecho sino como un 
estado, la describe: '* el estado de los individuos que 
ventilan sus diferencias por la fuerza " (i) y Vattel 
" el estado en que se persigue el derecho por la fuer- 
za." (2) 

Según Martens, ** guerra es un estado permanen- 
te de violencias definidas entre los hombres". 

Pinheiro Ferreyra la considera como el arte de 
paralizar las fuerzas del enemigo; Bluntschli como 
** el conjunto de los actos por los cuales un estado ó 
un pueblo hace respetar sus derechos, luchando con las 
armas en la mano contra otro estado ú otro pueblo "; 
Phillimore la define: "el ejercicio dei derecho inter 
nacional de acción, al que, por la naturaleza de las 
cosas y á falta de un tribunal superior común, se ven 
obligadas las naciones á recurrir, para afirmar y de- 
fender sus derechos"; (3) Fiore cree que la guerra 
es el uso de la fuerza para defender un derecho vio- 
lado por la fuerza y la violencia. 

Prescindiendo de otras muchas difiniciones, que' 
aparte de su complicación, pierden de vista el origen 
y el objeto jurídico de ese estado anormal entre las 
naciones, parece natural que la definición fluya de la 
consideración de ambas circunstancias. 

La guerra que se hacen entre sí las naciones, dice 
Bonald, para mantener el honor de su independencia 
ó la integridad de su territorio y aún la que una na> 
ción puede hacer á otra para extender la civilización, 
son, como los procesos entre las familias, un estado 
legítimo, si es necesario para mantener el orden ge- 
neral de la sociedad, legal si se regla por las leyes 
propias de esta circunstancia. (4) 



(1) Ob. cit.— Lib. 1.°, cap. l.^.p. 2«. 

(2) Le droit des gens. — Lib. S.*', cap. 1.°, p. 1.". 

(3) Oommeut arles npon iutematioDal law. Tom. 3.^, p. 67. 

(4) Obras.— Tm 1.°, Lib. 2.«, cap. 15, p. 5.®. 
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La consideración de la guerra en su concepto fun- 
damental y como un hecho constantemente repetido 
desde el principio de las sociedades humanas, ha dado 
origen á diversas teorías sistemáticas que la presen- 
tan comouna necesidad permanente, una fatalidadine- 
ludibledel destino humano y hasta una condición de la 
perfectibilidad de la especie. 

Función histórica de la guerra.— De Maistre consi- 
dera la guerra como un hecho providencial; al disertar 
sobre ella principia por establecer que **la historia prue- 
ba desgraciadamente que la guerra es el estado habi- 
tual del genero humano en cierto sentido, es decir, 
que la sangre humana debe correr sin interrupción 
sobre el globo, en una parte ú otra; y que la paz pa- 
ra cada nación no es sino una tregua'' 

Así mismo dice: " El ángel exterminador gira en 
derredor de este desgraciado globo y no deja respi- 
rar á una nación sino para herir á otras. . . .Hiere en 
el mismo instante k todos los pueblos de la tierra; 
otras veces, ministro de una venganza precisa é infa- 
lible, se encarniza sobre ciertas naciones y las anega 
en sangre. . . .Mientras conserven alguna vendrán á 
ofrecerla; y muy pronto una escasa juventud se hará 
referir esas guerras desoladoras producidas por los 
errores de sus padres. .. .La guerra es pues divina 
en si misma, puesto que es una ley del mundo." (i) 

La desoladora y aflictiva doctrina de ese escritor 
ultramontano, que considera el verdugo como el prin- 
cipal ministro de la sociedad, no es ya de estos tiem- 
pos, ni se ha avenido jamás, bajo el concepto cristia- 
no, con la enseñanza del evangelio qué preconiza, 
ante todo, la paz y la caridad entre los hombres. 



^ — 

(1) De Maistre.— Les soireés de Saint-Petecbourg.— Tm. 2.° 
pg8. 82 . 88. 
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Campanella, razonando también en el terreno teoló- 
gico cree, "que si los hombres fuesen demasiado feli- 
ces sobre la tierra no pensarían ya en la otra vida, 
por que no hay un dichoso en este mundo que quie- 
ra cambiar su paraiso terrestre por el paraiso celes- 
tial". De donde debe Concluirse "que, ya se considere 
á Dios como verdugo, con De Maistre, ó como salva- 
dor con Campanella, siempre resulta que la guerra es 
un hecho providencial que durará tanto como el gé- 
nero humano." (i) 

Ciertamente que la rápida y pavorosa reseña, que 
De Maistre bosqueja como justiñcativo de su tesis, 
demuestra que las guerras existieron siempre; pero 
lo que la historia enseña también es, que en el curso 
de los tiempos, mediante los progresos de la razón, la 
cultura de los sentimientos y el incremento de los 
intereses que procuran estabilidad á las sociedades, 
esas guerras fueran menos frecuentes y más humanas 
en sus medios. 

Castigo cruel 6 recurso de perfección, será preciso 
convenir siempre que los hombres son hoy mejores y 
la necesidad de la justicia sangrienta sobre las nacio- 
nes menos urgente^ puesto que la guerra solóle pre- 
senta en nuestros tiempos como recurso de última 
sanción, y sin desmentir la aspiración creciente y 
universal á la paz permanente por los medios exclu- 
sivos del derecho. 

Las elocuentes páginas que Lerminier dedica al 
mismo asunto abundan en contradiciones. 

" El hombre, dice, ama y busca á su semejante 
bajo la condición de poderlo odiar. Esta ley de los 
individuos rige á los pueblos". 



(1) LanreuC. Bcudeg sar V histjireder hamauité.— tm. 10, 
pg. 405, 
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No satisfecho con esa paradoja y después de tras- 
cribir el fogoso discurso en que De Maistrc. traza la 
marcha de la hpmanidad como una vía dolorosa de 
sangre y de lágrimas, agrega por su parte: ** La gue- 
rra es, pues, natural y social. Cuando es justamente 
agresiva, desenvuelve la civilización del mundo; he 
aquí su lado positivo indestructible; ella tiene su ra- 
iz en la naturaleza humana que, como libre, tiene el 
derecho de combatir para permanecer libre, como in- 
teligente tiene el derecho de convertir y conquistar 
loque le es inferior, es la persuación á mano armada; 
El cristianismo noha suprimido la guerra, la ha perfec* 
cionado y la ha hechc humana/* 

Lo que no es obstáculo para que resuma su doc- 
trina del modo siguiente: 

''En la historia de las legislaciones el derecho in- 
ternacional ocupa un vasto lugar. Para el porvenir 
del mundo se elabora un nuevo derecho de gentes, 
superior aún al de Grocio, de Móntesquieu y de Na- 
poleón, absolutamente social y cosmopolita, de! que 
saldrá la independencia de cada pueblo y la solidari- 
dad del mundo." (i) 

Si el derecho internacional ocupa tan prominente 
puesto en la historia de las legislaciones, si á su in- 
flujo ha de deberse la independencia de los pueblos y la 
civilización del mundo, la guerra no es pues natural 
y social como ley ineludible del destino humano. Si 
á ella están fatalmente ligados los progresos de las 
sociedades no se divisa cuando llegará el momento 
de que éstos disfruten de lá independencia y solidari- 
dad que se prometen; por el contrario puede sostener- 
se positivamente, conforme á esa doctrina, que la 
época de la paz universal en la comunidad del dere- 
cho no llegará jamás. 



Lerminier. — Philosophie duDroit, tom. 1.®, págs. 119- 186- 
187. 
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Felizmente es fácil persuadirse de lo falso y espe- 
cioso de semejante teoría La guerra ha sido, es 
verdad, instrumento de aproximación , entre los hom- 
bres y ocasionalmente fecunda eñ adelantos para los 
pueblos que combatieron. Pero esos beneficios se 
debieron no á la lucha misma sino al reposo que la 
siguió, fundiendo intereses, ideas y atpitudes de los 
antiguos enemigos. 

Las guerras destructoras y de exterminio de los 
pueblos antiguos, que sepultaron entre el polvo de 
las ruinas los monumentos de una civilización que 
la ciencia moderna se afana por reconstruir, fueron 
un cruel azote para la humanidad, que apenas resca- 
tan los imperceptibles beneficios de ese encuentro 
fortuito de razas diferentes. 

Dos siglos han sido necesarios para que Alemania 
se reponga de los indecibles estragos que causó en 
su suelo la guerra de treinta años y para constituir, 
bajo una forma política vigorosa, la unidad de su raza 
y la defensa de su nacionalidad; sin que sirva de mi- 
raje engañoso la conquista inmediata, aunque imper- 
fectamente obtenida, de la libertad de creencia, por 
que en ella el sentimiento religioso de los pueblos sir- 
vió casi siempre de instrumento á los cálculos é inte- 
reses políticos de los príncipes, que, con esa cruel 
guerra, ensangrentaron Europa y asolaron el hog.ir 
de una de sus razas más inteligentes y enérgicas. 

Si todas las guerras políticas, de nacionalidad y de 
conquista hubiesen de pasar por el crisol de una crí- 
tica rigorosa, no ya en su origen y en sus medios, si 
no en sus resultados, no sería difícil demostrar que 
todas ellas, á cambio de mezquinos beneficios, han 
retardadado, antes que acelerado, el progreso común y 
que, en todo caso, escarnecieron á Li humanidad con 
sus horrores , sirviendo no pocas veces de instrumen- 
to de esclavitud, 
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La literatura contemporánea del derecho interna- 
cional no ha repudiado del todo esas ideas sistemáti- 
cas y extremas; y en ella encontramos, á la par que 
la condenación absoluta de la guerra, que algunos lle- 
gan á considerar como un crimen, su glorificación y 
su elogio; como fuente de virtudes viriles y eleva- 
das, estimulo del patriotismo y garantía de la indepen- 
dencia de los pueblos. 

Aunque parezca inverosimi^ es una verdad que en 
nuestros tiempos, un ilustre sabio de la universidad 
de Berlín, profesa esa doctrina que resume en los 
conceptos siguientes: ** Las relaciones entre los esta- 
dos no se rigen por el derecho sino por la política. 
Un egoismo ilimitado, duro pero inteligente en sus 
cálculos, es lo único razonable en la esfera de sus re- 
laciones. Entre los estados no puede existfr amis 
tad si no solamente comunidad de intereses. En vis- 
ta de los continuos conflictos entre esos intereses 
mismos, los estados están condenados á una hostilidad 
eterna entre si. A falta de derecho, el interés y la ca- 
sualidad vienen á ser los factores que lo deciden 
todo." (i) 

Mas adelante agrega, que la base de las relacioues 
entre los estados es el derecho del más fuerte, que la 
espada es el único medio razonable y segure de resol- 
ver las graves cuestiones históricas; que la guerra es 
uua institución orgánica del estado, arribando á estas 
conclusiones: ** la guerra produce para un pueblo civi- 
lizado ese efecto regenerador; sin ella la poesía hu- 
biese desaparecido de la vida y de la literatura; su re- 
sultado es siempre justo,es un verdadero jucio de Dios. 
El derecho supremo reside en la espada." (2) 

Hegel sostiene, que la guerra no es otra cosa qué 
un cambio sangriento de ideas; una batalla el Cho- 



(1) Lasson. — El ideal de la civilización y de la guerra 

págs. 9 - 26. 

(8) Ob. cit., pg. 50 - 55. 

2 
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que del error can la verdad; y la victoria el trrimfo de 
la verdad del día sobre la verdad de la víspera; de ma- 
nera que, según su opinión, un pueblo no es progresi- 
vo si no bajo la condición de hacer la guerra. 

£1 Mariscal Moltke, consultado por Bluntschi so- 
bre el particular, dice de un modo categórico; "La 
paz perpetua es un sueño. La guerra es un elemento 
de orden en el mundo establecido por Dios. Las más 
nobles virtudes del hombre se desarrollan en elUi,el va- 
lor y la abnegación, la fidelidad al deber y el espíritu 
de sacrificio por el cual da su vida el soldado. Sin la 
guerra el mundo se a míen guaría perdiéndose en el 
materialismo." 

El general Clausewitz, escritcr militar del primer 
tercio del siglo XIX, se expresa así: **la guerra, due- 
lo entre las naciones y acto tan natural y legítimo 
como los demás, ennoblece al pueblo que la realiza 
con éxito. El derecho de gentes no es para los mili- 
tares si no una restricción insignificante del fin y del 
derecho de la guerra, que no puede debilitar su ener- 
gía. Toda idea de filantropía en la guerra es un error 
pernicioso. Introducir un principio moderador en la 
filosofía de la guerra, es cometer un absurdo.** 

Y por últfmo que si los pueblos no degüellan á sus 
prisioneros, no destruyen las ciudades y las aldeas, 
no incendian las granjas etc., np es por hqmanidad^ 
si no por que la inteligencia tiene hoy mayor parte 
en la dirección de la guerra, que esta es un acto de 
violencia para cuyo enpleo no existe ningún límite, (i) 

En la guerra moderna sería pues la inteligencia 
puesta al servicio exclusivo déla violencia, determina- 
da á su vez por ambición de poder, espíritu de conquis- 
ta ,6 de esa necesidad, vagamente invocada por losglo 
rificadores de fuerza, para propagar la civilización y 

(Derreganx o,it. por Calvo. - La guerra pg. 25. 
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para acrisolar y sostener las v¡rtM<les que sólo á favor 
de ella se cree que pueden existir. 

No es esta la concepción de la idea moral y religio- 
sa y,prescindiendo de ella, de la función de las socieda- 
des humanasen ia labor común de su progreso y de su 
dicha. 

Aún en las guerras más cultas de los tiempos mo- 
dernos, si es que pueden avenirse las ideas opuestas 
de cultura y de violencia, no puede desconocerse que 
el sentido moral se oscurece, que el sentimiento cíe la 
justicia y déla equidad se desnaturalizan, bajo la in- 
fluencia de las pasiones egoistas y de los interés es ex- 
clusivos que casi siempre las originan é invariablemen- 
te las acompañan. 

El curso normal y progresivo del espíritu humano, 
en su incesante labor de cultura y dé bien, se detiene 
y paraliza en medio de! estruendo de las armas; y es 
de preguntare si puede, y en que grado, determinarse 
loque la humanidad ha ganado con las horribles heca- 
tombes de las batallas, con la miseria é infortunios 
que dejan tras de si y con las ruinas que amontona 
la ciega brutalidad de la fuerza, servida por los po- 
derosos elementos de destrucción de que dispone hoy 
el arte militar. 

Si, conforme á las teorías enunciadas, es la guerra 
favorable ála cultura y á la salud moral de los pue- 
blos, (i) la lógica exije sostener con la misma deci- 
sión, que, cuanto más extensa, duradera y destructo- 
ra sea, en tanto mayor grado se alcanzarán esos pre- 
conizados beneficios; y entonces, como la guerra uni- 
versal es la destrucción universal es ésta la que consti- 
tuye en difinitiva la última expresión del progreso y del 
bien. 

Lo que hay de sistemático y de inconsistente en 
tales opiniones puede verse con claridad al conside- 



(1) Proudhon.— Funck.— Brentano. — Lasson.— RnstoW.— 
Hartmanu. 
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rar que esas mismos escritores, que así endiosan la 
guerra y la elevan á la categoría de arbitro supre- 
mo entre los pueblos, no han vacilado en opinar que 
** todo estado ¡civilizado es pacífico," que " la necesi- 
dad y los intereses de la paz aumentan con los pro- 
gresos de la civilización, (i) 

** Que cada nación quiera ser individual, que todas, 
sin embargo, se reconozcan solidarias unas de otras 
y que esto se encuentre en la conciencia de Europa" (2) 
es destruir la propia teoría, que parte de un efecto 
accidental para afirmar una ley, desmentida por la as- 
piración á la paz en medio mismo de las más sangrien- 
tas luchas; aspiración que afirma esa solidaridad que 
la guerra no permite con cebir,'y que la paz establece y 
consolida por los medios de que dispone hoy por for- 
tuna la civilización del mundo. 

Los escritos en que tales ideas predominan no pue- 
den explicarse isi no por preocupaciones de nacionali- 
dad ó profesión, ó por un examen superficial del ca- 
rácter, función histórica y significación verdadera de 
la contienda humana en los campos de batalla, altar 
consagrado al parecer y según esas opiniones al sa- 
crificio perpetuo de sangre, para propiciar ese Dios 
que está tan lejos de la fé del creyente como de la fi- 
losofía, en cuanto al concepto del destino del hombre 
y de las sociedades. 

La guerra como medio jurídico de resolver di- 
ferencias internacionales. — En frente de tales ideas 
será ilustrativo anotar las de un escritor, soldado de 
profesión y que escribía en el sigbló XVL " En el 
siglo en qne vivimos, dice Lanoue, es imposible evi- 
tar la guerra, por que la ambición,la avaricia y la ven- 
ganza son fértiles como nunca para engendrarlas. Pe- 
ro, complacerse en ese uso tan odioso, es lo mismo 



(1) Lasson.— ob oit. pg, 10. 

(2) Lerminier.— ob. cit. pg. 186. 



— la- 



que apetecer la tormenta coatinua hallándose en el 



mar.** 



"Es peligroso conquistar, incómodo conservai- las 
conquistas y mas difícil dejarlas á sus hijos. Algu- 
nos elogiarán las victorias, otros las censurarán, cali- 
ficándolas de usurpación. Así respondió el corsario 
á Alejandro, que no había otra diferencia entre los 
4^ dos que la de robar con una galera el uno y con un 

' ejército el otro; " y exclama en un rapto de piedad hu- 

mana y de sentimiento cristiano: ** Maldito sea el 
príncipe que hace la guerra por su particular gloria y 
utillidad." (i). 

No hay razón para dejar de aplicar los mismos 
conceptos á las naciones, aún cuando el sentimien- 
to y el interés colectivo se mire como justificativo 
ó explicación suficiente de una contienda, en que la 
obediencia del subdito haya sido reemplazada por el 
egoismo nacional y la brutalidad ciega y avasalladora 
de las pasiones de la multitud. 

La mayor parte de los escritores de derecho in- 
ternacional rechazan ese concepto de la guerra, es- 
tableciendo que el derecho tiende no sólo á legitimar 
y á regularizar la guerra si no á suprimirla. 

Sartorius dice: ** El orden jurídico exije la paz. La 
guerra no solamente se le opone si no que es incom- 
patible con ese orden, toda iniciativa militar es una 
violación del orden jurídico. En la guerra es la fuer- 
za la que predomina y no el derecho; por lo tanto ella ^ 
se presenta como la tumba abierta para sepultar el 
derecho y la libertad. La filosofía no puede ver en 
ella si no la defensa'personal, que en su sentido ex- 
tenso es la arbitrariedad. La idea del derecho con- 
dena toda solución de diferencias por la fuerza.** (2) 



(1) Discursos políticos y militares; citados por Lanrent. 

(2) Sartorius. — Órgano de la paz perfecta. 

* 
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Un príncipe, en quien la autocracia de su gobierno 
no estaba reñida con la más alta cultura intelectual 
y el sentimiento de los deberes humanos, Federico II 
de Prusia, verdadero precursor del moderno imperio 
alemán, condena así algunos de sus propios hechos 
como soberano y como militar: «< Los soberanos ^ue 
miran á sus subditos como esclavos, los arriesgan 
sin piedad y los envían á perecer sin cuidado; pero 
los príncipes que consideran á los hombres como sus 
iguales y que miran al pueblo como el cuerpo de que 
ellos son el alma, economisan la sangre de sus sub- 
ditos/' (I) 

En la vida de los pueblos modernos la guerra de- 
sempefia al parecer otra función. Con la mira de 
consolidar el orden interno, los gobernantes apelan á 
ella como un medio de conjurar los trastornos y lu- 
chas politicas,dando así otro giro alas pasiones é ideas 
que las producen. Pero ese propósito, aparte de que 
jamás podrá estimarse como la sanción de guerras 
injustas, sólo descubre una aberración en las institu- 
ciones de un país que tiene necesidad de tales recur- 
sos para sostener su régimen interno. 

La guerra cono medio jurídico de resolver di- 
ferencias. — Si tales son las enseñanzas de la histo- 
ria con relación á la guerra, preciso es esplicarla y fi- 
jar su rol y significación verdaderas en el destino de 
las sociedades y sobre todo ante el criterio jurídico. 

La guerra es la fuerza y la fuerza nada explica ni 
funda por si misma, si no es como sosten y escudo 
del derecho. ** Bajo el punto de vista de los princi- 
pios supremos de la religión y de la moral, debemos 
considerar la guerra como un mal y una contradición 
que la humanidad está llamada á combatir. Esos prin- 
cipios nos muestran que el mal hecho por el hombre, 
aunque no sea más que como rechazo de otro mal de 



(1) Obras de Federico II, tom. 2.^, pg. 155. 
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que ha sido la victima» no deja por eso de ser un 
mal. E) se explica, y según las circunstancias, pue- 
de recibir alguna excusa, en razón de nuestra natura- 
leza imperfecta (bajo el punto de vista terrestre); pe- 
ro no puede justificarse de una manera absoluta. El 
eslabón viviente, intermediario de esos dos mundos, 
el ideal y el real, - es el derecho. Con raices y objeto 
final en el primero se esfuerza por encarnar en si los 
principios eternos de justicia, conforme á las necesi 
dades y al nivel moral de cada pueblo y de cada 
época." (i) 

Tal parece el concepto único de la guerra, como 
instrumento transitorio de un bien puramente relati- 
vo, en oposición al carácter permanente, inmutable y 
trascendental de la ley de justicia y de respeto mu- 
tuo, en que únicamente puede cimentarse para seres 
racionales el bien supremo de la paz, á cuya sombra 
se aquilatan los dones del espíritu, se humanizan y 
doman las malas pasiones y los instintos brutales y 
puede realizarse el ideal de perfección á que aspira 
invariablemente la ra^ humana. 

No entraremos en las oscuras regiones de materia- 
lismo, en cuya profunda sombra toda noción de justi- 
cia, de moral y de bien absoluto desaparece,aún cuan- 
do sea bajo las modernas formas que la ciencia de 
nuestros dfas trata de reconstruir sobre las bases del 
vitalismo orgánico y de la evolución. Ni tampoco 
seduce la especiosa forma con que Gumplowitz la 
la ha revestido en su desconsoladora ** Lucha de las 
Razas, '' vuelta de noria incesante en que, al parecer, 
hombres y pueblos, por amalgamación ó por extermi- 
nio, han de aparecer y desvanecerse en un ciclo sin 
término, para no llegar siquiera á la dominación su- 
prema por la suprema fuerza. 



(1) KamarowBky.— El tribaual iuternaoionsl, pg. 66 
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Aún cuando esto llegara á suceder, lo que es im- 
posible por la enseñanza viva de la historia humana, 
la supremacía universal de una raza seria la extagna- 
ción y. la muerte, por que suprime la razón de exis- 
tencia de la que sobrevive. La naturaleza toda, en lo 
físico y en lo humano, está constituida sobre la varie- 
dad en la unidad, sin lo cual sería el caos; suprimida 
pues la fecunda acción de la independencia, vitalidad 
y aptitud especial de cada raza, no quedan en pers- 
pectiva si no la decadencia y la disolución. 

En su lado positivo, la doctrina enunciada sólo sir- 
ve al orgullo y ambición de ciertos pueblos, que creen 
resumir todo lo que de progresivo y bueno encierra 
la naturaleza humana, para justificar, eomo una ley 
de que son ejecutores providenciales, guerras de ex- 
poliación y de arrogancia nacional. 

Basta para condenar esa doctrina la consideración 
de que el derecho, vínculo fundamental qué liga la 
existencia de cada hombre, y de cada ser que reúne 
esas condiciones esenciales, con la de otros seres se- 
mejantes, en la órbita de la vida exterior, es la afir- 
mación del principio de individualidad sujetiva y 
por lo tanto de la razón y de la independencia de su 
vida. En resumen, la guerra, aún bajo el aspecto de 
defensa, puede ir y va con la mayor frecuencia hasta 
la opresión y la injusticia en sus consecuencias para 
el vencido; de manera que si tiene que considerársela 
como último medio de reparación y de resguardo, no 
es en ningún caso el criterio de la justicia con que 
se resuelve la contienda. La victoria no es la de- 
mostración del derecho, aún que, en el estado actual 
de las cosas y las necesidades de la vida internacional, 
es preciso que se la tenga como la solución definitiva 
del conflicto. Definitiva si, por el momento, pero 
no la última, por que la demasía y la imposición injus- 
ta crean el sentimiento de la retaliación y el derecho 
de ejercerla, cuando el despojado adquiere poder sufi- 
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cíente para ello. En una palabra, la solución de la 
fuerza sólo conduce á la fuerza; y la paz y la situa- 
ción estable de derecho, que todos reconocen como 
objetivo de la guerra, son cada día mas inseguras y 
contingentes. 

El derecho de legítima defensa es una derivación 
inmediata del derecho de vivir en la integridad de su 

A ser; pero ese derecho está encomendado en el seno 

de cada sociedad á la autoridad pública, que procede 
bajo la regla preexistente de la ley y sólo dentro de 
la medida necesaria para su objeto. En ios casos 
en que la insuficiencia del poder local hace inevita- 
ble, el uso¡individual de ese derecho, la ley excusa so- 
lamente al que se defiende y lo castiga cuando cau- 
sa al agresor daño innecesario para preservarse así 
mismo. 

En la sociedad de las naciones, por la constitución 
de las personas colectivas y apesar de los medios de 
derecho y de interés que los vinculan, la defensa pri- 
mitiva y natural es la regla; sin embargo ella no de- 
bería jamás presentarse si, deponiendo los más fuertes 
sus ambiciones y tendencias egoistas de supremacía 
y predominio, se aviniesen á constituir el estado in- 
ternacional que es, que debe ser, la fonna definitiva 
de su coexistencia, por la mancomunidad del dere- 

\ cho y del destino humano, 

"^ Por evidentes que sean tales verdades, el derecho 

internacional, como ciencia positiva no puede aspirar 
todavía á desenmarañar el laberinto de cuestiones 
intrincadas en que se ve desorientarse, si no naufra- 
gar tan poderosos entendimientos, ni tampoco á 
* cambiar instantáneamente la suma de intereses en- 

contrados, de situación política y de prejuicios, que 
son el nanural bagaje de la peregrinación del hom- 
brre y de las naciones en la historia; y por esto so- 
lamente es que la doctrina de la guerra entra en el 
derecho internacional para guiarnos en lo que debe 



— i8 — 

considerarse como justicia en su causas y en sus 
medios. 

Defínición de la guerra. — Para llegar á una defi- 
nición jurídica de la guerra es preciso no olvidar que 
la significación con que ese vocablo ha aparecido es 
la de defensa. Así lo indica la palabra wehr en ale- 
lemán de donde se ha derivado la que se encuentra 
en las lenguas de todas las naciones occidentales(i) 

Las guerras es, según esto, una ludia armada, 
entre estados ó partidos organizados politicamemte , 
por cuestiones de derecho público. (2) 

Si las represalias y en general todo medio coer- 
citivo debe ser precedido de los recursos jurídi- 
cos que la razón y la humanidad aconsejan, con ma- 
yor fundamento ha de concluirse que esos medios 
deben emplearse antes de ocurrir á la guerra; sin lo 
cual ésta tiene necesariamente que aparecer injusta 
y sorpresiva para con la nación atacada é indebida- 
mente perjudicial para los demás, cuyos intereses eco- 
nómicos son más ó menos afectados con la brusca 
é inopinada aparición de de una lucha internacional. 

División de la guerra. — Los publicistas hacen di- 
versas clasificaciones de la gueara, de que nos ocu- 
paremos brevemente, á pesar de su reducida ó nula 
significación en la práctica. Así, la distinguen en 
guerra ofensiva, defensiva y auxiliar, guerra pública, 
pfivada y civil; petfecta é imperfecta. 

Como lo advierte Calvo, las demás clasificaciones 
que se hace de las guerras con relación al tiempo, á 
la comarca en que se desarrollan y á su objeto ó 
motivo especial, no son de la competencia de dere- 
cho internacional, puesto que no traen consigo nin- 
guna diferencia en sus reglas. Tales son las que se 



(1) En holandés weer\ en inglés i¿;ar, en el latín de la edad 
media we.rra ó guerra; de esta las derivaciones de guerre en 
francés y guerra en italiano y castellano. 

(2) Kamarowsky. — ob. cit. 
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han llamado guerras antiguas, modernas, europeas, 
americanas, de religión, de independencia, de con- 
quista y otras que es inútil enumerar. 

En realidad hay guerra ofensiva de parte de la na- 
ción que primero toma las armas ó que descarga el 
primer golpe sobre su adversario.. Pero, s» bien se 
considera, este concepto, relativo á un hecho pnra- 
mente material y aparente, puede no estar conforme 
con la situación verdadera de las cosas ante el dere- 
cho y la necesidad que determina el empleo de las 
amias; por que bien puede suceder, y en más de una 
ocasión ha ocurrido, que una nación ofendida en sus 
derechos y rechazada en sus demandas de reparación, 
se ha visto en la necesidad de emprender la lucha; ó 
bien, que, en la inminencia de ser atacada, toma la 
iniciativa en la acción militar para resguardarse con 
más eficacia. 

Refiriéndose á esta contingencia dice con mucha 
oportunidad Geífcken, que, cuando F'ederico el Gran 
de, con la prueba evidente de la coalición que pre- 
tendía anonadarlo, se anticipó á los proyectos de sus 
enemigos invadiendo la Sajonía, no hizo en realidad 
una guerra ofensiva si no defensiva. 

Por otra parte, observa Martens " pueden susci- 
tarse dudas sobre si una declaración que se ha he¡- 
cho ó la negativa de una explicación satisfactoria 
pueden equivaler á una declaración de guerra, ó si 
algunas violencias cometidas llevan ya en si una 
ruptura." (i) 

Como esto es frecuente en las guerras, presentán- 
dose asi cuestiones insolubles á cerca de cual fué la 
nación agresora, la cuestión es tan especiosa como 
nula en sus efectos internacionales; y sobre ella no 
cabe si no la observación del mismo publicista, á sa- 



(1) Martens.— Droit des Gens Modeme,— Lib. 8.**, cap. 8®, 
Pg. 266, 
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ber: que lo relativo á la piimera agresión no pueble 
servir, al tiempo de celebrarse la paz, para exigir sa- 
tisfaciones ó sacrificios especiales. 

La inutilidad práctica de la distinción en qne nos 
ocupamos es aún más evidente cuando se considera 
con Wheaton que, " las guerras ofensivas son legíti- 
mas cuando la causa por la cual se emprenden está 
en el derecho y en la justicia." (i) 

La guerra se llama auxiliar en relación con el alia- 
do que toma parte eu ella en cumplimiento de los 
compromisos contraídos, ó interviniendo sin pacto 
anterior por auxilios secretos ú ostensibles. Como el 
motivo de la participación en la guerra de una terce- 
ra potencia no modifica en nada su situación de beli- 
gerante y los derechos y deberes relativos, és inofi- 
ciosa también esta distinción. 

La gwtxr^ pública es, según Calvo, " la que se rea- 
liza con la sanción de los poderes supremos de un 
estado;" y conforme á la expresión de Wheaton: " la 
contienda sostenida por la fuerza entre estados in- 
dependientes. " 

En contraposición á la guerra pública, se entiende 
por guerra privada, la que tiene lugar entre particu- 
lares. Grocio se propone demostrar la legitimidad de 
la guerra privada, partiendo de que, «' el hecho de re- 
pelar una injuria ó agresión, aún por la fuerza, no es 
contrario al derecho natural. '* (2) 

No hay necesidad de demostrar que, conforme al 
concepto jurídico moderno y al estado de las socieda< 
des civilizadas, no es posible confundir la noción de 
guerra, como un estado de derecho, con el acto de de- 
fensa personal contra una agresión fortuita; y que las 
guerras privadas no son concebibles si no en el anár- 
quico fraccionamiento de la edad media, en que la no- 






(1) Elementa dn droit international, tom. 1.^ pg. 218. 

(2) Grocio.— Le droit dele gxierre et de la paix.— lib.l^ 
cap. 3®. 
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ción y la institución del estado no habían aparecido 
6 se bosquejaban apenas, de un modo muy imperfec- 
. to. Hoy no hay guerras privadas, ni puede haberlas, 
sin que la acción represiva de la autoridad reduzca á la 
impotencia y castigue a los revoltosos, ó bien la ac- 
ción internacional á los filibusteros y piratas. 

La guerra civi/ es la que se enciende y sostiene 

4 entre los ciudadanos de un mismo estado, organiza- 

dos en bandos distintos. 

Aunque la cuestión que sirve de fundamento real, 
ú ostensible á la lucha es del dominio exclusivo del 
derecho político interno, y son intereses de ese orden 
los que afecta directamente, la consideración de esa 
guerra, corresponde también al derecho internacio- 
nal, por cuánto sus efectos trascienden con frecuencia 
á intereses de otras naciones 6 de los subditos de és- 
tas; y por que en las diversas faces que puede reves- 
tir, el reconocimiento de la beligerancia de las partes 
contendientes y la necesidad consiguiente de regula- 
rizar las relaciones de éstos con las demás naciones, 
trae consigo la aplicación de las reglas del derecho 
internacional, en cuanto rigen las relaciones de beli- 
gerantes y neutrales y para otros efectos de la lucha. 
La clasificación de las guerras en petfectas é im- 
perfectas q^lx^q^. de sentido científico, así como de real 
utilidad. En contraposición á la guerra perfecta se 

* denomina imperfecta aquella que se circunscribe á 

personas, lugares y cosas que deben formar su obje- 
to. Calvo para afirmar el concepto, cita las hostilida- 
des autorizadas por los Estados Unidos de Norte 
América contra la Francia en 1798. 

Pero ni aquel caso, ni otro alguno, que encuadre 
en ladifinición citada, puede autorizar esa errónea cla- 
sificación, desde que las hostilidades autorizadas por 
un gobierno contra personas ó intereses de otro país, 
si no caen bajo el concepto de represalias ante bellum 
comprometen á la nación cuyo gobierno las ha orde- 
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nado ó protegido y autorizan en consecuencia la rup- 
turageneral de las hostilidades. 

La limitación accidental y fortuita de los efectos 
de una guerra á lugares y personas determinadas, no 
modifica en nada las reglas de derecho de gentes, que 
le son aplicables. 

Por último y para llenar el plan de la clasificación, 
nos limitaremos á indicar, conforme al orden adopta- 
do por Lieber y por Halleck, las guerras de insurfec- 
ción y rebelión y las guerras de independencia. 

Las de insunección ó rebelión tienen en mira la 
reconquista de la libertad de un estado ó de una de sus 
porciones, ó simplemente mudar el gobierno ó al- 
gunas instituciones. 

En esta categoría entran las guerras llamadas civi- 
les, comu la rebelión de Inglaterra contra Carlos I. 
y después contra Jacobo IL y la guerra separatista 
de los Estados Unidos de la América del Norte. 

Las guerras de emancipación ó de independencia 
jSon las que inician y sostienen las colonias contra su 
metrópoli, 6 bien las provincias sojuzgadas ó incor- 
.poradas á un estado de distinta nacionalidad; y as.í 
pueden caracterizarse la de las colonias inglesas de 
América contra Inglaterra, la de las colonias espa- 
ñolas del mismo continente, la de Grecia contra Tur- . 
quía en 1821 y las dos insurrecciones de Cuba, que \ 
terminaron, la una en 1878 y la otra en el año actual, '^i 
por la intervención en la lucha de la Unión Umerica- 
na del Norte. Estas guerras son llamadas también, 
por algunos publicistas, guerras de t evolución\2MXi{\\XK: 
en verdad esta denominación debería aplicarse con 
más propiedad á casos diferentes, como el de la lucha 
tenaz sostenida por España de 1808 á 1813 para de- 
rribar la dinastía extranjera de José 1. establecida por 
las armas francesas. 
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LECCIÓN XXI 

SUMARIO.-— Coudicioues de legitimidad de la j^aerra.— De 
mauda de reparación: ultimatum.^-Deolaraoióii y pabli- 
cación de la guerra. — Causas justificativas y motivos. — 
Manifiesto y coucramauifiesto. - Edictos y proclamas. 



» Condiciones de legitimidad de la guerra. — 

No basta que en priucipio sólo sea explicable una 
guerra por motivos de "derecho; es preciso, además, 
que en su iniciación y en sus formas, entre también 
el elemento jurídico y se sujete, en los medios que 
durante ella se ponen en acción, á las reglas que la 
justicia, la lealtad y la cultura de las naciones impo- 
nen, aún en esa situación anormal, en que los víncu- 
los humanos subsisten. 

Declaración de la guerra, ultimátum. — a. Desde 
luego es primera condición de la legitimidad de la gue- 
rra el que á ella hayan precedido la representación 
del agravio y demandas de reparación por parte del 
estado que se reputa ofendido. Racionalmente no es 
concebible, ni aún en el trato de los hombres más 
incultos y violentos, una brusca agresión por agra- 
vios ó perjuicios que pueden ser sólo aparentes, ó 
^^ á lo menos no haberse causado deliberadamente por 

X el supuesto agresor. Tratándose de lucha entre esta- 

dos y de sus graves consecuencias y sacrificios, ella 
sería aún más odiosa y execrable si se prescindiera 
de ese medio natural de prevenirla. Por otra parte, 
si no se impusiera ese requisito como condición fun- 
damental, toda agresión brutal é inmotivada tendría 
plena justificación. 

Las funestas consecuencias de la guerra y la res- 
ponsabilidad de los gobiernos, no sólo para con su 
propio país, si no para con el mundo, cuyo reposo se 
turba, imponen además que á la ruptura preceda la 
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expresión, clara y categórica de que la denegación 
del desagravio se entenderá como motivo de guerra. 

Esta declaración es la que contiene el documento 
diplomático que se denomina ultimátum^ en razón de 
que en él se expresan las últimas é indeclinables con- 
diciones bajo las cuales se conservará la paz y amis- 
tad entre los estados desavenidos. 

Es de regla igualmente fijar en él un plazo peren- 
torio, para obtener una respuesta decisiva; de mane- 
ra que no dándola dentro de ese término tal omisión 
trae consigo la reparación por las armas. 

El ultimátum^ no puede hacerse, según los usos, 
por una simple intimación verbal, si no por un docu- 
mentó diplomático, así por la naturaleza del compro- 
miso que encierra, cuyos términos deben constar con 
precisión y claridad, como por la gravedad de sus 
efectos. 

La guerra que acaba de cesar entre los Estados 
Unidos de América del Norte y España, principió 
aún antes de la presentación del ultimátum america- 
no al gobierno español; por que el Ministro de Re- 
laciones Exteriores de este país, declaró al embaja- 
dor americano en 21 de Abril de 1898 rotas las rela- 
ciones entre ambos paises antes de que le fuera no- 
tificado. 

b. La declaración formal de la guerra se reputa 
también como condición de su legitimidad, aunque "^^ 

no todos los publicistas, ni los precedentes interna- 
cionales, la hayan autorizado como una regla inva- 
riable. 

¿Es necesario la declaración de la guerra.? Si la 
cuestión ha de mirarse bajo el punto de vista de las 
consecuencias generales, del formalismo y de la leal- 
tad caballerezca, que tanto realza las mejores causas, 
no hay dnda de que debería estarse por la afirmativa. 

Pero, justamente aquí se pronuncian las disiden- 
cias de opinión y de la costumbre internacional, que 
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nada han establecido como regla positiva de uso ge- 
neral. 

En Roma no se consideraba legal ninguna guerra, 
sin que los Ceciales hubieran cumplido la ritualidad 
de exijir reparaciones y de invocar á los dioses para 
romper las hostilidades. 

Durante la edad media, la guerra privada estuvo 
j^ sujeta á esa misma formalidad y el uso de declararla 

por heraldos se conservó en los siglos posteriores en- 
tre los soberanos, siendo el último ejemplo el de 
Luis XIII que la declaró á España en 1635 P^^ "t^ 
heraldo enviado á Bruselas con ese objeto. 

Pero desde la paz, de París de 1763, la declaración 
previa de la guerra parece haber dejado de conside- 
rarse confio indispensable para su legitimidad. 

Entre los publicistas, la generalidad de las opinio- 
nes está por la necesidad de la declaración de la gue- 
rra; y entre esas opiniones pueden citarse las de Gro- 
cio, Puffendorf, Hubner, Vattel, HcfFter, Bluntschli y 
Haotefeuilie. Fiore considera que esa formalidad, 
útil solamente en la guerra terrestre, es inexcusable 
para la guerra marítima que, de otro modo, debe re- 
putarse como un acto de piratería. 

Lo sustancial de esas opiniones puede resumirse 
así: el día en que las naciones sin aviso previo y en 
forma tuvieran quie temer la guerra, la buena fe de- 
^ saparecería, para producir el aislamiento y el conti- 

nuo temor. 

La declaración de la guerra es necesaria para fijar 
el punto de partida de las hostilidades; y esto no sólo 
en relación con los beligerantes mismos, como crite- 
rio para determinar la legitimidad de las presas, sino 
también respecto á los neutrales á quienes se debe 
esa manifestación de cortesía y buena fe. 

Martens y Kluber niegan, de un modo más ó me- 
nos categórico, que exista el deber de formalizar la 

declaración, aunque reconociendo el primero la.gene- 

4 
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ralidad del uso de los manifiestos de guerra; y la ne- 
cesidad de dar un punto de p.iitida legal y cierto á 
las hostilidades. 

Por último, sir Traver Twiss se pronuncia en igual 
sentido, fundándose en que las cortes de almirantaz- 
go no han caliñcad<i nunca de piratería las hostilida- 
des de hecho, ejecutadas antes ó con prescindencia 
de una declaración formal de guerra. J 

En el terreno de los precedentes existe la misma 1 

disidencia. 

Si no en todas, en gran número de las guerras ocu- 
rridas en Europa, desde ia úitim^i mitad del siglo 
XVII, hasta el próximo pasado, no hubo declaración 
previa en el sentido riguroso de la palabra. 

En la guerra de Austria y Frusta de 1866 no hu- 
bo declaración formal, pues había principiado de he- 
cho por la entrada de las tropas prusianas en Hols- 
tein, en Hanover y Sajonia Real, antes de que ei 
manifiesto del emperador de Austria de 17 de Junio y 
el del rey Guillermo de Prusia (18 de Junio) notifi- 
casen á las potencias el hecho» ya existente en ver- 
dad desde tres meses antes. 

Distinto procedimiento fué el observado en la gue- 
rra franco-prusiana, que ocurrió cuatro años después. 
Aunque, el conflcto entre Francia y Prusia era inmi- 
nente y notorio para Europa, no había mediado nin- 
guna hostilidad de hecho, ni se reputaba imposible 
una solución pacífica, cuando el Encargado de Negó* 
cios de Francia en Berlín Mr. Le Sourd, á nombre 
de su gobierno, declaró formalmente la guerra á Pru- 
sia en su despacho de 19 de julio de 1870. (i) 

La guerra de Estados Unidos con España; princi- 
pió sin previa declaración. 

El ultimatnm del primero de esos gobiernos ai 
segundo, enviado por cable, el 21 de abril de 1898, al 



(1) Archivos diplomáticos 1866— 1870— 71, 
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ministro americano en Madrid, para que fuese notifi- 
cado al ministerio de Estado, no llegó á presentarse, 
por que,conocido ya de notoriedad por el gobierno espa- 
füol, se anticipó éste á declarar rotas las relaciones en- 
tre los dos países y Á enviar sus pasaportes al gene- 
ral Woodford, embajador de los Estados Unidos en 
Madrid. 

Como el gobierno americano había principiado las 
hostilidades) aún sin esperar la notificación del u/ít 
tnatum^ y el estado de guerra no resulta precisamente 
de la suspensión de las relaciones diplomáticas, á fin, 
sin duda, de hacer cesar ei estado incierto de co- 
fias creado por este modo de proceder, el congreso de 
los Estados Unidos, por una resolución conjunta de 
25 de abril, hizo la siguiente declaración <'la guerra 
existe y por las presentes se declara existir y que ha 
existido, desde el 21 de abril de 1898 inolusive, entre 
Estados Unidos de América y el reino de España." 

En consecuencia el presidente Mac-Kinley, el 26 
del mismo mes, expidió la proclama correspondiente, 
que contenia a<)emás las reglas que su gobierno se 
profX)n{a observar en el curso de la guerra con rela- 
ción al comercio de lo« neutrales, el bloqueo, la visi- 
ta y los plazos otorgados á los buques españoles en 
puertos americanos ó en viaje hacia ellos. (2) 

De los precedentes yopinioní*s que se han expues- 
to no resulta, pues, ni una doctrina dominante, ni una 
regla uniforme de proceder adoptada en los usos in- 
ternacionales. Pero no as dificil arribar á una conclu- 
sión que satisfaga en este orden los principios de de- 
recho estricto y las exijencias de cortesía y de mira- 
miento que se debe á los neutrales. 

La guerra sin declaración previa, ó por lo menos 
de un ultintatutn que la presente como inevitable, tie- 
ne respecto al adversario los caracteres de una agre- 



(3) Jonmal de droit internatiohal privé- 1898 págs. 127-1037. 
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sión brutal y sorpresiva, que la priva de su carácter 
jurídico; porque siempre es p(«8Íble, aún para una na- 
ción preparada, el acceder á las exijencias de la otra 
parte ó buscar términos de composición. 

Para el efecto mismo de las hostilidades y la cali- 
ficación de los hechos que traen consigo, es preciso 
un punto de partida que haga imposible el equívoco - 

y la arbitrariedad. Así, al celebrarse el tratado de J 

paz entre los beligerantes, sería imposible determi- 
nar cuales serían los hechos que se considerasen co- 
mo consecuencias legítimas de la guerra, sin asignar 
un origen cierto á esos actos de hostilidad. 

En lo que concierne á los neutrales, la considera- 
ción que se debe á sus intereses y la cortesia inter- 
nacional exijen que se les dé conocimiento del prin- 
cipio formal de la guerra en fecha cierta, para poner- ' 
los á cubierto de las consecuencias que les afectan. 

Bajo este punto de vista, la simple publicación 
de la guerra, que no puede ser suplida por los 
manifiestos, por ei carácter de éstos y por su apa- 
rición más ó menos tardía, parece indispensable, eo 
tanto que ella establece de un modo cierto el prin- 
cipio legal de las hostilidades y de sus efectos para 
los neutrales. Tal ha sido, al parecer, )a regla que la 
nación americana ha creído que satisfacía sus debe- 
res, como iniciadora de la guerra, en su contienda ,con 
España y que, en rigor, llena todas las exijencias, asi 
respecto de su adversario como de los neutrales. 

Es, pues, apetecible la declaración formal de guerra 
por las consideraciones enunciadas; pero cuando esto 
se haya omitido ó no sea posible, es de todos modo<s 
inexcusable el ultintatum para el adversario y la pu- 
blicación inmediata de la guerra en consideración á 
los neutrales. 

La publicación de la guerra satisface, además. )a 
necesidad de que el gobierno la dé á conocer á sus 
propios subditos, á fin de prescribirles las obligacio- 
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nes á que quedan sujetos y determinar la conducta 
que se propone observar en orden al ejercicio de las 
hostilidades. 

6 Por último, la guerra debe ser emprendida ó de- 
clarada por la autoridad ó peder que representa á la na- 
ción, desde que ella rompe las relaciones de amis^ 
tad con el adversario y modifica las que mantiene 
con las demás nacioues. 

Los actos de violencia ú hostilidad contra una na- 
ción ó sus fuerzas militares, sin la orden del gobier- 
no de que dependen los agresores, no constituye 
estado de guerra, sino un atentado, que el gobierno 
rsspectivo debe reprimir, ofreciendo las reparacio- 
nes debidas; y sólo en el caso de que se niegue á 
hacerlo, prohijando esas violencias, sobrevendrá la 
guerra legítima que deberá entonces revestirse- de 
las formalidades ya indicadas- 
La constitución de cada país determina á quien 
corresponde hacer la guerra y bajo que condiciones; 
pero la infracción de esos preceptos, por abuso de 
poder ó irregularidad en el ejercicio de las atribucio- 
nes del gobierno, no es de tomarse en cuenta por la 
nación agredida, para quien constituye estado de 
guerra la agresión, aún que ésta haya tenido lugar 
violando las formas constitucionales á que debió su- 
jetarse el gobierno que la inició de hecho, ó por si 
la declaró. 

Todo lo que se ha expuesto en cuanto á las condi- 
ciones de legitimidad de la guerra, se comprende que 
deja de tener aplicación en caso de que haya de acu- 
dirse á ía defensa inmediata del territorio invadido ó 
amenazado de una inesperada y súbita agresión, 

Causas justifícativas y motivos. — Es común en 
los publicistas distinguir entre las razones justificati- 
vas y los motivos de la guerra. 

A decir verdad, lejos de ser metódica y arrcg^da k 
{H'incipios jurídicos la clasificación indicada, los escri- 
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tores de derecho de gentes, hacen frecuentes confu- 
siones, aceptando como causas suficientes de guerra, 
ya una razón de derecho, ya simplerpente motivos de 
pohvica ó conveniencia actual, ya, por último, la sim- 
ple y vaga expresión de la necesidad, que así puede 
referirse á- un indiscutible motivo de derecho, como 
encubrir una violencia injusta ó una expoliación. 

Según aquel criterio, sería razón justificativa la 
que finca **en las ideas, en los principios dominantes, 
en el sistema general de derecho internacionaT en ca- 
da época; y motivo, la violación ocasional y positiva 
de ciertos derecos adquiridos." 

Nada más inconsistente que tal explicación. Si lo 
primero constituye un conjunto de derechos naturnles 
ó adquiridos, no puede racionalmente distinguirse de 
lo seg'indo. Si, por el contrario, entre las causas 
justificativas se comprende todo lo que algunas poten- 
cias hayan establecido como provechoso en cierto or- 
den de política internacional, á que se vinculan de un 
modo permanente, la infracción de esas reglas, moti- 
vo será de guerra bajo el criterio del Interés indivi- 
dual ó colectivo representado por los precedentes ó 
acuerdos entre esas naciones, pero no causa justa pa- 
ra las demás que obran dentro de la órbita de su pro- 
pio derecho. 

Habiendo ya expresado lo que, en concepto teóri- 
co, puede considerarse como justificativo único de la 
guerra, esto es, una violación de derecho que deter- 
mina un acto de defensa, el asunto queda reducido á 
señalar le que en definitiva, separa ó distingue las di- 
versas consideraciones que pueden mover á los go- 
biernos á emprender una guerra. 

Por una parte, toda violación de un derecho funda- 
mental ó positivamente adquirido sería una causa jus, 
tificativa. Una consideración de utilidad ó provecho- 
la favorable coyuntura para adquirir un incremento de 
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poder ó de ventajas nacionales sería simplemente un 
motivo. 

Dentro del criterio jurídico no caben estas dos ex- 
plicaciones de la guerra, como derivadas del mismo 
principio, ó sea el de la integridad incondicional de 
¡os derechos soberanos de una nación independiente, 
que se mantiene en la esfera de sus propios poderes, 
sin menoscabo ni agresión á los de otras naciones. 
De manera que, debe concluirse que no hay nada 
que pueda cohonestar una guerra que no tenga por 
fundamento el principio manifiesto é inequívoco de la 
defensa. 

Este es el resumen de la doctrina sustentada por 
Grocio, Kluber, Heffter, Pinheyro, Bluntschli, Funck 
Brentano y Sorel; y en general por todos los publi- 
cistas que han tenido en mira sujetar los hechos y 
pretensiones á la ley jurídica y no ésta á los hechos. 
En ese número pueden igualmente contarse Massé, 
Fiore, Hautefeuille y Kamarowsky, que condensa la 
doctrina en estos términos: " Rigurosamente hablan- 
do, esas dos causas, la defensa del derecho violada y 
la lucha por la independencia, se reducen al principio 
de legítima defensa, que es derecho que existe igual- 
mente en los pueblos y en los individuos; por que to- 
do ser viviente, en virtud de la ley de la nuturaleza, 
tiene el derecho de existir y de desarrollarse." 

Los motivos de la guerra no pertenecen al do- 
minio del derecho internacional si no bajo su as- 
pecto histórico; porque la realidad innegable de 
los hechos demuestra que, salvo esfuerzos lauda- 
bles, pero estériles hasta hoy, el derecho internacio- 
nal no ha tenido una influencia sensible si no en las 
formas mas humanas y civilizadas de la contienda 
armada, sin lograr que su criterio se imponga en 
cuanto á sus causas, que continúan siendo, en la mayor 
parte de los casos, las mismas; esto es, el orgullo ó la 
arrogancia de los pueblos más fuertes, determinadas 



— 3Z — 

por sus conveniencias, sin consideración al derecho 
ageno. 

Manifiestos de guerra. — E( documento de canci- 
llería que contiene la exposición de las ofensas y agra- 
vios que motivan la declaración de guerra ó la ruptu- 
ra de las hostilidades se llama maniñeí^to; y en él se 
acumulan las razones justiñcativas, los motivos bue 
nos 6 malos que la originan y hasta los simples pre- 
textos. 

Miiestra de cultura y de respeto á )a opinión pública 
es la públicacióu del manfñesto, en el cual b cortesía 
y la elevación de lenguaje deben realzar la justicia de 
la causa, si la hay en realidad. 

"Si fuera posible, dice P¡nheir<x inspirar por se- 
mejantes medios la convicción déla justicia de nues- 
tras armas, seríamos los primeros en aconsejar á los 
gobiernos que arrastraran á sus enemigos ante el tri- 
nal de la opinión; {)ero el hecho es que rara vez, ó nun- 
ca, esos documentos están apoyados en medios de 
convicción, sin los cuales semejantes diligencias no 
son si no vanas formalidades/' 

Los manifiestos pueden ser algunas veces útiles, 
sobre todo tratándtase de guerras emprendidas por 
soberanos absolutos, que no consultan si no sn propi') 
voluntad para tan grave determinación; pero en los 
gobiernos constitucionales, en que la publicidad de 
los debates y la necesidad de observar ciertas formas 
de legalidad en lo interior, dan notoriedad inevitable 
al conflicto, el manifiesto resulta superfluo (i); á lo 
cual hay que agregar la dificultad de juagar sólo por 
él la justificación de una guerra en que los motivos 
reales están encubiertos por los artificios de la dialéc- 
tica diplomática, con pueriles explicaciones que solo 
persuaden de que la guerra se emprende por que es 
útil y segura. 



i 



(1) Oavlos Yergé notas á Martens. 
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No es, pues, indispensable el manifiesto, por que la 
declaración de la guerra ó su publicación, dada la noto- 
riedad anterior del conflicto, basta para llenar toda exi- 
gencia; pero cuando se expide reviste la forma de una 
circular del Ministerio de Relaciones Exteriores á los 
gobiernos amigos, á cuya imparcialidad se apela en 
cuanto á la justicia de la guerra, para declinar toda su 
responsabilidad sobre el adversario. 

Como es natural, y dado el objeto del manifiesto, 
este es contestado por la otra parte, en un documen- 
to masó menos idéntico en su obj.eto y en su forma, 
y que toma el nombre de contra manifiesto. 

Edictos y proclamas- — En el docbmento en que 
se publica la guerra, 6 en acto separado, cada gobier- 
no beligerante, al principiar las hostilidades, debe de- 
terminar las reglas que se propone seguir, en armonía 
con el derecho ó usos establecidos con relación al 
contrabando de guerra, bloqueo, derecho de visita y 
ejercicio del derecho de presa. 

Acostúmbrase así en las guerras modernas, no so- 
lamente para dar una base fija á íos neutrales en 
cuanto á la facilidad ó restricción de su comercio con 
los beligerantes, si no también para dar testimonio 
de que éstos se sujetan á las reglas de derecho de 
gentes, adoptadas generalmente entre las naciones. 

Así se realizó en 1854, en la guerra de Francia, 
Inglaterra, Cerdefta y Turquía contra Rusia, en que 
las dos primeras y la última de esas potencias, por 
proclatpas ó decretos de los soberanos, anticiparon 
las reglas que, al advenimiento de la paz, fueron el ob- 
jeto de la declaración de 16 de abril de 1856. Así 
también ocurrió en la guerra de Austria y Prusia con 
Dinamarca eii 1864, en la guerra franco-prusiana de 
1870 y por último en la reciente lucha de España y 
los Estados Unidos de América del Noi-te. 

La proclama del presidente de los Estados Unidos 
de 26 de Abril, de 1898, después de publicar formal- 
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mente el estado de guerra de su país con España, de- 
claraba la observancia de los tres últimos principios de 
la declaración de París de 1856, concedía ciertos pla- 
zos y franquicias á los buques mercantes españoles en 
puertos americanos, ó en viaje para éstos, asi como las 
seguridades acordadas, en cuanto al derecho de visita, 
á las vapores correos. J 

Una declaración semejante contiene el decreto de J 

la Reina Regente de España, de 24 de Abril con reía- ^ 

ción á los mismo3 objetos, agregando sus anteriores 
reservas sobre el uso del corso, la enumeración de 
los artículos de contrabando de guerra, y la caducidad 
de los tratados todos existentes á la sazón entre am- 
bos países: 

Entre esas proclamas ó decretos se encuentran así 
mismo los que sé refieren alas prohibiciones que ca- 
da gobierno dicta á sus subditos en cuanto al comer- 
cio y relaciones con el enemigo, el tráfico en su» 
puertos y las obligaciones que les conciernen respec- 
to al servicio militar, que Kluber llama edictd inhibi- 
toria y edicta avocatoria y que, en buen número de 
casos, no son si no la orden p'ira que se cumplan obli- 
gaciones declaradas por las leyes de cada país. 

Al mismo tiempo que se publican tales decretos y 
declaraciones, es de uso, y las necesidades de la gue- 
rra en cada época exigen, que los departamentos de la 
guerra y de la marina de cada uno de los beligerantes, 
y particularmente el último, expidan las circulares é 
instrucciones á los jefes de ejércitos y escuadras que 
entran en campaña, detallando la manera de cumplir 
y ejecutar lo que de un modo general expresan las 
proclamas ó decretos, en conformidad á lo que pres- 
criben las leyes del país, los compromisos positivos 
adquiridos por éste y los usos internacionales gene- 
ralmente recibidos. 

Aún que estos documentos no tienen h importan- 
cia de los primeros, son, sin embargo de considerable 
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utilidad, para conocer el criterio con que cada pa{s 
apüca las reglas del derecho internacional con relación 
á la guerra, la tendencia de sus leye y usos y en con- 
secuencia el grado de responsabilidad de los militares 
y marinos que obran bajo la autoridad de esos gobier- 
nos. Su utilidad es más patente en orden al juicio 
que puede formarse sobre las decisiones de las cortes 
de almirantazgo ó tribunales de presas y en conse- 
cuencia al fundamento de las reclamaciones de que 
ellas pueden ser objeto por parte de los neutrales. 



■ * * * 
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LECCIÓN XXII 

SUMARIO. — Efectos inmediatos de la guerra.— Retiro de 
los agentes diplomátioos.— Carácter enemigo en cuanto 
á las personas y cosas. — Efectos sobre los tratados pú- 
blicos y sobre los contratos privados.— Sobre el comer- 
cio y comunicación con el enemigo. — Licencias; cambio 
de nacionalidad en los buques; pasavantes. — Influencia 
del domicilio sobre la condición de las mercaderías. — 
Efectos de la guerra sobre las deudas públicas y pri- 
vadas. 



Efectos inmediatos de la guerra. — £1 cambia 
sustancial operado en la situación pacífica y normal 
de dos estados, por la declaración de la guerra ó la 
ruptura de las hostilidades, trae consigo como conse- 
cuencia la suspensión de todo trato y relación amis- 
tosa entre los beligerantes, la condición enemiga en 
todo lo que pertenece al otro estado beligerante y la 
caducidad de los compromisos hasta entonces exis- ^ 

tentes, entre ambos países, con las excepciones que el 
derecho moderno, con un concepto más justo de la 
guerra, ha establecido. 

Por mucho que la guerra sostituya la violencia y 
el estruendo de las armas á un estado regular y de 
armonía entre las naciones, que es ó debe ser su si- 
tuación permanente, hay que considerar que ella no 
suprime todo vínculo jurídico entre los beligerantes; 
que los derechos de la humanidad en general subsis- 
ten enmedio de los horrores de la lucha; y que ésta, 
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por ser en si misma instrumento de destrucci6n,no pue- 
de constituir sino un estado transitorio, que no haga 
imposible el restablecimiento de la paz, solo inte- 
rrumpida. 

Pero la guerra, aún templada por las exigencias 
del interés mismo de los beligerantes, en la múltiple 
acción de las sociedades modernas, tiene sus inevita- 
bles necesidades y el encerrar éstas dentro de sus 
naturales límites es la noble tarea del derecho inter- 
nacional, que, si no ha llegado á evitarla en lo abso- 
luto, ha logrado, á lo menos, regularizarla y hacerla 
más humana y más escrupulosa en sus medios. 

Retiro de los agentes diplomáticos. — Relizada 
la ruptura por la declaración de la guerra, ó sin ésta, 
los agentes diplomáticos acreditados respectivamen- 
te por ambos beligerantes, cesan en sus funciones, 
recibiendo ó pidiendo, según el caso, sus pasaportes- 
Mientras salen del país, que, naturalmente, es siem- 
pre en un término más ó' menos breve, siguen gozan- 
do de las inmunidades y garantías que el derecho co- 
mún les acuerda y que, aún én este caso, se extien- 
den tambiéo á sus bienes. 

En los usos actuales, el retiro de ios agentes di- 
plomáticos no es el signo de la guerra inevitable, ni 
la manifestación solemne de ésta, sino más bien, por 
lo común, su primera y más visible cosecuencia; pues 
hay muchos casos en que esa interrupción de rela- 
ciones diplomáticas no ha traído consigo la guerra. 

Sin embargo, se ha considerado'general mente el re- 
tiro de los ministros como equivalente á una declara- 
ción de guerra; de tal manera que el rompimiento no 
se estimaba definitivo hasta después del retiro ó des- 
pedida de esos funcionarios. 

Tal es el concepto ó la regla que figura en los tra- 
tados celebrados por Inglaterra con Portugal y con 
el Brasil en 1826 y 1827; y por este último estado 
con Francia, con Prusia y con Dinamarca en 1826, 
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1827 y 1828 respectivamente, en todos los cuales se 
encuentra el siguiente artículo: 

** SI sobreviniese una mala inteligencia, una cesa- 
ción de amislad ó una ruptura entre las dos coronas 
(de lo que Dios nos preserve ), la ruptura sólo se re- 
puta existente después del retiro 6 la partida de los 
agentes diplomáticos respectivos.'* . 

Carácter enemigo en cuanto á las personas y á ^ 

las cosas.— Hay que determinar desde luego si, "^ 

por el hecho de haberse iniciado la guerra, los sub- 
ditos de la nación enemiga deben ser considerados 
individualmente como enemigos y tratarlos en con- 
secuencia. 

Si ha de estarse k los preceptos de la sana razón 
y de la justicia natural, no hay fundamento alguno 
para considerarlos indistintamente en esa condición. 
Aparte de que la guerra compromete y tiene en mi- 
ra únicamente los derechos é intereses colectivos de 
las naciones que contienden, es evidente que habién- 
dose establecido los subditos de una y otra parte en 
los territorios respectivos en tiempo de paz y bajo 
las garantías que esa 3ituaci6n|y la fé pública les pres- 
taban, no existe motivo jurídico ninguno que los ha- 
ga responsables de una lucha que ellos no han pro- 
vocado ni sostienen. 

La solidaridad entre el ciudadano y su patria, en el | 

caso contemplado, no se pronuncia si no por los eíec- ^ 

tos generales que la guerra puede tener, y tiene en lo | 

común, para todos y para aquellos á quienes el deber 
legal ó un acto voluntario llama, por el servicio de 
las armas de otra manera, á participar en la guerra, 
pero no antes ni en casos diferentes. 

No puede, pues, admitirse otra doctrina 6n ese or- 
den, que la establecida por Vattel, reaccionando con- 
tra un antiguo y bárbaro uso. "El soberano que de- 
clara la guerra, dice ese publicista, no puede retener 
á los subditos del enemigo que se encuentran en sus 



— 39 — 

estados en el momento de la* declaración, ni tampoco 
sus propiedades/' 

Las leyes de algunos estados han admitido ese 
principio, autorizando al gobierno para conceder á los 
subditos del enemigo un plazo suficiente para reti- 
rarse del territorio con sus propiedades. Tales son, 
entre otras, el estatuto de Eduardo líl de Inglaterra 
y la ley que autorizó en 1798 al Presidente de los Es- 
tados Unidos para ese objeto. 

En la mayor parte de' los tratados de amistad y co- 
mercio, celebratlos durante d siglo anterior se ha es- 
tipulado esa franquicia, que permitía á los subditos 
del enemigo el permanecer en el territorio, mientras 
su conducta no se hiciese sospechosa de hostilidad, ó 
bien se daba un plazo de seis á doce meses para sa- 
lir del país con sus bienes sin ser molestados. Pa- 
ra no citar más que aquellos en que el Perú ha si- 
do parte, pueden recordarse los que celebró con la 
Gran Bretaña en 10 de Abril de 18 50, con Francia 
en 9 de Marzo de i86i„ con BoUvia en 1863, con 
Colombia en lO de Febrero de 1870; con Estados 
Unidos en 6 de Setiembre de 1870, con la Repúbli- 
ca Argentina en 9 de Marzo de 1874. 

En la guerra de Francia con^ Prusia y sus alia- 
dos, que principió con la declaraqión de 19 de Ju- 
lio de de 1870, un decreto imperial, de 20 del mis- 
mo mes, decidió que los subditos del enemigo, que se 
encontrasen entonces en territorio de Francia y sus 
colonias, podían continuar residiendo allí, mientras su 
conducta no diera motivo de queja; pero la entrada 
de otros quedaba subordinada á permisps especiales 
y á título de escepción. 

En cuanto á los buques de comercio del enemigo, 
que estuviesen en puertos del imperio, ó qtie entraran 
á ellos durante la guerra, ese decreto les otorgaba 
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un plazo de 30 días para salir con los salvo-conduc- 
tos respectivos. ( i ) 

Igual y favorable decisión conten/a en lo relativo 
á los buques que, antes de la declaración de guerra 
hubiesen tomado cargamento destinado á Francia y por 
cuenta de franceses, que quedaban libres de captura, 
podían desembarcar libremente sus mercaderías y I 

obtener salvo-conducto para su regreso. A 

El curso de la guerra y sus necesidades pueden, 
sin embargo, tornar esas franquicias en medidas de 
rigor, como la expulsión de los residentes del enemigo 
de plazas sitiadas, ó de territorios donde operan los 
ejércitos. 

A tal necesidad responde el decreto del general 
Trochu, gobernador militar de París, de 23 de Agos- 
to de 1870, en que se ordenaba que todo subdito del 
enemigo, que no estuviese naturalizado en Francia, 
debía salir de esa ciudad y del territorio francés ó, á" 
lo menos, á la otra ribera del Loire, en el plazo de tres 
días, bajo la amenaza de ser juzgados militarmente 
en caso de contravención. 

Una regla diferente ]se observó en la guerra del 
Pacífico. 

Por decreto del Presidente del Perú, de 1 5 de Abril 
de 1879, s^ ordenó la salida del territorio peruano, 
en término de ocho días, de todos los chilenos, con 
escepción de los comprendidos en los casos 2? y 3** 
art. 34 de la Constitución y de los que teniendo diez 
años de residencia en el país, fuesen casados con pe- 
ruanas y propietarios de bienes raices, mientras que 
su conducta no los hiciera sospechosos. 

Aún esa escepción quedó revocada, á título de re- 
presalia, por el decreto del mismo gobierno de 17 
del mes y afio indicados, en razón del ataque de la 
escuadra chilena á los puertos indefensos de Mollen- 
do Iquique, y Pabellón de Pica. 



(1) Archivos Diplomáticos 1871 — 1873, tmo. I. 
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En la última guerra de España con los Estados 
Unidos, un decreto real del primero de esos gobier- 
nos, publicado el 24 de Abril de 1898, concedió un 
plazo de quince días á los buques americanos á la sa- 
zón fondeados en los puertos de España, para que 
pudiesen salir libremente; y una declaracióíi aná- 
loga hizo por su parte, aún con mayor amplitud, el 
gobierno americano, por la proclama del Presidente 
de la Unión, de 26 de Abril de 1898. 

Puede concluirse, pues, que, por la generalidad de 
los tratados y por el uso constante de las naciones, la 
franquicia para los subditos del enemigo y sus pro- 
piedades, al tiempo de iniciarse las hostilidades, es de 
derecho común y ha reemplazado á la práctica ante- 
rior que los sometía á vejaciones personales y al 
despojo ó secuestro de sus propiedades. 

Para la aplicación de las reglas, que en resumen 
quedan enunciadas, sobre todo en cuanto se refiere 
á los bienes, hay que tener en cuenta la situación 
del propietario, que se determina no solamente por 
su nacionalidad, si no por su domicilio y aún por 
el carácter del tráfico ó negociación á que se con- 
sagra; de donde resulta la condición enemiga ó neu^ 
tral de las cosas que le pertencen, como se expli- 
cará más tarde al tratarse de las reglas de la gue- 
rra marítima. 

Efectos sobre los tratados püblicos. — La diver 
gencia que en este orden se advierte en la teoría es 
considerable, pues con la misma decisión se sostie 
ne por algunos publicistas la caducidad absoluta de 
los tratados existentes entre los beligerantes, por el 
hecho de la guerra, como la simple suspensión de 
ellos según otros. 

Entre los primeros se encuentran Mably y Schmalz, 
que consideran extinguida toda relación de derecho 
entre los beligerantes por causa de la guerra, 

6 
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Bluntschli estima, por el contrario, que la guerra 
no abroga el derecho entre las partes beligerantes, 
modificando, únicamente su posición recíproca. Se- 
gún su opinión, los derechos naturales del hombre 
deben ser respetados tanto en tiempo de paz como 
de guerra; y siendo ésta, para los estados, medio de 
hacer respetar sus derechos, no puede consistir en la 
negación de ellos. Concluye, por tanto, que perma- 
neciendo las leyes y el derecho intactos, la guerra no 
tiene otra consecuencia para los beligerantes que el 
de suspender ó modificar parcialmente el derecho 
existente. ( i ) 

Esta es también la doctrina sostenida por Carna- 
zza,Amari, que i»o considera extinguidas entre los 
beligerantes sino las cláusulas de los tratados que 
son incompatibles con la guerra. Su opinión la resu- 
nre en los términos siguientes: *' Todo lo que se pue- 
de decir es, que los tratados que han dado origen á 
la guerra, ó cuya [existencia es inconciliable con ella, 
se extinguen por el efecto inmediato y lógico de las 
hostilidades; peto existen siempre leyes y principios 
jurídicos, que se aplican á los tiempos de lucha, en los 
que la humanidad se olvida con frecuencia. Agregue- 
mos que los tratados que no conciernen á la guerra, 
ó que son compatibles con ella, continúan existiendo 
durante las hostilidades y después."' (2) 

Para Calvo, la solución depende del carácter parti- 
cular de ios compromisos contraídos; admitiendo en 
consecuencia la ruptura definitiva de los vínculos con- 
vencionales formados expresamente para que operen 
en el estado de paz y de los que tienen por objeto fa. 
vorecer las buenas relaciones y armonía de nación á 
nación, no considerando en esta categoría los trata- 
dos aduaneros, postales, de navegación ó de comercio. 



(1) Blantschli. — Derecho Interaacional Godiñcado, art. 461 
y su nota. 

(2) Derecho lateruacional Público, — Tmo. 2* pgs. 560- 
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que considera únicamente en suspenso; concluyendo 
que, con mayor razón, quedan en vigencia los que 
tienen en mira el estado de guerra y las estipulacio- 
nes ó pactos de carácter perpetuo é inviolable, (i) 

Con mayor precisión parece que es indispensable 
fijar la inteligencia y extensión de esa consecuencia 
de la guerra. 

En principio no es posible dudar de que, rompién- 
dose por la guerra toda relación amistosa, de norma- 
lidad y de armonía entre los beligerantes, es forzoso 
que termine todo vínculo convencional de auragión 
limitada, cualquiera que sea su carácter; esta debe 
ser la regla genérica. Los convenios que conciernen 
á derechos secundarios y los intereses que con ellos 
se ligan, son invariablemente de tiempo fljo; y aun 
cuando se pacte su renovación periódica por el acuer- 
do tácito de las partes, cualquiera de éstas puede de- 
sahuciarlos, sin que sufran menoscabo la armonía y 
buena inteligencia entre ellas. La guerra debe, pues, 
considerarse como el desahucio general de todos esos 
tratados, fundados en una amistad y en fines pacífi- 
cos á que ella ha pues-to fin. 

Esta regla está sujeta á las escepctónes que se 
derivan de su mismo principio y que pueden conden- 
sarse del modo siguiente: 

Quedan subsistentes todas las convenciones que 
tienen por su naturaleza un carácter perpetuo, como 
las relativas á límites, arreglos de cuentas y otras se- 
mejantes, siempre que ellas no sean el motivo de la 
guerra; y así mismo las cláusulas de los tratados tem- 
porales que tienen en mira la guerra, ó sea las reglas 
de las hostilidades que, para ese desgraciado evento 
se han prometido las partes, puesto que su aplicación 
sólo puede tener lugar en ese caso. 



(1) Oalvo. Derecho Internacional Público.— tm. 4** pg. 1903 
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Por último, la guerra, como lo establecen Puffen- 
dorff Heffter y la mayor parte de los publicistas, no 
suspende los derechos originarios del hombre, ni las ¡ 

reglas de humanidad, de honor y de justicia natural, 
que tienen en todo tiempo imperio sobre las nacio- 
nes, con prescindencia de todo pacto y compromiso. 

Esta es la doctrina expuesta por Heffter en los pá- { 

rrafos siguientes: ^ 

*• Los tratatados anteriores á la guerra dejan de * 4 

producir sus efectos, necesarariamente, en cuanto 
suponen un estado de paz. Losusos internaciomales, 
de conformidad con este principio, no reclaman el 
cumplimiento de los compromisos anteriormente con- 
traídos con el enemigo y los consideran como suspen- 
didos. Falta saber si vuelven á renacer con la paz y 
hasta que punto." 

'*E1 rompimiento de las hostilidades, hace dudosos, 
por el contrariojtodos los contratos cuya ejecución fu- 
tura dependía de la buena fé de las partes contratan- 
tes, la cual ha desaparecido por la guerra. Necesitan, 
por lo tanto para su validez, ser ratificadas ó renova- 
das por una declaración formal." (i) 

En cuanto á los contratos privados, la regla es di- 
ferente. La guerra sólo produce la suspensión de sus 
efectos; lo que, por otra parte, es forzoso é inevitable, 
pues la ruptura de relaciones entre los beligerantes J 

hace prácticamente imposible, durante ese tiempo, to- 
do medio cierto y eficaz de cumplir esos pactos de 
orden privado. Por este motivo, el tiempo que dura la 
guerra no se cuenta para la prescripción de las obli- 
gaciones respectivas entre los súb(íitos de las partes 
beligerantes. 

Bynkershoek, Kent, Lord Stowell, con casi todos 
los publicistas, adoptan esta regla, que es la que han 



(1) Heffter.— Derecho internacional Público Libro 2®0ap 2^ 
párr. 129 y Cap, 4? párr. 181 N<> 2. 
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seguido también las cortes de almirantazgo y otros tri- 
bunales internacionales. 

Sobre el comercio y comunicación con el ene- 
migo. — La guerra, que destruye toda relación amis- 
tosa entre los beligerantes» confiere á éstos ciertos 
derechos sobre los subditos del enemigo y sobre sus 
bienes, cuya extensión se necesita determinar, aunque 
sea en abstracto, ya que, prácticamente, sobre nada 
puede encontrarse tanta variedad según los casos y 
las épocas. 

Es natural que iniciada la guerra, por más que 
ella sea una relación de estado á estado, los subditos 
de uno y otro quedan ligados á las necesidades que 
trae consigo, así para el éxito que cada beligerante se 
propone y espera alcanzar, como por la solidaridad na- 
cional, que hace comunes los intereses entre cada ciu- 
dadano y su patria respectiva en la paz y en la guerra. 

Esta consideración puede resumirse en el siguiente 
principio: 

La declaración de la guerra ó la ruptura de las hos- 
tilidades producec, como consecuencia forzosa, la sus- 
pensión de toda relación comercial entre los subditos 
de los beligerantes y de toda comunicación regular 
entre ambos paises. 

Esta regla no es, sin embargo,de aplicación tan ab- 
soluta que no admita limitaciones,que el interés miámo 
de las partes impone, cuando ellas importan beneficio 
general que no entraba las operaciones de la guerra, 
ni perjudica el éxito que de ellas se espera. 

El gobierno ejecutivo, que es el que tiene en sus 
manos la dirección de la guerra, es el único que pue- 
de determinar, según los casos, hasta que punto ha 
de desenvolverse ó restringirse este principio en sus 
aplicaciones. 

La extensión que, de un modo general, puede tener 
la regla enunciada depende, para algunos países, de 
su legislación; y, para casos determinados, de los pac- 
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tos por los que se haya obligado, respecto á ciertas 
naciones. 

La presipción legislativa es inaparente y peligrosa; 
porque la inflexibilidad de las reglas que ella esta- 
blece y su carácter imperativo respecto al gobierno ó 
soberano respectivo, pueden ser incompatibles con las 
necesidades que imponga el curso de los sucesos; 
aparte de que en lo práctico, no podrá ser aplicada 
por defecto de reciprocidad. 

No sucede lo mismo con los tratados; aunque á de- 
cir verdad, muy limitados son los ca.sos en que se ha- 
ya estipulado algo sobre el particular, fuera de las re- 
glas generales que consignan casi todos en lo relativo 
á la observancia de ciertas reglas de humanidad y de 
cultura estipuladas para el caso de guerra entre los 
contratantes. 

" Ninguna regla puede encontrarse en el hecho 
mejor establecida por el uso de la comunidad de los 
estados, dice Phillimore. Esta regla de interdicción 
absoluta, que se deriva, para el comercio marítimo, de 
de la política y del derecho público, prohibe igualmen- 
te el tráfico terrestre." 

En términos semejantes expresa la mismo opinión 
Story, juez de los Estados Unidos, de tan justa ce- 
lebridad. 

" Este principio, dice, se ha autorizado con el res- 
peto reverente de los siglos y no puede ser elimina- "^ 
do sin destruir los fundamentos del derecho nacio- 
nal. " (I) 

No es sin embargo tan absoluta la regla que no 
implique concesiones más ó menos limitadas, que de 
penden de las conveniencias de los estados belige- 
rantes; y asi puede decirse que se ha practicado 
constantemente en todas las guerras internacionales 
del pasado siglo á partir sobre todo de la de 1854. 



(1) Phillimore — Gommentaries upoii in torna tional law. 
Tom. 3.® pág 108. 
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A ninguna excepción de esa clase estuvo sujeta la 
interdicción comercial entre Chile y el Perú durante 
la guerra del Pacífico. 

Los decretos de los respectivos gobiernos de 7 y 
17 de Abril de 1872 contenían por el contrario rigo- 
res inflexibles para baeer efectiva la prohibición, sal- 
va U franquicia que se reconoció en los vapores de 
la compafíia inglesa para continuar su tráfico ordina- 
rio entre los puertos de los beligerantes bajo las re- 
glas de la más estricta neutralidad. 

Licencias; pasavantes; cambio de nacionalidad 
de las naves. —En toda guerra marítima se ha acos- 
tumbrado conceder permisos especiales para que los 
subditos de uno de los beligerantes puedan comer- 
ciar con los del otro, siendo esto particularmente 
usado por Inglaterra en siís guerras con Francia de 
principios del último siglo. Algo semejante, aunque á 
título de permiso general aconteció en las guerras 
de 1854, 1859 y 1870. (i) 

Cuando esas licencias son acordadas particular- 
mente por uno de los beligerantes á algunos de sus 
subditos para seguir comerciando con el enemigo, la 
concesión no obliga al otro beligerante, que puede 
proceder contra el concesionario, como lo autorizan 
las leyes de la guerra. 

El permiso á que nos hemos referido toma el nom- 
bre de salvo conducto 6 pasavante y debe ser respe- 
tado por las fuerzas militares del país concedente, 
mientras se use dentro de los términos de la conce- 
sión. 

Si la licencia es personal ella no puede transferirse 
sin (^ue se anule su eficacia; pero si se refiere á de- 
terminados objetos ó artículos de comercio la cesión 
ó transferencia es permitida, salvo las limitaciones 
comprendidas en la concesión. 



(1) Oalvo — Derecho Internacional Páblioo. Tom. 4.^ pag 90. 
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Los pasavantes hacen también libres á los buques 
que, con nacionalidad de uno de los beligerantes, han 
cambiado su bandera por la de un país neutral, si el 
cambio se hace bonajidey observando, en cnanto á 
la propiedad del buque y demás relativas á la nacio- 
nalidad, las condiciones exijidas por las leyes del 
país de su nueva bandera. 

Esos pasavantes son expedidos por los cónsules 
de les puertos donde se realiza el cambio de bandera 
y son puramente provisionales y de duración limita- 
da, hasta que el buque se haya matriculado debida- 
mente para obtener patente formal de navegación. 

Influencia del domicilio sobre la condición de 

las mercaderias-^No es suficiente, según los usos 
establecidos y la jutisprudencia de las cortes de pre- 
sas, que un comerciante sea por su nacionalidad neu- 
tral, para que estén á salvo sus propiedades compro- 
metidas en el tráfico marítimo. 

La regla generalmente observada es, que, durante 
las hostilidades, ó en inminente y próximo peligro de 
guerra, la propiedad de las partes beligerantes, no 
puede cambiar de nacionalidad en el curso del viaje, 
{in transitu). 

El mismo principio se observa respecto á las mer- 
caderías que son conducidas durante la guerra para 
ser entregadas en país enemigo y en virtud de un 
contrato según el cual sean tenidas como propiedad 
de un subdito enemigo desde su llegada. 

Cuando esas propiedades pertenecen ostensible- 
mente á una sociedad establecida en país enemigo, 
cualquiera que sea la nacionalidad de los socios, es 
tenida también por enemiga. 

Y, por último, si el propietario del cargamento es- 
tá donr*iciliado en pais enemigo, sea éste el de la par- 
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tida 6 del destino de las mercaderías se consideran es- 
tas propiedad enemiga, (i) 

Tales son las reglas principalmente seguidas por 
los tribunales cíe presas americanos é ingleses y la 
doctrina enseñada por los publicistas de una y otra 
nacionalidad, aunque ella no sea la más conforme á 
las nociones extrictas de derecho, el cual repudia aún 
la captura de la propiedad privada del enemigo en la 
guerra marítima, como de hecho está eliminada esa 
hostilidad én las guerras terrestres. 

El sufrimiento que se impone k los neutrales con 
semejante práctica es vivamente condenado por los 
tratadistas del derecho teórico y progresivo, como 
habrá ocasión de maniíestarlo al ocuparnos de la di- 
ferencia entre la guerra marítima y la terrestre. 

Efectos sobre las deudas publicas y privadas. — 
La franquicia que, en principio general, proteje la pro- 
piedad, se extiende, como es de razón, á las cosas in- 
corporales como los créditos y acciones. No cabe 
distinguir entre la obligación de los particulares y la 
del Estado en favor de subditos del enemigo, porque 
en ambos casos domina la regla admitida; esto es que 
la guerra se hace de estado á estado y no puede afec- 
tar, por hostilidad directa, á los individuos pacíñcos é 
inofensivos. 

Entre los publicistas de reconocida autoridad sólo 
Binkershoek y Vattel admiten la confiscación dé las 
deudas de los particulares á favor de subditos del 
enemigo, auhqtie añadiendo el último que '' la venta- 
ja y la seguridad del comercio han inducido á todos 
los soberanos de Europa á abandonar ese rigor. " (3) 



(1) Phillimore— ob. oit. Pág. 607 y sig. Tom. 8.°— Whar- 
t09. A.. Digefi^ oí the intornationftl law. Tom. 3.^ parí. 852— 
853. Wheaton Elem. part. 4.^ cap. 1.^ 

(2) Vattel— Derecho de Gentes. Lib. IIÍ Oap. t" pag. 77. 
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LOS demás» sin escepción, se pronuncian en sen- 
tido opuesto. (Véase Heffter, Calvo, Martens, Tra- 
veis, Twis, Wheaton.) 

La misma regla se aplica á las deudas del Estado 
á favor de los subditos del enemigo, que gozan de 
igual res|)eto é inmunidad. De manera que, si el 
fisco de uno de los estados beligerantes, es deudor 
por un empréstito público, ú otra causa, de algunos 
subditos de su enemigo, no puede libertarse á s{ mis- 
mo de ese vínculo de derecho por una confíscación 
que declarase extinguida la deuda. 

Además de la regla de justicia natural, ya enun- 
ciada, existe en este caso la consideración de honor, 
y de lealtad que es la base y única seguridad de los 
particulares que han dado su dinero á un gobierno 
extranjero, respecto del cual no tienen en ningún 
tiempo otro medio compulsivo que la buena fé del 
Estado deudor. 

Es también unánime la opinión sobre este punto, 
con escepción tal vez de Phillimore, que admite la po- 
sibilidad de esi clase de confíscación. Pero el mismo 
sabio publicista reconoce, que el rigor de lo que él ha 
sentado como un derecho del beligerante, se ha miti- 
gado por "la sabia y humana práctica de las nacio- 
nes durante siglo y medio, al reconocer que los cré- 
ditos y acciones del enemigo reviven con la restaura- 
ción de la paz." (i) ^ 

Esa práctica, á que el citado autor se refiere, con- 
firma la regla establecida por la doctrina, como se 
advertirá por los siguientes casos citados por Bon- 
fils. (2) 

Durante la guerra de Prusia con Inglaterra en 
1753 y á consecuencia de la captura de algunas na- 
ves prusianas de comercio por los cruceros británicos, 



(1) Phillimore^Oommentaries apon international law. To- 
mo III Nos. 87 y 88. 

(2) Manuel de Droit International N.o 1,058. 
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el rey Federico II, á título de represalias, suspendió 
el servicio del empréstito de Silesia, que tenía por 
acreedores á subditos ingleses, obligación derivada 
de los tratados de Breslau y Dresde (1742 —1745.) 

Esa especie de confiscación fué censurada por Mon- 
tesquieu y por Vattel; y, ya sea por el efecto moral 
de ésta, ó por lo insostenible del acto en sí mismo, la 
confiscación fué levantada. 

En 1793, durante la guerra de Francia con Ingla- 
terra, se decretó la confiscación general de todos los 
bienes muebles é inmuebles de los subditos del ene- 
migo. Pero al celebrarse la paz de 1814 se estipuló 
la restitución general de todos los bienes confiscados 
y la liquidación general de los créditos de los beli- 
gerantes. (Wheaton, Elementos Tom.I pág. 292.) 

El caso de la confiscación hecha por Dinamarca de 
todas las deudas danesas á favor de subditos ingleses, 
en la guerra de 1807, citado también por Bonfils, so- 
lo sirve para acreditar que la doctrina inglesa es in- 
consistente; porque á la vez que la Corte del Banco 
del Rey declaraba, que la ordenanza danesa no. era 
conforme al uso internacional, mantenía las confisca- 
ciones hechas en Inglaterra de todas las propiedades 
de subditos de Dinamarca, juzgando así con criterio 
distinto dos casos sujetos al mismo principio. 

Ejemplo contrarío se presentó durante la guerra de 
Crimea en la cual ei empréstito ruso-holandés fué 
servido^sin interrupción. 

Los precedentes recordados determinan la regla in- 
ternacional sobre la materia y á ella era de esperarse 
que, en casos idénticos, se sujetara la conducta de to- 
dos los estados que viven bajo la comunidad del dere- 
cho de gentes. 

Pero, distinta fué la que se observó como resultado 
de la guerra del Pacífico, que dio á Chile la soberanía 
del departamento peruano de Tara paca y las propie- 
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tlades fiscales ctel Perú comprendidas en él, é hipote- 
cadas á los particulares que las habían vendido al 
Estado. 

El gobierno de Chile se desentendió del pago de 
intereses y amortización de los bonos ó certificados 
expedidos á favor de los particulares, que habían sido 
expropiados de sus oficinas y terrenos de nitrato de 
soda; y resistió por algún tiempo ese servicio, en con- 
sideración, sin duda, á que esos títulos de crédito ha- 
bían sido expedidos, en su mayor parte, á favor de ciu- 
dadanos peruanos. 

Esa fútil escepcij5n no se aviene con !a regla de 
derecho estricto expuesta ya, ni con la exigencia de 
honor y buena fé que impone á todo gobierno él pa- 
go de las deudas que ha contraído aun cuando sean 
en favor de subditos del enenigo. Si Chile asumió, en 
sostitución del Perú, la propiedad de los estabícimien- 
tos de salitre de Tarapacá, que habían pertenecido 
al fisco peruano, su responsabilidad por los créditos 
reales inherentes á ella era inseparable de esa subro- 
gación en el dominio; y el caso es idéntico en su ori- 
gen al del empréstito de la Silesia; con la única di- 
ferencia de que la suspensión del servicio de' los bo- 
nos salitreros, venía á ser una confiscación /í?í/ bellum 
contra acreedores peruanos, que ya no eran enemigos, 
y por raro efecto del tratado de paz. ^ 

Estas consideraciones, sin duda, y la eficaz, aunque 
solo oficiosa intervención de diversos gobiernos de 
Europa, en favor de sus respectivos nacionales, tene- 
dores esos títulos, determinaron al fin su reconoci- 
miento y pago con el descuento de casi el 50 0/0 de 
su valor nominal y supresión de los intereses deven- 
gados. 

Ese reconocimiento tardío, parcial y concedido á 
instancias de extranjeros, deja en pié el fundamento 
de la censura de que fueron los primeros intérpretes 
Montesquieu y Vattel, aún considerando la limitación 



- 53 — 

de responsabilidad que Chile estipuló á su favor en el 
tratado de Ancón; porque el gobierno peruano podía 
y entendió solo ceder lo suyo, pero no lo que perte- 
necía á particulares, nacionales ó extranjeros, que 
nada podían perder por ese pacto, que era para ellos 
res intef altos acta. 



LECCIÓN XXIII 

SUMARIO.— De loa medioB de i^erra en general.— Hostili- 
dades.— Leyes de la guerra. — Ejércitos permanentes; 
reservas; guerrillas y cuerpos francos.— Conferencia de 
fóselas.— Instrumentos de guerra. — Bombardeos; sus 
reglas y precedentes. — Sorpresas y estratajemas.- Oon • 
dición de los espías. — Prisioneros de guerra.— Reglas 
particulares de la guerra terrestre en lo relativo á la 
^opiedad pública y privada. 



De los medios de guerra en general. — Si todos 
los medios de dañar al enemigo son ó no lícitos por 
derecho de la guerra, es lo que debe examinarse al 
hablar de las hostilidades. 

Hostilidades. — Se entiende por hostilidades, las 
violencias y daños que los beligerantes están autori- 
zados á emplear entre sí para llegar al fin de la gue 
rra, que es el restablecimiento de la paz. ^; 

Leyes de la guerra. — Si el concepto verdadero 
de las hostilidades es el que se acaba de enunciar, 
no puede dudarse de que todos los medios de fuerza 
no son igualmente lícitos y que ellos encuentran su 
límite en el propósito mismo y el objeto jurídico de 
la guerra, así como en los principios de humanidad y 
de civilización que sobrevive á la ruptura de la amis- 
tad y buena relación entre las naciones accidental- 
mente enemigas. 

De manera, que las leyes de la guerra están cons- 
tituidas por el conjunto de reglas que los beligeran- 
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tes están obligados á observar en el empleo de las 
hostilidades y que se derivan de las consideraciones 
siguientes: 

I*. - La guerra, recurso último y sanción del dere- 
cho, no puede entenderse si no como un acto de le 
gítima defensa; bajo tal concepto se encuentra limi- 
tada por las necesidades de ésta. 

2*. — Si el fin de la guerra es el restablecimiento 
de la paz, por el reconocimiento del derecho disputa- 
do, ó por la reparación exijida, no debe hacerse impo- 
sible ó más difícil ese propósito por el uso de hostili- 
dades desmedidas, crueles, é incompatibles, por lo 
tanto, con ese designio. 

3* — La guerra, aún en medio de sus horrores y 
violencias, no suprime el derecho natural, ni impone 
silencio á los deberes de humanidad, de moral y de 
honor, que sobreviven á esa catástrofe. 

4*. — La guerra es una relación de estado á esta- 
do y, en consecuencia, no autoriza el empleo de vio- 
lencias y expoliaciones contra los particulares que no 
toman parte directa en ella. 

Tal es el concepto general délas leyes de la gue- 
guerra, que resumen los preceptos de humanidad y 
de justicia que ninguna situación suprime en las re- 
laciones humanas. 

El derecho de la guerra, comprendido así, " se fun- 
da en el principio de que las naciones deben hacerse 
el mayor bien posible en tiempo de paz y el menor 
mal posible en tiempo de guerra. " (i) 

El desarrollo de la doctrina en materia de hostili- 
dades, se encontrará al exponer los medios que las 
naciones civilizadas emplean, por lo común en el cur- 
so de sus guerras. 

Ejércitos permanentes, reservas, guerrillas y 
cuerpos francos. — Los ejércitos permanentes cons- 



(1) Talley rand.— Oarta á Napoleón I de 20 de No\iembre 
de 1806. — '* Monitor ", 5 de Diciembre del mismo año. 
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tituyen el instrumento destinado á asegurar él orden 
y estabilidad de las instituciones en él interiof y la 
defensa del país en caso de peligro exterior. 

Cualquiera qiie sea lá forma de su organización, 
representa el poder armado de lá nación; y su disci- 
plina y gerarquía á la vez que aseguran la unidad y 
eficacia de su acción, es una garantía que mutuamen- 
te se ofrecen los gobiernos eh el desarrollo de las 
crueles necesidades que la guerra trae consigo. 

En el ejército regular estable están comprendidas 
las reservas, que, aún cuando no están bajo las ban- 
deras en tiempo de paz, se encuentran sometidas á 
las mismas reglas que aquel, en cuanto á su organi- 
zación y disciplina. 

Las guerrillas y cuerpos francos, mientras no cons- 
tituyan un simple disfraz de merodeadores ó de gente 
baldía ó maleante, están, por la opinión común, bajo 
la misma garantía que las tropas regulares. 

Así lo reconoce Bluntschli, con Pinheíro, Ferféyra 
y otros publicistas; así también se há practicado en 
guerras diversas, y entre otras, en la dé invasión dé 
España ( 1808 á 1813 ) y en la del territorio francés 
por los ejércitos alemanes en 1870 — 71. {i) 

En principio nada se opone á que los ciudadanos 
válidos de un país invadido por fuerzas extranjeras, 
se organicen, con autoridad del gobierno, ya sea para { 

operar como auxiliares dé los ejércitos de Ifnea, ya ^ 

para defender las secciones del territorio amagadas 
por la invasión, siempre que se sujeten á las reglas 
admitidas en el ejercicio de las hostilidades, tengan 
Jefes autorizados y algún distintivo por el qué pue- 
dan ser reconocidos. 



(1) Bluntschli. — Droit international codifié art. 570— Piu- 
ñeiro. — Notas á Martens. — Wheatoñ. — Droit international, 
tmo.3**., pág. 18. — Heffter. — Derecho internacional, par. 124. 
Phillimore.— Oommentaries upon internationaL laWr tmo, S^. 
pág. 137 
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Conferencia de Bruselas.— Eata asamblea, con- 
firmó lo que se ha expuuesto, en el el art. 9 de sus 
conclusiones, adoptando las reglas siguientes: 

iS — Que las guerrillas ó cuerpos francos ó de vo- 
luntarios, tengan un jefe responsable. 

2*.— que usen un signo distintivo que pueda reco- 
nocerse á la distancia. 

3*. — que se sujeten en sus operaciones á las leyes 
y costumbres de la guerra. 

4*. — que lleven sus armas descubiertamente. 

Estas reglas y todas las demás que deben normar 
las operaciones de la guerra terrestre, fueron incor- 
porados en el Reglamento concerniente á las leyes y 
costumbres de la guerra terfestfe^ anexo á la conven- 
ción suscrita en la Haya el 29 de Julio de 1899, en 
que no figuran cuatro de las grandes potencias de 
Europa, ni los Estados Unidos de América. ( i ) 

Es indispensable agregar, que no es permitido em- 
plear hordas de bárbaros ú hombres incivilizados, que 
Heffter asimila al empleo de armas envenenadas. 

En esta categoría pueden considerarse, además de 
las armas de esa especie, los proyectiles explosivos 
de las armas manuales, las balas encadenadas en la 
artillería terrestre y las balas rojas y coronas fulmi- 
nantes, en la guerra marítima. Así, y con mayor mo- 
tivo, se tiene como desleal y execrable el envenena- 
miento de las aguas. 

Estas prohibiciones, que no necesitaban estar es- 
critas para ser obligatorias, han sido confirmadas por 
la conferencia de San Petesburgo de 1868, la de Bru- 
selas y la del Haya. (2) 



(1) Yéase el apéudice. Los Estados Unidos de América han 
podido prescindir de suscribirla, por que fueron los primeros 
en formularla desde 1861, en uu reglamento bajo el título de 
Instrucciones páralos ejércitos de la Unión en campaña. 

(2) Véase el apéndice. 

8 
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No obtante los claros preceptos de la ley natural, 
reconocidos por los pueblos cristianos, aún hay ejem- 
plos del empleo de las balas diim duniy que hacen los 
mismos é inútiles estragos que los que quiso supri- 
mir la convención de San Petesburgo; y así también 
se vé, con sorpresa dolorosa, que sólo cuatro de las 
grandes potencias suscribieron otras análogas, en la 
conferencia de la Haya 

Bombardeo; sus reglas y precedentes- — ** El 
bombardeo de las plazas de guerra ú otros lugares 
fortificados, dice Calvo, es una medida de extremo 
rigor, solamente justificable en el caso de que haya 
imposibilidad absoluta de alcanzar por otros medios el 
fin que se persigue; es decir, la rendición del lugar 
atacado y la expulsión ó captura de los soldados ene- 
migos empleados en la defensa de sus fortifica- 
ciones." 

Por justa y humana que sea esta regla, que, como 
tal, debía siempre dirigir el empleo de tan terrible 
hostilidad, preciso es reconocer que en muy pocos 
casos se han sujetado á ella aún las fuerzas de las 
naciones más cultas. 

No cabe duda de que, si el bombardeo es una opera- 
ción legítima de guerra, en cuanto tiene por objeto 
destruir fuerzas enemigas, debe limitarse exclusiva- 
mente á los casos en que esto sea necesario, es decir, 
cuando hay que rendir plazas fortificadas, pero en 
ningún caso contra las abiertas é indefensas; siendo 
entonces el bombardeo, si se emplea, un acto de bar- 
barie y de inútil crueldad. 

Aún en el caso de tratarse de una ciudad con guar- 
nición militar, el bombardeo no puede emplearse si 
no como último recurso y haciéndolo preceder de 
precauciones que concilien el derecho que usa el be- 
ligerante con los preceptos de humanidad y la consi- 
deración que se debe á la vida de las personas pacífi- 
cas é inofensivas. 
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Esas precauciones consisten particularmente, en no 
ejercutar el bombardeo de improviso, si no previa in- 
timación con un plazo razonable, para que se pongan 
á salvo los no combatientes y en particular las muge- 
res y niños. 

Durante el empleo de ese medio de guerra se im- 
pone también la necesidad de respetar los hospitales 
yambulancias, así como los templos,y los monumentos 
y edificios destinados á servicios piadosos, ó que cons- 
tituyen, por su utilidad ó mérito artístico, patrimonio 
común de la cultura humana. Esta es la doctrina 
que desde Vattel hasta los contemporáneos han sos- 
tenido todos los publicistas. 

Martens adopta en lo esencial ese principio, como lo 
hacen notar Pinheiro Ferreyra y Vergé. A esos testi- 
monios pueden agregarse los de Ortolan,Fiore y Cussy. 
El último condensa así su opinión " y aún el de apo- 
derarse de los buques mercantes del enemigo, dere- 
cho tan inicuo á nuestro |)arecer como el bombardeo 
de las ciudades sin necesidad imperiosa que obligue 
á recurrir a ese terrible medio de guerra; por que en 
ambos casos vienen á ser las víctimas individuos ino- 
fensivos é inocentes." 

Aún tratándose de plazas fortificadas,dice Bluntschli, 
la humanidad exige que los habitantes queden avisa- 
dos del momento en que debe principiar el fuego, 
siempre que las operaciones militares lo permitan." 

Los mismos soberanos que hoy usan con tanto ri- 
gor esa clase de hostilidad, no la estimaron tan liana 
é indiscutible cuando fué empleada en daño suyo, co- 
mo lo atestiguan las amargas quejas del Rey de Pru- 
sia en 1758 con ocasión del bombardeo de Castrie 
por los rusos. 

Los acuerdos de la conferencia de Bruselas, que 
condensaron la opinión y los sentimientos del mundo 
civilizado, por más que no se hubiesen convertido en 
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pacto internacional, resumen las reglas del bombar- 
deo en los tres artículos siguientes: 

Art. 15. — Las plazas fuertes son las únicas que 
puedan ser sitiadas. Las ciudades, aglomeraciones 
de habitantes ó pueblos abiertos, que no están de- 
fendidos, no pueden ser atacados ni bombardeados- 

Art. 16. — Pero, si una ciudad ó plaza de guerra, i 

aglomeración de habitantes ó aldea, está defendida, ] 

el comandante de las tropas de asalto, antes de em- 
prender el bombardeo, y salvo un ataque á viva fuer- 
za, deberá hacer todo lo que de él dependa para ad- 
vertn* á sus habitantes. 

Art. 17. — En ese caso, se adoptarán todas las me- 
didas necesarias para salvar, en cuanto sea posible, 
los edificios c í nsagiados al culto, á la ciencia y á la 
beneficencia, los hospitales y los lugares donde.se 
aposenta á los enfermos y heridos, bajo la condi 
ción de que no se empleen á la vez en objetos 
militares. 

El deber de los sitiados es designar esos edificios 
por signos visibles especiales, que los indiquen de an- 
temano á los sitiadores. 

Igual regla contiene el art. 19 de las Instrucciones 
pata los ejércitos en campaña^ de los Estados Unidos 
de América. " El jefe de los sitiadores, siempre que 
pueda, indicará á los sitiados su intención de bom- ^ 

bardear la fortaleza, á fin de que los ciudadanos pací- 
ficos, y en particular las mugeres y los niños, pue- 
dan buscar un refugio, antes de que principie el bom- 
bardeo. No ha de creerse, sin embargo, que sea una 
violación de las leyes de la guerra la omisión de esa 
formalidad. Una sorpresa puede ser requerida por la 
necesidad." 

Como se vé, estas mismas y tímidas restriciones 
son todavía una contemporización con el estado mili- 
tar y sus implacables exigencias, que, en el uso de 
semejante hostilidad, renuevan los de los tiempos 
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bárbaros, en que la destrucción de todo !o que perte- 
necía al enen»igo era el objetivo de las o|)eraciones 
de guerra. 

No sin razón ha dicho por esto un publicista que 
"el bombardeo no es ya una arma de nuestros tiem 

pos " (I) 

Examinar hasta que punto se han observado en 
las guerras, modernas las atenuaciones impuestas en 
el uso de la fuerza por la humanidad y la justicia, 
exigiría la historia completa de ellas; basta recordar 
que no hay quizá una sola que se haya sujetado á las 
reglas de derecho y de cultura, que impone no com- 
batir si no á Ins que hacen la guerra, no ocasionar 
inútiles destrucciones y no olvidar ^' que todos los ac- 
tos de la gueri a deben tender á facilitar el ajuste de 
vna pas duradera. (2) 

Dan testimonio de esta barbarie de las naciones 
civilizadas, el bombardeo de Copenague en 1801 por 
la flota del almirante Nelson, con el objeto de obte- 
ner la rendición de la escuadra danesa; él de Grey- 
town por la corbeta americana Cyane; el de Pisagua 
por la escuadra chilena en 1879, así como los pueblos 
de Ancón y Chancay, abiertos é indefensos; el de 
Alejandría por la escuadra inglesa en 1882 y algunos 
otros que la opmión unánime del mundo civilizado 
condenó. 

Como el bombardeo de una plaza tiene por objeto 
el apoderarse de ella por rendición ó por asalto, debe 
agregarse que, una vez obtenido este resultado, es 
vedado al ocupante el entregar la población al saqueo; 
y que es deber del jefe vencedor, que liga la honra y 
la responsabilidad cíe su país, el establecer, aún bajo 
el amparo de la ley marcial, el mas extricto respeto 
á la vida y propiedad de los habitantes. 



(1) Fiore, Derecho Internacional Páblico. 

(2) Victoria, De jure belli, párf. 60. 
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Sorpresas y estratajemas. — Si es cierto que la 
lealtad y el honor prohiben la insidia y la traición, los 
usos de la guerra permiten el empleo de astucias y 
artificios que conduzcan á una ventaja sobre el ene- 
migo, sobre todo cuando de ese modo se obtiene me- 
nos sacrificio de vidas. Por eso se admiten como de 
uso legal las emboscadas y sorpresas y toda clase i 

de operaciones que permitan aprovechar el error del 
adversario; pero, en ningún caso es disculpable abrir 
el fuego y continuar combatiendo bajo un pabellón 
distinto del prcpio y, menos aún, con la bandeía de 
parlamento. 

Condición de los espias. — Es innegable la utili- 
dad que para cada uno de los ejércitos beligerantes 
importa el estar al cabo de la situación, número y 
planes de su adversario y de los recursos con que 
cuenta en la campaña, 6 en un momento dado. Pero, 
como igual interés existe para cada uno en sustraer 
á su enemigo datos de tanta trascendencia, es natu- 
ral y legítimo que procuren resguardarse por la severi- 
dad y el rigor que se empleen contra los que se con- 
sagran á ese servicio 

Los espías pueden ser de condición diversa. 

El individuo que adopta esa peligrosa situación co. 
mo un oficio y mediante un salario ó recompensa, co- 
rre los riesgos propios de ella y no tiene derecho á ^ 
ninguna gracia si es sorprendido. 

Puede suceder, sin embargo, que el espionaje sea 
el efecto de un sentimiento de abnegación patriótica 
en un ciudadano, que arriesga voluntariamente su vi- 
da en servicio de su patria. 

En este caso, aunque sea innegable el mérito y 
realce moral de su acción, no cabe, para el enemigo 
que lo sorprende, ninguna distinción y queda sujeto 
al rigor de la ley militar del ejército que se apodera 
de él 
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Esto no debe, sin embargo, entenderse en el caso 
de un militar que, sin disfraz ni engaño, procura in- 
formaciones útiles p:\ra su ejército; por que entonces 
desempeña una función de su oficio y cumple un de- 
ber profesional. Esta regla se encuentra en el artícu- 
lo 24 de la conferencia de Bruselas. 

El mismo prmcipio está consignado en el art. 29 
del Reglamento concerniente á las leyes y costum- 
bres de la guerra terrestre, adoptado por la Confe- 
rencia de la Haya de 24 de Julio de 1899. 

No son considerados como espías los militares, no 
disfrazados encargados, detrasmitir órdenes y despa- 
chos; ni los inclivi'luos enviados en globo con el mis- 
mo objeto y, en general, los que conducen comunica- 
ciones entre las diversas partes de un ejército ó de 
un territorio, (i) 

El empleo de los espías no es, según esto, contra- 
rio á las leyes de la guerra; y si se procede contra 
ellos con tanta severidad, esto se explica por la segu- 
ridad de los ejércitos y las nejesidades de la legítima 
defensa. 

Por esta causa, si un espía, que llenó su cometido 
poniéndose en salvo, es apresado posteriormente no 
está sujeto á responsabilidad por sus actos anterio- 
res y debe ser tratado como prisionero de guerra. 

Bluntschli, Bonfils, y otros tratadistas, sostienen 
que la pena de muerte no debe aplicarse á los espías 
en todo caso, ni por la simple tentativa de espionaje; 
y que siempre debe preceder un juicio, aunque sea 
rápido, para evitar deplorables errores. 

Las disposiciones del Estado Mayor alemán, de 16 
y 19 de Agosto de 1870, que señalaban pena de muer- 
te para los espías, falsos guías y otros individuos sos- 
pechosos han sido censuradas por su injusto rigor. 

Cuando el espía es ciudadano del país cuyo ejerci- 



( I ) Véase el texto en el apéndice. 
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to lo captura, debe ser juzgado según las leyes na- 
cionales como traidor. 

Los desertores y transfugas quedan sujetos por un 

motivo análogo, a la ley militar respectiva. 

Los mensajeros, oficiales de ordenanza ó ayudantes, 
que son sorprendidos por el enemigo en el desempe- 
ño de su comisión, disfrutan del derecho de ser tra- ^ 
tados como prisioneros de guerra. ^ 

Prisioneros de guerra. — Todo individuo perte- J 

neciente al ejército enemigo ó adscripto á su servicio, 
que cae en poder de su adversario en el campo de 
batalla, mediante capitulación, ó de cualquiera otra 
manera, durante la campaña, es un prisionero de 
guerra. 

No están exentos de esa condición los que acompa 
ñan en una función ó servicio cualquiera á un cuer" 
po de ejército, como los proveedores, aposentadores 
y aún simples coaresponsales y agentes de periódi- 
cos, si son capturados junto con una fracción del ejér- 
cito enemigo que se rinde, ó es dominado por la 
fuerza. 

Como el prisionero de guerra lo es en razón de 
enemigo público, su guarda no corresponde al oficial 
ó soldado que lo captura, si no al gobierno del país, 
que es el que puede libertarlo, según sus convenien- 
cias y las reglas admitidas. Conferencia de Bruselas J¡ 
art. 23. — Instrucciones americanas, art. 74. — Ma- 
nual de Oxford art. 61. — Conferencia de la Haya 
art. 40. 

Si el número considerable de prisioneros, ú otras 
circunstancias, hicieran embarazosa ó de peligro la 
conservación y guarda de ellos, no por eso ha de 
creerse que hay el derecho de exterminarlos ó de 
inutilizarlos, por que -la vida humana con.serva sus 
fueros en toda ocasión, no existiendo contra ella, en 
trance de guerra, otro derecho que el de destruir al 
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enemigo armado, durailte la lucha, pero en ningún ca- 
so cuando ésta ha cesado. 

El progreso natural de las ideas, y los sentimien- 
tos que dominan en toda sociedad civilizada, hacen in- 
necesaria la crítica de la opinión de Vattel,Bluntschli, 
Heffter y algún otro publicista, que sostienen la tesis 
contraria, ó se inclinan á ella (i) en oposición á los 
demás; y sobre todo á las reglas que la conciencia 
universal ha adoptado, c(»molo demuestran las reglas 
formuladas en la Declaración de Bruselas, el Instituto 
de Derecho internacional, las Instrucciones para los 
ejércitos americanos en campaña, el Reglamento 
ruso de 22 de Julio de 18877, ^^ ^^^ Francia de 21 de 
Marzo de 1893 y la Conferencia déla Haya. 

Los alemanes rindieron homenaje á esa regla en la 
gneira ríe 1870 71, no obstante que llegaron k 
tener en su poder 11,000 oficiales y más de 300,000 
soldados del ejército francés. 

" Pero, ciertamenie, dice Phillímore, todos los 
hombres valerosos, sabios y humanos, estarán acor- 
des p«ira preferir la conducta de Carlos XII, cuando, 
después de la batalla de Narva, desarmó y puso en 
libertad á todos los prisioneros que lo embarazaban, 
á la de su adversario que, después de la batalla de 
Pultawa, envió á los prisioneros, cuyas proezas había 
experimentado y temido, á los d-esiertos de Siberiá 
(Commentaries. Tom. 3° párf. 144. 

No pueden ser cautivados los médicos, enferme- 
ros, capellanes y asistentes no militares de las am- 
bulancias y hospitales de sangre, segú*i la conferen- 
cia de Ginebra de 22 de Agosto de i86/|. 

Tampoco pueden serlo los habitantes pacíficos del 
país ocupado y mucho menos cuando, por su condi- 
ción personal, no pueden en ningún caso utilizarse en 
el servicio militar. 



(1) Vattel.— Lib. 3« cap. 8^.— Bluntschli N^ 680.— Heffter 
párf 128. pág. 273. 
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Debe condenarse por eso, como una práctica inhu- 
mana y bárbara, la horrible cautividad que, bajo el 
nombre de reconcentración, se impone á las mugeres, 
niños y ancianos de los campos y aldeas de un país 
que se procura someter, amontonándolos en poblacio 
iies en donde la escasez de recursos los somete á sufíi- 
mientos indecibles, que terminan con la muerte de 
los seres más débiles, y, por lo mismo, más dignos de 
piedad y protección, 

Esta crueldad, puesta en práctica por las autori- 
dades militares españolas, en la última guerra de Cu- 
ba y por el ejército inglés en el Transvaal, nunca será 
bastante execrada en nombre de la ley divina y de 
la que los hombres han reconocido en medio mismo 
de sus violencias y desvarios. 

El prisionero de guerra queda únicamente privado 
de su libertad mientras duran las hostilidades, ó has- 
ta que sea cangeado ó rescatado; pero no está su 
jeto á ningún sufrimiento, pena ó deshonor, encarce- 
lamiento, ni otro tratamiento cruel; solamente pueden 
sufrir, en caso de rebelión, la pena correspondiente, 
según las ordenanzas ó reglamentos; y una represión 
disciplinaria por las demás faltas que cometan, {fns- 
trnccio72€S ameficanas. Declaración de Bruselas. Con- 
ferencia de la Haya). Conservan, por esto, todos los ob- 
jetos de su uso personal, de que no pueden ser des- 
pojados, con excepción de las armas. 

Para seguridad del Estado que los tiene en su po- 
der, los prisioneros son, por lo común, internados á 
una ó varias ciudades, fortalezas ó campamentos mi- 
litares, donde quedan sujetos á la vigilancia y discipli- 
na que seles imponga; y entre otras cosas á respon- 
der en lista diaria, ó á presentarse en los días y luga- 
res que seles haya designado, gozando en lo demás 
de una libertad relativa. 

En virtud de ésta, pueden dedicarse á ocupaciones 
ú oficios que no sean incompatibles con las reglas 
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de seguridad y residencia á que están sujetos, siendo 
lo que obtengan, como utilidad ó salario, de su exclu- 
siva pertenencia. En este caso, su subsistencia co- 
rre de su propia cuenta. 

En los demás, y por regla general, el prisionero de- 
be ser sostenido, según su calidad, por el gobierno 
que lo tiene en su poder, á reserva de ser este indem- 
nizado de sus gastos, en los arreglos y liquidación que 
ha de traer consigo el tratado de paz. 

Pueden ser empleados los prisioneros en las obras 
públicas del país que los tiene en su poder, mediante 
la remuneración ó salario correspondiente, siempre 
que los trabajos no sean degradantes ó visiblemente 
peligrosos para su vida. Tampoco puede obligárse- 
les á servicios militares contra su propio país, ni á 
denuncias ó declaraciones que comprometan la segu- 
ridad de éste. 

Los prisioneros recobran su libertad de pleno de- 
recho desde que termina la guerra, siendo únicamen- 
te retardada entonces, por la necesidad de acordar 
los medios deliberación, sobre todo cuando su núme- 
ro es muy crecido. Esa liberación se retarda igual- 
mente para los prisioneros que se encuentran cum- 
pliendo alguna pena disciplinaria, ó condena por deli- 
to común. 

Recobran también su libertad bajo palabra de ho 
ñor. Esto se entiende comunmente respecto de los 
oficiales y jefes, pero no en cuanto á la masa de la 
tropa, que no puede darla colectivamente; ni se com- 
prende cual sería el alcance, de semejante obli- 
gación. 

El que obtiene su libertad bajo esa condición está 
obligado á abstenerse de todo servicio militar directo; 
y en caso de infracción, si es de nuevo apresado, pue- 
de ser juzgado conforme al rigor de las leyes milita- 
ics por infidencia. 
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Debe advertirse que, la concesión de la libertad 
bajo palabra, es facultativa para el otorgante, y que 
puede éste rehusarla á su arbitrio, cualesquiera que 
sean los casos, en que antes la haya concedido. 

El cange, es otro de los medios de liberación de 
los prisioneros. Mediante él, las partes beligerantes se 
restituyen recíprocamente los oficiales y soldados del i 

adversario que tengan en su poder, guardando equi- ^ 

valencia; cuando esto no sea posible, supliéndola por j 

el número. Esto se realiza por la convención militar 1 

denominada cartel, en el que se debe expresar si los 
prisioneros cangeados pueden servir de nuevo en los 
ejércitos respectivos. En caso de silencio sobre ese 
punto, la liberación se reputa incondicional. 

Por último, el prisionero puede recobrar la libertad 
mediante su propia industria ó esfuerzo. Si logra 
evadirse no queda sujeto á tratamiento distinto de 
los demás prisioneros, si vuelve á ser capturado. 
Sólo es admitido, en tales casos, que se empleen res- 
pecto de él medios de vigilancia y de seguridad más 
estrictos.. 

Si ocurriera alguna conspiración entre los prisio- 
neros, para evadirse, ó con cualquiera otro objeto, 
los que resulten convictos pueden ser rigorosamen- 
te castigados conforme á las leyes militares hasta 
con la pena de muerte. Las instrucciones America- ^ 

ñas la señalan para ese caso aunque parece que esto es 
de una severidad excesiva, (i) 

Pero, en ningún caso, puede aceptarse que, por la 
evasión de uno ó más de los prisioneros, respondan 
los que queden, agravándose su situación, ó impo- 
niéndoles penas especiales. 

Por esta razón ha sido tachada de injusta é in- 
humana la orden del general alemán Vogel von Fal- 



(1) Esa seyerídad no es admitida por eFart. 8 del^Reglamen- 
to de la Haya. 
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kenstein en la guerra de 1870, que disponía, que por 
cada pr¡si'>nero fnincés, que se fugara se sacarían 
diez á la suerte, entre sus compañeros, para ser en- 
carcelados estrechamente en una fortaleza. 

Reglas particulares en la guerra terrestre. — 
Propiedad pública. — No está sujeto á cuestión que, 
la ocupación del territorio enemigo, como medio de 
compulsión eficaz y decisivo, es el objetivo de las 
operaciones de guerra; y que, por lo tanto, el apro- 
vechamiento y uso de torio lo que, en él corresponde 
al Estado, ó tiene éste á su servicio, es un derecho 
del ocupante, sin lo cual la guerra carecería de to- 
do resultado positivo y por lo tanto de objeto. 

El enemigo invasor tiene, pues, el derecho de en- 
trar en posesión, y utilizar los inmuebles del dominio 
público sin distinción, aunque aplicando respecto de 
ellos reglas diferentes, según su naturaleza. 

Así, al apoderarse, como es de su derecho, de las 
fortalezas, arsenales, cuarteles, almacenes, fábricas 
de armas y municiones del Estado &, puede destruir 
esas propiedades, si así lo considera necesario, para 
las operaciondes militares subsiguientes, y lo exige 
su propia seguridad; pero no en caso diferente, co- 
mo al ocurrir la desocupación por efecto de un tra- 
tado paz. 

Entre las condiciones necesarias para destruir ó 
inutilizar esos edificios, deben contarse sustancial- 
mente dos, á saber; que la orden emane de un jefe 
superior de cuerpo de ejército; y que la necesidad 
imponga la destrucción, en cuanto no se pueda con- 
servarlos ó abandonarlos sin servir 6 reforzar al 
enemigo. 

Las demás propiedades del enemigo, que no tie- 
nen aplicación á usos de guerra, pueden ser igual- 
mente ocupadas ó aprovechadas, pero su deterioro o 
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destrucción se considera como acto ilícito y bár- 
baro, (i) 

* 

En esa categoría de bienes, se encuentran ios 
templos, hospitales, colegios, universidades y, por 
identidad de razón, los monumentos públicos, los ar- 
chivos, museos y bibliotecas. El respeto que mere- 
ce esa clase de propiedades, consagrado como una 
regla de honor y de cultura por toda nación civili- 
zada, merece á Vattel los conceptos siguientes: 
•* Se debe respetar los edificios que hacen honor á 
la humanidad y que no contribuyen á hacer al ene- 
migo más poderoso.. .. ¿Que se gana con destruir- 
los.? Privarlos ligeramente de esos monumentos de 
arte, de esos modelos de gusto, es declararse enemi- 
go del género humano. (2) 

Obedeciendo á ese elevado sentimiento ímnidió el 
duque de Wellington que el general Blnchcr destru- 
yera con sus soldados la columna de Vendóme, du- 
rante la ocupación de Paiis por los aliados en 1815. 
Pero ese sentimiento fué desconocido para los jefes de 
las tropas chilenas, que perrr.it i c ron en 1881 el sa- 
queo y pillaje de la Biblioteca Nacional de Lima, lo 
mismo que de la Universidad y Escuela de Medicina 
y de los gabinetes científicos y laboratorios de esos 
institutos. 

Propiedad privada. — En las guerras antiguas se 
reputaba como un derecho indisputable del vence- 
dor, el saqueo y pillaje de la ciudad ó territorio de 
que se hubiese apoderado por la fuerza de las armas; 
y hasta principios del siglo XIX- era costumbre que 
el jefe de un ejército lo prometiera á sus soldados 
para estimular su ardor y decisión. 



(1) Conferencia de Bruselas— 1874 art. 8°. — Instrucciones 
Americanas art. 84. — Manual del Instituto de Derecho Inter- 
nacional art. 53. — Conferencia de la Haya. 

(2) Derecho de Gentes. Lib 3®. cap. 9 par. 169. 
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Aunque no sea en términos absolutos, hay publi- 
cistas que han admitido ese bárbaro uso. — Vattel, 
Martens, ( G. F. )yKluber lo consideran autorizado 
en el caso de que una ciudad haya sido tomada por 
asalto; y Halleck, por vía de represalia, contra la in- 
fraci<Sn de las leyes de la guerra. 

La doctrina y uso de nuestros tiempos no toleran 
esa bruta hdad que nada puede cohonestar. Para no 
citar si no la opinión que condensa la de todos los pu- 
blicistas modernos, nos referiremos k la de Bluntschli 
que dice: " esas excusas mezquinas no pueden encu- 
brir ia grosera barbarie de tal medida. Es contrario 
a! honor militar escitar á los soldados á que llenen su 
deber, ofreciéndoles permitirles que se conviertan en 
bandidos; el pillaje es un crimen cuyas ventajas no 
compensarán nunca la sangre derramada y el dinero 
invertido en una lucha honrosa. No son los particu- 
lares los que hacen la guerra; no se puede, pues, dar 
sus vidas y sus bienes como prima á las pasiones bru- 
tales de los soldados." (i) 

El mismo publicista condena, como particularmente 
bárbaros, el incendio de las habitaciones, la devasta- 
ción de los campos, destrucción de diques &, si esos 
actos no son necesarios para las operaciones de la 
guerra. (2) 

En este mismo orden de ideas, y con más fuerte 
razón, debe considerarse como prescrito por el dere- 
cho internacional moderno, el pillaje de las propieda- 
des colocadas bajo el poder y resguardo del ocu- 
pante. En el fondo es un verdadero robo ejercido 
con violencia. Todos los autores lo condenan. {3) Así 
también, escritores alemanes censuran la conducta de 
las tropas de su pa/s en territorio francés, durante la 



(!) Derecho Internacional Codificado, art. 661 . — nota. 
<a) Ob. cit„art. 663. 

<3) BonfíU, — Manual de Derecho Internacional N**. 1228 
Oeffoken, par 135, 
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guerra franco prusiana, aún á título de represalias, 
refiriéndose al saqueo é incendio de Beauvais,Chateau- 
dun Ablis y las aldeas de las cercanías de París, (i) 

En presencia de tan unánimes opiniones y del sen- 
timiento que prevalece en todo país civilizado, es in- 
necesario invocar otras autoridades, para formar jui- 
cio sobre la rencorosa barbarie de las tropas chilenas 
al ejecutar el saqueo é incendio de Chorrillos, Barran- 
co y Miraflores y otras poblaciones peruanas en 1881 
y i882j y sobre el atentado aún más brutal, si es posi- 
ble, de la destrucción y pillaje del valioso ingenio de 
Palo Seco, en Chimbóte, realizado como objeto de una 
expedición militar expresa y bajo pretesto de una 
cuantiosa contribución de guerra impuesta al propie- 
tario de ese fundo, vedada también, por las leyes de 
la guerra civilizada. (2) 

El botín puede hacerse, únicamente, en propie da- 
des muebles de los estados beligerantes, en las ar- 
mas, equipo y caballos de los militares vencidos y 
en el contrabando de guerra; en ningún caso puede 
ser objeto de él la fortuna de los no combatientes y 
de los habitantes pacíficos de los lugares ocupados 
por el vencedor. 



(1) Wilkede.— Historia de la gnerra contra Francia pág. 
348 y 366. 

(2) El fundo mencionado estaba destinado al cultiyo 7 bene- 
^cio de la.caña de azúcar. El general Linch le impuso un cu- 
po de S. 100,000, que el gobierno de entonces no permitió á bu 
propietario don Dionisio Derteano que pagara. 
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LECCIÓN XXIV 



SUMARIO,— Relaciones entre beligerantes. — Armisticio y 
tregua. — Parlamentarios.— Capitulación. — Salvo con- 
ducto. — Carteles. 



Relaciones entre beligerantes. — Durante la gue- 
rra, la mas estricta incomunicación con el enemigo 
es la regla para los gefes de las fuerzas en acción, 
así como para todos sus subordinados; de manera que 
consentirla ó procurarla, sin extrema y justificada 
necesidad, puede calificarse de traición ó de flaqueza, 
según el caso. 

Sin embargo, la guerra civilizada tiene sus exigen- 
cias ineludibles que permiten, y aún imponen, en cir- 
cunstancias determinadas, la comunicación y el trato 
con el enemigo. Veamos los motivos y caracteres 
de esas comunicaciones y de los pactos á que pueden 
dar lugar, que genéricamente se conocen con el nom- 
bre de convenciones militares. 

Que estas son permitidas y autorizadas en princi- 
pio según las necesidades de la guerra, no puede du- 
darse, así por la opinión común y los usos interna- 
cionales, como por las reglas que, acerca de ellas, con- 
tienen los códigos y ordenanzas militares de las na- 
ciones modernas. 

** La guerra se haría excesivamente cruel y funes- 
ta, si todo trato quedase roto absolutamente entre 

10 
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los enemigos, dice Vattel. " Quedan todavía, según 
lo observa Grocío, los comercios de guerra, como Vir- 
gilio y Tácito los llaman." (i) 

Todo general ó comandante en gefe de una fuerza 
terrestre ó marítima tiene, por regla general, la fa- 
cultad de ajustar esos pactos, bajo su responsabilidad, 
y con sujeción alo que las leyes militares de su país 
le permiten. En el orden internacionrl se le presu- 
me investido de esos poderes; de manera que, celebra- 
do el pacto, obliga á su gobierno y compromete el 
honor de su país. (2) 

Naturalmente ese poder presunto, é inherente á la 
autoridad de un comando superior, no se extiende ni á 
la cesación de hostilidades, ni á la facultad de introdu- 
cir en esas convenciones ninguna estipulación de ca 
rácter político, extraña á las atribuciones ordinarias 
de un gefe militar (3). Cuando el pacto ha revestido 
esos caracteres se llama esponsión\ y no tiene más 
valor y eficacia para el gobierno del promitente que 
el que éste quiera atribuirle, según se ha expuesto ya 
en el capítulo relativo á los tratados. 

Armisticio y tregua. — Entre las convenciones 
militares que ocurren con frecuencia en el curso de 
la guerra, se encuentra el armisticio, que consiste 
en una suspensión de hostilidades parcial y de tiem- 
po limitado, que diversas necesidades pueden exigir. 

Las causas que generalmente determinan la cele- 
bración de un armisticio son: el deber piadoso de le- 
vantar heridos del campo de batalla y el de dar se- 
pultura á los muertos. En otras ocasiones se pacta 
para facilitar las negociaciones preliminares de la 
paz. 



(1) Vattel.— Derecho de gentes. Tom. 3<» párf. 233. 

(2) Phillimore. Oommentaries upon iuternatioual law. 
Tom. 2» pág. 166. 

(3) Wheaton. Tom. 2°., pág. 60.— Grocio. Lib. Ill, cap. XXII. 
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El armisticio, ele efectos limitados en cuanto á 
tiempo y lugares, puede ser ajustado sin autorización 
previa por los gefcs superiores que comandan ejérci- 
tos ó escuadras, como facultad comprendida en sus 
atribuciones ordinarias; y obliga al gobierno respecti- 
vo, pero éste puede hacer efectiva la responsabilidad 
del jefe que lo celebró si hubiersi procedido en con- 
travención á sns instrucciones ó á las conveniencias 
de su país. 

Para que el armisticio produzca sus efectos se re- 
quiere que sea debidamente publicado, á fin de que, 
las fuerzas de uno y otro beligerante se abstengan de 
todo acto hostil en el tiempo y dentro de la zona 
que se fijaron en el pacto. 

Si resultara que, en la ignorancia de la suspensión 
de armas, se realizara alguna hostilidad por las fuerzas 
comprendidas en el armisticio, no cabe responsabili- 
dad para los que la ejecutaron, pero su gobierno no 
puede conservar los prisioneros ni las presas que ca- 
yeron enpoder de sus fuerzas durante ese período. 

Grocio y Vattel exponen detalladamente las reglas 
relativas al armisticio y á la tregua, que pueden con 
cretarse á lo siguiente: 

a Terminado el plazo que se fijó para la suspen- 
sión de armas, cada parte puede renovar las hostili- 
dades sin necesidad de aviso previo, salvo estipula- 
ción contraria. 

b Durante el plazo del armisticio, aunque sea ge- 
neral, ambos beligerantes pueden ejecutar lo que ha- 
brían podido hacer durante la paz, como aumentar y 
mejorar sus elementos militares dentro de sus plazas 
ó territorio; sin que se entienda por esto que se puede 
introducir víveres, armas, municiones ó tropas en las 
plazñs ó ciudades sitiadas ó bloqueadas, salvo las 
concesiones especiales que se hubiesen otorgado en 
el pacto. 



\ 
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c No es permitido aprovecharse del armisticio pa- 
ra hacer lo que no se habría podido ejecutar durante 
el curso de las hostilidades, como continuarse los 
trabajos de sitio por el sitiador ó repararse las bre- 
chas" por el sitiado. 

d Igualmente es contrario á la fé del pacto, ser- 
virse de éste para obtener una ventaja ó seguridad 
que de otro modo, no se habría podido obtener. Así, 
en el caso de que el armisticio hubiera tenido por a 

objeto recoger los heridos, no puede abandonar su 1 

posición comprometida una de las partes á la vista 
del otro ejército. Se reputa esto una violación del 
pacto, y la otra parte tendría el derecho de oponerse. 

e El armisticio deja las cosas en el estado en que 
se encuentran al tiempo de celebrarse; de manera 
que ninguna de las partes puede hacer durante él, lo 
que no habría realizado sin peligro subsistiendo las 
hostilidades. 

No se debe, según esto, ejecutar maniobras al 
frente del enemigo, que lo envuelvan ó le den ventaja 
sobre él, ni avanzar su campamento ó línea de ba- 
talla. 

No puede, dice Phillimore, hacer nada de lo expre- 
sado, en la plaza ó lugar á que se refiere la cesación 
de las hostilidades; ** porque no puede aprovechar de 
una suspensión de armas, para hacer, sin peligro, i 

lo que es dañoso para su enemigo. Así que, conti- 
nuar por una parte las obras de sitio ó reparar por la 
otra las brechas abiertas en las fortificaciones, por la 
artillería de los sitiadores, introducir refuerzos ó cual- 
quier otro acto semejante, es conducirse con manifies- 
ta y vergonzosa perfidia, reprobada por los usos y por 
la conciencia de todas las naciones civilizadas, (i) 



1 



(1) Phillimore— Tomo III, pag. 166.— Vattel.— Tom. III, 
pág. 245 á 255. 
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La tregua se distingue del armisticio, en que, por 
fo común, suspende las hostilidades de un modo ge- 
neral, y por un tiempo tan prolongado, que puede 
considerarse de hecho como el fin de la guerra, 
- Este carácter tenían los ajustes de paz entre las 
potencias cristianas y los mahometanos, |)orque el 
fanatismo religioso impedía la celebración de trata- 
dos permanentes de paz, basados en una amistad per- 
petua, incompatible con lá fé intransigente y hostil 
de los contratantes. 

Durante la edad media, y hasta el siglo XVI, fué 
también frecuente manera de poner largo parénte- 
sis á las guerras entre los pueblos cristianos. 

Por los caracteres propios é históricos de la tre- 
gua, se comprende que, ella ha sido el medio adopta- 
do para suspender de hecho, é indefinidamente las 
hostilidades, cuando, obstáculos invencibles, no per- 
miten á las partes ponersQ de acuerdo acerca de las 
cuestiones que motivaron la guerra, ó fueron efecto 
de ésta; ó bien en los casos en que los estragos de la 
lucha en ambos beligerantes, sin ventaja decisiva, pa- 
ra ninguno de ellos, han determinado ese recurso, 
encomendando al tiempo, la solución de las cuestio 
nes pendientes. 

Cuando es de larga duración, y, sobre todo,* si la 
tregua se ajustó por tiempo indefinido, es indispensa- 
ble que, la parte que, se propone la continuación^de 
la guerra, anuncie su designio á la otra, con la anti- 
cipación convenida, teniéndose como un acto de per- 
fidia y deslealtad, incompatible con el honor nacio- 
nal la intempestiva ruptura de las hostilidades, (i) 

El último caso de tregua indefinida se' encuentra 
en el pacto celebrado entre los gobiernos Chile y B:)- 
livia, el 4 de Abril de 1884, aprobado, así como el 



(1) Instrucciones Americanas, art. 47. — Heffter, párf. 142, 
Oalvo, No. 2449. Vattel. Lib. 3o. Cap. XVI No. 260- 
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protocolo adicional por el congreso de esta última re- 
pública el 8 de Setiembre del mismo año. * 

Parlamentarios. — Se da este título á las personas 
que uno de los combatientes envía á una plaza, forta- 
leza ó campamento de su adversario, para llevarle 
las propuestas ó comunicaciones que los incidentes 
de la guerra pueden haber determinado. General- j 

mente esos comisionados son oficiales del ejército y ^ 

su envío tiene por objeto iniciar alguna de las con- 
venciones militares admitidas en los usos de las na- 
ciones civilizadas. 

Como es de práctica universal entre éstas, atri- 
buir carácter inviolable al parlamentario, ' la comi- 
sión debe desempeñarse descubiertamente y con al- 
gún signo que distinga su misión y designio; ese 
signo es la bandera blanca de que debe ir acompañado. 

Para precisar todo lo que concierne al empleo de 
las banderas de parlamento, nada más adecuado que 
reproducir las reglas adoptadas por la Conferencia de 
Bruselas y que con más amplitud se encuentran tam- 
bién en las Instrucciones pafa los ejéí citas america- 
nos en campaña'. 

** El portador de una bandera parlamentaria no 
puede exijir que se le reciba. No debe admitírsele 
sino con las mayores precauciones. ** La repetición 
de esas admisiones, sin necesidad, debe evitarse cui- 
datlosamente." 

** Si el portador de una bandera parlamentaria se 
presenta durante una acción de armas, puede ser ad- 
mitido, pero por excepción y rara vez. No es con- 
tra la buena fé retener al parlamentario si fué recibi- 
do durante el combate. No es necesario hacer cesar 
el fuego en el momento mismo en que se distingue 
una ba-ndera parlamentaria en medio de la acción.*' 

" Si el portador de una bandera parlamentaria, que 
se presenta durante el combate, res»ulta muerto 6 he- 
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rido, este hecho no puede motivar ninguna especie 
de queja." 

** Si llega á reconocerse y demostrarse que no se 
hizo uso de la bandera parlamentaria si no para obte- 
ner subrepticiamente noticias militares, el portador de 
la bandera será considerado como espía. 

** La persona del parlamentario es tan sagrada, y 
es tan necesario que lo sea, que, apesar de todo lo que 
hay de odioso en el abuso que puede hacerse de ese 
carácter, es necesario proceder con gran prudencia 
cuando se trata de convencer de espionaje al porta- 
dor de una bandera parlamentaria, (i) 

Capitulación. — Llámase así la convención militar 
en que se estipula la rendición de un cuerpo de tro- 
pas, naves de guerra, ciudad defendida ó plaza fuerte. 

La buena fé y el honor de los soberanos, de quie- 
nes dependen los gefes militares que conciertan una 
capitulación, quedan comprometidos desde que el ac- 
to re realiza. 

"Puesto que un general ó comandante de plaza 
fuerte debe hallarse naturalmente investido de todos 
ios poderes necesarios para el ejercicio de sus funcio- 
nes, dice Vattel, hay el derecho de presumir que tie- 
ne esos poderes; y el de ajustar una capitulación es- 
tá ciertamente en ese número, sobre todo cuando no 
se puede esperar las órdenes del soberano. "(2) 

Pero debe tenerse presente que tales pactos sólo 
pueden referirse á objetos y condiciones que se en- 
cuentran dentro de la órbita de la autoridad de los 
oficiales que los celebran, como la suerte de la fuerza 
naval ó terrestre, plaza ó ciudad que están bajo sus 
órdenes y los efectos puramente militares de la ren- 
dición, pero no á objetos distintos. 



(1) Instraccioues amerioauas. — arts. Illa 114. — Reglas de 
la Haya. — arte. 32 á 34. 

(2) Vattel. Tom. 3<=> . párf. 261. Lib. 3© . Oap. 40 . 
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Así, deben reputarse válidas y obligatoiias las cláu- 
sulas relativas á la' condición de las tropas que capitu- 
lan, ó de la guarnición de la plaza, las franquicias, de 
ésta y el respeto á l(»s habitantes y sus propiedades. 
Pero las que salen de los poderes normales y necesa- 
rios de los gefes militares, no imponen obligación al- 
guna á su gobierno. 

Tales serían los pactos que adjudicaran al vence- 
dor las ciudades, plazas ó territorios que éste ha do- 
minado eventualmente, la suspensión general de hos- 
tilidades, ó fuera de la zona, de su mando y otras esti,- 
pulaciones semejantes. 

Las leyes militares de cada país determinan las 
condiciones que es preciso llenar para que un oficial 
pueda capitular sin incurrir en las graves penas que 
ellas determinan, (i) 

La capitulación obliga generalmente, y puede lle- 
varse á efecto desde que se firma por los oficiídes comi- 
sionados para ese objeto, sin necesidad de ulterior 
ratificación, salvo que así se haya estipulado, ó que 
uno de los gefes que la suscriben se haya excedido 
de las facultades que le son propias. 

La intimación hecha por el sitiador para la rendi- 
ción de una plaza no autoriza, cuando es rechazada, 
la amenaza de pasar á cuchillo la guarnición, ni me- 
nos el llevar á efecto esa amenaza, sin una bárbara 
trasgresión de las leyes de la guerra civilizada, que 
imponen el respeto á la vida del enemigo vencido é 
inerme. Sucede lo mismo en el caso de que la ren- 
dición haya sido impuesta y aceptada de un modo 
incondicional. (2) 



(1) Véanse los códigos militares de Francia y Alemania y los 
arts. 301 y 302 del O. de Justicia Militar del Perú. 

(2) Faltando á esa regla de la guerra moderna, el comandan- 
te del 2o cuerpo de ejército báv:iro intimó, en aquella forma 
In rendición de Mnrsal el 14 de Agosto de 1870. 
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Como deferencia al vencido, que ha defendido vale- 
rosamente su puesto, sueie acordársele que salga la 
guarnición de la plaza rendida con los honores de la 
guerra, (i) 

Las condiciones de la capitulación se contraen por 
lo común á lo siguiente: Rendición de la plaza y en- 
trega de todo su material de guerra y equipo. Salida 
de la guarnición inmediatamente ó en un plazo que en 
lo general no excede de 24 horas, deponiendo las armas. 
La guarnición queda prisionera de guerra, incluyendo-/ 
se los oficiales de toda gerarquía. Se concede excepción 
á éstos bajo promesa, garantizada con su palabra de 
honor, de no tomar participación en lo sucesivo en la 
misma ggerra. Esta estipulación no implica. el so- 
metimiento incondicional á ella de los oficiales rendi- 
dos, que pueden individualmente rehusar el benefi- 
cio aceptando la condición de prisioneros. 

En todo caso en que la rendición no es á la mer- 
ced del vencedor, se concede á los oficiales el conser- 
var sus espadas y todo lo que es de su servicio per- 
sonal; que se dirijan por si solos y sin custodia al lu- 
gar que se les designe, empeñando su palabra de 
honor. 

Tales son las condiciones que, con pocas varian- 
tes, fueron estipuladas en las capitulaciones de Se- 
dán, Toul, Estrasburgo, Soissons, Metz,^ Verdun, 
Thionville y otras plazas, durante la guerra fran- 
co-prusiana de 1870 — 1871. Se estipuló, también, 
en muchas de ellas, garantías para la ciudad y sus 
habitantes, en particular en lo que concierne á cu- 
pos y contribuciones de guerra. 

La capitulación debe cumplirse de buena fé por el 
vencedor, con la observancia rigurosa de las condi- 



(1) Esta distinción fué acordada á la guarnición de Scheles* 

tadt al rendirse á las fuerzas prusianas por la capitulación de 

24 de Octubre de 1870 á la de Belfort el 15 de Febrero de 1871. 

7 ala de Puerto Arturo porlos japon686s,el 3 de Enero de 1906* 

11 
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ciones pactadas; así comn obliga a) jefe de la plaza 
rendida á entregar ésta y su material de guerra, en 
el estado en que se encontraban al tiempo de firmar- 
se el pacto. 

Salvoconducto, — Los incidentes de la guerra 
pueden exijir la concesión del paso de algunas perso- 
nas á través de las líneas de un ejército que está al 
frente del enemigo. En tales casos, el permiso que 
se otorga para el tránsito libre y con las debidas se- 
guridades, se llama salvoconducto. 

Este es, por su naturaleza, personal é intrasmisi- 
ble, y sólo se otorga, salvo raras excepciones, á las 
personas investidas de carácter diplomático, ó con 
una misión análoga, como en los casos en que se tra- 
ta de iniciar negociaciones preliminares de paz, ó para 
un armisticio ó suspensión de armas. 

Cuando el permiso es para el paso de mercaderías, 
toma el nombre de licencia\ y cuando la concesión 
tiene por objeto la protección de edificios ó estable- 
cimientos que se desea poner á cubierto de las con- 
tingencias de la guerra, se denomina salvaguardia. 

Por último, debe advertirse que los salvoconduc- 
tos no tienen valor, sino por el tiempo, y dentro de 
la zona territorial, que se ha designado en ellos. Sin 
embargo, si á causa de suceso imprevisto ó fuerza 
mayor, no pudo hacerse uso de él dentro del plazo 
concedido, se acostumbra, y es de equidad, darle siem- 
pre efecto, en cuanto las circunstancias lo permitan. 

Carteles. — Esta convención militar tiene por ob- 
jeto el cange de los prisioneros entre ambos belige- 
rantes. No es obligatorio, sino del todo facultativo 
para éstos. 

La regla común es, que los prisioneros cangeados 
pueden reincorporarse en sus filas para el servicio 
activo, durante la misma guerra; pero las partes son 
libres para estipular cosa distinta. 
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El cange,como es natural, se entiende por número 
igual de individuos de la misma clase militar; aunque 
es cierto que será imposible evitar algunas desigual- 
dades, por las diferencias que establezca la organiza- 
ción de cada ejército, que no permiten, tal vez, la 
equivalencia exacta de título ó gerarquía. 

A falta de prisioneros del mismo grado, se acos- 
tumbra cangear compensando la gerarquía con el 
número. 

Los comandantes en jefe de los ejércitos en cam- 
paña, son los únicos que pueden autorizar el cange de 
prisioneros; pero solamente cuando no han salido és- 
tos del campo de sus operaciones, por que si están 
ya releeados, en territorio eneniigo, el cange no pue- 
de ser autorizado sino por el gobierno del Estado. 

Es deber de los prisioneros declarar con verdad su 
clase fiíilitar y posición en el ejército, precisamente 
para el efecto del cange. La contravención á esta re- 
gla se reputa deslealtad, que puede acarrear al que 
se hajhecho culpable de ella, una pena que, por lo me- 
nos, sería la de excluirlo de ese beneficio (i) 



♦ ♦ ♦ 



(1) Manual de Oxford.— Oonferencia de Bruselas.— Intruc* 
cienes Americanas. 
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LECCIÓN XXV 



SUMARIO— Principios qne rí^eu la ocupación militar— Bfec- 
tos de la ocupación— Condición de la propiedad particu- 
lar—Contribuciones pecuniarias y en especie- Atenta- 
dos contra la propiedad privada. 



Principios que rigen la ocupación militar— 
La conquista del territorio de uno de los beligeran- 
tes por su adversario era antes considerada como una 
verdadera toma de posesión, que daba al ocupante la 
libre disposición de él, «gostituyéndolo totalmente en 
los derechos del estado vencido. 

El concepto de la guerra y de sus necesidades ha 
cambiado en esto, como en todo, en los tiempos ac- 
tuales; y la ocupación se reputa como un hecho, un 
incidente que produce solo consecuencias limitadas 
por las necesidades del ejército, un estado transito- 
rio que termina con la celebración de la paz. 

Si esta confirma la posesión precaria, solo desde en- 
tonces se definen y hacen ciertos los derechos del 
vencedor; reponiédose las cosas á su estado anterior 
en caso contrario. 

La ocupación militar es un medio de guerra, por 
que el derecho de atacar al enemigo no se limita á 
combatir sus fuerzas militares, sino también á debili- 
tarlo en sus medios y recursos; y para ello la inva- 
sión del territorio es siempre el objetivo inmediato y 
directo de las batallas y acciones de guerra. 
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De lo espuesto se deduce, que el ocupante no es 
jurídicamente señor del territorio, mientras dura la 
guerra; que en principio la soberanía del vencido sub- 
siste y que la ocupación bélica solo significa un obs- 
táculo para el ejercicio de esa soberanía en el territo- 
rio ocupado. 

No es pues exacto, según parece creerlo Bonfils, (i) 
que él ocupante pueda constituir un gobierno provi- 
sorio, aun cuando solo sea para servir los intereses 
de la ocupación; por cuanto esto importaria la aboli- 
ción déla soberanía anterior y el poder de cambiar to- 
do el régimen legal, que el mismo autor ha negado 
como efecto de esa situación accidental y transitoria. 

La suma de poderes que queda en manos del ocu- 
pante se halla determinada de un modo genérico por 
las necesidades que son inherentes á la subsistencia, 
seguridad y libre acción de las fuerzas militares de 
la invasión; y el conjunto de disposiciones destinadas 
á llenar esos objetos es la ley marcial, á que quedan 
sujetos el territorio y sus habitantes. 

Conciliar, hasta donde sea posible, esa dura ley de 
la guerra con los derechos de las poblaciones ocupa- 
das y de sus habitantes, es el objeto de las reglas que 
la doctrina se esfuerza por establecer y que las nacio- 
nes civilizadas protestan observar, aunque en lo prac- 
tico con numerosas falencias. 

De esas reglas es preciso encargarse estudiándo- 
las en relación con los efectos principales de la ocu- 
pación militar. 

Legislación — Las leyes civiles no tienen porque 
sufrir modificación, ni quedan en suspenso durante 
la ocupación, por cuanto ellas conciernen por entero 
al interés y al derecho privado y guerra es una re- 
lación de estado á estado. De manera que sub- 
sisten en vigor, ya que no se relacionan con las ne- 



(1) Manuel de droit intematioiial No. 1158 
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cesidades bélicas. Lo mismo puede decirse de las le- 
yes municipales, que, destinadas á servir las exigen- 
cias mas elementales de la vida local y asegurar la 
higiene de las poblaciones, rara vez pueden encon- 
trarse en conflicto con los intereses de la ocupación, 
para los cuales serán útiles en la mayor parte de los 
casos. 

Pero no puede decirse lo mismo de las leyes admi- 
nistrativas. La ocupación militar dá al ocupante el 
derecho de servirse de las propiedades del dominio 
público y hacer suyas las rentas del Estado. De ma- 
nera que, las leyes administrativas pueden ser modifi- 
cadas accidentalmente, en todo lo que el ocupante 
crea necesario para el mas expedito ejercicio de ese 
derecho, (i) 

Entre las leyes de ese orden se encuentran las re- 
lativas á la conscripción, que naturalmente pueden 
ser declaradas en suspenso en el territorio ocupado, 
desde que ellas son incompatibles con los intereses 
del ocupante. 

Tal fué el objeto del decreto del rey Guillermo de 
Prusia de 15 de Diciembre de 1870, por el cual pro- 
hibió á los habitantes de las provincias francesas ocu- 
padas que se enrolasen en los ejércitos de Francia, 
bajo las penas de confiscación de bienes y destierro 
por diez años. 

Ese decreto era tan exagerado en si mismo como 
prácticamente ineficaz en su sanción. 

Las leyes y reglamentos de aduana siguen la mis- 
ma suerte, aunque en lo relativo á ellas, sea mas du- 
dosa la solución, en lo que concierne sobre todo á ta- 
rifas y aranceles, que no pueden ser intempestiva- 
mente combiados en consideración al comercio ex- 
tranjero. 



(1) Declaración de Bruselas de 1874 — art. 3. Beglamento 
de la Ha^ra. Sección 4a. 
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Por último, y en lo que concierne á las leyes cri- 
minales, es opinión común que deben subsistir, por- 
que la ocupación militar no altera la necesidad de 
orden y de seguridad que ellas están destinados á sa- 
tisfacer. 

Es difícil, sinembargo, determinar en que casos y 
hasta que punto será realizable en la práctica este 
principio, por el conflicto que puede ocasionar con 
la autoridad de la ocupación y porque será muy raro 
que los tribunales nacionales funcionen bajo la auto- 
ridad de las armas extranjeras. ^ 

En todo caso no es dudoso el principio de la com- 
petencia inmanente de los tribunales del pais ocupa- 
do, en orden á los crímenes y delitos cometidos den- 
tro de este durante la ocupación, aunque el ejercicio 
de ella se encuentre transitoriamente impedido por 
la presencia de una fuerza militar extranjera. Por eso, 
prácticamente, durante la ocupación quedan impunes 
los delitos que la autoridad militar no considera nece- 
sario reprimir por el instrumento de la ley marcial, (i) 

Administración de Justicia — Asi como la ocupa- 
ción bélica no destruye el imperio de las leyes civiles 
y criminales del país ocupado, así tampoco puede 
abolir el poder de administrar justicia en uno y otro 
fuero por los tribunales nacionales. Basta conside- 
rar que la ocupación es un estado transitorio y de 
hecho; y por otra parte que las necesidades de la 
guerra no entrañan en manera alguna la abolición 
de la competencia y de las atribuciones naturales de 
los jueces del territorio. 

La cuestión nó radica en el principio, sino en el ne- 
cesario conflicto que prácticamente tiene que presen- 
tarse en todo caso en que se trate del ejercicio de la 



(1) Instmc. americanas— Bluatschili art. 547. Oalvo núme 
ros 3181—3113. 
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jurisdicción territorial, bajo el imperio de armas ex- 
tranjeras. 

Los actos de coacción, inherentes á toda decisión 
judicial, son imposibles, porque han de realizarse con 
el auxilio del ocupante militar, lo que es depresivo de 
la soberanía territorial é incompatible con el princi- 
pio de donde dimana esa misma jurisdicción. Debe 
tenerse presente, además, que la existencia de instru- 
mentos propios de imperio es inconcebible y un con- 
trasentido, supuesta la ocupación extranjera. 

a.) En lo civil es evidente que la autoridad militar, 
así como carece de poder para imponer jurisdicción 
en los casos de conflicto de derechos puramente pri- 
vados, no tiene ningún interés para ello. Esto es in- 
discutible; y en los casos más calificados de las gue- 
rras modernas, lejos de revindicar el ocupante tal po- 
testad, ha procurado estimular á los magistrados na- 
cionales, para el ejercicio de sus atribuciones. 

Pero la primera dificultad que se presenta es la de- 
terminación de la autoridad, á cuyo nombre se vá á 
administrar justicia. Como dice Bonfils, y con él otros 
publicistas, el simple hecho de la ocupación no eli- 
mina la soberanía de la nación de quien recibieron 
los tribunales su mandato; pero, así mismo . podemos 
agregar que, sería irrisorio invocar en los fallos judi- 
ciales la autoridad de un estado, que, aunque transi- 
toriamente, está en la incapacidad de hacerlos eje- 
cutar sino con el auxilio del enemigo que lo tiene so- 
juzgado. 

El conflicto es realmente insoluble y así ha queda- 
do demostrado en el hecho, según los precedentes 
establecidos en las guerras de más reciente fecha. 

Calvo cita los casos ocurridos con los tribunales de 
Nancy, de Laon y de Versalles durante la guerra 
franco-prusiana de 1870. 

La autoridad militar alemana pretendió en todos 
esos casos, que los magistrados franceses, invocaran 



{ 
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en sus fallos la autoridad del emperador Napoleón, que 
había sido reemplazada por la de la república, 6 bien 
la de las potencias alemanas que ocupaban Alsacia 
y Lorena, 6 que juzgaran á nombre de la ley. Pero la 
magistratura francesa rehusó someterse á tales exi- 
gencias, incompatibles con el honor y la soberanía 
de su país y con su propia independencia; y prefirie- 
]| ron, por acuerdo en sala plena, suspender el ejercicio 

de su jurisdicción, (i) 

Idéntica solución tuvo el conflicto con motivo de 
la ocupación de Lima por el ejército chileno en i88i. 
El jefe de la ocupación, invitó al Presidente de 
la Corte Suprema para que los tribunales peruanos 
reasumieran el ejercicio de sus atribuciones, y aquel 
alto tribunal en sala plena y previa detenida deli- 
beración, decidió contestar, como contestó, al cuar- 
tel general chileno en términos análogos á los que 
emplearon los tribunales de Francia en la ocasión 
indicada. (2) 

No podía preveerse en 1881 que la ocupación mi- 
litar del Perú se prolongase por casi tres años, mer- 
ced á circunstancias que no es de esta oportunidad 
exponer. 

Pero, aunque se hubiera previsto, no por eso hubie- 
ran sido menos numerosos los conflictos entre la so- 
beranía y el hecho de la ocupación, ni menos incom- 
^ patible el ejercicio de ella, bajo cualquiera de sus 

formas, con la presión de las armas extranjeras. , 

(¿). En lo criminal la misma dificultad se presentaba, 
puesto que la jurisdicción en cualquiera de sus fueros 
se deriva del mismo principio. 

No obstante, sobre este punto, el imperio de la ne- 



' * ' m 



(1) Oalvo Droit International Nos. 2186 á 2191. 

(2) Véase el apéndice el texto de la nota del Presidente de 

la Oorte Suprema, sefíor Dr. D. Juan. A. Ribeyro. 

12 
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cesiclad y la naturaleza de las cosas ofrecen alguna 
variante. 

La ley militar del ocupante y la jurisdicción de 
guerra que ella establece, van donde quiera que se 
dirija el ejército; y por lo tanto puede decirse que es 
la ley personal de este. De manera que los delitos, 
no solamente militares y cometidos por individuos 
del ejército ó asimilados, si no los que se cometan 
contra la seguridad de aquel, cualquiera que sea el 
agente, quedan bajo la autoridad de los jueces milita- 
tares. Lo mismo puede decirse de la sanción penal 
anexa á las ordenanzas y decretos expedidos para el 
régimen y seguridad de las poblaciones ocupadas. 

Pero aquí conviene agregar, que el ocupante no 
puede establecer juzgados, ni tribunales para la re- 
presión de crímenes y delitos de orden comúri. Su 
única autoridad judicial está constituida por los con- 
sejos de guerra que, naturalmente, solo pueden juzgar 
delitos militares. 

Tal es, también, la jurisprudencia establecida por 
los tribunales de Francia con ocasión de hechos rea- 
lizados, durante la ocupación de Méjico por sus ar- 
mas; y la de la Corte Suprema de los EE. UU. de 
la América del Norte. No puede tampoco compren- 
derse de otro modo, en virtud de la subsistencia de j 
la soberanía territorial, á pesar de la ocupación béli- J 
ca; y de la imposibilidad, de que el ejército invasor . 
se someta en los delitos que contra el se cometen á 
la autoridad de los tribunales del país que tiene so- 
juzgado por sus armas. 

Régimen administrativo. La naturaleza y objeto ¡¡ 

de la ocupación militar, hacen del todo. inconciliables 
los deberes oficiales de los funcionarios públicos con 
la autoridad ejercida por los gefes de aquella. Esto 
es particularmente cierto en lo relativo á los cargos 
políticos, que quedan en receso desde el naomento en 
que el territorio es ocupado por un ejército extran- 
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jero. I-a autoridad militar no podría compelerlos sin 
injusticia al ejercicio de funciones que ese incidente 
de la guerra ha suspendido, por efecto natural é inelu- 
dible de ella (i). 

Los funcionarios puramente locales, como alcaldes, 
regidores, consejos é inspectores municipales, pueden 
en rigor continuar en el ejercicio de sus cargos en 
beneficio del vecindario, sin olvidar lo que deben al 
honor y á los intereses generales de su país. 

La autoridad de ocupación puede, pues, solicitar que 
ese servicio municipal subsista y sea atendido por 
los funcionarios y empleados nacionales; y en el he- 
cho así ocurrió en muchos casos durante la guerra 
franco-prusiana y aún en los primeros momentos de 
la ocupación de Lima por el ejército de Chile, hasta 
que el jefe militar de este creyó útil reemplazar al 
Concejo con un delegado chileno. 

La regla indicada es tanto más importante cuanto 
que la permanencia de las autoridades, municipales 
facilita la proporcional y equitativa distribución de 
los impuestos de guerra, que el ocupante tiene el de- 
recho de percibir para la subsistencia del ejército; 
recurso que, en los usos internacionales modernos, 
ha sostituido al de los cupos arbitrarios, despojos vio- 
lentos, botín de guerra, alojamiento militar y otras 
vejaciones que reagravaban cruelmente, en tiempos, 
anteriores, !os sufrimientos ya muy grandes de las 
poblaciones ocupadas, por el sólo hecho de la ocu- 
pación. 

Establecimientos públicos y bienes del Estado. 
— Por efecto de la ley de guerra, tudo lo que está en 
la categoría de renta ó propiedad del Estado entra al 
poder del ocupante bélico, para su aplicación real ó 
presunta á las necesidades de los invasores, con la 
diferencia, solamente, de que los impuestos, los 



(1) Manual del Instituto de Derecho Internacional art. 45 
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rendimientos de los bienes públicos y los objetos 
muebles, entran definitivamente al dominio del ocu- 
pante; y los bienes inmuebles, destinados al servicio 
general del Estado, son utilizados al arbitrio del 
ocupante, que no debe deteriorarlos sin motivo justi- 
ficado, excepto las fortalezas y obras militares que el 
vencedor puede destruir para sü propio resguardo. 

Los inmuebles que no tienen aplicación á los fines 
de la guerra deben ser respetados; tales como las 
iglesias, universidades, colegios, hospitales, hospicios 
y otros análogos, que, sin embargo, puede utilizar 
para su servicio el beligerante, según los usos ad- 
mitidos. 

Mayor preferencia tienen en este orden los museos 
bibliotecas, palacios, monumentos y grandes obras 
de arte, que la civilización impone respetar co- 
mo patrimonio común de la humanidad y por cuanto 
no tienen relación alguna directa ni indirecta con los 
fines ú operaciones de la guerra, salvo que ésta se en- 
tienda como sinónima de vandalaje, (i) 

Es opinión común que esta clase de objetos no 
pueden considerarse como botín de guerra y son ab- 
solutamente inmunes, como lo fueron los museos de 
Versalles y de San Germán para los ejércitos alema- 
nes en 1870-71, no obstante el extremo rigor de aque- 
lla guerra. 

Los bienes que comunmente se llaman del dominio 
privado, ó sea los que el estado posee bajo el régi- 
men de la ley civil, pueden ser aprovechados, direc- 
tamente, ó por la renta que produzcan; pero su pro- 
piedad no recae jamás en el ocupante, por el sólo he- 
cho de la ocupación, salvo lo que se haya estipula- 
do al celebrarse la paz. Idéntica cosa puede decir- 



(1) Declaración de Bruselas— Manual de Oxford— Vattel — 
Lib. 3.0 Cap. 9.0, parf . 168— Geffcken pág. 133— Bonfils— Ma- 
nuel de Droit International Public N.* 1180— Inst. americ. 
art. 84 Regí, de la Haya artículos 23, 60 y 56. 
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se de los contratos que el ocupante celebre res- 
pecto de ellos, para su aprovechamiento. Esos actos 
tienen por su naturaleza el carácter de precarios, co- 
mo lo es la ocupación misma; y, salvo estipulaciones 
particulares, se restituyen al estado anterior, una vez 
terminada la ocupación, (i) 

Como poco antes se ha hablado de botín de guerra, 
conviene dejar explicado que en esa denominación se 
comprenden todos los objetos muebles de propiedad 
del estado, más ó menos apropiados para los usos de 
la guerra ó servicio de los ejércitos; tales como el te- 
soro militar, armas, municiones, equipo, almacenes de 
víveres y el material todo de un ejército en marcha ó 
campamento. Débese, sin embargo, observar que los 
almacenes de víveres de propiedad particular, como 
objetos de comercio, no están sujetos á la regla ante- 
rior, sino por el contrario, á la que proteje la propie- 
dad privada en la guerra terrestre. (2) 

No están comprendidos en el botín de guerra los 
objetos de propiedad y uso particular de los prisio- 
neros, salvo las armas, caballos y prendas de equipo 
militar. 

Condición de la propiedad particular — Es bien 
sabido que en la guerra antigua, que significaba 
siempre el imperio absoluto de la fuerza, sin regla 
alguna y sin restricciones, la victoria producía como 
consecuencia natural la destrucción completa del ven- 
cido y no existía ninguna diferencia entre la propie- 
dad pública ó del soberano y la propiedad particular. 
Publicistas como Grocio, Vattel y Martens, admiten 
también c^ue la propiedad privada sigue la suerte de 
la guerra; y en nuestros días sir Traver Twiss, bajo 
la fórmula Parta bello ^ cedunt reipubliccB, sostiene la 
guerra bárbara en estos términos: "Respecto á los 



(1) Declaración de Bmselas art. 7.® 

(2) BluntschÚ — Derecho internacional codificado art. 645. 
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bienes que se encuentran en territorio enemigo, to- 
dos los objetos muebles pertenecientes á los subditos 
del enemigo son botín de guerra y pasan con el te- 
rritorio á poder del beligerante; porque los propieta- 
rios actuales de esos bienes, como individuos, no po- 
drían considerarse separados de la nación enemiga; y 
los captores al operar la captura, obran como man- 
datarios de una nación beligerante.** (i) 

No faltan otros publicistas que, como Hautefenille 
y Halleck, sostienen la misma doctrina, y desechan 
toda diferencia entre la guerra terrestre y la maríti- 
ma; fundándose, antes que en reglas de justicia, en la 
tradición y en añejos edictos y ordenanzas que no 
constituyen la ley de las naciones. 

En cambio, la generalidad de los autores modernos 
entre los cuales puede citarse á Calvo, Feraud, Gi- 
raud, Geffcken, Guelle, HeíFter, Massé, Wheaton, 
Vídari, Bluntschli, Bonfils y otros, partiendo del ca- 
rácter y significación que la guerra tiene en nuestros 
tiempos, sostienen que la invasión no produce ningún 
cambio en la propiedad privada, "que el invasor no 
se hace propietario de esos bienes, ni siquiera tiene 
el goce accidental de ellos " (2) 

Prescindiendo de razonamientos menos conclu- 
yentes, puede concretarse la doctrina dominante 
hoy del modo siguiente: Como la guerra es una 
relación entre* los estados, ella no afecta, sino de 
un modo incidental é indirecto, á los particulares no 
combatientes; no destruye el fundamento mismo de 
la propiedad, porque la fuerza, en una guerra civiliza- 
da y regular, no tiene en mira aniquilar el derecho, 
cuando precisamente su empleo no se explica sino 
para garantizarlo y hacerlo firme y seguro. 



(1) El Derecho de Gantes 6 de las Naciones; part. 2.^ núm. 
64, pág. 115. 

(2) Hefftter, Derecho Internacional para 131; Blontschli, 
Derecho Internacional codificado números 652, 656, 657. 
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" De aquí resulta que todas las disposiciones toma- 
das por el vencedor, respecto de la propiedad inmue- 
ble del territorio que ocupa, carecen de valor legal; 
no producen más que consecuencias de hecho, las 
cuales caducan por la aplicació del derecho de /í7J/ 
lintinio, cuando se vuelve á recobrat el territorio. " 

*' Examinando de cerca la naturaleza del dominio 
llamado botín de guerra, se advierte fácilmente que 
no se funda en la ñcción que considera los bienes 
conquistados como cosa sin dueño {res nullius), por- 
que, en realidad, no dejan de pertenecer á sus anti- 
guos dueños. Tampoco basta la falta de una justicia 
común entre las partes beligerantes, para explicar co- 
mo puede una posesión esencialmente arbitraria tras- 
formarse en dominio. " (i) 

Tal es el resumen de la doctrina expuesta por el 
autor citado, á despecho de las concesiones que hace 
á los usos bárbaros de la guerra, no proscritos aún 
del todo en las contiendas de los pueblos civilizados, 
ni del espíritu de tantos hombres cultos. 

Pero, no obstante ese respeto á la propiedad parti- 
cular, que es la regla, ella puede ser empleada 6 des- 
truida, si lo imponen asi las necesidades de la guerra 
de un modo inevitable y directo. 

El ocupante puede exigir prestaciones de los ha- 
bitantes, de los objetos necesarios para satisfacer las 
necesidades de sus tropas y en general de su servi- 
cio. Así mismo es permitida la destrucción ó deterio- 
ro de la propiedad particular cuando es indispensa- 
ble para el éxito del ataque, ó la consecuencia ine- 
vitable de acciones de guerra ó del tránsito de las 
fuerzas militares. 

La justificación de esto se encuentra en la ley im- 
periosa de la guerra. Para evitar las requisiciones los 
ejércitos bien organizados están servidos por inten- 



(1) Heffter por 188, 186. 
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dencias militares, que dispensan al ocupante de las 
moratorias, vejaciones y desigualdades de la (exacción 
directa contra los particulares, aun «por vía de con- 
tribución regular. 

Bonfils hace notar que en las guerras de España, 
Crimea, Italia y Méjico, no recurrió el ejército fran- 
cés al sistema de los requerimientos; pero, también 
advierte Guelle que la organización militar de hoy, 
con los colosales ejércitos que pone en pié el servicio 
obligatorio y la acumulación de grandes masas, rápi- 
damente y en lugares itnprevistos, hará imposible en 
las guerras por venir el servicio de las intendencias, 
é inevitable el vivir sobre el territorio y á expensas 
de sus habitantes, (i) 

Conviene ahora examinar si los tributos en dinero, 
impuestos por el invasor, son permitidos por las leyes 
de la guerra civilizada. 

Desde luego la exacción puede tener dos formas: la 
multa y la contribución de guerra. 

(a) En lo que concierne á las multas, es admitido 
que, en la necesidad de proveer á su defensa y segu- 
ridad, el beligerante invasor puede imponerlas, por 
vía de pena contra los culpables de ofensas ó dafios 
al ejército ó los individuos de este y por decisión de 
sus consejos de guerra. 

Se comprende que esto no puede entenderse sino 
respecto de los culpables; pero, con frecuencia se ha 
visto convertirlas en azote de las poblaciones, exi- 
jiendo multas enormes y desproporcionadas que re» 
caían sobre inocentes. En definitiva, esas multas 
han sido en realidad contribuciones de guerra dis- 
frazadas, que la razón y la justicia natural condenan. 



(1) Bonfils, Mannal de Droit International Public. N.<^ 1207 
— Guelle, Les lois de la gaerra Tom. 2.® pág. 180. Esta predic- 
ción ha sido desautorizada por el ejército japonés en la Man- 
churia, servido á pasar de sus 500,000 hombres de un modo 
perfecto por su admirable intendencia de guerra. 
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Refiriéndose Geffcken á la conducta en este orden 
de los ejércitos alemanes, en la guerra de 1870, dice: 
que "los comandantes alenda nes se han excedido de 
las necesidades de la guerra. . . .Era igualmente in- 
justo, no solo la prohibición de cobijar á los culpables, 
si no el pedií que los alcaldes los denunciaran al je- 
fe militar más próximo. No hay el derecho de exijir 
de las autoridades del territorio ocupado el que se 
hagan agentes del ejército de invasión (i). 

(b). El uso inveterado de exigir á los habitantes 
del territorio ocupado el pago de sumas mas ó menos 
cuantiosas de dinero, han pretendido justificarlo algu- 
nos autores como la redención del pillaje y el seguro 
de las poblaciones (2). 

Apenas puede creerse hoy que esto se dé como ex- 
plicación de una violencia, opuesta al carácter de la 
guerra moderna y á la inmunidad que ella reconoce 
á los no combatientes. Si el pillaje y saqueo son ac- 
tos de barbarie, no puede admitirse como legítima la 
contribución de guerra que le sirve de rescate; la abs- 
tención de una injusticia ó violencia no se ha creído 
jamás título para una indemnización. 

El invasor solamente tiene derecho á percibir 
las contribuciones que el señor del territorio, tran- 
sitoriamente despojado, podía imponer y cobrar; lo 
tiene también á los suministros en especie por el 
ministerio de las autoridades locales, cuando sea 
necesario, según lo hemos visto ya; pero exijir con- 
tribuciones cuantiosas á las poblaciones, cuando él 
ocupante dispone de todas los recursos de su ad 
versarlo, en el territorio que tiene en su poder, es 
recaer en la brutalidad de la guerra antigua cam- 
biándose únicamente la forma. 

Massé y Vidari la justifican con el coloritlo de 
la indemnización de guerra que corresponde al ven- 



(1) Gdffckeu sur Heffcer par 1*¿6 nota 7. 

(2) De esta opiuióu son Vattel, Kluber y G. F. de Martena. 
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cedor. Pero, ni el ocupante transitorio puede de- 
cirse que sea en definitiva el vencedor, ni la indem- 
nización puede avaluarse por otra entidad que el 
gobierno del Estado al celebrarse la paz. En el 
hecho, esas exacciones parciales, por considerables 
que hayan sido, no han servido nunca para dismi- 
nuir ni eii un óbolo la liquidación de los gastos de 
guerra, que el vencedor impone siempre sin descuen- 
tos y sin la posibilidad de discutir sus elementos. 

Consideran algunos que las contribuciones pecu- 
niarias sustituyen á las prestaciones en especie que 
los habitantes no pueden sufragar; y esto es admitido 
por la declaración de Bruselas (1874). Pero, es preci- 
so tener en cuenta que ese sistema, aparte de que 
agrava la condición de los que carecen de recursos, 
tiene que ser desigual y arbitrario en la distribución 
de las cuotas y origen de innumerables violencias 
contra las personas, que favorece el abuso de los je- 
fes, intendentes y empleados de la administración 
militar. 

La Conferencia de Bruselas y el Manual de Ox- 
ford establecen, que esas contribuciones deben suje- 
tarse, en lo posible, á la tasa y distribución de los 
impuestos, según las leyes del país ocupado; y cuan- 
do esto no sea hacedero, entenderse con las autorida- 
des locales para la percepción y entrega en conjunto 
del impuesto, quedando á cargo de ellas su distribu- 
ción. Agregan que, en todo caso, se debe dar por el 
ocupante recibo de esas entregas, (i). 

Si la doctrina condena esos cupos de guerra, por ar- 
bitrarios é injustos, no por eso dejan de ser una prác- 
tica subsistente hasta hoy. 

Refiriéndose á la guerra franco-prusiana, dice Calvo: 
" Casi todas las ciudades ocupadas, han tenido que 
pagar en plazos muy cortos, enormes contribuciones 
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(1) Regí, de la fíaya. Artículos 48 á 52. 
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en dinero, que excedían en mucho á los recursos del 
tesoro municipal, que para satisfacerlos tuvo que re- 
currir á empréstitos forzosos y requerir á los habi- 
tantes. Y esas contribuciones no sirvieron para excep- 
tuar á las ciudades de ninguna de las cargas de la gue- 
rra; pues no por eso dejaron de quedar sujetas al alo- 
jamiento de oficiales y soldados en las casas particu 
lares y á prestaciones especiales de viveres, vestidos, 
municiones etc.*' (i) 

Algo semejante ocurrió en la guerra de Chile y el 
Perú. El ejército de ocupación impuso á diversos par- 
ticulares en Lima contribuciones ó cupos de guerra, 
con amenaza de destruir sus propiedades; y aunque es- 
to último no se llevó á efecto, en cambio los que no 
pudieron pagar fueron llevados cautivos á Chile, don- 
de permanecieron hasta la conclusión de la guerra. 

Antes de la ocupación de Lmia (1880) una divi 
sión de merodeo, destacada del ejército chileno, á ór 
denes del comandante Sr. Patricio Linch, expedicio 
nó por la costa norte del Perú para imponer á los ha 
cendados enormes cupos de guerra, que pagaron casi 
todos para salvar sus propiedades, con excepción de 
Sr. Dionisio Derteano, que, cotizado, en S. 100,000 
por el coronel Linch, vio destruida su magnifica ha- 
cienda "El Puente" de un costo de mas de 3 millones 
de soles. La hacienda fue saqueada y sus hermosos 
edificios é ingenio de azúcar volados con dinamita. 

No hay ejemplo en las guerras entre naciones ci- 
vilizadas de actos semejantes, y para terminar sobre 
este punto será útil agregar únicamente lo que expo- 
ne Bonfils, comentando la opinión singular de Loening 
sobre la materia. 

"El Dr. Loening tiene una opinión mas brutal. 
Las contribuciones, dice, se presentan como un me- 



(1) Calvo Derecho Internacional Público N°, 2254 tomo IV 
pág. 266. 
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dio (le doblegará un adversario obstinado. Tnl es la 
contribución extraordinaria de 25 francos por cabeza 
que se impuso en Diciembre de 1870 en los departa- 
mentos ocupados. Aumentando las carg^as de la gue- 
rra se quería compeler á la población á que eligiese 
para la futura asamblea adversarios del partido de la 
guerra á todo trance y derribar asi la dictadura de 
Gambetta. Tomada en si, añade, la contribución de- 
cretada, no puede considerarse como contraria al de- * 

recho de gentes, (i) 

Puro sofisma, agrega Bonfils; si fuera permitido 
obligará los habitantes á que desearan la paz por los 
sufrimientos que se les imponen, porque no admitir el 
pillaje, el incendio las torturas, el asesinato, la viola- 
ción etc? (2) 

Atentados contra la propiedad particular — Re- 
gla admitida en las guerras de tiempos anteriores y 
mantenida hasta principios del siglo pasado, era la de 
prometer á los soldados el pillaje y saqueo de una po- 
blación tomada por asalto; y publicistas como Vattel, 
Kluber, Martens (G. F.) y Halleck han procurado 
justificarla. Pero semejante barbarie es condenada 
por la unaminidad de los escritores modernos. 

No hay necesidad de grandes disertaciones para 
demostrar hasta que punto es opuesta esa práctica á 
las reglas de justicia y al honor de las naciones y de 
los ejércitos que operan en su nombre. 

** Es contrario al honor militar, dice Bluntschli, ex- 
citar á los soldados á que cumplan su deber ofrecién- 
doles que se les permitirá convertirse en bandoleros; 
el pillaje es un crimen, cuyas ventajas no compensa- 
rán jamás la sangre derramada y el dinero invertido 
en una lucha honrosa; no son los particulares los que 



(1) Loening. La administración de Alsacia durante la gnerra 
de 1870. 

(2) Bonfils. Manual de Derecho Internacional Público nú- 
mero 1222. 
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hacen la guerra; no se puede por lo tanto dar sus vi- 
das y sus bienes como prima á las pasiones brutales 
de los soldados." (i) 

El saqueo no es permitido, ni por resistencia obsti- 
nada de una plaza, ni á título de castigo contra los 
habitantes, ni de represalias ú otro de los muchos 
pretextos bajo los cuales se ha pretendido cohonestar 
esa torpe infracción á las reglas de la justicia inter- 
nacional. 

El pillaje está igualmente proscrito, nosolo como 
un rezago de barbarie de las antiguas guerras de de- 
vastación, sino también por la influencia corruptora 
que tiene sobre los soldados y por lo que relaja la 
disciplina de los ejércitos y la eficacia de sus servi- 
cios. Lo mismo puede decirse de la destrucción y de- 
terioro de géneros y mercaderías y de cualquiera cla- 
se de objetos aisladamente ó en cuadrilla y con violen- 
cia contra las personas ó sin ella. Consideránse unos 
y otros actos como crimenes, que la legislación mili- 
tar de las naciones cultas castiga con penas mas ó 
menos severas, (2) 

La denominación de botin de guerra solo se aplica 
á las armas, municiones y equipo militar y pertene- 
ce al estado; no siendo permitido á los soldados apro- 
piárselo, así como tampoco despojar á los prisioneros 
de los objetos de su uso personal. (3) 

Indemnización por las pérdidas y exacciones — 
Los particulares que durante el curso de una guerra 
sufren pérdidas y perjuicios en sus bienes y propie- 
dades, cuando resultan de las operaciones bélicas, no 
tienen en principio derecho de reclamar. Se conside- 



(1) Derecho loternacional codificado, art. 661. 

(2) OcdiRO Penal Militar de Francia artículos 250 á 255— 
Código Penal Militar de Alemania artícnls 129 á 133. 

(8) Veáse la declaración de Bruselas, el Manual de Oxford 
7 las Instrucciones para los ejércitos de los Estados Unidos 
en campafia. Regí, de la Haya— Sec. 2 Oap. lo. 
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ran como accidentes inevitables ó casos de fuerza 
mayor que no imponen á nadie responsabilidad, baya 
sido la obia del ejército nacional ó del extranjero. 

Pero, motivos de equidad y de protección, tenden- 
tes, además, á favorecer la reconstitución de la propie- 
dad privada como fuente de producción, pueden acon- 
sejar al gobierno el dar á los particulares perjudi- 
cados, si el estado de sus recursos lo permite, un ^ 
auxilio que se distribuye discretamente entre los m 
mas pobres ó que mas hayan sufrido. Asi lo hizo ' 
Francia después de la guerra de 1870 — 71 por las 
leyes de 6 de Setiembre de 1871, Abril de 1873, 
Julio de 1874, Junio de 1875 y Agosto de 1876, 
no á título de indemnización, sino de socorro y co- 
mo providencia de buen gobierno. 

En cuanto á las requisiciones y tributos en di- 
nero exigidos por el invasor, no es fácil determi- 
nar á quien se pueda recurrir. La responsabilidad, 
si la hay, depende de la suerte de la guerra; puesto 
que el vencedor no es de suponerse que admita de- 
mandas de los subditos del vencido para ser indem- 
nizadas; y si el que aprovechó de esos servicios de 
los subditos del enemigo, resulta vencido, quedará 
por el tratado de paz á su cargo la indemnización. 
Por eso, durante la guerra de Francia y Alemania, las 
autoridades de este último país daban á los parti- 
culares franceses, en casos tales, bonos ó certificados 
equivalentes á la prestación, con esta anotarin: /fa- 
gadero por el gobierno alemán^ segtin las convencio- 
nes que se celebren en tre ambos gobiernos. 

Para obtener las indemnizaciones del caso y por 
quien corresponda, debe siempre otorgarse recibo ó 
constancia con la mayor formalidad posible y por 
autoridad militar competente, (i) 
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(1) Declaración de Bruselas, Manual de Oxford. Instruc. 
Amei^ic. Begl, de la Haya art. 51. 



LECCIÓN XXVI 

6'UM ARIO. — Oaraotéres de la gaerra marítima. — Oaptara de 
la propiedad privada. — Opinioues eu oposición. — Práctica 
internacional. — Teatro de la guerra marítima. — ¿Qné es 
lo que está sujeto á captura? 

Caracteres de la guerra marítima. - Aunque de- 
rivada del mismo principio y encaminada al mis- 
mo objeto, la guerra marítima está sujeta por el 
derecho positivo universal á reglas diferentes de las 
que dominan en la güera terrestre. 

Esa diferencia radica no solamente en las condi- 
ciones peculiares de la navegación y del tráfico ma- 
rítimo, sus azares y las necesidades técnicas y de se- 
guridad general á que, en todo tiempo y circunstan- 
cia, debe dar lugar en la legislación particular de ca- 
da país y en los usos de las naciones, sino, ante todo 
y con relación al objeto que nos ocupa, en la extre- 
mada severidad de sus prácticas, ya con relación al 
enemigo, ya en perjuicio de los neutrales, cuya liber- 
tad de acción limita, comprometiendo frecuentemen- 
te su propiedad. 

Tal es el aspecto general de la guerra marítima, 
materia que, en cada uno de sus detalles, ha servido 
de ocasión a las más porfiadas contiendas internacio- 
nales y de tema inagotable á la discusión. 

La condición de los subditos pacíficos del enemi- 
go y de sus propiedades; la sujeción de los neutrales 
á vejacioues y entorpecimientos de su tráfico en el 
mar libre; la confusión ocasional de la propiedad ene- 
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miga con la neutral en el comercio, siempre, ó casi 
siempre, resuelta en daño de la última por los tribu- 
nales de presas; la interdicción arbitraria de lo que 
se llama comercio nuevo ó reservado; y los innumera- 
bles privilegios deque se creen investidos los beli- 
gerantes, con motivo del bloqueo, del contrabando de 
guerra y del derecho de visita, son otras tantas dero- 
gaciones de la ley natural, que parecen constituir, pa- i 
ra la guerra en el mar, un derecho distinto, basado so- ^ 
bre principios y criterio que no son los de una ley 
jurídica indivisible y su.stancial. 

De los usos internacionales referentes al contra- 
bando de guerra, bloqueo, derecho de visita, causas y 
jurisdicción para las presas, nos ocuparemos en sec- 
ciones especiales; debiendo contraernos por ahora ex- 
clusivamente, al estudio de lo que se encuentra esta- 
blecido como regla positiva de derecho de gentes con 
relación á la propiedad privada, comprometida en el 
comerció marítimo durante la guerra; de las razones 
con que se procura cohonestar su estremado rigor y 
de la mudanza que en ese orden se opera, lenta pero 
seguramente, mediante los progresos materiales y 
morales de los pueblos modernos. 

Captura de la propiedad privada. - No ha de bus- 
carse en la tendencia exterminadora de la guerra an- 
tigua, elemento alguno de ese sentimiento humano, 
que, antes de toda noción distinta del derecho, modi- 
ficó más tarde la significación y objeto del empleo de 
la fuerza entre los pueblos, para atenuar sus rigores. 

Aún en la época del apogeo de la cultura helénica 
rio se encuentra quizá, sino por excepción, determina- 
da por causas eventuales, ni lo más elemental de lo 
que en la edad moderna forma la base del derecho 
internacional; y la extrema barbarie, desplegada en 
las guerras médicas, en las contiendas internas de las 
ciudades griegas y en la guerra del Peloponeso, agra- 
vada con la perfidia, deslealtad y casuística artería 
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con que se procuró casi siempre burlar la fé de las 
alianzas, capitulaciones y otros pactos públicos, de- 
muestran suficientemente esa verdad. 

Aunque un tanto modificadas, en cnanto al carác- 
ter absolutamente cruento y destructor de la guerra, 
las instituciones y uso? de Roma, conservaron su ri- 
gor en cuanto á la propiedad. *'Todo lo que se toma 
al enemigo entra desde luego en nuestro dominio, " 
dice la instituta. (i) 

Esta es la regla que dominó posteriormente, casi 
hasta nuestros días; que fué patrocinada y defendida 
por ilustres publicistas, materia de la más grande di- 
vergencia entre los teólogos cristianos, y que sólo des- 
de fines del siglo XVIII fué profundamente alterada, 
en consonancia con la nueva idea de la guerra del ca- 
rácter y objeto de las hostilidades y la distinción, nun- 
ca establecida antes, entre combatientes y no comba- 
tientes, entre la propiedad pública (hostibus) y la pri- 
vada. 

Largo camino hubo de hacerse para llegar á esta 
importante conquista, puesto que en estos mismos 
días vemos publicistas de tanta autoridad, defender la 
regla romana y el uso de la antigüedad bárbara, como 
la hicimos notar al ocuparnos del botín de guerra. 

No es por eso de extrañar que tal derogación del de- 
recho natural se conserve en la guerra marítima como 
en su último baluarte, dándole ésta una fisonomía es- 
pecial con instituciones y reglas que desmienten las 
que rigen en la guerra terrestre. Debemos, por lo tan- 
to, ocuparnos de esa parte importante del derecho po- 
sitivo. 

Nada parece más natural que publicistas como 
Grocio, Vattel y Binkershoeek, quedaban á la guerra 
un objeto y esfera de acción cuyo rigor era apenas 



(1) Quodjure gentium. quoe ab hostibus capiunturt statint 
nostraJiunt.—'Dt rerum divisione. 
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atenuado por consideraciones de orden moral y reli- 
gioso, admitieran como legítima la captura y destruc- 
ción de toda propiedad. 

Pero la tenacidad con que se arraiga en el espíri- 
tu humano, como creencia ó principio, el abuso inve- 
terado, transformando la conveniencia en regla ju- 
rídica, apenas puede explicar la contradicción en que 
incurren publicistas de nuestra época, al admitir en la 
guerra marítima leyes diferentes á las que enseñan á 

como obligatorias en la guerra terrestre. 

Los más entre esos escritores no discuten siquiera 
la base de derecho de la costumbre, ciertamente uni- 
versal, queda al beligerante la facultad de apoderarse 
de todo lo que encuentra en el mar, perteneciente al 
enemigo, sin distinguir entre la propiedad pública y la 
privada; contrayéndose únicamente á exponer el de- 
talle de las reglas de excepción, que la cultura inter- 
nacional ha introducido como una concesión del co- 
mitas gentium á los neutrales. 

Esa regla, expresada en su mayor sencillez, es la 
siguiente, según la formula Phillimore: ¿" Qué es lo 
que puede capturarse.? Esta pregunta ha sido ya con- 
testada en los precedentes capítulos. El sumario de 
los detalles discutidos en esos capítulos es, que toda 
propiedad perteneciente al enemigo, que se encuen- 
tra á flote en alta mar, y toda propiedad igualmente á 
flote de sus subditos, ó de neutrales que se conducen 
como enemigos, puede ser legalmente capturada, (i) 

Opiniones en oposición. — Fijada la regla, que im- 
pera como derecho práctico, llega el caso de exponer 
las razones que la sustentan y las que se le oponen. 

Hautefeuille, justificando la mayor severidad de la 
guerra marítima en relación con la terrestre, dice: 
" Según la ley primitiva, el beligerante tiene el dere- 



(1) Oommentaries upon internatioual law. Tom. III K.^ 
847. 
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cho de dañar á su enemigo por todos los medios di- 
rectos que estén ásu alcance. El enemigo es una na- 
ción compuesta de un número mayor ó menor de 
ciudadanos que, reunidos, forman el cuerpo de la na- 
ción; dañar á cada uno de sus miembros, es dañar al 
cuerpo mismo, á la nación, al enemigo, es debilitarlo; 
luego la captura de los buques mercantes del enemi- 
go, aunque desarmados, el apresamiento de la tripu 
lación y de las mercaderías que trasporta, es un me- 
dio legítimo de guerra, no solamente según el uso de 
las naciones, si no según la ley primitiva. Un senti- 
miento de humanidad, ó la imposibilidad de proceder 
de otra manera, han conducido á los pueblos á miti- 
gar la ley primitiva, cuando se trataba de propiedades 
en el territorio conquistado. Sería apetecible que ese 
sentimiento prevaleciera en las guerras marítimas; 
pero, cualquiera que sea ese deseo, yo no podría ad- 
mitir que el derecho de la guerra, según la ley primi- 
tiva, imponga al beligerante el deber de respetar la 
propiedad privada del enemieo " (i) 

Como se vé, Hautefeuille vá más allá de la justifi- 
cación del rigor de la guerra marítima, atribuyendo 
en principio el mismo carácter á la guerra terrestre. 

A la verdad, lo que Hautefeuille parece entender 
por ley primitiva, tratándose de hostilidades contra 
la propiedad, es que no haya ninguna. No puede 
comi»renderse de otro modo lo que vá trascrito; y 
así podrá y deberá entenderse también toda clase de 
acción contra las personas, para ceñirse con el debi- 
do rigor á las conclusiones racionales; y entonces esa 
ley primitiva no será la de los hombres. 

Ortolan es uno de los que más .se esfuerzan por 
fundar sobre bases de derecho la diferencia, en su 
amplitud de acción, en esos dos distintos campos de 
la guerra, y resume sus opiniones de esta manera: 

(1) De los derechos y deberes, de las naciones neutrales.— 
Tom. I pág. 820. 
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I. o "Que la marina mercante, sea en su personal, 
sea en su material, es un medio de poder naval, listo 
para prestar anxilio al estado beligerante de que de- 
pende, á reclutar su marina militar; en una palabra, 
para transformarse á la primera orden en instrumen- 
to de guerra. Bajo este concepto, ella cae directa- 
mente bajo la acción de las fuerzas navales enemigas 
que puedan tenerla á su alcance. 

2.° " Que si la marina y las n>ercaderías que ella 
conduce fueran reconocidas como libres é inviolables, 
aunque pertenecientes al enemigo, sería fácil para 
una potencia beligerante, evitando que salieran á la 
mar sus buques de guerra, hacer ilusoria respecto á 
ella los efectos de la guerra marítima, continuar es- 
plotando por sus buques de comercio los mares y los 
continentes y encontrar de ese modo aún los medios 
de sostener la lucha en las operaciones de esa mari- 
na mercante, sea por los impuestos, sea por el incre- 
mento de la fortuna privada, cuyo conjunto constitu- 
ye en definitiva la fortuna del Estado." (i) 

Wheaton es más categórico, porque, sin detenerse 
en discutir los motivos de su proposición, la formula 
así: *' El objeto de las guerras marítimas es la des- 
trucción del comercio y de la propiedad del enemigo, 
que son la fuente y el nervio de su poder naval. Y 
ese fin no puede alcanzarse sino por la captura y con- 
fiscación de la propiedad privada. ** (2) 

A su vez Heífter, sosteniendo la misma tesis, con- 
sidera que, " ninguna nación está obligada á dejar 
abierto el camino del mar, que puede facilitar á sus 
enemigos los medios de prolongar la lucha, ni á per- 
mitir la continuación de un comercio perjudicial al 
suyo. 

Sostener lo contrario sería defender una quimera. 
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(1) Ortolan— Reglas internacionales y diplomacia de la 
mar.— Tom. 2.^ Lib. 3.» Cap. 2.° 

(2) Elementos, tom. 2.° pág. 17. 
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Sin embargo, la necesidad reconocida de sustituir 
principios morales, en lugar de intereses puramente 
políticos, ó de simples ficciones, bastará para hacer 
admitir ios puntos siguientes." (i) 

Explica en seguida que, la captura no dá al apre- 
sador la propiedad del barco ni de los objetos que 
contiene; que sólo dá derecho de ocupación y de que, 
eventualmente, sirvan de indeninización, quedando 
entretanto simplemente detenidos; por último, que 
sólo la paz puede dar á los actos de esa naturaleza 
carácter definitivo y permanente. 

La opinión de Testa se condensa en el siguiente 
párrafo: " La guerra marítima sin el derecho de pre- 
sa para impedir al enemigo el uso del mar, para arrui- 
nar su comercio y sus recursos navales, sería inter- 
minable. Y como los perjuicios que resultan de la 
guerra son mayores, á medida que ella se prolonga, 
todo lo que tiende á abreviarla debe considerarse co- 
mo un beneficio ó, por lo menos, como una atenua- 
ción á los males que ella trae consigo. " (2) 

Sería tan largo como inoficioso continuar este re- 
sumen de las opiniones de los que sostienen esa té- 
sis, indefendible en el fondo. Dana, Halleck, Kent, 
Lorimer, Travers Twis, Weslake, Brentano y Sorel, 
Duverdy, Teteus, Negrin, Riquelme y otros, repro- 
ducen los mismos argumentos con diversidad de for- 
ma y amplitud. Pero, debe observarse que ninguno 
ha llegado á fundar sobre principios de clara justicia 
y de lógica rigorosa, esa costumbre internacional que, 
apesar de todo, se sostiene, aunque ya indirectamen- 
te atenuada, merced á la aceptación universal de la 
segunda de las reglas que fueron objeto de la decla- 
ración de 16 de Abril de 1856, según la cual el pa- 



(1) Derecho Internacional Público, pag. 139. 

(2) Derecho Público Internacional marítimo.— Part. 8.*, 
Oap.3.<^, pág. 151. 
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bellón neutral cubre la carga enemiga, á excepción 
del contrabando de guerra. 

Ya hemos expuesto lo fundamental en cuanto á la 
inconsistencia de la regla bajo su aspecto racional y 
jurídico; pero no será inútil dar igualmente un breve 
resumen de las opiniones contrarias y de los hechos 
que dan á conocer la marcada tendencia á la adop- J 

ción de una regla más justa y en rigor hasta más 
provechosa para los mismos beligerantes. 

** Si el beligerante victorioso en tierra, dice Geff- 
cken, cae sobre la propiedad enemiga, haciendo re- 
quisas, imponiendo contribuciones ó destruyendo al 
deas, es porque ocupa el país, de que le han dado po- 
sesión temporal sus armas y ejerce en él una sobera- 
nía momentánea. Pero tal ocupación no podría exis- 
tir en la alta mar; ella no pertenece á nadie y no pue- 
de ser secuestrada, (i) 

El mismo autor insinúa la inutilidad de semejante 
trasgresión de la ley natural, demostrando que la 
adopción de la segunda regla de i6 de Abril de 1856, 
hace prácticamente inútil ese rezago de barbarie, re- 
cordando, sobre todo, que esa regla fué precedida, al 
abrirse la guerra de Crimea, por la declaración que 
las aliadas, Francia y Gran Bretaña, hicieron en Mar- 
zo de 1854. en que decidieron dar un plazo á los bu- 
ques enemigos para completar sus operaciones pen- 
dientes de carga y descarga y ponerse á salvo en el 
puerto nacional de su aparejo ó matrícula. 

Esta declaración se renovó en la guerra franco- 
alemana, según decreto francés de 25 de Julio de 1870 
y la ordenanza alemana de 19 de Enero de 1871. 

Conforme á estos precedentes y por la inmunidad 
de las cosas del enemigo bajo pabellón neutral, la 
persecución del comercio inocente de los subditos del 
adversario es una quimera, y refluye en verdad en da- 



(1) Geffcken sor Heffter pág. 139. 
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ño de los mismos beligerantes, que tienen que entre- 
gar su comercio entero á los neutrales, cediendo á 
éstos el beneficio del tráfico de sus flotas mercantes. 

Como, por otra parte» dados los progresos de la 
marina militar y de las formidables máquinas de gue- 
rra que la forman, no es posible convertir en buque 
de guerra uno mercante, resulta de todo punto inú- 
til la persecución de esos barcos pacíficos, elementos 
del progreso y del bienestar general. 

** Los partidarios de la captura tienen en mira, di- 
ce Boeck, una necesidad militar eventual; tal necesi- 
dad no es sino un pretexto para cubrir todos los abu- 
sos: el derecho no puede tomar en consideración si- 
no una necesidad militar^ actual y manifiesta . .. .es- 
perad, pues, para apresarlos (los buques de comercio) 
que se encuentren en aptitud de ser empleados inme- 
diatamente en un objeto militar. '' (i) 

Y más adelante agrega el mismo autor: 

*< La inmunidad de la propiedad privada en el mar, 
es lo único que puede poner término á las intermina- 
bles controversias que se suscitan sin cesar sobre el 
carácter de la propiedad capturada; controversias. . . . 
que son con frecuencia tan arbitrariamente resueltas, 
por la difrcultad de distinguir entre propiedad neutral 
y propiedad enemiga. " pág. 158. 

<* Pero, la insuficiencia de los medios legítimos de 
hacer la guerra, no puede jamás justificar el empleo 
de medios ilegítimos. El ministro de hacienda á quien 
se le haya frustrado un empréstito, no tiene el dere- 
cho de llenar las arcas del estado, quitando á los ri- 
cos su dinero. De la misma manera, el capitán de un 
buque de guerra no puede tener el derecho de arre- 
batar en el mar los bienes de los particulares, bajo 
pretexto de que las balas de sus cañones no pene- 



(1) De Boeck.— De la propiedad enemiga bajo pabellón ene- 
migo, núm. 518 7 583. 
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Irán al interior del país. Los mercaderes del estado 
enemigo, como tales mercaderes, no son enemigos, lo 
mismo respecto á una potencia marítima que respecto 
á una potencia continental." Así se expresa Blunts- 
chli. (I) 

El publicista que más extensa y vigorosamente 
combate la práctica actual es Flore, cuyos conceptos 
principales ilustrarán mucho la materia. 

" Contra todos los argumentos expuestos hasta hoy 
por los publicistas, dice el escritor citado, nosotros 
no formulamos sino uno, que basta para destruirlos 
todos. Las relaciones jurídicas entre los subditos de 
dos estados beligerantes y entre los subditos de cada 
uno y el estado enemigo, no pueden cambiar, sea que 
se las considere en tierra ó en el mar; luego, ó el res- 
peto de la propiedad privada del enemigo es un prin- 
cipio verdadero y entonces debe tener tanto valor en 
el mar como en tierra, ó es un principio falso que ca- 
rece de valor respecto de uno y otro elemento. Pero, 
por todos los argumentos ya expuestos en los capí- 
tulos precedentes, se llega á demostrar con toda evi- 
dencia que la guerra es una relación de estado á es- 
tado, y]que, no pudiendo ser responsables los subditos 
de uno de ellos de la conducta de su gobierno, no 
pueden ser perjudicados en sus intereses particulares 
por Iti guerra que sobrevenga; por lo tanto, ese prin 
cipio general de justicia debe valer en el mar como 
vale en tierra y todos los argumentos inventados pa- 
ra establecer una diferencia real, son puros sofismas." 

Refutando más adelante á otro publicista dice: 
¿*'Quién podrá, en efecto, sostener con Hautefeuille 
que por ser el objeto de la guerra destruir las fuerzas 
del enemigo, es permitido servirse de todos los me- 
dios para aniquilarlo y obliigarlo á la paz} ¿Quién 



(1) Derecho iuteriiacíonal codificado. Introducoióu, pá- 
gina 41. 
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puede enseñar que ese principio de destrucción recí- 
proca del género humano es conforme al derecho y á 
la justicia?'* 

Los daños que en una invasión territorial se causa 
á los particulares, son la consecuencia inevitable de 
la guerra, dice el mismo autor; y el beligerante, pa- 
ra ofender directamente á su enemigo puede dañar 
incidentalmente á los particulares; pero no puede ha- 
cerles directamente daño, para perjudicar indirecta- 
mente á su enemigo. 

En resumen, establece y demuestra que la des- 
trucción ó presa de la propiedad particular é inofen- 
siva en la guerra marítima, por naciones que se pre- 
paran á ello con fuertes y poderosas escuadras, es 
una piratería oficial y bien organizada, sustituyendo 
á la que ha desaparecido por acuerdo universal; que 
la subsistencia de esa corruptela internacional, tan 
injusta y absurda, se debe á que en el uso y el con- 
cepto casi general, encarrilados por el egoísmo y por 
una costumbre inveterada, el interés mercantil, ba- 
jo el nombre de política internacional, ha sostituido 
á las reglas absolutas de justicia. Que el fin no justi- 
fica los medios; y que si el interés fuera la ley supre- 
ma que debe regir las relaciones délos beligerantes, 
los publicistas á quienes refuta tendrían razón; pero 
que, si se reconoce que existe una ley que impone el 
respeto á la propiedad privada en la guerra terrestre, 
esa ley no puede violarse en el mar á causa del inte- 
rés del beligerante, (i) 

Podríamos agregar, como final Conrentario, que 
Igual suerte que la propiedad privada en la guerra 
marítima podrían y deberían correr todos los derechos 
humanos, resguardados por lo que se llaman leyes de 
la guerra, siempre que algún beligerante encontrara 
útil para la más rápida y eficaz reducción de su ene- 



(1) Fiore Derecho luterüaci cual— Tomo 2° págs. 315 á 330. 
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migo, convertir en yermos los campos y en escom- 
bros las ciudades. 

Cauchy que aspira á la adopción de u<ia regla mas 
humana y compatible con el estado y necesidades de 
la civilización del mundo, tiene el cuidado de adver- 
tir: qué "la estipulación por la cual las potencias ma- 
rítimas se comprometieran á respetar la propiedad . 
privada en el mar, sería exactamente de la misma na- Í 
turaleza que la estipulación, ya realizada, referente á ^ 
la abolición del corso. Una y otra tendrían por obje- 
to, como lo hemos dicho con frecuencia, no la obser- 
vancia de una ley primitiva de justicia, si no la re- 
nuncia de un derecho, que podia ser útil ejercer en 
otro tiempo, pero del cual es hoy mas ventajoso des- 
prenderse." (i) 

La inconsecuencia de esa doctrina ecléctica de 
Cauchy, que se esfuerza por armonizar lo justo con 
lo injusto, por que esto último es útil y usual y so- 
bre todo variable según las épocas, se advierte en los 
siguientes conceptos que se leen poco después, al ter- 
minar el capítulo en que trata esta materia. 

"Allí, donde el error, ó la preocupación, dice, do- 
minan tiránicamente los espíritus, la verdad no se de- 
ja entrever al principio mas que á medias, después 
se la descubre mejor y m^s tarde completamente. . . 
La libertad comercial pasará por las mismas faces 
que la libertad civil de los pueblos. Ella habrá sido ^ 

al principio relativa y limitada al reconocimiento del 
derecho de los neutrales; después será completa, 
lo esperamos, y absoluta para el comercio de los beli- 
gerantes mismos, á condición de que ese comercio se 
haga á su vez neutral, no trasportando sino artículos 
inofensivos." (2) 

Tan palpable confusión entre el derecho y el uso, 



(1) Derecho Marítimo laternacional — Tomo 2°, pág. 502. 

(2) Ob, <^it. tomo 2"". pág. 503. 
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otorgándoles el mismo fuero doctrinario y la contra- 
dicción, manifiCvSta también, con el intervalo de algu- 
nas líneas, excusan otra crítica que la de señalar el 
imperio tiránico de la costumbre inveterada, especie 
de atavismo de que no se ha salvado un espíritu tan 
ilustrado, apesar de haber hecho notar que el hábito 
y la preocupación son las causas del retardo en los 
progresos del derecho internacional, como dé todas 
las instituciones. 

Práctica internacional-En cuanto á la regla inter- 
nacional positiva, existente hasta hoy, no cabe nada 
mas universal y preciso. La propiedad privada es 
capturable en la guerra marítima, aunque sea absolu- 
tamente inofensiva. 

Solo existe la limitación á que ya nos referimos, 
relativa al resguardo que da á esa propiedad el pabe- 
llón neutral del buque que la conduzca, según la re- 
gla segunda que contiene la declaración de i6 de 
Abril de 1856, hoy de general observancia. 

Desde las mas antiguas prácticas y estatutos, ese 
principio se ha tenido como indiscutiblemente justo, 
aunque no siempre el contrario, de que la propiedad 
neutral fuera libre, como tendremos ocasión de verlo. 
Así lo consignaba el Consulado de la mar y lo de- 
muestran la institución del corso, el bosquejo de su 
reglamentación desde los siglos XIV y XV y la 
creación de los almirantes y cortes de almirantazgo 
en todas las naciones de Europa que tenían una ma- 
rina que utilizar. 

La primera concesión hecha al comercio pacífico 
es la que contiene el artículo 23 del tratado entre 
EE. UU. de América y Prusia, de 10 de Setiembre 
de 1784, cuyo tenor es como sigue: "Si sobreviene 
guerra entre las partes contratantes, todos los buques 
de comercio, empleados en el cambio de los produc- 
tos de diferentes comarcas, y por consiguiente desti- 
nados á facilitar y difundir los objetos destinados á 
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las necesidades, comodidades y dulzuras de la vida, 
pasarán libremente y sin ser molestados; y las poten- 
cias contratantes se comprometen á no conceder 
ninguna comisión á buques armados en corso, que 
los autorice á tomar ó destruir esa clase de barcos 
mercantes ó á interrumpir su comercio." 

Ese memorable compromiso, que Gentz califica iró- J 

nicamehte de verdadera curiosidad diplomática^ no 
se reprodujo es verdad en el tratado de 1 1 de Julio de ^ 

1 799, pero si en el de i9 de Mayo 1828; y ha servido dt> 
antecedente, sin duda, al que se suscribió el 26 de Fe- 
brero de 1 87 1, entre la misma República y el Reino 
de Italia, estipulando en su artículo 12, que en el ca- 
so de guerra entre las partes contratantes, la propie- 
dad de los ciudadanos ó subditos respectivos, con ex- 
cepción del contrabando de guerra, no podrá ser de- 
tenida ni capturada en alta mar, ni en parte alguna, 
por los buques militares de la otra parte, salvo el ca- 
so de violación de bloqueo. 

Debe reconocerse que la iniciativa de esta saluda- 
ble reforma se debe á los EE. UU. de América del 
Norte, como se vé por los pactos ya citados y por las 
diversas tentativas que los gobernantes de ese gran 
pueblo han hecho para llevar adelante tan noble pro- 
pósito. 

Desde 1823 el presidente Monroe sometió á Fran- 
cia, Inglaterra y Rusia un proyecto tendente á la 
abolición de la captura de la propiedad privada en la 
guerra marítima, proyecto que no se tomó en consi- 
deración por las potencias europeas y fué en conse- 
cuencia abandonado. 

Pero, así mismo, cuando la Confederación america- 
na fué solicitada para su adtiesión á lis reglas de de- 
recho marítimo, sancionadas por el Congreso de Pa- 
rís de igS6, M. Marcy, Secretario de Estado, por or- 
den del presidente M. Pierce decía lo siguiente, en no- 
ta de 14 de Julio de 1856: **Los EE. UU. están lia- 
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nos para aceptar la abolición del corso con una adi- 
ción, que consistiría en excejituar la propiedad pri- 
vada, aunque pertenezca á individuos de los estados 
beligerantes, de captura y confiscación por los buques 
militares en la guerra marítima", (i) 

Tal es el estado de las cosas en la actualidad; sin 
que por eso deje de manifestarse, cada día de un mo- 
do mas general y vehemente, la aspiración á conver- 
tir en regla de derecho marítimo la inmunidad de 
la propiedad privada, no destinada á usos militares. 

De ello dan testimonio las reiteradas representacio 
nes y tentativas de las cámaras de comercio, ó corpo- 
raciones de su gremio, de las naciones principales de 
Europa, como las de Hamburgo Bremen Stettin y 
Breslau en Alemania, en 1859; de Liverpool, Bristol, 
Manchester Leed y otras de Inglaterra, reclamando 
la iniciativa oficial de Lord Palmerston en tal sentido 
en 1860, y que ese designio tuvo el acuerdo de las 
delegaciones de las cámaras de comercio de ese país 
reunidas en Londres del 20 al 22 de Febrero de 1866. 

La iniciativa parlamentaria se ha dejado sentir 
igualmente con el mismo propósito en la Gran Breta- 
fia en 1862 y en 1877; en Francia en 1866 y 1870; 
en Alemania en 1894 Y ^895. 

Por último el Instituto de Derecho Interfiacional, 
adoptó en su asamblea de 1877 las conclusiones si 
guientes, relativas á tan importante asunto: 

1°. La propiedad privada, neutral ó enemiga, es 
inviolable bajo pabellón enemigo; 

2°. Quedan sometidos á captura los objetos que 
pueden servir inmediatamente para la guerra ó que 



(L) Wharfcoa. A digest oí the iaternational law. Tomo 8®. 
parf . 386, páK. 489. 

Eáta mira de los EE. UU. faé siempre sostenida y reno- 
vada, según puede verse en los numerosos documentos de es- 
tado de esa república, como mensajes, notas y memorias, co- 
leccionados por el referido publicista y particularmente eato 
do elpárrafo 843 de la obra y tomo ya mencionados. 
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son destinados á ella, y los buques de comercio que 
han tomado parte en las hostilidades, ó que están des- 
tinados á darticipar en ella, ó han violado un bloqueo 
efectivo. 

Teatro de la guerra marítima.— El campo de ca- 
ción para esta se extiende á todas las partes del mar 
que no se hallan bajo la soberanía ó ol poder jurisdic- 
cional de las naciones neutrales, 6 que no están pro- 
tejidas por acuerdos internacionales, con miras de 
bienestar general. 

Así las operaciones bélicas y la captura de las co- 
sas del enemigo, en los casos y según las reglas del 
desecho actual, pueden ejecutarse por los beligeran- 
tes en los mares libres, en sus aguas territoriales, en 
lob de sus enemigos y en las de los aliados. 

En los casos de excepción, ya insinuados, se en- 
cuentra el canal de Suez, por la convención celebra- 
da en Constantinopla el 29 de Octubre de 1888, con- 
forme á la cual se reconocen como neutralizados el 
canal referido y las inmediaciones que dan acceso á 
esa vía, pero no así el Mar Rojo. 

Igual estipulación contiene el acta final de la Con< 
ferencia de Berlín 1884-85 con relación á los ríos de 
África, Congo y Niger, sus afluentes, hoyas, desem- 
bocaduras y mar territorial adyacente. Ese convenio, 
suscrito por el mayor número de las potencias de Eu- 
ropa, está concebido así: 

"Art. 33. Las disposiciones de la presente acta de 
navegación permanecerán en vigor en tiempo de gue- 
rra. En consecuencia, la navegación de todas las na- 
ciones, neutrales ó beligeranres, será libre en todo 
tiempo para los usos del comercio en el Niger, sus 
ramificaciones y afluentes, su embocaduras y salidas, 
asi como el mar territorial que queda enfrente de las 
desembocaduras y salidas de ese río. 

El tráfico permanecerá igualmente libre, á pesar 
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del estado de guerra, en las rutas, caminos de hierro- 
y canales mencionados en el art. 29. 

No se admite excepción á este principio si no se lo 
que concierne el trasporte de los objetos destinados 
á un beligerante y considerados, en virtud del dere- 
cho de gentes, como artículos de contrabando de 
guerra." 

El estrecho de Magallanes quedó constituido bajo 
el mismo régimen por el tratado 1881 entre la Repú- 
blica Argentina y Chile, (i) 

Tal debe ser también la condición del futuro canal 
de Panamá, objeto del tratado anglo-americano Hay 
Pauncefot, y origen de los trascendentales sucesos 
que han terminado con la separación del estado de 
Panamá de la República de Colombia. 

La condición particular de ciertos mares, que no 
pueden llamarse territoriales, ha dado origen al exa- 
men de la cuestión de si es posible ó no neutralizar- 
los. Tal sucede con el mar Báltico, sosteniéndose la 
afirmativa por algunos tratadistas, aunque en verdad 
no puede daise sobre ello ninguna razón fundamen 
tal, si subsiste la regla de derecho universal que no 
reconoce á ninguna nación poder y autoridad sobre 
el mar adyacente á sus costas, fuera de la precisa 
medida exigida por su seguridad y necesariamente li 
mitada por sus medios de acción desde las riberas. 

El tratado suscrito el 30 de Marzo de 1856 entre 
las potencias que concurrieron á la guerra de Crimea 
y además Austria y Prusia, estipuló la neutralización 
del Mar Negro, declarándolo cerrado para toda mari- 
na militar, Rusia y Turquía inclusive, naciones ribe- 
reñas. Pero esa convención, después algunas tenta- 
tivas de Rusia para abrogarla, quedó al fin anulada co- 
mo resultado de la conferencia de Londres de 1871. 

Qué es lo que se puede capturar?— Los usos ac- 



Veace el tomo 1°. pág. 119. 
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tuales de la guerra, permiten, según lo hemos visto, 
el apresamiento y confiscación de la propiedad del 
enemigo, aunque sea persona privada, en la guerra 
marítima. 

Pero la esclavitud del uso tradicional, que existe hoy 
solo por que existió ayer y, por la imposición de las 
potencias marítimas, no se limita á las cosas, sino 
que se extiende también á las personas. 

A. — Caen bajo la acción de esta regla los tripulan- 
tes todos de los buques mercantes que pueden ser 
apresados, con excepción de los que son extranjeros 
y de los pasajeros que se encuentran abordo. Esos 
individuos quedan en la condición de prisioneros has- 
ta la conclusión de la guerra, salvo que sean canjeados. 

El principio es aceptado por el mayor número de 
publicistas, bajo la razón de que siendo los marineros 
hombres aptos para el servicio de la marina militar y 
matriculados para ese objeto en los tercios ó depar- 
tamentos navales respectivos, su apresamiento se de- 
riva naturalmente del derechí) que dá la guerra á ca- 
da beligerante para debilitar las fuerzas militares del 
enemigo. 

Supuesta la vigencia de la regla que autoriza la 
captura de las naves pacíficas del enemigo, la deriva- 
ción de ella que se refiere á los tripulantes, es eviden- 
temente lógica, aunque no se puede admitir como j 
justa, por que no lo es el principio de donde emana. 

En conformidad á esa regla, las leyes particulares 
de los diferentes países contienen disposisiones refe- 
rentes á la materia, (i) 

Naturalmente se comprende que la condición defi- 
nitiva de los hombres del equipaje queda subordina- 
da al resultado de la sentencia que se pronuncie por 
el tribunal de presas sobre la legitimidad de la captura. 



J 



(1) Perels. Manual de Derecho Marítimo y Geffcken com- 
bateu esa regla, como los autores que uo admiten la captura 
de la propiedad privada en la guerra marítima. 
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Este principio es el que establece de un modo ex- 
preso el reglamento de Dinamarca de i6 de Febrero 
de 1864. 

Durante la guerra franco -alemana de 1870-71, el 
conde de Bismarck reclamó de la internación en el te- 
rritorio de Francia de los capitanes, oficiales y tripu- 
lantes de los buques alemanes que habían sido captu- 
rados por los cruceros franceses. 

Es de advertir que Francia hizo la misma protesta 
en 1755, cuando la marina británica apresó todos ó 
casi todos los barcos que se dedicaban á la pesca del 
bacalao, aunque bajo el fundamento de que esa cap. 
tura se hizo sin que precediera declaración de guerra. 

La disidencias, conflictos y contradicciones sin nú- 
mero que, en este orden, se encuentran en la historia 
de la jurisprudencia internacional, dependen ante todo 
de que no existe ó, mejor dicho, no se aplica la regla 
de derecho que debía ser universal y que está supe- 
ditada por intereses actuales que, cambiando de con- 
tinuo, hacen hoy sostenedores de una regla á los mis- 
mos que ayer la cí)mbatieron. 

B. — Ya hemos dicho que la captura de la propie- 
dad privada en la guerra marítima es regla universal 
del derecho de gentes, salvo que esté cubierta por pa- 
bellón neutral. 

Que es \q que puede considerarse como propiedad 
enemiga 6 neutral, tanto respecto á naves como á 
mercaderías, será punto que se examine al hablar del 
comercio neutral; por lo que nos concretaremos por 
ahora á determinar las excepciones á la regla ya 
enunciada de un modo general. 

1°. Los barcos pescadores, dedicados á esa ocupa- 
ción en el mar territorial respectivo ó próximamente. 

Esta excepción se funda en lo miserable de la in- 
dustria, sustento único de los que la ejercen y que 

carece de influei'Cia en la riqueza nacional. La inmu- 

10 
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nidad comprende por esto igualmente al barco y á los 
pescadores. 

Esta práctica justa y humana, defendida por gran 
número de publicistas, está incorporada como regla 
en las legislaciones de Francia é Italia. 

En las ordenanzas marítimas, decretos é instruc- . 

ciones del primero de esos estados, se ha mantenido j 

constantemente, desde los edictos del siglo XVI has- 
ta el presente, con excepción de las ordenanzas de 
1 68 1 y 1692, en que no se habla de la excepción; ex- 
plicándose esto como represalia contra los usos de la 
marina inglesa. Pero, posteriormente, la marina fran- 
cesa, durante las guerras de Italia y de Crimea y en 
la de 1870 con Alemania, ha respetado esa inmu- 
nidad. 

La misma regla parece adoptada por los Estados 
Unidos, á juzgar por su modo de proceder tu la guerra 
con Méjico. 

2^ Los buques hospitalarios, esto es, los que están 
destinados exclusivamente á llevar auxilios á los ma- 
rinos ó soldados heridos ó enfermos, conducir á es- 
tos, ó servirles de hospital ó ambulancia, quedan tam- 
bién exentos de toda hostilidad, por la tarea humani- 
taria que desempeñan. 

Si, hasta hace poco, su condición era incierta y de- . 

pendia de la buena voluntad de los beligerantes, por J 

no haber sido ratificados los artículos relativos á la ' 

marina, de la Convención de Ginebra, la que suscri- 
bieron en 29 de Julio de 1899 algunas de las poten^ 
cias que concurrieron á la Conferencia Internacional 
de la Haya, ha dado plena sanción á esa inmu- 
nidad, (i) 

3°. Los vapores correos, destinados al trasporte re- 
gular y periódico de las balijas postales, deberían que- 



(1) Veáse en el apéndice el texto de esa convención, que 
con excepción de Francia y Rusia, no ha snsorito ninguna de 
las otras grandes potencias. 



— 123 — 

dar igualmente fuera de toda acción bélica, por el 
servicio internacional que desempeñan y los intere- 
ses tan importantes que sirven. 

Calvo hace notar que la mayor parte de las conven- 
ciones postales ajustadas desde 1866, han estipulado 
esa inmunidad, citando en particular la de Francia 
con Inglaterra de 1833, renovada en 1866, y la de 
Francia con Italia, de 3 de Marzo de 1869. 

4^. Los buques arrojados á la playa, encallados ó 
en arribada forzosa por accidente de niar, deben con- 
siderarse también como esceptuados de la captura. 
Esta es la opinión de muchos publicistas, entre otros 
Calvo, Bluntschli y Boeck;y el asunto parece no exi- 
jir detenerse en él, puesto que, no se comprende que 
esté en los límites de lo justo lo que es inhumano y 
cobarde, por mas que sea útil. 
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SUMARIO.— Carácter enemigo. —Oriterio en cnanto á las 
personas. — Distinción entre el carácter del propietario 
y el de la propiedad. — Circunstancias que caliñcan la 
propiedad como enemiga. 

Carácter enemigo. — Nada parecía más fácil que 
la determinación de lo que debe considerarse como 
hostfl, ya se trate de las personas, ya de las cosas, 
que la guerra pone bajo la acción vigilante é intere- 
sada de los beligerante. Es asunto de sentido común 
y de buena fé, 

Quizá por esto mismo no hay nada más incierto, 
ni en que haya más divergencia, no ya solamente de 
opmiones sino de reglas, si como tales han de tener- 
se los precedentes establecidos por los tribunales de 
presas. J 

No importa que el uso internacional se sujete, en ^ 

principio, á la regla de que la propiedad neutra! es in- 
violable, si la determinación de ese carácter ha de 
tocar siempre al beligerante mismo, interesado en 
extender su esfera de acción, naturalmente en detri- 
mento de los que son extraños á la guerra. 

Consecuencia inevitable es ésta del principio, aún 
subsistente, de que la propiedad privada del subdito 
pacífico del beligerante es confiscable, sirviendo poco 
la misma regla positiva adoptada en 1856 por todas 
las naciones, en respeto al comercio neutral; porque 
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siempre queda al arbitrio del beligerante decidir que 
es lo que debe considerarse como propiedad neutral 
ó enemiga. 

De aquí las numerosas cuestiones, no resueltas aún 
según regla fija y general, entre beligerantes y neu- 
trales, que es difícil, si no imposible zanjar, mien- 
tras subsista el principio de que la propiedad privada 
es confiscable en la guerra marítima. 

Criterio en cuanto á las personas. — Como ya 
se ha expuesto lo que el derecho permite en materia 
de hostihdades contra las personas, y que una acción 
directa no es lícita si no contra los subditos armados 
del enemigo, sólo es pertinente en este lugar ocupar- 
se de la calidad de las personas, en cuanto ella puede 
influir en el carácter neutral ó enemigo de la propie- 
dad en la guerra marítima. 

" La primera cuestión, dice Phillimore, que se pre- 
senta sobre este asunto, es ésta: ¿quién es enemigo? 

El carácter enemigo aparece indeleblemte marca- 
do en la persona, conforme á las leyes particulares de 
Inglaterra y Estados Unidos de Norte América, por 
la sumisión que se deriva del lugar del nacimiento ú 
origen y también del lugar del domicilio, cuando ese 
domicilio es fotmalmente adquirido^ á instancia del 
mismo individuo, bajo la autoridad del Estado.'* (i) 

Este doble criterio permite al beligerante aplicar 
dos reglas distintas, estendiendo siempre su esfera de 
acción. 

Sir Travers Twiss, desarrollando esta doctrina y 
después de hacer la distinción entre el carácter na- 
cional para los fines municipales, y el carácter na- 
cional para los fines internacionales, concluye por es- 
tablecer, que la simple residencia en país enemigo, 
dá, prima facie, carácter enemigo; y que, en conse- 
cuencia, si á un comerciante extranjero se le han cap- 



(1) Oommentaries npon international law, tom. 8» pág. 115. 
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turado. sus bienes por el beligerante, toca á dicho ex- 
tranjero probar que es por nacimiento subdito neu- 
tral y que, por lo tanto, tiene el derecho de no ser tra- 
tado como enemigo por el beligerante, (i) 

Esto no impide que la propiedad en sí misma sea 
considerada enemiga, por circunstancias distintas de 
la nacionalidad ó domicilio del propietario. 

Esos casos son los siguientes, que indicaremos de 
un modo sumario. 

i.° La propiedad de una compañía mercantil, au- 
torizada para negociar en país enemigo y con esta- 
blecimientos radicados en ese país, es considerada 
como enemiga, aun cuando sus miembros tengan do- 
micilio en país tieutral. 

Esta regla descansa en la consideración de que, 
tanto en este caso como en el del subdito neutral re- 
sidente en país enemigo, éste aprovecha ó se enri- 
quece con el tráfico de tal compañía ó subdito neu- 
tral. (2) 

El mismo prncipio adopta la jurisprudencia de los 
Estados Unidos, como lo hace notar Wharton, (3) 

Pero la regla apuntada está lejos de ser de prác- 
tica universal; y, por el cpntrario, Boeck, Calvo, Bon- 
fiJs y otros publicistas niegan que el simple domici- 
lio del propietario sea suficiente para considerar ene- 
miga la propiedrd. 

2? No es necesario que una sociedad esté cons- 
tituida en país enemigo ó posea allí algún estableci- 
miento; basta que tenga en ese país un agente. "La 
Corte del Almirantazgo de Inglaterra ha juzgado, 
dice Travers Twiss, que las mercaderías exportadas 
de un país enemigo, por cuenta de una casa de co- 



(1) Derecho de gentes ó de las naciones. — Tom. 9^ N- 1.64 
pág. 801. 

(2) Phillimore— ob. cit.. Tom. 89 N? 88. 

(3) A Digest of the international law.— -Tom. 8^ parí. 
868 pág. 346-847. 
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mercio, cuyos socios son subditos domiciliados de una 
potencia neutral, pueden ser confiscadas, jure belli^ 
si esta casa tiene en país enemigo Un agente comer- 
cial permanente, encargado de practicar un comercio 
privilegiado del enemigo." (i) 

Esta regla importa en definitiva que no haya co- 
mercio neutral, si ha de recaer sobre productos del 
territorio de uno de los beligerantes; porque es fácil 
comprender cuanta amplitud ha de tomar, para el 
el efecto de la confiscación y en el concepto del cap- 
tor, la noción de comercio privilegiado. 

En el hecho, los archivos de la jurisprudencia de 
los tribunales ingleses de presas, abundan en aplica- 
ciones de esta arbitraria regla, á virtud de un ca- 
suismo llevado á los extremos de la sutileza. 

No es fácil que nadie pueda demostrar que el 
asentimiento común de las naciones haya sanciona- 
do la aplicación de este principio, que tiende á anu- 
lar el comercio neutral con otras interpretaciones dé 
la ley de las naciones de que nos ocuparemos en se- 
guida. 

3.<* Lo que en Inglaterra se llama la regla de 1756 
consiste en considerar como comercio enemigo el que 
hacen los neutrales, entre los puertos del beligerante 
y sus colonias, y el tráfico de cabotaje entre los puer- 
tos de ese mismo beligerante por buques neutrales, á 
los que antes no les era permitido. 

Wheaton explica de la siguiente manera la correc- 
ción y fundamento de esa estensíón de poder, que se 
arrogó Inglaterra en perjuicio de los neutrales, 

"La regla comunmente llamada: regla de 1756,' 
adquirió esta denominación por haber sido judicial- 
mente aplicada la primera vez por las Cortes de Pre- 
sas en la guerra de ese período! 

Los franceses, (entonces en guerra con la Gran 



(1) Ob. cit.— Tom. 29 pág. 806 N? 156. 
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Bretaña), que veían el comercio con sus colonias ab- 
solutamente interrumpido, por la superioridad maríti- 
ma de los inglesea, se desistieron de su monopolio 
de ese comercio y concedieron á los holandeses (en- 
tonces neutrales) hacer ese tráfico entre la madre pa- 
tria y sus colonias, á virtud de licencias especiales ó 
pases otorgados á los buques holandeses para ese 
especial objeto, excluyendo al mismo tiempo de ese 
tráfico á todos los demás neutrales. Muchos buques 
holandeses, empleados de esa manera, fueron captu- 
rados por los cruceros ingleses y condenados junto 
con sus cargamentos por los Tribunales de Presas, 
en virtud del verdadero y justo principio, de que, por 
tal empleo, quedaron de hecho incorporados á la 
marina francesa, por haber adoptado el carácter y 
tráfico del enemieo, identificándose con sus intereses 
y propósitos. En la opinión de esas Cortes debían ser 
considerados como trasportes al servicio del enemigo 
y, por lo tanto, sujetos á captura y condena, en virtud 
del mismo principio, según el cual serían justamente 
condenados, por vía de pena, por resistencia al regis- 
tro, ruptura de bloqueo, por conducir personas mili- 
tares ó despachos, ó como contrabando de guerra. En 
todos estos casos la propiedad es considerada/n? Aac 
vice, como propiedad enemiga y tan completamente 
identificada con sus intereses que adquiere por ello ^ 

carácter hostil. Del mismo modo, cuando un neutral 
se ocupa en un tráfico que está exclusivamte reser- 
vado á los subditos de un país, en paz y en guerra, 
que es prohibido á los demás y no puede ser decla- 
radamente realizado en nombre de un extranjero, se- 
mejante tráfico es considerado enteramente nacional 
y debe seguir la situación hostil del país." (i) 

Naturalmente todos los jueces y tribunales ingleses 



(l) Reporta pag. 506, cit. por Phillimore, Tomo 3°N'316 
pág. 299. 
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y los publicistas de ese país sostienen como un dog- 
ma esa regla, que nació de la supremacía marítima de 
Inglaterra y tendía principalmente á conservarla. 

Pero tal no es la opinión de las demás naciones y 
menos aún de los escritores que fundan sus teorías 
no sobre simples prácticas é imposiciones de los 
estados fuertes, sino en las reglas de justicia natu- 
ral que amparan la libertad de comercio de los neu- 
trales y protejen su propiedad. 

El comercio, nuevo ó antiguo, de artículos ino- 
centes de beligerantes con neutrales y entre puertos 
de unos y otros, ó exclusivamente de los beligerantes, 
con excepción de los bloqueados, en nada ofende los 
derechos de la guerra, ni impide el ejercicio de las 
hostilidades legítimas, que son las únicas taxativas 
que se imponen á la libertad de los neutrales. De 
otra manera el simple y habitual comercio entre los 
beligerantes y los que no lo son, podría, por la misma 
interpretación, ser perseguido y aniquilado; desde que 
todo comercio lo beneficia en la misma proporción 
que perjudica á su adversario, bajo el punto de vista 
de los recursos, ó incremento de riqueza pública, que 
ese tráfico lleva consigo. 

4.^ Se ha pretendido, también, introducir por la 
Gran Bretaña otras dos reglas, que, en el hecho, ella 
ha aplicado y que consisten: 

a En ponsiderar enemigo el comercio emprendi- 
do por los neutrales entre sus propios puertos y las 
colonias de un beligerante. 

b £1 comercio entre los puertos del beligerante, 
aun cuando sea de mercaderías pertenecientes al 
neutral que hace ese tráfico. 

Estas dos últimas pretensiones no han sido acep- 
tadas por nación alguna; y, lejos de eso, aun el go- 
bierno de los Estados Unidos, que aceptó la regla 
de 1756, combatió vigorosamente estas dos últimas. 

5.° **La posesión de propiedades raíces, dice Tra- 

17 
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vers Twis^ en nn país beligerante, no priva á un 
negociante, subdito domiciliado de una potencia neu- 
tral, de su carácter personal como neutral; sin em- 
bargo, los productos inmediatos de sus propiedades, 
si son trasportados fuera del país beligerante, no 
son, en el curso de ese viaje, protegidos por el ca- 
rácter neutral de su propietario contra la captura 
por el otro beligerante." (i) Y lord Stowell, cita- 
do por el mismo publicista, dice también: Los pro- 
ductos de los plantíos de una persona en una colo- 
nia enemiga, aunque embarcadas en tiempo de paz, 
están sujetos á confiscación como propiedad enemi- 
ga, en razón de que el propietario se ha identificado 
con los intereses permanentes de la nación, como po- 
seedor del suelo y debe ser considerado, en esta 
operación particular, como parte de ese país, inde- 
pendientemente de sus relaciones y de sus ocupa- 
ciones personales. (2) 

Como se vé, el círculo cada vez más estenso de 
lo que puede considerarse como propiedad enemiga, 
según la doctrina y la jurisprudencia mencionadas, 
restrinje de tal manera la actividad comercial y el 
campo de las operaciones de los neutrales, que, prác- 
ticamente, reduce el tráfico mercantil al de los neu- 
trales entre sí; ya que cualquier trasporte de puer- 
tos beligerantes ó para ellos, es por lo menos aven- 
turado y peligroso, desde que será más fácil encon- 
trar en ese comercio carácter enemigo, según las 
arbitrarias reglas enunciadas, que el fundamental mo- 
tivo de excepción marcado por la calidad de las mer- 
caderías y la neutralidad del propietario. 

Aunque la cuestión haya perdido casi toda su im- 
portancia, en razón del régimen moderno sobre el 
comercio colonial, no deja de tenerla siempre en el 
concepto de comercio nuevo, ya se trate de la na- 



i 



(1) Ob. cit tomo 2* N* 160, pág. 313. 

(2) Ob. cit. pág. 314 tomo 2.» 
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turaleza de la mercadería, ya de los puertos en que se 
permite comerciar á los neutrales, después de prin- 
cipiada la guerra. 

La neutralidad no impone otros deberes que los de 
no concurrir con elemento alguno directo al daño de 
uno de los beligerantes con provetho del otro y de 
no estorbar á uno ni otro el ejercicio de las hostili- 
dades legítimas. 

Pero, el comercio, cualquiera que sea su forma y 
estensión, salvo las restricciones indicadas, es esen- 
cialmente pacífico, y, en consecuencia, los beligeran- 
tes no tienen el derecho de impedirlo bajo los odio- 
sos y falaces argumentos que se pretende fundar 
sobre el provecho indirecto que obtiene el beligeran- 
te y en el aumento de riqueza alcanzado por los neu- 
trales con motivo de la guerra. 

La puerilidad ó insuñciencia de los motivos in- 
dicados, arma de opresión únicamente contra la li- 
bertad de comercio de los neutrales, está magistral- 
mente tratada por casi todos los publicistas, bastan- 
do por lo tanto, para ilustrarla materia, algunas bre- 
ves referencias. 

"Es imposible, dice Hautefeuille, considerar un co- 
mercio diferente del de contrabando, ó el que se ha- 
ce con los puertos bloqueados, como una ingeren- 
cia en las hostilidades; de otra manera toda especie 
de comercio se hallaría en ese caso; todo comercio 
por lo tanto sería prohibido. " (i) 

Así mismo explica Fiore la condición de los neu- 
trales en los párrafos siguientes: " Querer que du- 
rante la guerra el neutral quede, respecto á los beli- 
gerantes, en la misma condición en que se hallaba 
en tiempo de paz; que pueda ejercer los derechos 
que tenía sin adquirir otros y que no debe aventajar 



(1) Droits et deyoirs des oations neatres, tomo 2.^ pá' 
ffina 279, 
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su condición ni enriquecerse, aprovechando de la gue- 
rra, es querer establecer para el comercio de los neu- 
trales un límite imposible de justificar y definir. Sea 
que el neutral abra el comercio con un puerto cerra- 
do, sea que haga el comercio de cabotaje, que antes 
le era vedado, ó que estienda de cualquier otro modo 
sus relaciones comerciales, con tal que no falte á los Á 

deberes de neutralidad, como no ofenda el derecho de 
las partes beligerantes, éstos no pueden cohibir la 

independencia de los neutrales La neutralidad 

no dá nuevos derechos á las potencias que han per- 
manecido pacíficas; pero la continuación de su estado 
anterior debe entenderse en el sentido de que ella 
deja subsistir todos los derechos preexistentes y per- 
mite darles el mayor desarrollo y la mejor aplicación 
de que son susceptibles. '* (i) 

No de otra suerte considera Bluntschli los dere- 
chos de los neutrales. 

** Los subditos de un estado neutral, dice, tienen 
el derecho, durante la guerra, lo mismo que durante 
la paz, de hacer el comercio con los subditos de los 
estados beligerantes. El estado de guerra no inte- 
rrumpe las relaciones comereiales, sino en cuanto las 
operaciones militares lo exijan. " 

'• El principio de la libertad del comercio neutral 
debe mantenerse, aún en el caso de que uno de los J 

estados beligerantes autorice durante la guerra una ^ 

rama especial de comercio que prohibía antes de la 
guerra y que restrinjirá tal vez cuando la guerra 
termine. '* (2) 

Agrega el mismo publicista, que los pretestos in- 
vocados para oprimir el comercio neutral, no resisten 
el más lijero examen; porque siempre será una ver- 
dad que el comercio es una obra da paz y que los 



(1) Nuevo Derecho Internacional Páblico— Tomo 2.'** Ca- 
pítulo VII. 

(2) El Derecho Internacional codificado, artículos 708—799. 
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neutrales no deben ser estorbados en sus retaciones 
comerciales; que no hay como distinguir entre las re- 
laciones comerciales que existían antes de la guerra y 
los que nacen durante ella, ni porque autorizar la 
continuación de las primeras, estorbando las segun- 
das; que, por último, en el estado actual del mundo ci- 
vilizado, no es permitido perseguir arbitrariamente 
el daño de los ciudadanos pacificeos bajo el pretexto 
de disminuir los recursos del enemigo. No se debe 
causar otros dafíos que los que imponen las necesi- 
dades militares. El derecho de bloqueo y el de impe- 
dir el contrabando de guerra son excepciones, y como 
tales, lejos de ampliarse deben restrinjirse. " 

No son los apuntados los únicos casos en que la 
guerra marítima desplega tantos rigores. 

La determinación del carácter enemigo conforme 
á reglas de apreciación, que, lejos de ser uniformes, 
dependen del criterio interesado del beligerante y de 
sospechas poco sinceras, será siempre . la base de di- 
sidencias sin término y de resoluciones caprichosas y 
contradictorias de los tribunales de presas. 

n. Uno de los casos que, en este orden, debe exa- 
minarse es el relativo al cambio de pabellón de los 
buques de comercio de los beligerantes después de 
principiada la guerra. 

Como se advirtió hace poco, la práctica internacio- 
nal no es uniforme; porque mientras que en Francia, 
por ejemplo, se considera siempre fraudulenta la 
trasferencia de la propiedad de un buque mercante de 
un beligerante á un neutral durante la guerra, por la 
dificultad de establecer, de un modo suficiente en ca- 
da caso, la veracidad y buena fé con que se ha proce- 
dido en la trasferencia, en Inglaterra se sigue una re- 
gla diferente. En este país se admite la prueba xle 
que la venta se ha hecho bonafide y no con el desig- 
nio solamente de evitar la captura. 

Pero las condiciones anexas á esta solución son ta- 
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les que. en la práctica, hacen ilusoria casi siempre la 
aplicación del piincipio. Esas condiciones son las si- 
guientes: 

Que la venta haya sido pura y simple, sin reserva 
alguna en favor del vendedor; 

Que el título auténtico de la enagenación se en- 
cuentre abordo de la nave al tiempo de la captura; Á 

Que la nave no quede de ningún modo bajo la di- J 

rección del vendedor; i 

Por último, que el nuevo propietario no deje su 
barco destinado al mismo tráfico, á la misma especie 
de comercio que antes de la venta. 

Como se vé, hay lugar para creer que en el fallo 
sobre si todas estas condiciones se han cumplido, ca- 
be la mayor amplitud de apreciación para el juzgador 
de la presa; y serán raros los casos en que la venta 
resulte justificada y sincera y, en el hecho, así ha 
acontecido casi siempre. 

Apartándose mucho de nuestro objeto la exposi- 
ción in extenso y documentada del derecho marítimo 
en esta sección importante de él, llena por entero 
nuestro propósito el dejar establecido, que sobre esas 
dos reglas divergentes, observadas en la Gran Breta- 
ña y en Francia, rueda toda la jurisprudencia interna- 
cional, permitiendo arribar á la conclusión de que es 
más aventurado que útil para el neutral toda opera- 
ción que lo constituya dueño de un buque neutral 
después de comenzadas las hostilidades. Las últi- 
mas guerras marítimas no han modificado esa situa- 
ción, (i) 

6, Otro principio, igualmente aplicado con todo ri- 
gor, es el que Philümore explica de la siguiente ma- 
nera: "es regla general que, durante las hostilidades 
ó en inminente y próximo peligro de hostilidades, la 



(1) Travers Twiss- ob. cit.— Tomo '2-^ N.** 237. Phillimore 
ob..oit. Tom. 3.® N®. 486. 
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propiedad de las partes beligerantes no puede cam- 
biar su carácter nacional durante el viaje, ó, según 
se dice generalmente, in transitu, ... La propiedad 
se considera en tránsito si tiene como destino final 
un país hostil, aunque haya arribado á un puerto 
neutral y allí haya sido reembarcada." 

c. Idéntica regla se observa, según el autor cita- 
do, cuando la propiedad á flote, durante la guerra^ 
debe ser entregada en país enemigo, en virtud de un 
contrato según el cual se convierta en propiedad ene- 
miga inmediatamente después de su llegada, si es 
apresada durante el viaje, (i) 

Todos los demás casos que ese publicista y -otros 
de Inglaterra y EE. UU. citan, con relación á la 
manera de juzgar la calidad neutral ú hostil de una 
propiedad en la guerra marítima, fincan en un pun- 
to esencial, á saber: si el embarcador de las mer- 
caderías posee ó conserva alguna intervención en la 
propiedad de éstas ó se ha separado de toda posesión 
y derecho sobre ellas. 

Los numerosos precedentes de la jurisprudencia 
marítima internacional, registrados en las colecciones 
de Robinson, Cranch, Wheaton, Gallison y otros, es- 
tán basados sobre las enunciadas reglas, más ó me- 
nos arbitrarias, pero que, en definitiva, constituyen la 
legislación internacional que las potencias marítimas, 
en especial la Gran Bretaña, han inrpuesto al mun- 
do con los fallos de sus tribunales de presas. 

La consecuencia era, antes de 1856, y en parte des' 
pues de esa época, que el comercio neutral sólo dis* 
ponía de un estrecho ámbito, porque era casi impo* 
sible para el neutral no caer bajo la acción de las 
numerosas, arbitrarias y elásticas reglas enunciadas, 
que resultaban acrecidas siempre y ampliadas en ca. 



(1) Phillimore-Tomo 3.<» N.<^ 487- 488. 
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da nueva guerra por los casos de captura legitimadas 
por los tribunales niarítimos. 

Como no corresponde á esta sección lo relativo á 
la sanción justa que la ley internacional establece, por 
uso y asentimiento general, i los casos caliñcados de 
ofensa a los beligerantes, por los que no toman parte 
en la guerra, dejamos para otro lugar la exposición 
de las reglas admitidas sobre el particular. 









LFXCION XXVII 

SUMARIO.— Oorso marítimn; su deflnioión y orígeii.— Opi- 
niones sobre su legitimidad. — El corso antes de 1856. — 
Abolición del corso.— Incidente de la guerra franco-ale- 
mana. 

Corso marítimo. —Llámase así la guerra que ha- 
cen armadores particulares contra al enemigo, con la 
autorización debida del gobierno respectivo; y corsa- 
rios, los individuos empleados en ese ejercicio 6 sea 
los tripulantes de los buques armados en corso. 

El origen del corso remonta al siglo XIV, porque 
durante él y los dos posteriores, puede decirse con 
verdad que era tan dificil distinguir entre el estado 
de paz y el de guerra, como entre la piratería y las 
hostilidades legítimas. 

La preponderancia absoluta de la fuerza, durante 
ese largo período, la impotencia de los pequefioB se- 
ñoríos feudales y de las repúblicas en que florecía el 
comercio marítimo para protejer este eficazmente y 
el continuo riesgo que los navegantes y mercaderes 
corrían en sus propiedades, por las proporciones que 
habfe alcanzado la piratería, particularmente de los 
sajones en el norte de Europa y de los sarracenos en 
mediodía, trajeron como consecuencia natural la ne- 
cesidad, primero de que los particulares proveyesen 
á su propia defensa armando sus naves y agrupándo- 
las su escuadra ó convois, y en seguida que los go- 
biernos, procurasen introducir alguna regla en ese 

» 
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desorden y confusión. Tal fué el origen de las letras, 
de marca. 

Llamábase así la autorización ó patente otorgada 
por el soberano á un armador ó particular cualquiera 
para perseguir y obtener, por la captura de navQS de 
un país determinado, la satisfacción que no podía al 
canzarse por las reclamaciones ante su gobierno. \ 

Debe distinguirse entre los buqes que navegan en ^ 

virtud de comisiones de guerra y los que llevan pro- ^ 

piamente letras de marca. Los primeros constituyen 
verdaderos corsarios, que sólo es posible emplear du- 
rante la guerra, y los segundos sólo reciben autoriza- 
ción para las represalias, que se reputaban compati- 
bles con el estado de paz. 

La autorización particular para las represalias, por 
medio de las letras de marca, ha desaparecido del to- 
do de los usos internacionales. La organización más 
regular y perfecta de los estados modernos y los me- 
dios de acción que ella les dá, no permiten esa espe- 
cie de guerra privada ó desagravio por cuenta parti- 
cular, que el progreso de la civilización debía natural- 
mente extinguir. 

Nos contraeremos por esto solamente a la guerra 
en corso, que también puede reputarse eñ todo lo 
que á ella concierne como exposición histórica. 

Opiniones sobre su legitimidad. — El corso ma- 
rítimo consiste, como se ha dicho, en la guerra, que 
los armadores particulares hacen al enemigo, en vir- 
tud de la autorización del soberano por medio de las 
comisiones de gucrf a 6 patentes de corso. Operan en 
consecuencia como auxiliares de la marina milttar, 
persiguiendo la marina mercante del adversario. 

De manera que, mientras el estado se procura, con 
la expedición de las patentes de corso, una coopera- 
ción eñcaz para sus fuerzas navales, el corsario per- 
sigue ante todo su provecho particular, por la pers- 
pectiva de las gruf^sas utilidades que prometen las 
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presas hechas sobre el enemigo y aun en casos dados 
sobre los neutrales. 

Esta circunstancia por sí sola y los graves y cons- 
tantes abusos cometidos por los corsarios, han auto» 
rizado y dado valor á las críticas más acerbas contra 
la institución misma y preparado su abolición, que es 
ya un hecho para todas las naciones, salvo muy ra- 
ras excepciones. 

La guerra de corsarios debió naturalmente su orí- 
gen á la insuficiencia de los recursos militares de las 
naciones, que tenían sin embargo intereses marítimos 
que defender; y á la necesidad de no quedar inern>es, 
cuando su adversario hacia estragos en su marina 
mercante y su comercio. 

Bajo este punto de vista, esa guerra puede consi- 
derarse como el concurso natural prestado por ios 
particulares á la lucha en que está empeñada su pa- 
tria; y debe considerarse legítima como medio de ata- 
que y de defensa, sin otro requisito que el de una au- 
torización formal que asegure, hasta donde es posi- 
ble, la regularidad de la guerra y la responsabilidad 
de los que proceden bajo la autoridad del estado que 
los patrocina. 

Los corsarios son, como dice Ortolan: ** auxiliares 
útiles de las fuerzas regulares de un estado, sea que 
unan á éstas, como sucede algunas veces, sea que se 
operen separadamente contra el enemigo; y la guerra 
que hacen, no es una guerra privada, como no lo es 
la que en tierra se hace bajo el nombre de guerrilla, 
por cuerpos de voluntarios, partidarios 6 cuerpos 
francos, autorizados por el general en gefe con una 
orden por escrito. " (i) 

Sobre este punto Hantefenille se explica con más 
precisión y con argumentos más sustanciales. ** He- 



(1) Ortolan— Reglas internacionales, y diplomacia del mar 
—Tomo 2.« lib. 8.<> cap. III. 
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mos visto, dice, que en tierra los beligerantes respe- 
tan, hasta dónde es posible, las propiedades privadas 
del enemigo; pero que en el mar, volviendo á las le- 
yes de la naturaleza, se apoderan de esas propieda- 
des, despojando á los ciudadanos para apropiárselas. 
Ese proceder adoptado para los efectos de la guerra, 
lo ha sido igualmente para los medios de hacerla, (i) I 

Si, contra todas las nociones y reglas del derecho ^ 

moderno, que tiende á confinar en las fuerzas arma- 
das la acción y los efectos de la guerra y á respetar 
lo que no tiene influencia directa sobre ella, se deja 
subsistente la persecución de propiedad inocente y 
el despojo de sus propietarios pacíficos, nada más 
conforme á la razón y á la ley natural que buscar el 
remedio de ese rezago de barbarie en los medios ade- 
cuados y enteramente análogos de defensa. 

Cussy, después de bosquejar los progresos del de- 
recho de los tratados y de las costumbres, en cuanto 
á la liberalidad y franquicia con que se trata á los 
subditos pacíficos del enemigo y sus propiedades, 
concluye de esta manera: 

Cómo ! en presencia de semejantes hechos, de ta- 
les doctrinas fundadas en la justicia, la equidad, la 
razón, la humanidad, los gobiernos no vacilan en au- 
torizar e¿ cofso, es decir, ¡a piratería oficial\ no vaci- 
lan en secundar los esfuerzos de la codicia contra el 
comercio inofensivo ! (2) 

La vigorosa censura de M. de Cussy, es perfecta- 
mente justa y fundada; únicamente ha equivocado el 
blanco de ella. Si no existiera lapiratetía oficial lle- 
vada á cabo por la marina militar, no había existido 
el corso que es su consecuencia natural y legítima; 
es decir, el medio de defensa á que tienen que acudir 






(1) Derechos y deberes de las naciones neutrales. — Tomo 
l.^pág. 881. 

(3) Phases et canses da droit maritíme.-^Tomo 1.® Lib. t.* 
Tít. 8.° iMurf . 3.<» 
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los estados que no tienen una armada de guerra, 
eventualmente destinada á destruir el comercio pa- 
cífico, pero sí intereses marítimos que protejer con la 
amenaza del corso sobre el comercio del adversario. 

Tal fué el motivo por el que los EE. Unidos rehusa- 
ron adherirse á la declaración que en Abril de 1856 
hicieron las potencias de Europa respecto al corso. 

*< Cuando la calamidad de la guerra sobrevenga, 
pensaban entonces los americanos, será bastante que 
los buques y los marineros, desembarazados de su 
ocupación anterior se conviertan en una milicia na- 
val. No tenemos por cierto sino elegir entre dos 
males. Pero mientras subsista la captura de la pro- 
piedad privada del beligerante en el mar por las po- 
tencias marítimas de Europa, será preferible para los 
EE. Unidos sostener el derecho de convertir su servi- 
cio marítimo mercante en servicio militar en caso de 
guerra, antes que cargar al país con el peso de una 
armada enorme en tiempo ds paz. " (i) 

" De este punto de vista, como lo observa Perels, 
autor eminente ya citado, la necesidad de una vasta 
armada puede evitarse, porque un soberano que tiene 
una marina mercante, puede fácilmente expedir pa- 
tentes de corso, para hostilizar el comercio de su 
enemigo, igualando así su situación con la de éste, 
aunque posea una flota militar muy superior. La 
conservación de los recursos que podrían castigar al 
agresor, es uno de los mejores medios de prevenir la 
agresión. El Gobierno de los EE. UU. que, acerta- 
damente ó nó, ha decidido no sostener una crecida 
flota militar, sólo puede conservar su posición en el 
mar, teniendo en reserva el derecho de comisionar 
corsarios cuando sea necesario. " (2) 

Es probable que la política sostenida tanto tiempo 



(1) Wharton. A. Digest of the international law. Tomo 
8.<> parf . 386, pág. 498. 

(2) Ob. dt. parí. 7 pág id. 
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por la poderosa república del norte, haya flaqueado 
en buena parte» por la posesión de una escuadra po- 
derosa, exigida por sus recientes adquisiciones insula- 
res en el Pacífico hasta su extremo occidental. — Pe- 
ro no por eso dejarán de ser concluyentes para cual- 
quiera otra nación, los motivos enunciados de su po- 
lítica, hasta ahora no desautorizada por un acto po- . 
sitivo del gobierno de aquel país. j 

No hay necesidad de prolongar discusión de doc- 
trina sobre un medio de guerra virtualmente abando- 
nada, aún por las naciones que no se han adherido á 
la declaración de París, como lo demuestra la a}>sten- 
ción de EE. Unidos y España de recurrir al corso en la 
guerra de 1898. Es evidente que para uno y otro be- 
ligerante resultaba peligrosamente inútil el empleo 
de corsarios en la guerra expresada; sin que esto sea 
la prueba de que los EE. UU. renunciaran á él en una 
lucha con alguna potencia marítima de primer orden. 

El corso antes de 1856. >— La autorización á par- 
ticulares para perseguir el comercio enemigo exigía 
naturalmente grandes precauciones y seguridades y 
ese objeto tuvieron las numerosas leyes, reglamentos 
y ordenanzas expedidas desde el siglo XIV por los 
estados marítimos de Europa. 

Las leyes de Pisa y Genova, en el primer cuarto 
del siglo mencionado y los acuerdos de la Liga An- 
seática de 1362 á 1364, sujetaron á los armadores 
que solicitaban patente de corso á la necesidad de 
prestar una fianza, que debía responder de los perjui- 
cios que causaran á los propios conciudadanos ó á 
los extranjeros no enemigos. 

Las ordenanzas de Pedro de Aragón sujetaban la 
concesión de las letras de marca á la misma condi- 
ción. 

Posteriormente, en 1414, una ley expedida por d 
Parlamento mglés, estatuyó que ningún corsario pu- 
diera hacerse dueño de la presa que hubiese hecho, 



t 
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sin declararla previamente á los consirvAdores de la 
paz\ siendo éste el primer paso que se dio para suje- 
tar toda presa al fallo de un tribunal que decidiese 
sobre su legitimidad y que más tarde se estendió aún 
á las capturas hechas por los buques de guerra. 

Fuéronse así definiendo y haciéndose usuales las 
tres reglas que sustancial mente calificaban la legali- 
dad del corso, á saber: i.^' £1 corsario debe estar 
autorizado por una comisión del soberano, ó sea por las 
letías de marca^ llamadas después patentes de corso\ 
2? Prestación de una fianza antes de obtener la co- 
misión; fianza que debía ser proporcionada á la im- 
portancia del armamento; 3.^ Juicio sobre las captu- 
ras hechas por los corsarios, seguido ante un tribunal 
especial, cuya sentencia debía decidir á quien se ad- 
judicaba la presa. 

£stas reglas, con detalles de reglamentación más ó 
menos estensos, son las que contienen todos los tra- 
tados, á partir del siglo XV, y diversas ordenanzas 
marítimas, como las de Francia, promulgadas por 
Luis XIV en 1681, Holanda en 1 507-1622 y 1705, 
Inglaterra en 1707 y Dinamarca en 17 10. 

£n la monarquía española se observaron reglas se- 
mejantes, contenidas en las ordenanzas de 162 1, en 
la especial sobre corso de 20 de Junio de 1 801 y en 
la de matrícula de mar de 2 de Agosto de 1802. (Le- 
yes 4,* y 6.* Tít. 8 Lib. 6 Nov. Rccop.) 

Si los preceptos establecidos en esas ordenanzas 
hubieran sido fielmente observados, es indudable que 
los inconvenientes del corso hubieran sido menores y 
que los crímenes*y demasías de los corsarios hubie- 
ran podido en gran parte prevenirse. Pero, el interés 
de las potencias marítimas tendía no solamente á 
perseguir la propiedad de su enemigo, sino á arruinar 
el comercio neutral, pretendiendo ejercer en el tráfi* 
co marítimo una interven ción y autoridad, caracteri- 
zadas por tanta violencia é injusticia que, en el hecho , 
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las naciones extrañas á la guerra tenían lo mismo ó 
más que sufrir en su comercio que los beligerantes. 

Tales abusos y excesos, que eran antes estimula 
dos que reprimidos por las naciones marítimas beli- 
gerantes y que llegaron á su colmo en las guerras 
que terminaron con la paz de Ryswik (1697) y la de 
Utreckt (1713)» acentuaron la general aspiración á i 

una reforma que les pusiera término por la abolición 
del corso. 

No escasearon las iniciativas para conseguirlo, des- 
de el tratado que Prusia y los EE. UU. celebraron 
en 1785, que fué precedido por el de Suecía y las 
Provincias Unidas en 1675. 

Así, en la Asamblea Legislativa de Francia, el di- 
putado Kersaint propuso la supresión de los corsarios, 
no habiéndose obtenido otra aceptación á las pro- 
puestas de Francia que las de las ciudades anseáticas. 

Al iniciarse la intervención de Francia en los asun- 
tos de España en 1823, el gobierno francés comuni- 
có á los demás de Europa que no tenía intención de 
emplear el corso, y á fin de impedir los perjuicios 
que los corsarios españoles podían causar á su co 
mercio, solicitaba que no autorizaran á sus nacíona 
leo para tomar patentes de corso españolas, ni admi 
tieran corsarios de ese país en sus puertos. Esa ini 
ciativa no obtuvo ningún resultado y antes fué peren. ^ 

toriamente desechada por el gobierno inglés, á lo me 
nos en cuanto al reconocimiento de las franquicias 
usuales en favor de los corsarios españoles. 

En el mismo año el Presidente de los EE. UU., 
M. Monroe inició negociaciones con los gobiernos de 
Europa con el mismo objeto. Pero, aunque obtuvo 
seguridades de que era también el deseo de las po- 
tencias solicitadas, no consintió ninguna en hacer 
ese punto, materia de una negociación particular, (i) 

(1) Oalvo— Derecho internacional— Tom, IV, parf, 2884.— 
Whfurton ob. oit. 
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Por último, el Congreso de Panamá en 1826 in- 
tentó también la abolición del corso, aunque sin re- 
sultado ninguno. (l) 

Abolición del corso. — Tal era el estado de las co- 
sas en 1854, al iniciarse la guerra, sostenida de un 
lado por Rusia y del otro por Turquia, con el auxilio 
de sus aliados, Inglaterra, Francia y el Reino de Cer- 
defta. Los gobiernos de Francia y de Inglaterra de- 
clararon que renunciaban al empleo del corso; y se 
comprende, porque, como lo hace notar Bonñls, la 
medida no importaba pierjuicio alguno para esos dos 
estados, que podían, con sus grandes flotas militares, 
bloquear del todo los puertos de su enemigo en el 
Báltico y en el Mar Negro. (2) 

La declaración expresada fué seguida por la de 16 
de Abril de de 1856, suscrita por todas las poten- 
cias representadas en el Congreso de París, al cele- 
brarse la paz que puso término á la guerra de Orien- 
te. A esa declaración se adhirieron sucesivamente 
todos los estados, con excepción de £spaña, E£. Uni- 
dos de América del Norte y Méjico. El Perú se en- 
cuentra entre los adherentes, en virtud de la declara- 
ción de la Convención Nacional de 3 de octubre 
de 1857. 

La razón de la negativa de esos estados se encuen- 
tra en las consideraciones alegadas por los EE. Uni- 
dos, que hemos citado poco antes, y en especial en la 
nota del Secretario de Estado M. Marcy, de 28 de 
Julio de 1856, registrada en extracto en el mismo re- 
pertorio de Wharton. 

A la regla, adoptada formalmente desde 1856, se 
sujetaron los beligerantes en la guerra de Italia, en 
^859, y en la franco -alemana de 1870-71, duran- 



(1) OalYO -ob. oit. parí. 2885. 

(2) Mauael da droit lateruational public. pag. 67d N.^ 
1878. 

19 
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te la cual el Gobierno de Francia hizo saber que se 
sujetaría á la declaración de 16 de Abril. 

En la guerra que el Perú y Bolivia tuvieron que 
sostener contra Chile en 1879, '^ segunda de las re- 
públicas citadas autorizó el armamento de corsarios, 
por decreto de 26 de Marzo de 1 879. (i) 

La supresión del corso por casi todas las naciones 
del orbe desde 1856, no ha hecho perder su impor- { 

tancia á las cuestiones que se relacionan con esa "^ 

institución. Desde luego, preséntase la necesidad de 
solucionar casos diferentes, derivados del hecho de 
que la supresión del corso no es universal. As{, puede 
ocurrir el caso de guerra entre una potencia adheren- 
te y otra noadherente ala declaración de 1856. 

Según algunas opiniones, los términos generales 
y absolutos de la primera proposición, el corso está y 
queda abolido^ significa la obligación incondicional 
de someterse á ella, sea cual fuere el adversario. 

Pero esta opinión es criticada con justicia y en 
realidad insostenible; porque la declaración indicada, 
como compromiso bilateral, no puede obligar sino 
respecto de los que están igualmente ligados por 
ella; constituyendo lo demás una desigualdad inad- 
misible en el orden jurídico y ante las reglas del 
sentido común. 

Igual ó más grave conflicto puede presentarse 
cuando, entre dos aliados, el uno es signatario del pac- ^ 

to de 1856 y el otro no, en guerra ambos con una 
potencia adherente á ese pacto. 

Bonfíls amparándose de la solución que la Confe- 
rencia de San Petersburgo, sobre los proyectiles ex- 
plosivos, dá para un caso análogo, concluye, con mu- 
cha razón á nuestro parecer, que hay el derecho de 
armar corsarios en la hipótesis indicada. Lo autori- 



(1) Bonflls, en la obra citada, atribuye eqoíTooad amenté al 
P¿rú ese.deoreto sobre corso. El Perú no autorizó la guerra 
deooTMudot, 
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zan la situación de igualdad reclamada por la ley na- 
tural y el derecho de legítima defensa. 

No solamente no han terminado los casos de con- 
flicto y las complicaciones á que diera lugar la guerra 
en corso, por su abolición en 1856, sino que está muy 
lejos de haberse extinguido la discusión sobre la con- 
veniencia de esa supresión y la legitimidad de la ins- 
titución suprimida. 

Es en realidad sorprendente que, apenas iniciada 
una mejora en los usos internacionales, que, según 
se decía, reclamaban imperiosamente la humanidad 
y los intereses de la civilización, surgieran las dudas, 
y aún la crítica franca, acerca de la oportunidad y la 
real utilidad de semejante innovación. 

Hautefeuille, Funck Brentrno y Sorel y Perels, 
declaran categóricamente, que las potencias cedieron 
á una necesidad política de circunstancias al aceptar 
aquella declaración; que los plenipotenciarios en el 
Congreso de París se engañaron, perdiendo de vista 
las necesidades de la guerra marítima y la desigual- 
dad de fuerzas entre los estados. El último de los ci- 
tados publicistas (Perels) dice: " Mientras la propie- 
dad privada en el mar no esté al abrigo de la captu- 
ra de los cruceros militares de los beligerantes, los 
estados que tienen una marina militar reducida, no 
dispondrán de otro medio eficaz de lucha, de otro 
resguardo que el corso. " (i) 

Pueden citarse todavía opiniones más radicales, y 
que parecen conducir á la conclusión de que si la abo- 
lición del corso es un hecho, quizá no es un hecho 
irrevocable. 

Carón y Wolheim da Fonseca, citados por Bonfíls, 
se expresan en los siguientes términos: 

*' La abolición del corso no responde ni á los inte- 



(1) Hanteíenille ob. cit. tomo 1.° pág. 146 Fanck Brentano 
j Screl— Ftecis da droit de gens pag. 407 — Perels— Mannel 
da droit maritime pág. aOS^párf . 84. 
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reses generales de la civilización y de la humanidad, 
ni á los intereses particulares de Francia" (Carón — 
La course maritime,) 

" La declaración de París no tiene ningún valor, no 
puede pretenderse que liga moral y jurídicamente á 
las potencias signatarias de ella;" y agrega que el ar- 
tículo \P relativo á la abolición del corso, sería en 
caso de guerra, perjudicial y peligroso para Prusia, y 
por consiguiente no obligatorio para ella. {El come f- 
cio alemán y los tribunales franceses de presas, (i) 

Semejante protesta, á nombre de los intereses de 
dos de las grandes potencias que suscribieron la de- 
claración de 1856, deja entrever cuál es la suerte po- 
sible de ésta, si ocurre una guerra entre esas dos na- 
ciones ú otras igualmente poderosas y ligadas por el 
pacto indicado; y todo conduce á creer que la preco- 
nizada declaración fué un acto de la consumada ha- 
bilidad práctica de Ja política inglesa, que se salvó de 
la contingencia terrible de los corsarios americanos, 
con patentes de corso rusas, en la guerra de 1854; de- 
jando el honor de la propuesta, como acuerdo inter- 
nacional para lo futuro, al representante de Francia 
en el Congreso de Paris de 1856. 

Tal es la opinión de HautefeuiHe y también en los 
EE. Unidos, que condensa Wharton en los siguientes 
conceptos, reproduciendo una exposición de Sir Tra- 
vers Twiss. 

" Lo que influyó particularmente sobre el gobierno 
inglés fué el temor de que América se inclinara con- 
tra nosotros y diera á nuestros enemigos la coopera- 
ción de sus atrevidos voluntarios. La población ma- 
rítima de los EE. Unidos, su emprendedora marina, 
podían suministrará Rusia los elementos de una flo- 
ta de corsarios, que, ligados á su servicio por letras de 
marca y cubriendo el mar como una red, podían aco- 



(1) Bonfito— ob. oit. N.^ 1894 pág. 679. 
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sar y perseguir nuestro comercio en las aguas más 
remotas. " (i) 

Lo que no deja duda alguna sobre el sentido é in- 
tención de la declaración expontánea de 1854, con- 
vertida en compromiso perfecto en el Congreso de 
1856, es la franca manifestación de lord Palmerston 
en la sesión de la Cámara de los Comunes el 6 de 
Mayo de 1856: " Somos nosotros los que hemos ga- 
nado más en este cambio; ** á lo cual agregaba algu- 
nos días después lord Clarendon, plenipotenciario en 
el Congreso de Paris: " Yo miro la abolición de las 
letras de marca como la mayor de las ventajas para 
un pueblo tan comerciante como el pueblo inglés. ** 

A continuación de las citas que preceden y otras 
muchas, concluye Bonfils con los siguientes concep- 
tos que creemos perfectamente fundados: ** Pensa- 
mos, con M. Giraud, que los plenipotenciarios fran- 
ceses, austriacos y rusos se equivocaron en 1856 y 
que la Francia ha cometido una falta grave adhirién- 
dose á la abolición del corso. — La reglamentación del 
corso es lo que se debió organizar y votar. — Esta- 
mos persuadidos de que el corso reaparecerá en el 
porvenir; porque es una de las condiciones de la lu- 
cha por la vida entre pueblos marítimos de fuerzas 
desiguales; su reaparición es fatal. El sesgo imagina- 
do por Prusia en 1870 es un paso hacia ello. " (2) 

Incidente de la guerra franco-alemana— En el 
curso de la guerra mencionada, el rey de Prusia, por 
decrete de 24 de Julio de 1870, ordenóla creación de 
una fuerza naval de voluntarios. Por él se invitaba á 
los particulares á ponerse al servicio el gobierno con 
los barcos que poseyeren. 

Las condiciones eran: 

Que los oficiales y tripulaciones fuesen matricula- 



(1) A Digest oí the international law. Tom. III parf. 884 
(8) Ob. oit.— K. 1896— pág. 679. 
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dos por los propietarios de los buques, como indivi- 
duos pertenecientes álaarmada federal durante la gue- 
rra; 

El tiso del uniforme e insignias correspondientes 
á sus respectivos rangos; 

Pruebas de competencia; J 

Juramento de sujetarse á las leyes de la guerra. ^ 

Los buques, as{ alistados, debían navegar bajo la 
bandera federal y ser armados y equipados para el 
servicio que se les confiaba. 

El decreto en cuestión asignaba premios de io,000 
á 50,0CX) thalers, según la importancia y poder del bu- 
que apresado 6 detenido. 

El objeto ostensible de ese decreto real era procu- 
rarse un auxiliar efectivo para combatir á la marina 
militar de Francia. 

El gobierno de Francia, estimando esa institución 
como el restablecimiento encubierto del corso, llamó 
inmediatamente la atención del gobierno inglés sobre 
esainfración del compromiso contraído desde 1856 
por el de Prusia. 

Previa consulta á los consejeros de la corona, el 
gobierno inglés declaró lo siguiente: 

" Hay una diferencia sustancial entre la fuerza na- 
val voluntaria, sancionada por el gobierno de Prusia y 
el sistema de las comisiones particulares, que, bajo el 
nombre de corso^ quiso suprimir la declaración de 
París; y con tanta mayor razón cuanto que los bu- 
ques á que se refiere el decreto real prusiano, esta- 
rían según toda intención y propósito, al servicio del 
gobierno prusiano y las tripulaciones bajo la misma 
disciplina á que están sujetas las tripulaciones de 
los buques que pertenecen de un modo permanen- 
te á la armada federal. " 

Tales consideraciones sirvieron de fundamento al 
gobierno británico para declarar, que no tenía ningu- 
na objección que oponer al degreto real de Prusia, 
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no considerándolo una infracción de lo acordado en 
1856. (I) 

No hay duda de que se necesita alguna sutileza pa- 
ra no ver en ese decreto una infracción del compro- 
miso para abolir el corso. 

Calvo se declara contra su legalidad, en vista del 
pacto de 1856, entre otras razones: 

Porque los armadores conservan la propiedad de 
sus naves y quedan encargados de reclutar para es- 
tas equipajes y oficiales. 

Porque se ofrece premiar á los armadores; y en fin, 
porque bajo ese régimen de contratación privada, pue- 
den ser embarcados extrangeros entre las tripulacio- 
nes. (2) 

De la misma opinión es Hall, aunque con cierta 
reserva, como aparece de los siguientes conceptos: 

*' A no ser que una armada voluntaria se encuen- 
tre en la más estrecha conexión con el Estado, como 
parece haber sucedido, según el decreto prusiano, 
seria difícil demostrar que su establecimiento no 
constituye una infracción de la declaración de Pa- 

ris." (3) 

No es este, sin embargo, el parecer de todos los 
publicistas; pues Geffcken, Boeck, Travers Twiss 
creen que la institución creada por el decreto pru- 
siano es perfectamente legítima y no contraria los 
compromisos contraídos. 

Me he detenido en este incidente porque su im- 
portancia se marca en la tendencia que revela ha- 
cia el retroceso respecto á los principios sancionados 
en 1856; á lo menos en lo que se refiere al corso; no 
solamente por el expediente prusiano, sino por la 
opinión ilustrada que lo prohija y por la de publicis- 

(1) Perels, Manuel da droit marítime international N. 196. 
Wharton ob. oit. N. 884 pag. 479, Bonfils, ob. oit. 1385 pá- 
gina 675. 
(3 OalTO, Derecho Internacional, Tomo lY N. 3894. 
(8) Hall- Internalional law, pág. 455, 



^ 
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tas y diplomáticos de nota, en cuanto á la significa- 
ción y posible suerte de la declaración de 1 8 56, que 
se reputaba alcanzada por los mas altos intereses de 
la civilización. 

Esa guerra de 1870 fué la primera ocasión en que 
pudo probarse, entre potencias concurrentes al Con- 
greso de 1856, el alcance de la declaración sobre el 
corso; y ya hemos visto el sesgo adoptado por Prusia ^ 

y el favor que le dispensa la misma doctrina. 

Agregaremos, para concluir, que el proyecto de 
Prusia no llegó á tener efecto práctico. 

En la guerra ruso-turca de 1897, parece que no 
se expidió ni de una ni de otra parte patentes de 
corso. 

En la de España con los EE. Unidos el gobierno 
americano declaró, en nota al Foreing Office, que no 
tenía la intención de expedir letras de marca y que 
daba su adhesión á los otros tres principios de la de- 
claración de 1856. 

El gobierno de España, por su parte, hizo saber 
que la organización de los cruceros auxiliares de la 
marina se sujetaría á las condiciones del decreto pru- 
siano de 24 de Julio de 1870. (i) 

Algo semejante ha ocurrido en la guerra actual de 
Rusia con el Japón, creándose por la primera una es- 
cuadra voluntaria, á imitación de Prusia. La correc- 
ción de tal expediente sólo podrá conocerse á fondo 
cuando uno de esos cruceros de la marina voluntaria, 
creada por Rusia en su actual guerra con el Japón, 
caiga en poder de su enemigo y sea juzgado por su 
corte de presas, para examinar hasta qué punto es 
posible distinguir ese auxiliar de un simple corsario 
y resolver, en consecuencia, lo que ha de hacerse con 
un corsario armado y con la bandera de un país que 
abolió el corso desde 1856. 

(1) Olanet. Droit International Privé et Jurisprudence Oom 
paree, año 1898— pág. 680. 
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SUMARIO. — Deflnioión y oarácter de la nentralidHd— Neu- 
tralidad armada. — EDunciaoión general de los deberes de 
los neniarales. — Provisión de elementos de gaerra 6 subsi- 
dios pecuniarios. — Alistamiento militar. — Tránsito de 
tropas por territorio neutral. — Asilo terrestre y marítimo. 
— Armamento marítimo en territorio neutral. — Ingreso y 
venta de las presas en puertos neutrales. — Exportación de 
armas, municiones y víveres. 

Defínición y carácter de la neutralidad. — 
Por neutralidad se entiende el estado de las naciones 
que no toman parte en la guerra. Tal es, en compen- 
dio, lo que encierran todas las definiciones que los pu- 
blicistas han procurado dar, pero con el designio 
irrealizable de condensar en ella, como en una fórmu- 
la, el conjunto de los deberes de los neutrales. 

La neutralidad es concepto é institución de la épo- 
ca moderna. No se conoció en la antigüedad distin- 
ción entre amigos (sinónimo de aliados) y enemigos; 
y aun Grocio y Binkershoek no se sirven de la pala- 
bra neutrales, para designar á los pueblos que se abs- 
tienen de tomar participación en una guerra. 

Dejando á un lado el inútil examen de tales defi- 
niciones, lo que importa es fijar, con la exactitud po- 
sible, los caracteres de la neutralidad. 

En concepto de Hubner, Azuni, Massé y otros pu- 
blicistas, la neutralidad es la continuación del estado 
de paz y, por lo tanto, no constituye una situación 
nueva para los neutrales. 

Esto no parece exacto; pues, cualquiera que sea la 
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indiferencia y abstención con que los neutrales miren 
la guerra que se ha encendido entre dos ó más na- 
ciones, es evidente que con ella sobrevienen ciertas 
limitaciones en su libertad de acción, que no existían 
antes de las hostilidades; y se les imponen deberes 
que nacen particularmente de su situación de amigos 
de los beligerantes y prescindentes en la lucha. Así , 

lo cree la gran mayoría de los publicistas, y no es J 

concebible que sea de otro modo. ] 

La neutralidad no finca solamente en la imparcia- 
lidad; porque procediendo imparcialmente, se puede 
infrinjir los deberes inherentes á ella. Tal sucedería 
si, como creen algunos, el neutral concediera iguales 
favores ostensiblemente á los dos beligerantes. El 
agravio resultaría casi siempre de ese mismo proce- 
der, atendida la diversidad de situación y de necesi- 
dades de los adversarios. 

Por otra parte, la calidad de amigo común y de- 
sinteresado en la lucha, es incompatible con la pres- 
tación de auxilios á los dos combatientes, aún en el 
supuesto de que fueran absolutamente iguales; por- 
que, moral y jurídicamente, considerado el hecho en sí 
mismo, esa conducta constituiría una infracción de 
los deberes de la amistad, no ya respecto de uno, si- 
no de ambos beligerantes. Concurrir á que sea posi- 
ble ó s.e sostenga una guerra, siempre desastrosa para 
los que luchan, no es la misión del amigo de los com- -^ 

batientes, sino, por el contrario, procurar, por todos 
los recursos de la persuación y de la influencia moral 
de que puedan disponer, avenirlos sobre los motivos 
de la disidencia que los ha conducido á la guerra. 
Esto es lo que cree Vattel que caracteriza la neutra- 
lidad. 

Definiendo la imparcialidad que corresponde al 
neutral, dice ese publicista: 

** Ella se refiere únicamente á la guerra y com- 
prende dos cosas: i,^ no dar socorros cuando no se 
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está obligado á ello; 2.® no suministrar libremente 
tropas, armas, ni municiones, ni nada que sirva di- 
rectamente para la guerra. Y digo, no dar socorros 
y no que se les dé igualmente, porque sería absurdo 
que un estado socorriese al mismo tiempo á dos ene- 
migos; y, después de todo, sería imposible hacerlo con 
igualdad, porque las mismas cosas suministradas en 
condiciones diferentes, no constituyen auxilios equi- 
valentes. " (i) 

De manera que, la neutralidad debe entenderse co- 
mo una imparcialidad, cuya faz principal es la pres- 
cindencia. 

La neutralidad, se sobreentiende respecto de toda 
nación que no está complicada originariamente en la 
contienda y que no es aliada de ninguno de los beli- 
gerantes; goza por lo mismo, desde que comienza la 
lucha, de los derechos que se derivan de su estado y 
principia para ella el cumplimiento de los deberes es- 
peciales que le impone la ley internacional. 

Sin embargo, para dar seguridades á los beligeran- 
tes, y en resguardo de sus propios fueros y garantías, 
se acostumbra hacer una declaración de neutralidad 
por las naciones que se quieren conservar en esa si- 
tuación. 

Según lo que se ha expuesto no hay para que en- 
trar en la usual clasificación de la neutralidad; porque 
las bases de esa división, erróneas por lo general, no 
conducen á resultado alguno doctrinario ni práctico. 
Tal sucede con la que Hubner ha llamado neutrali- 
dad general y neutralidad particular y oíros neutra- 
lidad completa y neutralidad limitada. 

Sobre este propósito debe, sí, recordarse, que en el 
corto número de casos que caben dentro de la cali- 
ficación de neutralidad general, se encuentran el de 
Bélgica y el de Suiza. 



(1) Yattel-^Dereoho de Gentes, lib. 8.^ oap. Vil, parí. 104. 
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La de la primera se estipuló en el tratado que se 
ajustó en Londres el 15 de Noviembre de 1 831, en- 
tre la nación espresada, de una parte, y Francia, In- 
glaterra, Austria y Prusia de la otra parte. Ese pac- 
to fué confirmado por el de 19 de Abril de 1839, en- 
tre Bélgica y los Países Bajos; quedando éste último 
bajo la garantía de las grandes potencias menciona- 
das, por convención de la misma fecha. 

La neutralidad de Suiza se estipuló igualmente por 
las grandes potencias, en el Congreso de Viena de 
1 81 5; nentralidad que fné reconocida y confirmada 
en el tratado de Paris de 20 de Noviembre del mis- 
mo año. 

Esta neutralidad, como lo observan algunos publi- 
cistas, aparte de ser impuesta, no debe considerarse 
sino como el fruto de combinaciones políticas, cuyas 
causas pueden desaparecer y con ellas quizá la inde- 
pendencia de esos pequeños estados. 

Neutralidad armada. — La lucha vigorosa por la 
supremacía marítima, particularmente en el siglo 
XVIII, en la que se atropellaba sin miramiento, los 
derechos de los neutrales, ocasionó la liga de éstos 
para defenderse, proclamando los principios y reglas 
que protegían sus fueros y la libertad de su comercio' 
comprometiéndose á sostenerlos por la fuerza, si era 
necesario. A esa liga de los neutrales, con el objeto 
indicado, es á la que se ha dado el nombre de neutra- 
lidad armada. 

Esa liga se formó en dos diferentes ocasiones. 

La primera en 1780, en virtud de la solemne de- 
claración del gobierno de Rusia, de 28 de Febrero 
del año indicado, á la cual se adhirieron sucesivamen- 
te los gobiernos de Dinamarca, Suecia, Holanda, 
Prusia, Austria, Portugal, Las Dos Sicilias, Francia 
y España. 

La segunda fué iniciada igualmente por el gobier* 
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no de Rusia, en 1800, como una liga de las potencias 
del Báltico. 

Esta última no tuvo tiempo de consolidarse y ex- 
tenderse, en razón de la muerte trágica del empera- 
dor de Rusia, Pablo I, en 1801, que disolvió la liga, 
casi inmediatamente después de formada. 

De las reglas proclamadas por la neutralidad ar- 
mada, y de su resultado, nos ocuparemos al tratar de 
los derechos de los neutrales. 

Enunciación general de los deberes de los neu- 
trales. — Heífter resume de la siguiente manera los 
deberes que conciernen á los neutrales: 

I.® Intervención contra los actos de hostilidad in- 
tentados por uno de los beligerantes contra otro en 
territorio neutral. 

2.0 Abstención de todo acto que pueda perjudicar 
las operaciones militares de uno de los beligerantes 
fuera del territorio neutral. 

3? Imparcialidad completa en las relaciones con 
ambos beligerantes y abstención de todo acto que 
pueda aparecer como socorro prestado á uno contra 
otro, (i) 

La fórmula indicada encierra todo lo que puede 
considerarse como deber del neutral; sin que por 
eso deje de ser necesario el estudio de su aplica- 
ción á Jos diferentes casos que pueden ocurrir, que 
en conjunto forman una de las fases más interesan- 
tes del derecho de gentes. 

I.® El primero de los enunciados deberes, lo cum- 
ple el neutral oponiéndose con todos los medios de 
que disponga á que se realice, dentro de su territorio, 
todo acto de hostilidad por uno de los beligerantes 
contra el otro. De manera que, si no ha tenido la 
fuerza necesaria para oponerse á ello, debe á lo me- 
nos, por una pública protesta, hacer constar que no ha 



(1) Dereoho Intemaoional, parí. 146. 
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de que nos ocupamos, la solicitud con que el neutral 
debe oponerse al alistamiento de tropas en su terri- 
torio. 

Esto, en realidad, es elemental, ya que semejante 
tolerancia, constituiría al neutral en auxiliar de una 
de las partes. 

Las antiguas convenciones, mediante las cuales 
Inglaterra podía enrolar á los subditos de algunos es- 
tados alemanes, para que, en caso de guerra, se incor- 
porasen al ejército inglés, y las que diversos estados 
de Europa tenían celebrados con Suiza para alistar, 
en territorio de ésta, contingentes más o menos con- 
siderables de mercenarios, han caído en desuso; y, 
precisamente, la neutralidad Suiza, garantizada por las 
grandes potencias, es un obstáculo insuperable para 
la renovación de pactos tan incompatibles con la im- 
parcialidad y^con el decoro de los neutrales. 

Pocas son las naciones que, como Inglaterra, tie- 
nen una ley especial de carácter permanente que 
prohiba el alistamiento extranjero en el territorio. Esa 
ley, expedida en 1819 y renovada en 1870, no es in- 
dispensable en realidad, por cuanto se trata de un de- 
ber internacional que está sujeto á las leyes de ese 
orden, antes que á los estatutos de ningún país de- 
terminado, cuya utilidad se limita á fijar los deberes 
que conciernen á los respectivos subditos. 

Por idéntica consideración no puede un neutral 
consentir á sus subditos que tomen parte en la gue- 
rra de corsarios, ya que el corso no está abolido pa- 
ra todas las naciones. 

La prohibición de que se ha hablado no significa 
que el neutral tenga el deber de impedir la salida de 
su territorio a los subditos de los beligerantes que es- 
tén llamados al servicio militar por las leyes de sus 
países respectivos. 

Tránsito de tropas por territorio neutral. — 
Una de las obligaciones mas evidentes del neutral, es 
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la de no conceder tránsito por su territorio, á las tro- 
pas de ninguno de los beligerantes, ni á sus trenes de 
municiones y armas. 

Sir Travers Twiss, citando en su apoyo á Grocio, 
Valtel» Wolf, lord Stowell y Kent, es de opiíióii que 
el neutral " puede acordar libre paso por su territorio 
á las tropas armadas de una potencia beligerante sin 
comprometer su neutralidad, si está dispuesta á con> 
^ cederlo igualmente á las tropas armadas del otro be- 

ligerante." 

Las autoridades á que se reñere consideran, que la 
concesión del tránsito es un acto de soberanía que el 
señor del territorio debe apreciar, principalmente ba- 
jo el punto de vista de los inconvenientes que tenga 
para él mismo; pero, parece que, sin tomar en cuenta 
el estado de guerra, no dan ninguna importancia al 
deber de abstención é imparcialidad que pesa sobre 
el neutral, impidiéndole prestar un favor á uno de los 
beligerantes, que redunda militarmente en daño del 
otro, (i) 

Ya hemos dicho, que ¡a equivalencia es imposible 
y que, en todo caso, es inmoral y opuesto á la esencia 
de la neutralidad, prestar á ambos adversarios el so- 
corro que á los dos debe negarse por la ley natural. 

Por eso, sin duda, la gran mayoría los publicistas 
modernos sustentan la opinión contraria; pudiendo 
4*. citarse entre ellos á Hautefeuille, Calvo, Bluntschli, 

Heffter, Geífcken y Fiore. La cuestión ha de resol- 
verse, no por las apreciaciones del neutral acerca de 
su conveniencia, sino por el concepto de los deberes 
que para él nacen de su situación. 

Para corroborar lo expuesto, es oportuno referirse 
á la conducta observada por Bélgica y Suiza en la 
guerra de 1870. — La primera, á instancias de Fran- 
cia, negó el tránsito por su territorio á los heridos 



(1) Derecho de Gentes— Tom. d."" N.<» 218. 
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del ejército alemán, en razón de que esto facilitaba el 
trasporte de las tropas por las vías férreas; y la se- 
gunda impidió, igualmente, el tránsito de tropas fran- 
cesas y de Badén, aún desarmadas, (i) 

Asilo terrestre y marítimo, — No ha de creerse 
por esto que el ingreso de tropas ó soldados de 
los beligerantes en territorio neutral, no sea permi- 
tido alguna vez. Esa concesión debe hacerse cuando 
la imponen consideraciones de humanidad, que no 
puede desatender ninguna nación civilizada y bajo 
condiciones que dejen á salvo la * imparcialidad del 
concedente. 

Esas condiciones son: el desarme de los soldados ó 
cuerpos militares al penetrar [)or la frontera neutral; 
la internación y vigilancia de los individuos de tropa 
en el territorio que les ha servido de asilo, pudiendo 
los oficiales circular libremente dentro de él, bajo su 
palabra de honor; la retención de todo el material de 
guerra para restituirlo al gobierno respectivo, una 
vez terminada la lucha. 

Es también de uso, por imponerlo así la necesidad, 
que las tropas que han recibido ese amparo generoso 
sean sostenidos por el neutral, á cargo de indemniza- 
ción por el gobierno á quien corresponda. 

Los precedentes que dan autoridad á estas reglas, 
que no son hoy materia de controversia, son los si- 
guientes: 

En la guerra de Italia en 1859, Suiza hizo internar 
á los desertores y fugitivos de las fuerzas de Austria 
y de Italia que se refugiaron á su territorio. 

En la guerra franco-alemana de 1870-71, fueron 
admitidas en el territorio federal, las fuerzas del ge- 
neral Clinchant, perseguidas por los alemanes, pero 
bajo las condiciones ya expresadas, que se consigna- 



(1) Blnntsohli — Derecho InternaGional Oodifioado, Nos, 
769 á 778. 
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ron en la Convención celebrada por ese oficial y el 
general Herzog. 

Calvo hace notar, con este motivo, que la plena 
aprobación que dio el gobierno francés á ese conve- 
nio, consagra no solamente las reglas indicadas, sino 
también el derecho de retención por el neutral del 
material de guerra, hasta que se obtenga el reembol- 
so de los gastos. 

Idéntica conducta se observó en la misma guerra 
por el gobierno de Bélgica, dando asilo en su territorio 
á los soldados dispersos de uno y otro beligerante, en 
las condiciones expresadas, salvo el reembolso de sus 
expensas, á que liberalmente renunció. 

Es de advertir que la misma regla se aplicó parti- 
cularmente por Bélgica, tratándose de los heridos, in- 
ternados también hasta la conclusión de la guerra, 
sin perjuicio de prestarles los auxilios que su situa- 
ción demandaba. 

El principio de la inviolabilidad del territorio no 
es aplicable, con la extensión indicada, á las aguas te- 
rritoriales; puesto que los derechos de la soberanía 
sobre esa porción del mar, por la naturaleza de este 
elemento y por las limitadas necesidades que deter- 
minan la autoridad sobre ellas del estado ribereño, 
no lo permiten. 

El estado neutral no puede consentir hostilidades 
dentro de sus aguas territoriales, y tiene el derecho 
de oponerse por la fuerza, si se intentan. No le está 
prohibido recibir en sus puertos á los buques arma- 
dos de los beligerantes, pero se le reconoce el dere- 
cho de prohibir el ingreso de éstos, salvo los casos 
de accidentes de mar, ú otras necesidades que hagan 
forzosa la arribada. Asi sucedería en los casos de ave- 
rías graves, falta de agua 6 de víveres ú otras cir- 
cunstancias análogas. 

Pero, si el neutral no ha prohibido formalmente el 
ingreso de los buques beligerantes á su territorio ma- 
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rítimo, pueden aquellos arribar para reparar sus ave- 
rías, dejar en tierra á sus enfermos, proveerse de 
agua y de víveres y aún de carbón, pero sólo en la 
cantidad que sea necesaria para que la nave pueda 
llegar al puerto más próximo de su país. 

Esta concesión, para que sea compatible con los 
deberes de la neutralidad, debe ser igual para ambos 
beligerantes, y no se extiende á la adquisición, cam» 
bio ó reparación del material de guerra. 

Bonfils cita diversos casos, en que los principios 
expuestos fueron observados por las naciones neu- 
trales. 

En la guerra de Crimea, (1854) Austria cerró e' 
puerto de Cattaro á los buques de guerra de los be- 
ligerantes, salvo el caso de arribada forzosa. Suecia 
anunció por circular que se reservaba el derecho de 
cerrar algunos de sus puestos á los buques de guerra 
y trasportes de los beligerantes. Dinamarca hizo igual 
declaración, que Inglaterra repitió respecto de las is 
las Bahamas, durante la guerra reparatista de los EE. 
Unidos. 

Ocurrió algo semejante en la guerra franco-pru- 
siana de 1870. por parte de Inglaterra. 

El caso más interesante se ha presentado durante 
la guerra de Rusia y el Japón. Los buques de la es- 
cuadra de Puerto Arturo, que, después del combate de 
Agosto de 1904, se refugiaron en puertos neutrales, 
con averías de más ó menos consideración, fueron 
retenidos y desarmados, para que no se les pudiera 
utilizar hasta después de la guerra. 

Igual procedimiento se observó después del comba- 
te naval de Snshima, á inmediaciones del estrecho de 
Corea, en que fué destruida la segfunda escuadra ru- 
sa. Los buques averiados que busrnron asilo en las 
islas P'ilipinas, hoy posesión de los EE. Unidos, fue- 
ron retenidos hasta la conclusión de la guerra. 

Este hecho, que constituye el precedente más 



calificado de su especie, que »e ha presentado hasta 
ahora, confirma el principio enunciado por la doctri- 
na y consignado en leyes particulares, declaraciones 
ó decretos de los g^obiernos de Europa y de los EE. 
Unidos, referentes al tiempo de permanencia que se 
permite á las naves armadas de los belip^erantes en 
puertos neutrales, limitada á veinte y cuatro horas, ó 
lo que sea indispensable, para que puedan nave^r y 
diripfirse al puerto más próximo de su país, (i) En 
ningún caso podría admitirse, por lo tanto, que una 
escuadra ó buque de potencia beligerante, haga de 
los puertos ó aguas inrisdiccionales de vn neutral, 
base de operaciones bélicas contra su adversario, ni 
lugar de abastecimientos de víveres y combustible 
que le permitan sostenerse en el mar por tiempo di- 
latado. Tal es el sentido y tenor expreso de los do- 
cumentos y actos oficiales sobre neutralidad mencio- 
nados hace poro. 

Tan rigurosamente se ha observado esta regla en 
la guerra ruso-japonesa, por el gobierno de Egipto, 
que, para conceder carbón en sus puertos á los bu- 
ques beligerantes, obligaba á los jefes respectivos á 
firmar una declaración garantizada con su palabra de 
honor. (2) 

La larera permanencia de la escuadra del almirante 
ruso Rodjestvensky, en las aguas de las posesiones 



(1) V4fínsp la prAolama rlf» TiPTitralHnrl ñf"} Rp"v de Injrlwte- 
rra íÍp» 11 de F^^brpro d« 1"01. f*nn nioHvo *^p In íznerra rupo-ja- 
poTi««a. Tja del firohfprno d« Prwnoia de 1K dpi TTif«Tno tupa y 
aflo; ▼ la<i insfrncHonfts d^l arobi^^nn de "FJcdnto, fpoha 11 de 
Pphrpro dpl nffo citado. OIhtip^— 1904 r>nsm. 4flO. 4fia. 470. 

(2) Y*^ N. N comaTidaTitp dp] hTíOTie dp fcnerm 

al íierviHft de S. M. ImT>pTÍa,l p1 EmT><>r«dor dp dpolaro 

por mi honor, en vir^-nd del jíTf^Ff^r^tfí nne la onntidnd de rar- 
b^n qnppxi^t-e aofnnl mente abordo del bnone de mi m^ndo. 
no exí'edp de . . . tonpladns; y me comprometo por mi honor 
á.qne el bnon** de mi mnndo deRpn^ndPRnlir del pnerto dA. . . . 
ípnertr» euripMo) se diriiirá inmediat«mí»nte con mmbo direc- 
to al puerto de (puerto de su destino). Olnnet 1894 pá- 
gina 466. 
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francesas de Oriente, fué calificada, por esta causa» 
como neutralidad benévola por unos, y como violación 
de ella en Inglaterra y el Japón. 

Es admitido, igualmente, que, no pudiendo el neu- 
tral consentir que se lleve á cabo, ninguna hostilidad, 
dentro de sus aguas territoriales, debe impedir tam- 
bién que éstas se conviertan en lugar de acecho, ó de 
cómodo y seguro ataque de uno de los beligerantes 
contra su adversario. Para este objeto, los preceden- 
tes y la doctrina invisten al neutral del derecho de 
impedir la salida simultánea de sus puertos, á los 
buques armados de ambos beligerantes, imponiéndo- 
les la periodicidad alternativa de 24 horas, que se re- 
nuevan sucesivamente, si cada uno á su vez omite el 
uso de su derecho de salida, (i) 

Armamento marítimo en territorio neutral. — 
£1 neutral está formalmente sujeto al cargo de usar 
la debida diligencia y cuidado, para que ninguno de 
los beligerantes arme buques de guerra ni corsarios 
en sus puertos. 

Este deber es tan evidente é indiscutible, que ex- 
cusa toda demostración, dadas las reglas generales 
que conciernen al carácter de la neutralidad y las 
obligaciones que se derivan de ella. 

El neutral no solamente debe abstenerse de favo- 
recer á los beligerantes con auxilios ó socorros belli 
causUi sino que también está obligado á velar, porque 
en su territorio no se infrinja por otros, esa misma 
regla; sobre todo cuando el daño puede ser tan gra- 
ve y los medios de impedirlo tan fáciles y expeditos. 

La inobservancia de esta regla, por el gobierno de 
la Gran Bretaña, durante la guerra separatista de los 



(1) Ortolan. Begl. Ínter, y Dipl. del mar. Tom. 2.<' pag. 
265 á 260. 

Travers Twiss, Derecho de Gantes, Tom. 2.® pag. 489. Ola- 
net, ob. y tom. oit. 



— i67 — 

EE. Unidos, dio lugar á la célebre causa internacio- 
nal, denominada genéricamente del Alabatna, 

Es bien sabido que en el curso de la guerra men- 
cionada, fueron construidos y equipados en astilleros 
ingleses, los corsarios confederados Alabama, Geor- 
gia, Florida y otros, que ocasionaban considerables 
daños á la marina mercante federal. 

El gobierno de los EE. Unidos reclamó perento- 
riamente indemnización para los armadores y comer- 
ciantes americanos que habían sido perjudicados por 
esos corsarios, fundando la responsabilidad del go- 
bierno inglés, en que éste no había usado la debida 
diligencia para impedir que se armaran y equiparan 
en territorio de la Gran Bretaña, cruceros destinados 
á ofender los intereses de un» nación amiga, faltando 
asi por omisión y negligencia á los deberes de la neu- 
tralidad. 

Es de notarse que, cuando se construía, bajo el 
nombre de Alejandta el primer corsario, que salió 
después del Mersey con el nombre de Alabama^ el 
ministro de la Unión, Americana en Londres, indicó 
el hecho al gobierno británico, y que sometido, el ca- 
so á la Corte del Echiquier, resolvió ésta, que no se 
había cometido la infracción á que se refiere el Esta- 
tuto de Jorge III, de 3 de Julio de 18 19 {foreing en- 
listment act.) Protestó M. Seward de esa decisión, y 
pidió que se reformara el estatuto inglés referido; lo 
que fué igualmente rehusado. 

Importa, sobre todo, dejar establecido, ya que no 
es posible ocuparse del asunto en toda su extensión 
é incidentes, que, por consentimiento del Gobierno 
de la Gran Bretaña, fueron consignados en el tratado 
de Washington, de Sde Mayo de 1871, que sometió 
á arbitraje la cuestión del Alabama, las tres reglas re- 
lativas á la neutralidad, cuyo texto conocemos ya. (i) 



(1) Yéase Tom. 1.® de esta obra apéndioe 1/ 



— i68 — 

El tribunal de Ginebra reconoció, mediante ia 
prueba de los hechos, que el gobierno inglés nu las 
había observado, cundenándolu en consecuencia, al 
pago de la indemnización reclamada. El gobierno m- 
glés, en previsión de casos idénticos, consintió en re- 
formar tardúmente, por ley de 3 de Agosto de 1870, 
antes de la celebración del tr:ttado de ai bitraje, el 
estatuto de Jorge ill. 

Importa asi mismo saber, que, sobre ese trascen- 
dental asunto, el Tribunal de Ginebra explicó y de- 
senvolvió las tres reglas del tratado de Washington, 
por consideraciones que, puede decirse, han fijado so- 
bre ellos la teoría del derecho internacional y cons- 
tituido un precedente de considerable valor. 

Acerca de lo que debe entenderse por diligencia 
debida, expuso: 

" Los gobiernos neutrales deben ejercer la debida 
diligencia, en proporción exacta á los riesgos á que 
expondría su negligencia en llenar los deberes de la 
neutralidad, á uno u otro de los beligerantes. *' 

En io relativo al acta de incorporación, ó sea na- 
cionalización de un buque, el Tribunal se pronuncia 
en términos no menos explícitos: 

" Las consecuencias de la violación de la neutra- 
lidad, cometida por ia construcción, equipo y arma- 
mento de una nave, no se borran por el hecho de una 
comisión, que el beligerante en cuyo provecho se ha 
violado ia neutralidad, haya otorgado en lo posterior 
á ese barco. Es, en eíecto, inadmisible que la causa 
ñnal del delito, se convierta en motivo de absolución 
del delincuente; y que de la obra del fraude surja el 
medio de hacer inocente al defraudador.'' (i) 

El efecto práctico del incidente del Aiabama, so- 
bre la aplicación de las regias internacionales, puede 



(1) Yéa«e Kamarowski — Le Tribunal International — lib. 
d."" Seo. 2.* Oap. 5"*. pag. 3d0. 
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juzgarse por la importancia del precedente establecido 
en el tratado de Washington y el fallo arbitral de 
Ginebra; por el hecho de naber obligado al gobierno 
inglés á reformar sus estatutos sobre neutralidad pa- 
ra conformarlos mejor á los principios de una impar- 
cialidad más celosa y sincera, y por el asentimiento 
casi unánime que han recibido esas reglas, que no 
son nuevas, como lo han pretendido los estadistas in- 
gleses, después que su gobierno suscribió el pacto 
que las enunciaba, si no el reconocimiento de obliga- 
ciones impuestas por la razón y la justicia, en res- 
guardo de la buena fé y de ios derechos de los beli- 
gerantes. A lo que debe agregarse la autoridad de 
un fallo, el más solemne y el primero de su género 
de que haya memoria en los anales internacionales. 

Por eso se ha dicho: ** La mayor parte de los ju- 
ristas que se han ocupado de la cuestión, están de 
acuerdo en reconocer que ellas (las reglas de Washing- 
ton) no son sino la expresión de los deberes que in- 
cumben á los neutrales, según la justicia y la razón; 
y que, lejos de introducir un derecho nuevo, han sido, 
por el contrario, usadas en sus rasgos esenciales por 
las potencias marítimas, desde el día en que el dere- 
cho ha sostituido á la arbitrariedad y al capricho." (i) 

£n conclusión, es preciso recordar que, aun cuando 
en el tratado de Washington se estipuló que las dos 
potencias signatarias invitarían á las demás naciones 
á adherirse á las reglas reconocidas en él, esa invita- 
ción nunca llegó á realizarse, porque los gobiernos 
de Inglaterra y de los ££. Unidos no pudieron po- 
nerse de acuerdo acerca de la redacción de las notas 
del caso, en lo referente k la interpretación de esas 
reglas; toda vez que el Parlamento de Inglaterra ha- 



(1) Merignhac — L'arbicragtí iuteruaiional, Part. 1.^ Llb. 1.^ 
pag. 75.— Oaivo, revae de droic iuteraational 1874. — Biauts- 
chU id. 1876. 
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bía repudiado perentoriamente la interpretación que 
se les di6 en el fallo de Ginebra. 

Pero, si la invitación formal ha faltado, no por eso 
es menos cierto que las conseeueucias del proceso in- 
ternacional del Alabama y su repercusión universal 
constituyen una advertencia provechosa, para atajar 
los manejos de esa neutralidad sospechosa y relajada 
de algunas potencias, que cuando eran beligerantes 
todo lo exigían de los neutrales, llegando casi á la ~^^ 

la supresión de los derechos de éstos. 

Una variante del caso referido es el de la venta en 
puerto neutral, por un particular, de un buque de gue- 
rra ya armado y listo para servir. Las fútiles distin- 
ciones con que se procura establecer disparidad en- 
tre dos casos idénticos, no caben dentro de la moral 
ni de la lógica. Si en el caso ya examinado se ha vis- 
to la solución internacional que obtuvo, por la misma 
razón ha de concluirse en éste, que el estado neutral 
que no embarga ó no impide la salida de un buque en 
esas circunstancias, delinque contra sus deberes y 
queda sujeto á la reparación razonable que se le exi- 
ja. Apenas se necesita insinuar que el caso sería más 
grave, si la adquisición fuera de un buque de guerra 
enagenado por el gobierno mismo neutral en favor 
del beligerante, así como la provisión de cualquier 
elemento bélico ó de refuerzo, proporcionado por los 
arsenales del estado neutral. ^ 

Ingreso y venta de presas en puertos neutrales. 
— No se considera infracción de la neutralidad, el 
admitir los buques de guerra y aún los corsarios de 
los beligerantes en los puertos del neutral, siempre 
que sea sin faltar al deber de imparcialidad. La con- 
cesión se entiende únicamente para proveer á necesi- 
dades urgentes de las naves que ingresan, como la 
provisión de agua ó víveres, las reparaciones indis- 
pensables de averías, que hagan imposible la navega- 
ción y la renovación del combustible en los ' bu- 
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ques de vapor; todo con la limitación determinada 
por lo que sea absolutamente preciso, para que esas 
naves lleguen al puerto más próximo de su país. 

Lo mismo se entiende de las presas que un belige- 
rante puede conducir á un puerto neutral. La opi- 
nión común reconoce á éste entera libertad de acción 
para admitirlas ó nó; sobre todo, porque los usos de 
la guerra marítima permiten al captor destruir la pre- 
sa, en los casos en que sea imposible conservarla por 
su deterioro, ó por algún otro accidente ó necesidad 
de la guerra. 

Conviene advertir á este propósito, que, en el caso 
de existir tratado que conceda al beligerante el de- 
recho de entrar con sus presas en puertos del otro 
contratante, que se conserva neutral, no se concilia- 
ria ese privilegio con el deber'de imparcialidad si se 
rehusara igual concesión al otro beligerante; ya que 
los deberes absolutos de la neutralidad no se modifi- 
can en lo que tienen de esencial, por los pactos, an- 
tecedentes con uno de los beligerantes, (i) 

Un estado neutral puede rehusar el ingreso á sus 
puertos de los corsarios beligerantes con presas ó sin 
ellas. Así lo establecían las ordenanzas de Luis XIV 
(1681), las que promulgaron, con ocasión de la guerra 
de Crimea, Suecia, Inglaterra, España y Francia; du- 
rante la guerra separatista de los EE. Unidos, Ingla- 
terra, España y Francia; y durante la guerra franco- 
alemana, las naciones citadas, Holanda, Italia, el Pe- 
rú, Chile y otras. 

Sir Travers Twiss, expone la doctrina en los tér- 
minos siguientes: 

** Esas prohibiciones no son, sin embargo, inter- 
pretadas en la práctica en un sentido tan rigoroso, 
como para rehusar á los corsarios un refugio en aguas 



(1) Perels — Mannel de Droit, Mari time International, par. 
40.— Bonñls, ob. oit. N«. 1469 
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neutrales, ¿ causa de ataque del enemigfo 6 de los pe- 
lífifros del mar. Así, aún en los casos en que un esta- 
do ha contraído el compromiso de prohibir á los cor- 
sarios pertenecientes al enemigfode la otra parte con- 
tratante, todo comercio con sus subditos, se hace or- 
dinariamente excepción en obsequio á los deberes de 
humanidad, que se cumplen, respecto á los corsarios, 
si estos se encuentran en tribulación. Un estado neu- 
tral es libre para prohibir por proclamas <5 de otra 
manera, á los buques de guerra de las potencias beli- 
gerantes, así como á los corsarios, el que conduzcan 
presas á sus puertos. Sin embargo, cuando un esta- 
do neutral guarda silencio sobre ello, una potencia 
beligerante tiene el derecho de presumir que sus bu- 
ques armados pueden entrar libremente á los puertos 
del estado neutral con sus presas y sus prisioneros 
y que tendrán la libertad de salir con ellos sin ser 
inquietados." (i) 

Lo últimamente dicho suscita otra interesante 
cuestión, tratada por el mismo publicista, á saber: si 
admitido un buque beligerante con su presa y prisio- 
neros en puerto neutral, puede salir libremente con 
ellos, o si el neutral puede poner una y otros en li- 
bertad. 

En cuanto á lo primero, no hay ejemplo en el de- 
recho moderno de que un neutral haya tenido la pre- 
tensión de ejercer semejante intervención en el cur- 
so de las hostilidades, ni de que un beligerante la 
haya consentido. Lo contrario sólo se ha sostenido 
por algunos jurisconsultos que llevaban demasiado 
lejos los derechos de la territorialidad, perdiendo de 
vista la condición verdadera del neutral. 

Lo más que puede admitirse es, que existiendo 
prohibición antecedente para el ingreso de las presas 



(1) Ob. oit. N.o 921. Véase también Phillimore, Wheaton 
Hantefenille, Blnntsohli. 
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en puertos de un neutral, éste puede ordenar su sali- 
da inmediata, ó sea dentro de las 24 horas. 

Binkershoek resuelve acertadamente la cuestión 
estableciendo: '<que, en semejante caso, cuando la cap- 
tura está completamente realizada, se ha constituido 
un estado de posesión legítima, que una tercera po- 
tencia no podría turbar sin faltar á los deberes de 
imparcialidad." (i) 

La segunda cuestión, esto es, la relativa á los pri- 
sioneros, recibe una solución análoga, en razón de 
ese mismo estado de posesión; salvo que los prisione- 
ros hubierau logrado evadirse; porque, en tal rnso, es- 
to constituye á la vez para ellos la posesión de su li- 
bertad, de que no podrían ya ser privados por el mi- 
nisterio ó con el auxilio del neutral, sin que éste fal- 
tara á sus más claros y fundamentales deberes. 

En ese sentido se ha resuelto prácticamente la 
cuestión en el caso del Sitka, buque mercante ruso 
capturado por un crucero inglés, durante la guerra 
de Crimea y conducido como presa á San Francisco 
de California. 

Dos de los prisioneros rusos solicitaron ante la 
corte de ese estado un auto de habeas cotpus, que 
fué en seguida otorgado. Más, como el crucero inglés 
con su presa, hubiese partido del puerto, tan pronto 
como fué notificado, se sometió el asunto al gobier- 
no federal, que después de haber oído al attomey^ 
declaró que el proceder del capitán de la presa no 
constituía justa causa de queja para los EE. Unidos, 
según el derecho de gentes, ni conforme á ningún 
tratado existente entre ese país y una potencia ex- 
tranjera. 

Para terminar, sobre esta importante materia, son 
de recomendarse las reglas proclamadas en 1855 por 



(1) Onestiones de derecho públioo, lib. 1.® Oap. XY. 
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el gobierno de los EE. Unidos con ocasión de la gue- 
rra de Crinr^ea, ya mencionada. 

La venta de las presas en territorio neutral debe 
considerarse, en principio y como regla general, que 
no es compatible con la neutralidad, salvo que haya 
sido debidamente juzgada, condenada y adjudicada; 
porque, entonces, la venta resulta hecha por un parti- 
cular con título legítimo preexistente, cualquiera que 
haya sido el origen de éste. 

En los demás casos, el permitir la venta, es coad- 
yuvar á la consumación irregular de una hostilidad, 
porque es regla universal que la presa no pertenece 
al captor hasta que ha sido juzgada y condenada. 

La regla contraria, enseñada por Geífcken y Tra- 
yers Twiss, bajo el pretexto de que, la captura es 
completa y definitiva, supone la anticipación de un 
juicio ú opinión que sólo corresponde al tribunal que 
debe juzgar la presa. 

Es verdad que algunos tratadistas consienten en 
esa enagenación,pero también otros los censuran; y en 
esa divergencia de opiniones y pactos y teniendo en 
cuenta el carácter esencial de la neutralidad y la sin- 
ceridad con que debe observarse, la regla más justa y 
segura, es la prohibición de la venta, puesto que na- 
die pone en duda el derecho del neutral para adop- 
tarla respecto de todos los beligerantes. 

Exportación de armas y municiones de terri- 
torio neutral. — No es discutible la obligación del 
neutral de abstenerse de proveer, por acto propio, de 
dinero, armas ó municiones á uno de los beligerantes; 
esto constituye lo más esencial é imprescindible en 
la situación de la potencia que se acoge á las garan- 
tías de su imparcialidad. 

La cuestión cambia de aspecto cuando se trata de 
saber si alguna responsabilidad le apareja el hecho 
de que, en su territorio, se haga por particulares lo 
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que Ortolan llama conufcio pasivo de contrabando 
de guerra 

Para decidirlo, debe tenerse en cuenta, ante todo, 
que el contrabando de guerra no lo es, sola y exclu- 
sivamente, por la naturaleza de los artículos ó mer- 
caderías, materia del tráfico, sino por su destino cier- 
to á uno de los beligerantes. 

Antes de que los elementos de guerra, bayan sali- 
do de territorio neutral, no pueden ser propiamente 
calificados de contrabando, puesto que los neutrales 
pueden hacer entre sí ese comercio, sin ofensa de los 
beligerantes, y en uso de un derecho que la guerra 
no modifica ni suspende. 

Para que el gobierno neutral fuera responsable de 
una infracción, sería necesario que tuviera conoci- 
miento antecedente, de que esos artículos de guerra 
se destinaban á uno de los beligerantes; lo cual su- 
pondría en él la obligación y los medios de inquirir 
con certeza el destino verdadero |y final de esos obje- 
tos. — Pero, dadas las condiciones normales de las 
operaciones de comercio y de todo acto que está den- 
tro de la órbita de la acción privada, no hay gobierno 
alguno que, por sus recursos legales y ordinarios, 
pueda conocer semejante tráfico para impedirlo. 

Es al beligerante mismo á quien toca resguardarse 
de ese peligro; y por eso la ley internacional le reco- 
noce el derecho de detener é inspeccionar en el mar 
libre aún á los buques de comercio de los neutrales. 

Los publicistas, en su mayor parte, están de acuer- 
do sobre este punto. 

<* La simple venta de armas y de municiones á be- 
ligerantes por subditos neutrales, dice Bonfils, es lí- 
cita; porque el comercio entre estos últimos y los be- 
ligerantes permanece absolutamente libre, durante la 
guerra. -Del mismo modo la exportación de armas 
y municiones por subditos neutrales es libre. Los 
vendedores y exportadores se exponen á la confisca- 
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ci6n de ese contrabando por el otro beligerante; y el 
estado neutral no tiene el derecho de protegerlos; 
ellos se comprometen en esas especulaciones, por el 
incentivo del lucro y de su cuenta y riesgo." (i) 

Ciertamente que el estado neutral estaría obligado 
á dictar las prohibiciones del caso respecto á sus súb 
ditos y á su territorio, si lo hubiera prometido así por 
un tratado. — Pero, si éste no existe, la regla mejor 
apoyada, parece la que se ha expuesto ya; es decir, 
que no queda obligado á responder por las intraccio- 
nes cometidas por particulares, aunque ese comercio 
se haga en su territorio, burlando sus órdenes ó prohi- 
biciones. 

Vattel, Martens, Lampredi, Ortolan, Geffcken y 
aún Calvo y Bluntschli, sostienen esa opinión, que 
tiene también en su apoyo, la alta autoridad de Story. 
Justicia Mayor de los E£. Unidos al exponer la re- 
gla legal observada por su país. 

** No hay nada, dice, en nuestras leyes ó en la ley 
de las naciones, que impida á nuestros ciudadanos 
enviar municiones de guerra á puertos extranjeros 
para su venta. Ello importa una aventura comercial 
que ninguna nación tiene fundamento para prohibir; 
y que solamente expone á las personas comprometi- 
das en elJa á la pena de confiscación. '* (2) 

Aunque Phillimore hace una crítica severa de esa 
opinión, invocando solamente la autoridad de Valin, 
olvida que durante la guerra de Crimea, el gobierno 
de Prusia no admitió las reclamaciones de Inglaterra 
fundadas en el tránsito de armas por su territorio 
y la venta de ellas por subditos prusianos á Rusia. 
Los descargos de Prusia se fundaron entonces en 
principios que contradicen la doctrina de Phillimore, 
que son sustancialmente los que al principio de este 
párrafo sumariamente expusimos. 



(1) Ob. cit. N. 1472- 

(3) Wheatou'8 reportt, pag. 840. 
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Es más decisiva aún, contra la opinión indicada, la 
circunstancia de que los envíos y trasporte de armas 
por subditos ingleses á Francia, durante la guerra 
franco-alemana de 1870, no fueron considerados de 
cargo de Inglaterra como infracción de la neutralidad 
como lo pretendió el gobierno de Prnsia. Por el con- 
trario las Cámaras Legislativas de ese país, decidie- 
ron el asunto en opuesto sentido. Hé aquí como re- 
fiere Calvo el incidente: 

" Habiéndose presentado al parlamento una en- 
mienda de la legislación vigente sobre la materia, con 
el objeto de prohibir la exportación de armas y muni- 
ciones para los beligerantes, fué rechazada por la Cá- 
mara de los Comunes y la de los Pares; y cuando el 
gobierno alemán, por medio de su representante en 
Londres, dirigió al gabinete inglés reclamaciones 
acerca del envío de armas que se hacía de Inglaterra 
á Francia, lord Granville no negó el hecho de esos 
envíos. En su despacho de 21 de Octubre al conde 
de BernstorfF hizo constar que la Gran Bretaña, ha 
procedido invariablemente de la misma manera en 
circunstancias análogas. " (i) Recordaba además, 
que del mismo modo entendían y practicaban la neu- 
tralidad los EE. Unidos y el gobierno reclamante du- 
rante la guerra de Crimea. 

Otro publicista inglés, Sir Travers Twiss, profesor 
de la Universidad de Oxford, está en pugna también 
con la opinión de Phillimore. 

" Esta verdad, dice, conocida por todos los escri- 
tores y confirmada por la práctica de todas las nacio- 
nes, ha sido desarrollada por nosotros en nuestro 
Curso de derecho público, en el que hemos estableci- 
do en sustancia, que, en virtud del derecho conven- 
cio.ial de Europa, los neutrales no pueden impune- 
mente suministrar á las naciones beligerantes, artícu- 



(1) Oalvo— Derecho iaternaoioiml, Tomo 4.^ Núm. 9687. 
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los que sirven directamente para la guerra; haciendo 
notar, sin embargo, que, por )a palabra suminisírat 
entendemos conducir, y que la venta de las mismas 
mercaderías en el territorio del neutral, al comprador 
que allí se le presenta, es lícita para las naciones neu- 
trales, que, procediendo de ese modo, no hacen nada 
contrario al derecho natural ni que sea dañoso para 
nadie, mientras no muestren en sus operaciones co^ 
merciales, parcialidad ó favor para uno de los beli- 
gerantes." (I) 

Debe notarse, por último, que, aún cuando la dis- 
tinción hecha por Calvo y Bluntschli entre la venta 
por mayor y la venta menuda de armas y municio- 
nes en territorio neutral, fué presentada por los EE. 
Unidos ai Tribunal de Ginebra, como base de una de 
sus reclamaciones contra Inglaterra, ese punto no fué 
tomado en consideración. 

Como es imposible desconocer la capital diferencia 
que existe, según lo observa GefFcken, entre la venta 
pasiva de armas y municiones en territorio neutral y 
la construcción, armamento y equipo, que tienen lu- 
gar en el mismo, de buques de guerra ó destinados al 
corso, no es de sorprender que esto último se haya 
considerado, por precedente de tanta autoridad como 
el fallo del Tribunal de Ginebra, una violación de la 
neutralidad, por las razones que ya se han expues- 
to. (2) 

Casi e3 inútil agregar, que, no siendo los víveres 
por sí artículos de guerra, si no de un modo muy dis- 
cutible, aún bajo )a clasificación de los objetos deno- 
minados usus ancipitis, ó contrabando por accidente, 
menos puede aplicárseles la prohibición, no admitida 
ni aún respecto del comercio pasivo de artículos de 
guerra en territorio neutral. 



(1) Derecho de Gantes ó de las Naciones — Tomo 3.^ núme- 
ro 313. 
(3) Veanad lo dioho anteien esto oapítnlo. 
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SUMARIO.— Derechos de los neutrales.— Inviolabilidad del 
tenritorio neutral. — Libertad de comeroio de los neutrales 
en relación con la guerra. — Casos de colisión y manera de 
resolYf^rlos. — Limitación de la libertad de comercio de los 
neutrales. 

Derechos de los neutrales. — Aunque sea eviden- 
te que los derechos de las naciones neutrales, son los 
mismos que han recibido de la naturaleza, sin más 
restricciones que las que se derivan de la imparciali- 
dad que les impone su situación, no por eso es me- 
nos cierto lo que expresa* Fiore: que " el derecho se- 
cundario, si bien ha conservado algunos principios 
fundamentales conformes á la ley divina, ha cambia- 
do de tal modo su aplicación, que puede afirmarse 
con razón que el derecho de los neutrales se contro- 
vierte todavía sobre muchos puntos, y está sujeto al 
capricho de las grandes potencias. '' (i) 

Esos derechos se refieren principalmente a la im- 
munidad y respetos debidos á su territorio por los 
beligerantes y á la libertad de su comercio; objetos 
casi únicos sobre los cuales puede presentarse anta- 
gonismo entre las necesidades de la guerra y la so- 
beranía de las naciones extrañas á ella. 

Inviolabilidad del territorio neutral»— Se funda 
ésta, no solamente en el principio de soberanía que 
proteje el territorio contra toda acción exterior, que 



(1) Derecho Int. Público— Tomo 2.o Cap. IV 
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cho de ordenar su restitución al propietario, del mis- 
mo modo que si el acto de fuerza se hubiera ejecuta- 
do en sus aguas jurísdicionales. 

" No es permitido, dice el juez Story, á los ofen- 
sores hacer valer un tftuio que procede de una vio- 
lación de nuestra neutralidad. Los casos en que esta 
doctrina ha sido reconocida y aplicada; se han citado 
ante la corte; y son tan numerosos y uniformes, que 
sería perder tiempo el discutirlos, ó examinar los fun- 
damentos en que se apoyan. '* (i) 

Es igualmente admitido é incontestable que, as{ 
como el neutral tiene el derecho de oponerse, aún por 
a fuerza, & que se consume una hostilidad dentro del 
su territorio, así lo tiene también para ordenar y lle- 
var á cabo la soltura de una presa hecha en violación 
de su neutralidad, si esa presa es conducida á uno de 
sus puertos. Su derecho es el mismo, tratándose de 
la presa que hubiera hecho un corsario ilegalmente 
armado 6 equipado en alguno de sus puertos. " Esto 
es necesario, agrega el mismo Story, para la afirma- 
ción y para el respeto de la neutralidad. " (2) 

Si el neutral no es juez competente para juzgar 
sobre la legitimidad de una presa, si no el beligeran- 
te captor, tiene sin embargo el derecho de ocurrir á 
los tribunales de éste para exigir la restitución al 
propietario de ella, si es conducida á un puerto del 
beligerante, después de ejecutarse la captura en 
aguas territoriales del neutral reclamante. 

En este caso, como en el anterior, el neutral no 
procede como parte en la guerra, ni interesado en la 
propiedad de la presa, si no en vindicación de los fue- 
ros de la neutralidad; y por eso también, en el primer 
caso no impone, ni en el segundo reclama indemniza- 



(1) Travers Twiss. Tomo 2.<» Oap. XÍI N.<> 283. Sobre las 
reglas que limitan el asilo, véase lo dioho en el eapítalo an- 
teñor. 

(2) Wheaton'e Reparto— Oaao del fiantínma Trinidad. 
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ción de perjuicios por la ilegalidad de la captura, (i) 

Los demás casos y detalles, sobre la acción y po- 
der de los neutrales con relación á esta materia, que- 
dan para ser expuestos al tratar de las presas y de la 
jurisdicción competente respecto de ellas. 

Por idéntico fundamento la soberanía del estado 
neutral proteje los bienes muebles é inmuebles de 
sus subditos en territorio de los beligerantes, aún en 
T^ el teatro de las hostilidades. Esta es la consecuencia 

de la seguridad prometida por toda nación á los ex- 
tranjeros y de su situación de prescindencia en las 
causas y hechos de la guerra. 

No debe entenderse, sin embargo, esa inmunidad 
hasta el punto de sustraerlos en lo absoluto á las con- 
secuencias naturales é inevitables de las hostilid^idea 
que los beligerantes ejecuten, sujetándose á la$ re- 
glas admitidas entre las naciones civilizadas. 

La guerra dá á los beligerantes el derecho de pro- 
ceder contra su enemigo por todos los medios de 
fuerza, autorizados por la ley de las naciones; esto es. 
por todos los que conduzcan á inutilizar y destruir 
su acción 6 resistencia, siempre que no sean inútil^Q 
ó desleales. 

Como el beligerante ejerce un poder accidental 
sobre el territorio del enemigo que domina con sus. 
armas, es evidente que el neutral no puede exigir ra- 
. >i^ zonablemente una esención que no alcanza á loa de- 

más habitantes pacíficos de e^e territorio. 

El desenvolvimiento déla doctrina exijiría, en sm. 
aplicación á los casos diversos que pueden ocurrir, 
una detención que no es posible consagrarle en el 
breve tiempo de que disponemos y por el carácter de 
este resumen. Pero esto no será obstáculo para con- 
signar dos precedentes que conviene no olvidar pa- 



(1) Trav#rsTwia8-0b. cic. cap. XII Tomo 3.® Nqs. S93.Í 
287— Heffter Derecho Internacional, Lib. d.^cap. IlX núm^ 
178.— Phi}Umore--Toiiio 8.<^ Koi. 67» á 876- 
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ra formar su criterio sobre la extrafta solución que en 
uno de ellos recibió esa interesante cuestión. 

En la guerra franco-prusiana, por el mes de Di- 
ciembre de 1870, las tropas alemanas que ocupaban 
Rouen, se apoderaron por la fuerza de seis buques 
ingleses al ancla, en el Sena á la altura de Duclair, 
y los hundieron para cerrar el paso por ese río, no 
obstante que esas naves pacíficas habían ya obtenido 
permiso de las autoridades alemanas para salir en 
lastre de su fondeadero. 

Aunque el conde de Bismarck instruyó al ministro 
alemán en Londres, para sostener la legitimidad del 
acto, fundándose en las necesidades de la guerra y en 
el derecho de angarias, refiriéndose sobre esto á la 
autoridad de Phillimore, puede observarse fácilmente 
que el caso no era de angarias, que el publicista ci- 
tado ni otro alguno, le ha dado semejante y tan ex- 
tensiva significación y que, después de todo, aún los 
que admiten las angarias, están de acuerdo para re- 
conocer que el beligerante que lleva á cabo esa abu- 
siva pretensión, está obligado á indemnizar al arma- 
dor neutral, si éste pierde su buque por efecto de ese 
servicio forzado. 

Por esta razón sin duda, aunque fundándose osten- 
siblemente en el alto valor que la amistad de Ingla- 
térra tenía para Prusia, el gobierno de este país sa> 
tisfizo la reclamación inglesa, pagando á los propie- 
tarios de los buques el 12 de Mayo de 1871 la can- 
tidad de 176,883 francos en que había sido estimado 
el valor de los buques por el ministerio de comercio 
inglés. 

El segundo caso, el de la extrafla y contradictoria 
solución á que hemos aludido, es el que sigue: 

El 18 de Abril de 1879, durante la guerra del Pe- 
rú con Chile, los buques de la armada chilena Blan- 
<fú Encalada y Chacabtico, sin aviso ni intimación al- 
guna, bombardearon. Pisagua, ciudad comercial del 



> 
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Perú, sin fortificación ni defensa de ninguna clase. 

Sirvió de ocasión ó, mejor dicho, de pretesto para 
ello, el intento de los buques chilenos de destruir 
unas lanchas destinadas á usos mercantiles en el 
puerto, que encontró resistencia en unos pocos sol- 
dados que formaban la insignifícante guarnición po- 
licial déla ciudad. Vencida esa resistencia, los buques 
chilenos cambiaron de posición y situándose frente 
á la parte norte de la población, toda ella habitada y 
centro comercial, continuaron el bombardeo que dio 
por resultado la destrucción y el incendio de las dos 
terceras partes de una ciudad desarmada é inerme. 

Las enormes pérdidas que ocasionó ese acto de 
violencia sin precedente, al comercio neutral, origi- 
naron las numerosas reclamaciones que contra Chile 
presentaron los gobiernos respectivos. 

Entre las comisiones ó tribunales de arbitraje, que 
se constituyeron en Santiago, para resolver sobre esas 
reclamaciones y otras derivadas de los actos y ope- 
raciones de las fuerzas de Chile en esa guerra, sola- 
mente el tribunal italo-chileno llegó á ocuparse de 
los cargos formulados á causa del bombardeo de Pi- 
sagua. 

De las publicaciones oficiales en que se insertaron 
los fallos, aparece que la reclamación del subdito ita- 
liano Cuneo, por la pérdida de sus propiedades, en la 
ciudad y por la causa referidas, fué aceptada por el 
tribunal presidido por el tercer arbitro ó dirimente, 
consejero López Netto, representante para el caso 
del Emperador del Brasil en esa y en las demás co- 
misiones de arbitraje que se constituyeron en San- 
tiago. 

Pero las coléricas protestas que suscitó ese fallo 
en Chile, trajeron como consecuencia la sostitucion 
del consejero López Netto con el señor Lafayette Ro- 
dríguez Pereira, como arbitro dirimente, en razón sin 

28 
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duda del alto precio qoe para el Brasil tenía, particu- 
larmente entonces, la amistad de Chile; tan alto que 
el arbitro Rodríguez Pereira, dirimió pronto otro ca- 
so derivado del bombardeo de Pisagua, en sentido 
opuesto. Así resultó, que el Emperador del Brasil, 
moralmente responsable de ambos fallos, condenó 
como ilegal y aceptó como legítimo el mismo bom- 
bardeo en dos decisiones sucesivas. Resultó también 
que, en presencia de tan singular incidente, los arbi- 
tros de las naciones reclamantes, rehusaron seguir 
asistiendo á los tribunales respectivos y que la fun- 
ción de éstos terminó de hecho y de tan inesperada 
manera. 

No es muy sólida la enseñanza que, en orden á la 
doctrina, procuran los precedentes citados, á no ser 
la de demostrar una vez más que, generalmente, son 
contradictorios y que esa misma oposición se explica 
por lo que continúa siendo hasta hoy casi toda tran- 
sacción internacional; e&to es, el fruto de una nece- 
sidad política transitoria, con prescindencia de la ra- 
zón de justicia, invocada, eso sí, como elemento se- 
cundario, ó como simple eufemismo, en'la literatura 
diplomática. 

La libertad y franquicia de comunicación que con- 
servan los neutrales con los beligerantes y los agen- 
tes que tienen acreditados ante ellos, es otro de sus 
derechos. 

Puede suceder, sin embargo, que esa comunicación 
quede accidentalmente interrumpida por efecto de 
las operaciones de la guerra, como en el caso de ha- 
llarse sitiada la ciudad en que esos diplomáticos re- 
siden. 

El incidente se presentó en la guerra franco-pru- 
siana, con motivo del sitio de París por los ejércitos 
alemanes, al rehusarse por el gobierno de Prusia con- 
ceder el paso libre, á través de las líneas alemanas, á 
un correo que condujese la balija diplomática una vez 
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por semana, á no ser bajo la condición de que todas 
ias comunicaciones fueran abiertas y no se tratase en 
ellas de las operaciones de la guerra, (i) 

El cuerpo diplomático, residente en Paris, acordó 
no aceptar, en vista déla condición impuesta; porque, 
" nuestra posición diplomática y nuestras obligacio- 
nes para con nuestros gobiernos, decía Monseñor 
•^ Chigi, no nos permiten aceptar la otra condición y la 

de no dirijirle si no despachos abiertos. " (2) 

El incidente diplomático no tuvo solución ninguna 
y quedó relegado á una discusión ulterior con los go- 
biernos respectivos, por la respuesta del canciller 
ale-mán al Nuncio Pontificio de 10 de Octubre de 
1870. (3) 

No es dudoso que las condiciones impuestas, para 
la comunicación con sus gobiernos, á los diplomáti- 
cos residentes en Paris, era inadmisible; y las razones 
que determinaron la respuesta del Nuncio fueron sin 
duda análogas á las que el secretario de Estado, M. 
Hamilton Fish, consignaba en su despacho, de 1 1 de 
Noviembre de 1870, al ministro americano en Paris 
M. Bancroft. 

" La condición á que se ha subordinado el envío de 
los correos es humillante, y no podría aceptarse por 
ningún agente diplomático que se respete. La co- 
rrespondencia entre esos agentes y sus gobiernos es 
siempre más ó menos confidencial, y no sería razo- 
nable admitir que su inspección por el ejército blo- 
queador pudiera autorizarse. En efecto, la exigencia 
de semejante condición debe considerarse como el 
equivalente de una imputación contra la probidad del 
ministro y la honorabilidad de su gobierno. " (4) 



(1) Nota de M. Julio Favre al Nuncio Apostólico— Arohives 
Diplomátiques, 1871, 1873— Tom. 2 pag. 701. 

(2) Archives Diplomátiques. Tom. oit. pág. 720. 
(8) Véase el texto de ese despacho en el apéndice. 

(4) Archives Diplomátiques 1871 y 72— Tomo 8^ pág. 989. 
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La importancia de la cuestión, en lo que tiene de 
general, no estriba en la condición, ciertamente ina- 
ceptable, impuesta por el gobierno de Prusia, si no en 
decidir si es ó no exigible la comunicación con una 
plaza sitiada, ni aún para los diplomáticos residentes 
en ella. 

Es muy dudoso que pueda encontrarse una solu- 
ción que no sea la de la cortesía internacional, que 
está fuera de la órbita del derecho estricto. 

Como lo expresaba M. de Bismarck en el despa- 
cho aludido, si no es permitido poner en duda la ho- 
norabilidad de los agentes diplomáticos, ella no pue- 
de garantizar la de los agentes inferiores de que se 
sirven. 

Las necesidades extremas que las operaciones mi- 
litares impongan al ejército que sitia una plaza, es 
contingencia que deben tomar en guenta los diplomá- 
ticos que resuelven continuar residiendo en ella. 

LÁbertad de comercio de los neutrales en rela- 
ción con la guerra >-Nadie ha puesto en duda que 
los neutrales conservan su entera libertad de acción 
en el tráfico mercantil, no obstante la guerra á que 
permanecen estraños. 

Los subditos de los neutrales tienen el derecho de 
seguir comerciando entre sí y con los subditos de los 
beligerantes y de ingresar libremente á los puertos de 
éstos; ya consista ese tráfico en la compra y venta 
de mercaderías en su propio territorio y fuera de él, 
ó en el comercio de trasporte. Así mismo, la nave- 
gación en el océano continúa libre de todo obstáculo 
ó intervención de los beligerantes, ya que la guerra 
no dá á éstos dominio ó autoridad, que ninguna na- 
ción tiene sobre el mar. 

La restricción que. en ese orden, se impone á los 
neutrales, responde únicamente á la necesidad de no 
estorbar á los beligerantes en el ejercicio de las hos- 
tilidades y en que obtengan el fin que persiguen en 
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la «guerra, 6 sea el cumplimiento rigoroso del deber 
de no intervenir en la lucha. 

De manera que, en rigor, los neutrales sólo quedan 
sometidos á dos limitaciones, á saber: abstenerse de 
conducir efectos de contrabando de guerra á cual- 
quiera de los beligerantes; abstererse igualmente de 
penetrar en puerto bloqueado por uno de los belige- 
y- rantes, una vez instruidos de la existencia de ese 

bloqueo. 

El desarrollo y aplicación de estas dos reglas, tan 
sencillas al parecer, forma, sin embargo, la materia 
de las cuestiones más interesantes y debatidas del 
derecho marítimo y de múltiples y serios conflictos 
entre beligerantes y neutrales, que, sólo en parte, 
han sido eliminados por acuerdos internacionales de 
carácter general. 

Casos de colisión y manera de resolverlos.— 
Como los usos admitidos, hasta hoy permiten á los 
beligerantes apoderarse de la propiedad de sus ene^ 
migos en el mar, y los neutrales conservan el dere^ 
cho de comerciar libremente con aquellos y entre sí, 
salvo las restricciones ya indicadas, surgen numero- 
sas complicaciones, que entran todas en las siguien- 
tes hipótesis: 

^ Que los cruceros de los beligerantes encuentren 

en el mar naves neutrales, con cargamento también 
neutral, no prohibido; ó un buque neutral con carga- 
mentó de contrabando de guerra; un buque neutral 
cargado del todo en parte de mercaderías pertene- 
cientes al enemigo; un buque enemigo, cargado en su 
totalidad, ó en parte, de efectos de propiedad neutral. 
De estos diversos casos, vamos á ocuparnos, de- 
jando para capítulos separados las reglas relativas al 
bloqueo y sus incidentes; los que conciernen á la de- 
terminación del contrabando de guerra y su sanción; 
loa que norman el ejercicio del derecho de risita; y, 



por último, los principios y usos que conciernen á 
las presas. 

El primer caso propuesto no presenta dificultad 
alguna» desde que el comercio pacifico de los neutra- 
les no está sujeto á taxativa por la existencia de una 
guerra; esto es, el que se hace de mercaderías ino- 
centes entre puertos neutrales 6 de los beligerantes» 
que no estén bloqueados. 

En tal hipótesis, no hay rés hostium que dé al be- 
ligerante acción ó poder ninguno sobre ese comercio. 

Pero, no sucede lo mismo en los demás supuestos 
ya enunciados. Y annque las reglas sobre lo que es 
apresable y sobre la situación de la propiedad neu- 
tral en esos casos, hayan sido consignadas con ente- 
ra claridad en la declaración del Congreso de París 
de i6 de Abril de 1856, su inteligencia y aplicación, 
deja todavía ancho campo á la arbitrariedad y al 
error, sobre todo, en la calificación de lo que se puede 
llamar propiedad del enemigo. Importa además dar 
á conocer, aunque sea con brevedad, el camino reco- 
rrido para llegar á ese progreso. 

Diversos sistemas se adoptaron para resolver las 
cuestiones propuestas que, ya coexistieron en la mis- 
ma época, según los usos y reglas de naciones di- 
versas, ya dominaron con más ó menos extensión en 
las costumbres internacionales, ó bien constituyeron 
la mayor divergencia y anarquía por las leyes con- 
trapuestas de diversos estados y hasta por las prác- 
ticas del mismo país, según sus tratados con diver- 
sas naciones. 

a. El primero de ellos fué el que adoptó el Consu- 
lado de la mar, compilación privada de autor desco- 
nocido, hecha en época igualmente incierta, que se 
cree haber sido el siglo XIII ó el XIV, probablemen- 
te en Barcelona. Resta agregar que, aún cuando sin 
autoridad legal ninguna, el Consulado de la mar fué 
la regla universalmente observada entre los pueblos 
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maWtimos hasta el siglo XV en que principiaron á 
expedirse por los soberanos de las naciones de Euro- 
pa las primeras ordenanzas; y que igualmente sirvió 
de base á las leyes expedidas en ese orden por las 
repúblicas italianas de la edad media, particularmen- 
te Pisa, Venecia y Amalfi. 

£1 sistema del Consulado de la mar es el que 
trazan la equidad y el buen sentido: la propiedad neu 
tral era siempre libre; el procedimiento hostil del be- 
ligerante no podia recaer si no en la propiedad de su 
enemigo. 

Esas reglas son así concretadas por Bonfils y Or- 
tolan: 

Las mercaderías neutrales, abordo de un buque 
enemigo, no son confiscables como éste. — Los pro- 
pietarios de esas mercaderías pueden rescatar el bu- 
que por un precio razonable; y en caso de no po- 
der avenirse sobre el rescate, el crucero ^beligeran- 
te puede conducir la nave apresada con su carga 
al puerto de su armamento, y los comerciantes neu- 
trales están obligados á pagar el flete al captor, co- 
mo si el cargamento se hubiera conducido al lugar 
de su destino. 

En el otro caso, es decir, de un buque neutral que 
lleve mercaderías enemigas, la nave es restituida 
á su propietario, una vez entregado el cargamento al 
beligerante captor, debiendo éste pagar el flete total 
como si la carga hubiera llegado á su destino. El 
capitán neutral está obligado á seguir al captor al 
lugar á que éste quiera conducirlo para desembarcar 
las mercaderías; y si se niega, el apresador puede 
echar á pique el buque, salvando las personas; pero, 
si consiente, debe ser indemnizado de los gastos y el 
retardo causados por la captura. 

La legislación de Francia y la de Inglaterra adop- 
taron esas reglas, en lo general. La primera quedó 
modificada en las ordenanzas de Enrique III (l 584), 
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que . pronunciaba la conüscackSn de la mercaderías 
neutrales encontradas á bordo del buque enemigo. 
Fosteriornoente las que promulgó Lui& XIV en 1681, 
no solo conservaron la regla anterior, sino que agra- 
varon la condición de los neutrales de la manera más 
irritante y arbitraria, pronunciando la confiscación 
del buque neutral que tenia á su bordo mercaderías 
del enemigo. 

Esa injusta regla, tan arrogante y vejatoria, fué 
derogada por la ordenanza de 21 de Octubre de 1744 
expedida por Luis XV, en que se restablecía el princi- 
pio consignado en el Consulado de la mar, es degir: 
captura de la mercadería enemiga, franquicia del bu- 
que que la conduce. 

En Inglaterra sucedió algo análogo hasta 1689; y 
según lo añrma Wheaton, las mismas reglas del Con- 
sulado de la mar, fueron siempre y sm excepción 
aplicada por los tribunales de presas de los E£. 
Unidos, (i) 

Las ordenanzas españolas de 1702 y 1718 adop- 
taron las mismas é injustas reglas consignadas en 
las de Luis XIV, hasta ia publicación del reglamen- 
to francés de i yjS, que sirvió de modelo al decreto 
real de i.^ de Julio de 1779. 

£1 segundo sistema, llamado por los ingleses de 
infección hostil, fné adoptado, como se ha visto ya, 
por Francia, en parle por Ja ordenanza de Francisco 
I de 1543, y las 1584 y 1681; que pueden resumirse 
así: el pa bello.) enemigo acarrea la confi!>cación .de 
toda la mereadería que se encuentre abordo; el car- 
gamento enemigo hace conñscable aún la parte de 
él que pertenezca á neutrales y e! buque mismo, no 
obstante su neutralidad. 

Esas ordenanzas no impidieron, sin embargo, que 
la mayor parte de los tratados que Francia celebró 



U) Whoaton- mementos port. IV oap. III. 
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con diferentes estados, durante su vigencia, contu- 
vieran reglas diferentes, tales» por ejemplo, como la 
franquicia del pabellón neutral, consignada en los 
tratados que celebró con la Hansa teutónica, con los 
EE. Generales de Holanda y con Inglaterra desde 
1646 hasta el tratado de los Pirineos (1659). 

La misma regla se estipuló en los tratados de 
Utrccht de 171 3, en que fueron partes contratantes 
las únicas potencias marítimas de esa época, Ingla- 
terra, Francia, España y Holanda. 

Ese bárbaro principio de la infección hostil, que 
apareció por primer» vez en el siglo XIV, en una or- 
denanza de Pedro I de Aragón, fué siempre una ex> 
cepción al derecho común entie las naciones^ no so« 
lamente en las épocas citadas, sino {Xistertor mente» 
r(mio se hÍ20 notar en la liga de la neutralidad arma* 
da de 1780, renovada en 1800, y en casi todos los 
tratados que se celebraron con notable uniformidad 
entre las potencias de Europa y con los Estados Urvi- 
dos, hasta que, en 1S56, se adoptó la declaración de 
16 de Abril, regla común entre tas naciones civitisa- 
das, según la cual, el pabellón neutral proteie Ja mar* 
cadería enemiga; agregando qtie el pabellón enemigo 
no perjudica á la mercadería neutral, esto es, la abro^ 
gación absoluta de la infección hostil. 

Sólo hace exce|)ción á esa regla de libertad del co< 
niercio neutral, en el tiempo intermedio, la adopción 
del sistema que agregaba a la inmunidad del pabellón 
neutral, la infección del pabellón hostil, de que nos 
ocuparemos en el párrafo siguiente. 

Entretanto, debe hacerse notar, que la franquicia 
del comercio neutral inocente y de sus propiedades^ 
fué siempre, no sólo la regla de justicia natural» si no 
que se impuso en el hecho por los pactos interna- 
cionales más numerosos y célebres y por la protesta 
armada de las naciones. Las leyes particulares de ai- 

gunos estados, que pretendieron abrogarla ó suspen- 
dí 
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derla en su provechc, aparte de su insuficencia para 
el objeto, estuvieron casi siempre en contradicción 
con los pactos celebrados por esas mismas naciones. 

** La exactitud del principio que el pabellón neu- 
tral cubre el cargamento, dice Travers Twiss, se re- 
conoció así en lo general por las naciones de Europa, 
anteriormente á las guerras de la primera revolución 
francesa, (i) 

c. El tercer sistema, que ligaba el cargamento á 
la suerte de la bandera, no fué jamás de práctica 
l^eneral^ ni siquiera el que con más frecuencia apa- 
rezca en los tratados. En muchos de éstos fué adop- 
tare) como qna transacción entre la abusiva regla de 
la infección- hostil y la inmunidad del comercio neu- 
tral, que reclamaba la observancia de los preceptos 
de justicia' natural consignadas en el Consulado de 
la mar, como testimronio de los buenos usos y eos- 
tunnfbres^ repelados por las naciones marítimas^ aii- 
teB dé que la arrogancia de algunos soberanos pre^ 
tendiera, por sus ordenanza», imponer Ie3re8 al mundo 
y suprimir todo derecho en las naciones neutrales. 

La peg^a indicada, {buque libre mercaderías libres^ 
bugur enemigo mefcadefías enemigas ) presentaba, 
á lo metioa^, la relativa ventaja de simplifícar el pro- 
cedimiento, reducido ya, según ella, á investigar la 
nacionalidad de la nave para decidir sobre el destino 
de todo; evitando asi las vejaciones y perjuicio? de- 
rivados de un cambio de rumbo en el buque neutral 
y de las mortificantes y gravosas operaciones del re- 
gistro. Es verdad que, para cohonestar éste, queda- 
ba siempre el pretexto de la sospecha del contraban- 
do de guerra. 

Esa fórmula no fué adoptada por la neutralidad 
armada en ninguna de sus dos ligas; en las que se 
limitó á proclamar la inmunidad comunicada por el 



(I) Ob. cit.. Tmmio 3." N." SI. MAnníng\sGommQntarie8 0ii 
thtí law (»í Uiitioiis, p. 2á4-í¿8ü. Dumout— Tratados. 
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pabellón neutral, sin incluir la máxima reciproca; 
lo que supone conservar la regla del Consulado de la 
mar para el otro caso, es decir, que la mercadería 
neutral inocente es libre, aún bajo pabellón ene- 
migo. 

El juicio más concreto y pertinente sobre este sis- 
tema es el que formula Wheaton: ** Pero la máxima 
que los buques Itbfes hacen ¡ihes Uis mercaderías ^ nO 
implica neccsa I lamente la proposición recíproca, de 
que los buques enemigos hacen enemigas las meí cade- 
rías. La estipulación sobre que los buques neutrales 
harán neutrales los bienes, es una coi>cesión becba 
por el beligerante al neutral y dá al pabellón neutra) 
una capacidad que no tenía por el derecho de gentes 
primitivo. De otro lado, la estipulación que sujeta kt 
propiedad neutral que se encuentra en un buque 
enemigo á la confiscación, como presa de guerra^ es 
una concesión hecha por el neutral, al beligerante y 
quita al neutral un privilegio que poseía conforme al 
derecho de gentes existente; pero, ni la razón ni el 
uso hacen las dos concesiones de tal modo indisolu* 
bles, que no puedan existir la una sin la otra." (i) 

Sir Travers Twiss, adoptando en el fondo la mis- 
ma opinión, asigna á la doble regla enunciada el si- 
guiente origen: " La segunda derogación sistemática 
de la regla del Consulado de la mar^ se encuentra» 
por obra de los holandeses, operando en interés de 
los armadores de buques neutrales^ pero á expensas 
de los comerciantes neutrales, fundándose en el prin- 
cipio de que el buque y su cargamento no tienen in- 
tereses separados; y que, para resolver la cuestión de 
saber si el cargamento es ó no buena presa, no debe 
tomarse en consideración, sino el carácter hostil o 
neutral de la nave. " (i) 



(1) Elemeutos de Derecho Internacional. Tom. 2.** Gap. 
III parí. 22. 
{%) Derecho de gentes ó de las nacionea. Tom.. 2.^ pftrf. 84. 
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A«í ^ué como las Provincias Unidas oi)tuvteron la 
adopción de esa regla en los tratados celebrados con 
Espí^fla en 1650; con Francia en 1662, en los de No- 
''Mcga y Ryswick en 1678 y 1759, y ^^" Inglaterra 
en 1668 y 1674. 

La misma estipulación contenían algunos otros 
tratados, entre los cuales deben citarse p<H su impor- 
tancia histórica, los de Utrecht en 1 71 3 Aix-la-Cha- 
pelle.en 1748 y París 1763. 

La neutra liiad armada no confirmó el doble prin- 
cipio de que nos ocupamos; sino que, en vista de las 
declaraciones del gobierno ntglés, que tendían á se- 
pararse de su propio derecho convencional, en 
lo que concierne á la franquicia del comercio neutral, 
se propuso defender éste por la fuerza, adoptando la 
libertad del pabellón neutral, é implicttamente la in- 
muntdad de los bienes neutrales bajo pabellón ene- 
migo. 

Si esa doble regla, cuya inútil conexión hace no- 
tar Wbeaton, llevaba consigo la ventaja aparente de 
lá brevedad en la determinación de la fes hostium, no 
suprimía las sospechas y el abuso, sacrificándose con 
la aplicación de una de ellas la propiedad neutral. 

La liga de la neutralidad armada que, por iniciati- 
va de la emperatriz Catalina II, se formó en 1780 
entre las potencias del Báltico, Rusia, Suecia y Di- 
namarca, á la que se adhirieron sucesivamente Fran- 
cia, EE. Unidos, Austria, España, Prusia, Portugal y 
otros estados, proclamó como derechos de los neu- 
trales, que estaba resuelta á sostener, los siguientes: 

i.<» Los buques neutrales pueden traficar libre- 
mente en los puertos y litoral de los beligerantes; 2? 
las mercaderías pertenecientes á subditos de las po- 
tencias beligerantes serán libres bajo pabellón neu- 
tral, con excepción del contrabando de guerra. 

El vacío que se advierte en esa declaración, sobre 
la suerte de la propiedad neutral abordo de buque 
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enemigo, significaba, en concepto de la liga, la vigen 
cia de la regla primitiva del Consulado de la mar; es- 
to es, la de su inmunidad, en razón de que, según lo 
esplica Cauchy, ** por un largo uso, se había acos- 
tumbrado considerar la confiscación de la mercade- 
ría neutral, en buque enemigo, como una concesión 
hecha á los beligerantes, para obtener la inmunidad 
délas mercaderías enemigas en buque neutral. '* (i) 

Aunque el tratado de Versalles, de 1783, entre 
Francia y la Gran Bretaña, renovó bs estipulaciones 
relativas á la inmunidad del pabellón neutral, así Co- 
mo la segunda neutralidad armada, (1800), las gUe 
rras de la revolución y del imperio, dieron en tierr^^ 
con esa regla convencional y de uso común y con to 
das las que protejen el comercio marítimo inocente * 
aún solamente entre neutrales. 

Al principiar en 1854, la guerra llamada de Orien- 
te, entre Rusia, por una parte, Inglaterra, Francia, 
Cerdefla y Turquía, por la otra, el gobierno francés, 
por declaración de 19 de Marzo del año indicado, hi* 
zo saber su propósito de no confiscar las mercade- 
rías de subditos del enemigo bajo pabellón neutral. 
Esa declaración forzó la del gobierno inglés inician 
dose así la considerable evolución en los usos vle la 
guerra marítima, que quedó establecida, como regla 
del derecho positivo, por la declaración de 16 de Abri^ 
de 1856, anexa al tratado de paz, no solamente entre 
las potencias concurrentes al Congreso de París, del 
año indicado, sino para todas las demás del globo, que 
sucesivamente se adhirieron á ella por actos diplomá- 
ticos ó legislativos, con excepción de España, EE. 
Unidos y Méjico. 

La declaración contenía en lo pertinente lo que si- 
gue: 

Art. 2.° El pabellón neutral cubre la mercadería 
enemiga, con excepción de¡ contrabando de guerra. 

(1) Droit Maritíme. Tom. 2,^ pag. 263. 
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Art. 3.0 La mercadería neutral no es confiscable 
bajo pabellón enemigo, con excepción del contraban- 
do de guerra. 

Ese es hoy el derecho convencional, que puede lla- 
marse universal; y aunque su estabilidad descanse so- 
lamente sobre la duración de los pactos que lo han 
establecido, miKlable al azar de los intereses de po- 
tencias marítimas preponderantes, no debe temerse 
que se opere un cambio en ese orden, en daño de los 
intereses neutrales; ya porque la supremacía maríti- 
ma no está vinculada hoy, como antes, casi exclusi- 
vamente en una sola nación, ya porque el incremento, 
cada vez más poderoso, del comercio internacional, 
que se sobrepone á todos los demás intereses, es in- 
compatible con el régimen de desdén y de opresión a! 
tranco neutral, que dominaba antes en las guerras 
marítimas, á despecho de los tratados. 

Así io preveía el autor de esa declafación, M. 
Drouyn de Lhuys, como lo hace notar en un trabaja 
posterior. " Al comenzar la guerra, dice, en el cuiso 
de las negociaciones con el gabinete de Londres, in- 
sistíamos todos, á fin de desarmar su resistencia y 
desvanecer sus escrúpulos, con el carácter temporal 
de las concesiones que le pedíamos; pero, en nuestro 
pensamiento, ese régimen, en apariencia transitorio, 
estaba desti<>ado á perpetuarse por la fuerza misma 
de las cosas y por consentimiento unánime. 

En efecto, cuando intereses de consi<leración se 
han desarrollado durante cierto tiem|)0, al abrigo de 
un sistema más liberal, ellos se convierten en fir- 
mes bases é invencibles defensores del régimen que 
al principio los protejió. " (i) 

Limitación de la libertad de comercio de los 
neutrales* — En teoría nada más sencillo que el 
enunciar genéricamente y en una sola proposición 



(1) Memoria á la Academia de ciencias morales y políticas 
de 4 de Abril de 1868. 
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donde termina la libertad de comercio de los neu- 
trales, ó en otros términos, de qué tráfico deben abs- 
tenerse. El precepto puede formularse así: los neu- 
trales no pueden comprometerse en actos de comer- 
cio ó en tráfico que sean nocivos para los beligeran- 
tes, ó que estorben ó frustren sus operaciones de 
guerra. Esto importa decir, que es prohibido para los 
neutrales el comercio de contrabando de guerra y e 
acceso á los puertos bloqueados. 

La aplicacioii de esta sencilla regla origina, sin 
embargo, numerosas cuestiones, solucionadas de muy 
diversas maneras, así en la doctrina como en los usos 
internacionales, por la inevitable colisión de los inte- 
reses neuti^les con los de los beligerantes y la natural 
tendencia á defender, los unos, sus libertades y fran- 
qnicias y á extender, los oíros, los poderes excepcio- 
nales que les confiere la guerra. 

De estos puntos importantes de la guerra maríti- 
ma nos ocuparemos sepiradamente en los capítulos 
relativos al contrabando de guerra y al bloqueo. 

Pero, el choque violento de intereses opues- 
tos, no se limita á la inteligencia y efectos prácticos 
de esas dos restricciones, admitidas en principio por 
todas las opiniones y en todos los tiempos. 

La pretensión de algunas potencias marítimas ha 
ido más lejos; esto es, hasta impedir, considerándolos 
una violación de la neutralidad, actos en sí mismos 
pacíficos é inocentes y sin relación alguna directa con 
las operaciones de la guerra. Tales son: 

El comerr-io con las colonias del enemigo y tras- 
porte de los productos de estas; 

El tráfico de cabotaje; 

El llamado comercio nuevo. 

a. El primero de los casos enunciados carece de 
todo interés actual. Se presentó por primera vez en 
forma definida en 1775, durante la guerra de Francia 
con Inglaterra, en que esta última potencia hacía 
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capturar los buques neutrales, autorizados para tran- 
car con las colonias francesas, siendo invariablemen- 
te condenadas las presas por los tribunales ingleses. 

El principio de justicia natural y de respeto mu- 
tuo que domina este caso, lo mismo que los otros dos 
enunciados, es el que formula Bonñls refiriéndose á 
Hautefeuille: '* El sentido común responde, que si 
un estado tiene el derecho de prohibir un tráfico 
cualquiera en los límites de su jurisdicción, tiene 
igualmente el derecho correlativo de autorizarlo cuan- 
do lo juzgue conveniente. Si alguien practicara el 
cabotaje sin autorización, violaría una ley particular, 
pero no una ley internacional." (i) 

Como ya no existe el privilegio del comercio con 
las colonias, para los subditos de los países que las 
tienen, resulta sin interés actual la cuestión. Por 
otra parte, y aunque ese privilegio subsistiera, no se 
encontraría como conciliar fácilmente el pretendido 
derecho de captura con la segunda de las reglas 
adoptadas en el Congreso de París en 1856, que 
forma hoy parte del derecho positivo entre todas las 
naciones. 

b. ImplicitameiUe queda resuelto el segundo caso 
con lo que se acaba de exponer. 

El tráfico marítimo llamado de cabotaje, está, en 
lo general, reservado en cada país para los buques na- 
cionales; dependiendo exclusivamente la extensión y 
la subsistencia de ese privilegio de consideraciones 
de orden interno, que toman cuerpo en sus leyes par- 
ticulares, que,á su arbitrio, y según sus conveniencias, 
puede modificar ó derogar. 

Si ese favor á la marina nacional queda abolido ó 
en suspenso durante la guerra, los neutrales que se 
aprovechan de esa franquicia, no violan ninguna ley 
internacional, ni proceden en manera alguna contra 



(1) Manual— pag. 787 N.<> 1688. 
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el derecho del otro beligerante, que no puede es 
torbar ese comercio, sino por medio del bloqueo. 

Por claro que aparezca el pjincipio, la inveterada 
tendencia á extender los privilegios de los beligeran- 
tes, ha conducido á sostener como regla justa la cap- 
tura y condena de los buques neutrales comprometi- 
dos en el comercio de cabotaje en las costas de un 
beligerante. 

Aparte de que los tribunales británicos de presas 
lo han resuelto siempre asi, sus más notables publí- 
cistas lo han sostenido también; y entre ellos puede 
citarse á Phillimore, Kent, Robinson y Travers Twiss. 
Pero, esa doctrina de los jueces y publicistas ingleses 
es exclusivamente británica y ningún país la ha acepta- 
do, ni menos la ha hecho la base de sus estipulacio 
nes en ningún tratado moderno. Así está declarado 
sin excepción por todos los estadistas americanos. 

" Respecto al principio general, dice el Secretario 
de Estado Madison, que veda á las naciones neutra 
les en tiempo de guerra, un comercio que no les era 
permitido en tiempo de paz, debe observarse: 

" Que ese principio es de reciente fecha, sostenido 
al parecer solamente por la Gran Bretaña y que fué 
proclamado por ella bajo los auspicios de su ascen- 
diente marítimo, haciendo un principio de lo que ser- 
vía sus particulares intereses; que ese principio es 
manifiestamente contrario á los intereses comerciales 
de todas las naciones; que es no solamente coiUrario 
á los principios y práctica de todas las naciones sioo 
á la práctica de la Gran Bretaña misma. . . , (l) 

Esa es la doctrina siempre sostenida por losesta* 
distas americanos y de otras naciones, asi como por 
la casi unanimidad de los publicistas, partiendo de la 



(1) Wharton A. Digest oí the International Law Tom. 
8. ' núm. 388 paj?. 497—499. Lyman*s. Diplomaoy of the Uni- 
ted States cap. I. 
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natural aplicación de los principios que fijan los de^ 
rechos respectivos de beligerantes y neutrales. 

"Es particulat mente digno de atención, dice el 
mismo Madison, que la asamblea de los comisiona- 
dos, conjuntamente constituidos por los gobiernos 
Bi itánicc y Americano, en virtud de lo estipulado en 
el art. 7.° del tratado de 1794, para revisar las deci 
siones de las cortes británicas, fundadas en las ins- 
trucciones británicas de Noviembre de 1793, conde- 
naron el principio de que un comercio prohibido para 
los neutrales en tiempo de paz no se les pudiera abrir 
en tiempo de guerra, en cuyo principio se tundaban 

precisamente aquellas instrucciones. " (i) 
(1) Wharton— ob. y núm. cit. 

c. Lo anteriormente expuesto es también aplica- 
cable á la importación al territorio de uno de belige- 
rantes, de mercaderías ó productos industriales que 
antes de la guerra fuese prohibido introducir á ese 
territorio. Como comercio nuevo está en idéntica 
condición que el tráfico colonial ó de cabotaje; y la 
misma Inglaterra, después de la comisión anglo- 
americana, parece haberlo reconocido nuevamente en 
1801, cuando, por efecto de la guerra con Francia, 
autorizó la importación de harina á las Islas Británi- 
cas, que hasta entonces estaba prohibida, como pro- 
tección á la industria nacional. 

Si esa franquicia para un comercio nuevo no sig- 
nificaba la derogación de la célebre regla de 1756, no 
habría tenido otra explicación que el privilegio cpn- 
cedido á los neutrales de ser capturados por el ene- 
migo de Inglaterra, si trataban de aprovecharse de 
tal concesión. 
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LECCIÓN XXX 

SUMARIO.— Limitacióa del comercio de los neatrales por la 
naturaleza de ciertos artículos. — Noción del contraban- 
do. — Que clase de objetos deben ootistituirlo. — Doctrinas 
leyes y tratados sobre el ca8o.<-0omercio pasivo de con- 
trabando de guerra. — Sanción del coo tratando. —Tras- 
porte de despachos y de tropas de los beligerantes. — Djb 
artículos de guerra á flete directo del beligerante.— O nes- 
tión del Trent. 

Limiiación del comercio de los neutrales por 
la naturaleza de ciertos artículos.— Nada puede 
considerarse mejor establecido, por la doctrina y por 
los usos internacionales, que la obligación de los neu- 
trales de abstenerse de todo acto que importe agra- 
vio ó perjuicio á uno de los beligerantes, ya sea es- 
torbándole el ejercicio de una hostilidad, ya favore- 
ciendo las de su adversario. La libertad y franquicia 
de que disfrutan durante la guerra para comerciar en- 
tre sí y con ambos enemigos, tiene su natural com- 
pensación en la observancia más estricta de su deber 
de imparcialidad, carácter fundamental y condición 
única de los privilegios de la neutralidad. 

Entre esas restricciones es una de las principales 
la de no convertir la libertad comercial en el medio 
de allegar al beligerante los medios que directamen- 
te tienen por objeto hostilizar á su adversario. 

Así se ha reconocido en todo tiempo y por todas 
las naciones; y aludiendo sin duda á la general ob- 
servancia de esa regla, dice Phillimore: <' los más ar- 
dientes y parciales defensores de los derechos y pri- 
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vilegios de la neutralidad, han admitido que el neu- 
tral no puede comerciar en artículos de contrabando 
con un beligerante. " (i) 

Pero, si ta! es el principio, uniformemente admitido 
por todos en su enunciaciacion general, la controver- 
sia de doctrina y la diferencia de usos ó pretensiones 
aparece desde que se trata de fijar que es lo que de- 
be entenderse |)or contrabando de gw^xx2i^tricti juris\ 
cuales son los artículos cuyo comercio está vedado á 
los neutrales y por lo tanto puede ser perseguido y 
estorbado por los beligerantes. 

Noción del contrabando. — Se entiende por tal, 
en su acepción genérica, todo comercio prohibido y 
los objetos mismos de ese tráfico. No se trata aquí 
de lo que las leyes particulares de un estado y aten- 
diendo solamente á las conveniencias de éste, prohi 
ben en cuanto la importación ó exportación de cier- 
tos artículos, por nacionales ó extranjeros, sin consi- 
deración al estado de paz ó de guerra, sino de la 
prohibición que el derecho natural entre las naciones 
impone á los neutrales de no mezclarse en las hosti- 
lidades, suministrando á uno de los beligerantes los 
medios de dañar á su adversario. 

** La persona, cualquiera que ella sea, decía De- 
móstene?, que prepara y proporciona los medios de 
destruirme, me hace la guerra, aunque jamás haya 
lanzado un dardo ó templado un arco contra mí; *' y 
lord Grenville, haciendo quizá la paráfrasis de ese 
pasaje, decía igualmente: " Si yo he arrancado la es- 
pada de las manos de mi enemigo, el espectador que 
le proporciona una nueva arma no puede pretender 
que se le considere como neutral en la contienda. '* 

Sobre ese concepto general reposa lo que debe en- 
tenderse por contrabando de guerra. Resta única- 
mente precisar la idea en su aplicación especifica, 



(1) Oommentaríes apea international law. Tom. III pág 
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que es precisamente el motivo de la disidencia, que 
no ha desaparecido todavía. 

Que clase de objetos deben constituirlo. — Es- 
tando á la noción genuina de los deberes de los neu- 
trales, la abstención de éstos, en lo que se refiere á 
la naturaleza y destino de los artículos en que comer- 
cia, no debe recaer sino sobre los objetos que, por sí 
mismos, son instrumentos de guerra, ó de aplicación 
exclusiva á ella, si están destinados á un beligerante. 

Pero, en la enumeración de esos objetos, en su califi- 
cación absoluta v en las formas y accidentes del trá- 
fico de que pueden ser objeto, no se ha logrado ja 
más acuerdo general. La discusión subaisle hasta 
ahora mismo entre los publicistas; y la suerte del co 
mercio pacífico continúa librada á las necesidades 
eventuales de los beligerantes y á sus conveniencias, 
quizá sin otra limitación que su poder efectivo. 

Doctrina, leyes y tratados sobre el paso.— 
a La noción del contrabando es compleja; entran 
en ella como elementos, la naturaleza cierta, acciden 
tal ó presunta de los artículos calificados como tales 
y su destino. No es extraño por esto^ que, á pesar de 
las más prolijas disertaciones, la cuestión permanez 
ca sin resolverse, como lo está en la práctica ó uso 
de las naciones, en sus leyes y en las estipulaciones 
de los tratados. 

Grocio divide los artículos de comercio en tres 
clases: la primera que comprende los objetos que por 
sí son útiles para la guerra y no tienen otra aplica- 
ción; la segunda de las mercaderías que no son de 
ninguna utilidad para la guerra (objetos de arte, de 
lujo ó de comodidad); la tercera la de los cosas de 
uso dudoso, que así pueden servir para la guerra co- 
mo para las necesidades más comunes de la industria 
ó de la vida individual ó colectiva, {usus ancipitis). 

Descartando la segunda categoría de objetos, re- 
sulta, que ese ilustre y sabio publicista admite en de- 
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da por Inglaterra y los EE. Uoklos de Norte Amé- 
rica, no es injusta ni fuera de razón. '* (i) 

El primero de los dos publicistas citados no difie- 
re, sino en que llama condicional el contrabando que 
el otro designa /¿?r accidente. 

Sin embargo, otra ha sido la opinión de los juris- 
tas ingleses cuando se ha tratado de su propiedad co 
mo neutrales, puesto que Sir Leoline Jenkins, consul- 
tado sobre el particular por Carlos II, decía: " Nada 
debería reputarse contrabando de guerra, sino lo que 
sirve directa é inmediatamente para los usos de la 
guerra, si no es en el caso de las plazas sitiadas, ó de 
la existencia de una notificación general, como la di- 
rijida por España al mundo entero, para advertirle que 
ella confiscará todo el pez y el alquitrán que en- 
cuentre. ** 

La controversia es inagotable, sobre todo si se tiene 
en cuenta que los publicistas más eruditos y sabios 
sostienen sus respectivas tesis entrando en el examen 
de leyes, usos, ordenanzas y tratados de tan diver- 
gente sentido que, en definitiva, no se llega á otra re- 
gla cierta y segura que la arbitrariedad y desenfado 
con que cada nación, llegado para ella el caso de una 
guerra, confisca lo que quiere ó le es útil considerar 
como contrabando. 

La critica de la doctrina del contrabando relativo 
de Grocio, ó condicional, según Travers Twiss, se 
encuentra en dos consideraciones tan elementales 
como concluyentes 

i.^ La restricción en el comercio de los neutrales 
por causa de la guerra, es una excepción á la liber- 
tad é independencia de que deben disfrutar; y, como 
tal excepción, solo puede aplicarse restrictivamente, ó 
sea al caso que la ha determinado. La limitación que 
sufre el neutral en su libertad de acción es, la de no 



(1) PhilUmore, Ootnmentaries apon intemational law, 
Tom. III núm. 348. 
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dar á ninguno de los que combaten las armas con 
que debe destruir á su adversario; y nadie podrá, 
sin abuso del lenguaje, llamar armas á los objetos que 
remotamente pueden llegar á serlo, pero que se desti- 
nan siempre á objetos pacíficos. 

2.® Como la apreciación de las circunstancias, que 
convierten en contrabando los objeto? usus aficipiiis, 
no tiene otro juez que el beligerante, ni este etro 
criterio que su conveniencia y las estrechas necesi- 
dades de la guerra, queda, en último resultado, entre- 
gada á él la suerte de todo el comercio neutral, que 
no salvará do los rigores de los combatientes por ino- 
cente y pacífico que sea. 

En éste, como en otros muchos casos, en cuanto á 
las desmedidas facultades de que se creen investidos 
los beligerantes, parece que se diera por demostrado 
que, ante la querella particular entre dos estados, y 
la necesidad de destruir cada uno de ellos á su ad- 
versario, se reducen, hasta desaparecer, los derechos 
de los neutrales; y que tos actos de éstos no tienen 
en sí mismos el carácter de inocentes é ilícitos, si no 
según el juicio de los beligerantes, determinado na- 
turalmente por sus conveniencias. 

Aún en los casos de tratarse de objetos, que even- 
tualmente pudieran destinarse á preparar ó auxiliar 
operaciones bélicas, com ) víveres pira lu^^ares de 
concentración de ejércitos, ó de equipo de escuadras, 
y otros seraejaiites, puesto que esos artículos no son,: 
en sí mismos, mJteri.^l de guerra, el beligerante sólo 
puede estorbar que lleguen á su enemigo, bloquean- 
do los lugares de acceso ó destino de esos cargamen* 
tos. No hay otro medio legítimo de resguardarse de 
ese daño, ya que los derechos de las naciones neutra 
les no pueden depender de la insuficiencia de los re- 
cursos marítimos de los que combaten, ni de la ma* 
ñera como creen más útil ó cómodo aplicarlos. 

Obedeciendo, sin duda, á tan patentes consideracio- 

96 
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lies de justicia» la ensefíansa juririica doctrinaria, re- 
presentada por el Instituto de Derecho Internacional, 
ha adoptado los siguientes principios en la sesión de 
Venecia en 1896: 

Art. i.^ Son contrabando de guerra: las armas de 
toda clase --las municiones de guerra y los explosi- 
vos — el material militar (objetos de equipo, montaje, 
uniformes, etc., — los buques equipados para la gue- 
rra; — los instrumentos especialmente destinados á la 
fabricación inmediata de municiones de guerra. — 
Art. 2? Bajo la rienominación de municionas de gue- 
rra deben comprenderse los objetos que, para servir 
inmediatamente para la guerra no exijen sino una 
simple reunión ó juxta posición. 

Los artículos 4.** y 5.° declaran abolidos el con- 
trabando relativo {usus ancipitis) y el accidental; aun- 
que permite al beligerante á su arbitrio, pero á cargo 
de una indemnización equitativa, el secuestro 6 pre- 
ttnsión de los objetos que, destinados á un puerto de 
su adversario, pueden servir igualmente para la gue- 
rra ó para usos pacíficos. 

Tal es el estado actual de la cuestión en el terre- 
no teórico ó doctrinario; y aunque sea brevemente 
debe examinársela ahora en los pactos, usos é insti- 
tuciones particulares. ] 

b. No siendo posible, ni útil, la mención de todos 
los tratados que contienen estipulaciones respecto 
del contrabando, parece pertinente referirse á los que 
han marcado época, por la importancia de sus acuer- 
dos y de las naciones que en ellos han intervenido. 

El tratado de 7 de Noviembre de 1659 entre Fran- 
cia y España, llamado de los Pirineos, sólo califica de 
contrabando las armas y municiones de guerra, agre- 
gando como artículos complementarios el salitre, los 
caballos y las sillas; declara todas las demás merca- 
derías libres, comprendidos los víveres y todo lo qu$ 
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gMmralmente perteneci a ¡a alimentación y susUHt4 
de la vida. 

Los tratados de Utrecht (ir de Abril de 1 71 3) re- 
producen, casi totalmente, las estipulaciones del tra- 
tado de los Pirineos, en cuanto á la designación de 
los artículos de contrabando. 

Asi también quedó establecido en los tratados de 
1 716 y 1 7 19» entre Francia y las ciudades de la Han- 
saTeutónica; en el tratado de Aix-la-Chapcllc de 
1748, de París de 1763 y de Versalles de 1783. 

En 1766 se ajustó un tratado entre Rusia é Ingla- 
terra en el que se hacía la misma definición de con- 
trabando que en los pnctos ya mencionados; y, á se- 
mejanza de él, se celebró el 26 de Febrero de 1778 
entre Francia y los EE. Unidos de América del Nor- 
te, declarándose libres todas las meicaderías 6 cosas 
cualesquiera que no tengan la forma de un instrumento 
^reparado pat a la guet ra de mar ó de tierra. 

Por último, las dos ligas de la neutralidad armada, 
en 1780 y 1800, se sujetaron en la designación del 
contrabando á lo establecido por el tratado de 1766; 
y en igual sentido se han pronunciado gran número 
de tratados internacionales entre la última de las fe- 
chas citadas y 1856. 

En la expresada época no se pudo lograr, respecto 
al conttabando de guerra, el que fuese comprendido 
en la declaración de 16 de Abril, restringirndo la va- 
ga é incierta extensión que tiene hasta hoy; y han 
quedado en pié todas las cuestiones que tanto inte- 
resan al comfrcio neutral y que resuelven los tribu- 
nales de los beligerantes, según las conveniencias, las 
leyes ó las tradiciones de éstos. 

Viniendo á los tratados en que el Perú es parte, 
encuéntranse en ellos generalmente omitida la de- 
signación de los artículos de contrabando de guerra, 
coD excepción de los siguientes: 

El que celebró con la República Argentina en 9 



— 212 — 

de Marzo de 1874, ratificado en Lima en Octubre de 
1875, comprende, (art. XXI) además de las armas y 
municiones, las máquinas de vapor j el combustible y 
los víveres que se destinen á las tropr«s ó escuadras 
enemigas. 

Esa extraña estipulación, relativa á los víveres, 
combustibles y máquinas de vapor, se vé únicamente 
en el art. XIX del tratado con Colombia de 10 de 
Febrero de 1870; pues en los demás que ha celebra- 
do la república, ó bien se omite tuda estipulación re- 
lativa al contrabando, ó al hacerse la enumeración de 
los artículos que lo constituyen, sólo se comprende 
en ella las armas, y municiones. Tal sucede, entre 
otros, en los tratados Je amistad y comercio, con EE. 
Unidos, Francia, Chile y Costa Rica (1887— 1863 — 
1876—1857.) 

c. La legislación particular de cada país ha preten- 
dido suplir por estatutos propios la falta de estipula- 
ciones con las demás, naciones. Buscamos, natu- 
ralmente, en la rápida mención de esas leyes, un 
criterio ó fuente de información, ya que nadie podrá 
admitir que una nación tenga el derecho de imponer 
sus conveniencias como reglas universales, ni su ma- 
nera de entender y aplicar una noción jurídica cotno 
la solución verdadera y obligatoria para todas las 
demás. 

En Alemania continúa en vigrencia el reglamento 
de presas prusiano, de 20 de Junio de 1864, en el 
cual sólo se agrega á la clase de mercaderías de con- 
trabando de guerra el azufre y el salitre. Debe no- 
tarse, sin embargo, que el conde de Bismarck insi- 
nuó, durante la guerra franco-prusiana, que el carbón 
fuese considerado como contrabando de gueira, insi- 
sinuación que no obtuvo ningún asentimiento. 

Inglaterra no posee ningún reglamento estable y 
bien dtfinido que determine cuales son los artículos 
que ella considera como contrabando; limitándose, 
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cuando es beligerante, á señalarlos merliante una or- 
den en consejo. De aquí la indeterminada amplitud 
con que procede en ese orden, en daño del comercio 
neutral; y por eso también en 1856, cuando, por ini- 
ciativa de Francia, se trató de hacer sobre ello una 
determinación precisa, el gobierno inglés se opuso, 
declarando en el Parlamento que quería reservarse, 
como hasta entonces, el derecho de decidir sólo en 
materia de contrabando, sin acuerdo con las otras po 
tencias, según las circunstancias y los casos que se 
presentaran. 

Para concretar la regla inglesa, bnsta trascribir, 
acerca de la extensión de los objetos usus ancipi- 
tisy lo que dice Sir Trnvers Twiss: " Los artículos 
alimenticios para la subsistencia del hombre, trigo, 
harina, arroz, sal, pescado salado, queso, vino, cerve- 
za, aguardiente, etc., han sido considerados como con- 
trabando, cuando ^m probable que fuesen destinados 
al uso de las tropas ó de la marina, (i) 

Esa regla británica no sirvió de obstáculo para que 
su gobierno protestara, durante el conflicto de Fran- 
cia con la China en 1885, déla declaración de la can- 
cillería francesa, en que se anunció á los neutrales 
que el arroz sería considerado como contrabando de 
guerra. (2) 

En Holanda y Suecia se observa la regla de la 
neutralidad armada, lo mismo que en Rusia. Como 
precepto legal rige en Suecia el decreto de 8 de 
Abril de 1854 y en Rusia el reglamento de presas de 
27 de Marzo de 1895. Idéntica es la actitud de Di- 
namarca. 

A ninguna nación se deben más generosas y libe- 
rales ÍMÍci.«tivas que á la Francia. ** Las leyes fran- 
cesas, dice Kleen, se distinguen por su objetividad, 
su claridad y su precisión y nunca ha rehusado Fran- 



(1) Derecho de gentes 6 de las naciones Tom. 2.® N.° 144. 

(2) Odlvo — ob. cit., tom. 5.** uúm. 2724 y sig. 
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cía, tratar con las otras naciones para arribar á un 
acuerdo común. Las listas de artículos prohibidos 
por el gobierno francés son, en su mayor parte, for- 
madas de manera tal, que excluyen los equívocos y 
los resoluciones accidentales. En suma, la Francia 
ha procurado ordinariamente limitar la prohibición 
á las especialidades de la guerra, sustentando el prin- 
cipio de que la noción misma del contrabando res- ^ 
trinje su aplicación á las cosas particularmente he- ^ 
chas para el uso militar. " 

Bonfíls de quien se ha tomado la cita que precede, 
agrega: que tal ha sido el principio que inspiró las 
disposiciones insertas en la famosa Ordenanza de la 
marina de 1681; que las instrucciones para la marina 
francesa promulgadas en Marzo de 1854 han añadi- 
do el azufre y el salitre á los objetos prohibidos, así 
como las cosas fabricadas para la guerra y destina- 
dos á los enemigos; y per último, que esa misma re- 
glamentación liberal en favor de los neutrales se con- 
servó vigente en las guerras de 1859 y 1870. (i) 

Durante su prolongada guerra con Holanda en el si- 
glo XVII, España consideró como objetos de comer- 
cio prohibido, las provisiones navales y los víveres; 
pero, en lo posterior, su regla cambió y es h(»y la que 
contiene su reglamento sobre el corso, según el cual 
sólo se califican de contrabando, las armas, las mu- j 

niciones, el salitre y todos los utensilios preparados n 

para la guerra. 

El principio adoptado por los EE. Unidos es se- ! 

mejante al de la Gran Bietaña, aunque con menos 1 

amplitud. Se refiere esto, principalmente, al caso de 
las provisiones, que " pueden convertirse en contra- 
bando de guerra, cuando están destinados á un puer- 
to de equipo naval del enemigo y á fortiori cuando 
tienen por objeto el proveer á un ejército. *' (2) 



(1) Ob. dt. núm. 1552. 

(2) Wharton ob. cit. núm. a70 pftg. 484. 
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Para dar firmeza a) juicio que f>recede, basta refe- 
rirse á las protestas americanas contra Inglaterra en 
1794 y 1806 y, la jurisprudencia casi uniforme de 
sus tribunales. Así quedó también corroborado por 
las instrucciones a los cruceros americanos durante 
la última guerra con España, como puede verse en 
el art. 19 de las Instrucciones para los buques bloquea- 
dores y cruceros^ expedidas por el Departamento de 
Marina, que en su parte final dice así: 

** Objetos de contfabando condicional. — El carbón, 
cuando está destinado á una estación naval, á un 
puerto de provisión, 6 á uno 6 más buques enemigos; 
materiales para la con-strucción de ferrocarriles y mo- 
neda, cuando esos materiales y moneda se destinan á 
las fuerzas del enemigo; provisiones, cuando se desti- 
nan á uno ó más buques del enemigo ó á una plaza 
sitiada. " (i) 

Espaft^, por su parte, se limitó a designar como 
contrabando sólo el que puede llamarse absoluto, se- 
gún se vé en la declaración oficial de su gobierno, pu- 
blicada en la «* Gaceta de Madrid " de 24 de Abril de 
1898, cuy parte pertinente es como sigue: 

"Art. 6.° Se comprende bajo la denominación de 
contrabando de guerra: los cafiones, ametralladoras, 
obuses, fusiles de todas clases, armas blancas y de 
fuego, balas, bombas, granadas, fulminantes, cápsu- 
las, mechas, dinamita, los explosivos de toda especie, 
así como los uniformes, correas, bastos, equipos de 
artillería y caballería, máquinas para bivques y en ge- 
neral todos los objetos aplicables á lo guerra. " 

Sin poderse establecer de un modo concluyente 
que la libertad de comercio de los neutrales ha pre- 
valecido contra las pretensiones, casi siempre desme- 
didas de los beligerantes, parece cierto que el prin- 
cipio que tiende á dominar como regla práctica^ es 



(1) Kavy Deparfctueut. General Order: 20 de Junio de 1898, 
aúm. 499. 
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el de no considerar contrabando de guerra, sino las 
armas, municiones y equipo militar; en sum i, todo lo 
que es por sí, y sin necesidad de otra preparación, de 
servicio inmediato para usos militares; y en cuanto al 
contrabando relativo ó por accidente, que esta deno 
minación sólo puede recaer sobre muy limitado nu 
mero de objetos; y aún esto con especificación de 
esos objetos y las circunstancias en que pueden con- 
siderarse de tráfico prohibido, determinados con an- 
terioridad á la captura. 

Esta es la regla admitida de un modo que puede 
llamarse universal, y la que observa la marina de los 
EE. Unidos, según se ha visto en las instrucciones 
citadas, en oposición ala que sigue Inglaterra, que se 
reserva calificar la condición de los objetos y las cir- 
cunstancias en cada caso de captura. 

A esta larga enumeración es útil agregar la regla 
seguida por el Japón, constituido á la hora presente 
como potencia marítima de importancia y cuya cul- 
tura y corrección durante la guerra que sostiene con 
Rusia, la llaman á figurar entre las que establecen 
fuente de información en sus usos y estatutos. 

El Japón, admitido hace tiempo en el rango de las 
naciones que viven bajo la éjida del derecho de gen- 
tes, principió por adherirse á la declaración de París 
de 1856, en virtud de la notificación que hizo su go- J 

bierno al de Francia, con ese objeto, el 30 de Octu- ^ 

bre de 1886, como antes, en 5 de Junio del mismo 
año, se había adherido á la convención de Ginebra de 

1864. (i) 

Durante su guerra con la China publicó, con el tí- 
tulo de instrucciones, una verdadera ordenanza sobre 
la guerra marítima y las presas (7 de Setiembre de 
1 894.) 



(1) Olatiet— Joarual de Droit lateruational, Privé etc., 
1887, pág. 3S3. 
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En su parte pertinente esas instrucciones contie- 
nen lo que sigue, en orden al contrabando. 

Art. ro. Las armas de todas clases, mutiiciones, 
sustancias explosivas, salitre, azufre y todos los ob- 
jetos exclusivamente reservados á los usos de la gue- 
rra; los objetos supradichos son considerados como 
contrabando, cuando se encuentran abordo de un bu- 
que destinado á un puerto enemigo ó al ejército ene- 
migo. 

Las provisiones, los licores, la moneda, el material 
telegráfico, como alambre, platino, ácido sulfúrico, 
zinc y vasos porosos; el material de construcción de 
ferrocarriles, como rieles, durmientes, etc., el carbón, 
las maderas de construcción, etc. 

Estos objetos constituyen contrabando de guerra 
solamente en el caso en que estén destinados al ejér- 
cito enemigo, ó cuando el buque que los conduce se 
dirige á un'^' puerto enemigo y se puede presumir que 
se destinan á ser empleados en la guerra por el 
ejército enemigo, (i) 

Esta ordenanza, vigente en el Japón, es aplicada en 
la guerra actual. 

Reglas semejantes son las observadas por Rusia, 
según la proclama imperial de 14 (27) de Febrero 
de 1904. 

Comercio pasivo de contrabando de guerra. — 
Aunque los anales diplomáticos presentan frecuen- 
tes casos de reclamaciones 6 quejas, á causa de la 
tolerancia de los gobiernos neutrales, en cuanto per- 
miten la venta de contrabando de guerra en su te- 
rritorio, ó que se exporte de éste por sus subditos, ó 
por extranjeros, nada hay, sin embargo, que demues- 
tre su responsabilidad en tales casos, ni existe prece- 
dente internacional que la haya reconocido ó decla- 
rado. 



(1) Olnnet— 1904, pág. 289. 
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Ese comercio, que el gobierno neutral no autoriza 
ni prohibe, es el que llama Ortolan comercio pasivo de 
Contrabando de guerra, (i) 

Los deberes de imparcialidad y de absoluta abs- 
tención, que constituyen la esencia de la neutralidad, 
no permiten que un estado extraño á la lucha auxilie 
á ninguno de los beligerantes con elementos de guerra; 
de manera que, si el estado neutral hace ese suminis- 
tro de armas ó municiones por su propia cuenta, sa- 
cándolo de sus arsenales ó almacenes, gratuitamente 
ó mediante precio, rompe su neutralidad y el otro be- 
ligerante tiene el derecho de considerarlo y tratarlo 
como enemigo. 

Pero e) caso e« diferente cuando son los particula- 
res los que hacen ese tráfico. — "Un estado neutral 
que deja á sus subditos entregarse á nn comercio pa- 
sivo de esos mismos objetos, es decir, que permita á 
todos los beligerantes indistintamente que vengan á 
comprarlos en su territorio, para trasportarlos en se 
guida de su cuenta y riesgo, á su costa y en sus pro- 
pios barcos, no infrinje la neutralidad; entonces no 
obra por sí mismo, permanece pasivo, y no se puede 
decir que toma parte en la guerra porque deja libre 
la entrada á sus puertos y porque conserva á todas 
las naciones el derecho que tenían antes de la guerra 
de venir á proveerse en ellos, por la vía del comercio 
de las mercaderías que necesitan. ... (i) 

(1) Ortolan— ob. y pag.cit. 

Gran número de publicistas sostienen la misma 

doctrina; pudiendo citarse entre ellos á Vattel Bin- 
kershoek Azuni, Kluber, Calvo y Travers Twiss, 
que la expone en estos términos: 

*' Como el ejercicio del derecho del beligerante no 
puede tener lugar en el territorio de un estado neu- 
tral, un beligerante no puede,y«r^ bellit entrabar nin- 

(1) Regles luteruationales et Diplomatie de la Mer. Tom. 
2.»pag. 168. 
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giina rama del comercio que se ejerce en los límites 
<le la jurisdicción de un estado neutral. El comercio 
no se convierte en contrabando de guerra, sino cuan- 
do las mercaderías son trasportadas fuera de la juris- 
dicción del estado neutral y están en camino para en- 
trar en puertos enemigas ó para abordar buques ene- 
migos en alta mar. " (i) 

En cambio, otro sabk) publicista inglés, Sir R. Phi- 
ilimore sostiene la tesis diametralmente opuesta. — 
**Si las fuentes de la justicia internacional, dice, han 
sido correctamente señaladas, en el primer volumen 
de esta obra, y es el verdadero carácter de la neutra- 
lidad abstenerse de todo acto que pueda mejorar ó 
empeorar la condición de un beligerante, la ilegalidad 
de semejante venta, es la necesaria conclusión de 
aquellas premisas. " (2) 

Asi tíimbién discurre Hautefeuille cuando dice: — 
** El deber impuesto á las naciones que desean no to- 
mar parte en las hostilidades y disfrutar de la paz en 
medio de los horrores de la guerra, es el no poner ar- 
mas en las manos de los que deben servirse de ellas 
para ofenderse. La ley natural que impone ese deber 
no ha hecho distinción entre el comercio activo y el 
comercio pasivo. Ella no podía hacerla, porque uno y 
otro tienen el mismo resultado, dar á uno de los be- 
ligerantes el medio de dañar al otro." (3) 

Esta espinosa cuestión es tanto más difícil de re- 
solver cuanto que los precedentes mismos no abun- 
dan para dar razón á una de esas encontradas opinio- 
nes. 

Durante la guerra de Oriente (1854-55) el gobier- 
no inglés hizo cargo al de Prusia, porque consentía 



(1) Derecho de gentes ó de las naciones — Tom. 2** pag. 292, 
núm. 151. 

(2) Oommentaries upon international law. Tom. III núm. 
230 pag. 321. 

(3) Droits et devoirs des nations neutres. Tom. II tí t. 8. ^ 
sec. 3.^ pág. 425. 
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el tráfico de armas y municiones por su territorio, 
destinadas á Rusia. El gobierno prusiano se escuda- 
ba en ^a tlificultad de calificar el cantrabawdo^ ciwn- 
do es ignorado su destino, y la imposibilidad de con- 
trolar actos de comercio sobre los cuales no tiene e) 
gobierno acción ninguna sin atropellar las leyes. 

Igual incidente ocurrió en la guerra franco-pru- 
siana, en que era ya el gobierno de Prusia el que re- -^ 
clamaba por idéntico motivo, este es, por la gran expor- ^ 
tación de armas que se hacía para Francil de los 
puertos británicos; obteniendo como respuesta la que 
en su tiempo había dado el gobierno de Prusia, 
agregando que esa era también la práctica en los EE. 
Unidos, contra cuyo gobierno no se había presentado, 
sin embargo, cargo ninguno. 

En efecto, esa es la regla observada en la Unión 
Americana. 

** La venta y exportación de los Estados Unidos, 
en calidad de mercaderías, de los artículos comun- 
mente llamados de contrabando, como son instru- 
mentos de guerra y fornituras militares, es libre para 
las partes en guerra y no hay para qué mtervenir en 
ella. '' 

"Siguiendo esta política, las leyes de los EE. Uni- 
dos no prohiben á sus ciudadanos .vender á las po- , 
tencias beligerantes artículos de contrabando de gue- 1 
rra, ó tomar municiones de guerra o soldados á bor- "* 
do de sus propios buques para trasportarlos; y aun- 
que, al proceder asi, los ciudadanos exponen su pro- 
piedad y su persona á los azares de la guerra, sus 
actos no envuelven ruptura de la neutralidad, ni por 
sí solos comprometen al Gobierno. " (i) 

La opinión que parece más probable, es la que 
pronuncia la responsabilidad del neutral, cuando uno 



(1) Hamiltou, treasury. M. Pickeriug to ministei of 
France. Whartou ob. cit. uúm. 391 Toqi. 3.° pag. 510 Oap. 
XXI. 
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de los beligerantes, se procura armamento de cual- 
quiera especie en su territorio, y la extensión y noto- 
riedad del armamento y las advertencias del belige- 
rante opuesto, hacen imposible la ignorancia sobre la 
significación de los herhos. 

Esto es particularmente indiscutible y admitido 
tratándose de construcción, armamento ó equipo de 
de un crucero beligerante en puerto del neutral; y fué 
el origen de la célebre cuestión del Alabama, que re- 
solvió el tribunal internacional de Ginebra, en el sen- 
tido de la responsabilidad de la Gran Bretaña, por no 
haber empleado la diligencia debida, según las reglas 
de decisión consignadas en el tratado de arbitraje, (i) 

La solución de ese famoso pleito internacional, 
forma quizá el único precedente bien definido en ma- 
teria tan importante; aunque la segunda regla que el 
gobierno de los EE. Unidos logró que se consignara 
en el tra^tado de Washington, ya mencionado, no es 
fácilmente conciliable con la doctrina siempre susten- 
tada por esa república en sus documentos de Estado; 
como los que se citan en nota anterior, á los cuales 
pueden agregarse los despachos del Secretario de 
Estado M. Marcy á M. Buchanan (31 de Octubre 
de 1855); de M. Seward al ministro mejicano Rome- 
ro, de 7 de Junio de 1863 y de 7 de Agosto de 1865 
y otros muchos análogos. (2) 

Sanción del contrabando, - Si el beligerante, por 
ley natural de la defensa, tiene el derecho de impedir 
que se procuren á su adversario elementos de guerra 
que han de emplearse en su daño, es evidente que 
debe estar investido del poder necesario para hacer 
efectivo ese derecho. Ese poder represivo, ó sanción, 
consiste para el beligerante en la facultad de captu 
rar en plena mar los artículos de contrabando que se 



(1) Véase el apéudlce del Tom. I. 

(3) Véase Whartou ob. cit. Tom. 8.° cap. XXI parf. 891, 
pag. 511 á 516. 
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destinan á su enemigo y confiscarlos por condena de 
los tribunales de presas respectivo?. 

Como el contrabando está constituido por la na- 
turaleza de los artículos, esto es, que sean de aplica- 
ción bélica y además que se destinen á uno de los 
beligerantes, es susceptible de confiscación desde 
que sale de puerto neutral y se dirige á uno del ene- , 

migo. El destino del cargamento es el que decide, -4 

según GefFcken, porque, en principio, no hay contra- I 

bando entre puertos neutrales, (i) 

Pero, con la mira de evitar que un rodeo 6 destino 
simulado frustre los derechos del beligerante, se h:i 
acudido á la doctrina de la continuidad delviaje^ que 
consiste en considerar como destinado á puerto ene- 
migo, el cargamento de artículos bélicos dirigido os- 
tensiblemente á puerto neutral, pero donde debe ó pue- 
de reembarcarse para llevarlo en seguida al enemigo. 

Esta precaución contra el fraude es en extremo 
peligrosa y conduce prácticamente á la supresión de) 
comercio de artículos de guerra entre neutrales, que 
podrá declararse siempre buena presa, alegando la si- 
mulación. Esto es tanto más cierto y seguro, cuanto 
que es de regla, en las cortes de presas, poner á car- 
go del apresado la justificación de su inocencia, in- 
virtienclo la situación jurídica y deberes de las partes j 

en juicio; puesto que el apresador, que alega el he- j 

cho del fraude, es el demandante, y sobre él debe re- ^ 

caer el otms probandi. 

A esto se agrega, que no sólo los artículos de gue- 
rra, sino todos los de carácter dudoso, {iisus ancipitis) 
pueden ser el objeto de la presa, por la teoría de la 
continuidad del viaje. 

La única regla de justicia natural es, que la pre- 
sa no puede ser condenada en tales casos, sino en 
virtud de prueba suficiente, dada por el apresador, de 



(1) Sobre Heffter, par. 161 nota 2. 
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la simulación efectiva, tratándose de contrabando ab- 
soluto. — En el hecho, los neutrales no se han some- 
tido á la regla indicada, de origen exclusivamente in- 
glés y aplicada posteriormente por los EE. Unidos 
durante la guerra separatista. 

La confiscación del contrabando no entraña la 
del buque que lo conduce. L:i regla común es esta; y 
en teoría el mayor número de opiniones la sustenta. 
La tesis contraria, que cuenta muy pocos sufragios, 
parece fundarse en un concepto equivocado acerca 
de la naturaleza del acto en sí rñismo y del derecho 
de! beligerante al realizar la captura y confiscación. 

El naviero ó armador que emplea su nave en el 
trasporte de mercaderías de contrabando de guerra, 
no ejecuta un delito sino un acto de comerciante; y 
las cortes de presas de los beligerantes, al condenar 
un cargamento de contrabando, no ejercen jurisdicción 
criminal, que de nadie han recibido para reprimr su- 
puestos delitos cometidos por extranjeros y fuera de 
los límites en que ejerce su soberanía la nación que 
los ha constituido. 

Para justificar la confiscación de la nave se ha ocu- 
rrido á la calificación de los casos que pueden ocu- 
rrir, tales como: 

i.^ Que la nave y el contrabando pertenezcan al 
mismo propietario. 

2.° Que más de la mitad del cargamento sea de 
contrabando. 

3<^ Que el tráfico se realice con la agravación de 
papeles falsos ó destino simulado. 

4.° Que el naviero sea subdito de un país con el 
que el del captor tenga celebrados pactos relativos á 
la prohibición del trasporte de contrabando. 

La refutación en particular de cada una de esas 
proposiciones, nos llevaría más lejos de lo debido y 
puede verse en extenso en Ortolan. (i) 

(1) Ob. cit. Lib. III cap. VI pag. 186 á 190. 
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Nos limitaremos por eso á indicar que se trata^ en 
todo caso de contrabando, de aplicar una sanción in- 
ternacional y no las leyes particulares de un esta- 
do; y que esa sanción existe para el dueño de las 
mercaderías en la confiscación de éstas» y para el ar- 
mador, en la pérdida del flete^ aparte del inevitable 
perjuicio que ha de acarrearle la detención de la na- 
ve durante el juzgamiento de la presa. 

Como los tribunales del apresador no realizan un 
acto de represión j>enaí, si no de defensa» al impedir 
que lleguen al enemigo elementos de guerra, la con- 
fiscación del contrabando llena ese obieto y su dere- 
cho no puede ir más allá. 

Por esto es que, en principio, no es admisible que 
la confiscación se extienda á las mercaderías inocen- 
tes que se encuentren en la misma nave. — Por claro 
que esto sea, no faltan publicistas, aunque en escaso 
número, que admiten la regla contraria. Asi también 
la establecen las legislaciones particulares de algunoá 
estados, tales como Francia por el reglamento de 
1778, renovado por las instrucciones de 31 de Marzo 
de 1854 y 25 de Julio de 1870; Italia por el art. 215 
del Código de la marina mercante. En los demás, á 
excepción de Turquía, la confiscación se limita á los 
artículos de contrabando. . 

Esa regla extensiva de las legislaciones citadas, es 1 

inconciliable con la segunda de las declaraciones de - ¡ 

16 de Abril de 1856, según la cual, el pabellón neu- 
tral cubre la carga enemiga, á excepción del contra- 
bando de guerra y con mayor razón la propiedad neu- 
tral inocente. Bajo tal concepto es objeto de la enér- 
gica crítica de Perels. (i) 

Debe advertirse ahora que la acción del beligeran- 
te sólo se extiende á la captura del contrabando en 



(1) Manuel de droit maritime international — parí. 46 pagi- 
na 283. 
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viaje y no á la de la nave que lo ha dejado en su des- 
tino. 

Los artículos de contrabando deben ser tomados 
en flagrante delito, en el curso real, activo, de su via- 
je al puerto enemigo. La confiscación no puede ope- 
rarse en el viaje de regreso, (i) 

El carbón de piedra* — Entre los objetos de uso 
dudoso, no hay quizá ninguno que presente más inte- 
rés y que mayor dificultad ofrezca para decidir en qué 
casos puede considerarse como contrabando de gue- 
rra. 

Dada la definición del contrabando, parece mani- 
fiesto que el carbón no puede ser considerado en esa 
categoría por su propia naturaleza. Su utilidad para 
las artes de la paz, como elemento indispensable de 
la industria y del trabajo mecánico, prevalece y le 
dá su carácter principal, Pero según la noción vaga 
é ilimitada del contrabando por accidente, ¿se conde- 
nará el carbón porque puede convertirse en agente 
hostil? 

Para no repetir lo que se ha dicho, respecto á los 
objetos usus ancipitis, en general, bastará mencionar 
que la gran mayoría de las opiniones se pronuncia en 
sentido negativo y entre ellas las de Kluber, Haute* 
feuille, Vidari, Calvo, Boeck y Despagnet. (2) 

La opinión contraria es absoluta Vara vez, como en 
Kamarowsky; pues, en lo general, los que admiten 
que el carbón puede ser considerado como contra- 
bando, la restrinjen más ó menos en los términos 
que lo hace Phillimore: " Es de toda claridad, según 
los principios más arriba expuestos, que el catbóftf 



(1) Travers Twiss. Ob. cit. Tom. 2.'» uúm. 149. 

(2) Kluber Droit de gens — Part. 2.* seo. 2.* cap. III parf. 
288— Haateteaille Droits et devoirs des uations ueatres Tom. 
II pag. 143— Vida ri— Del rispetto della propieta privata pag. 
809-Oalvo— Ob. cit. Tom. IV pag. 27— Boeck— De la pro- 
pieté eimemie sous pavillon euuemle, pag. 619. — Despagnet 
—Droit luternatioual Public, pag. 463. 
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según las circunstancias, y particularmente en con- 
sideración á su cantidad y destino, puede quedar su- 
jeto á confiscación. '* Ob. cit. Tom. III pag. j6r. 

Aún cuando ese autor cita en su apoyo á Ortolan, 
debemos observar que éste, en la segunda edición de 
su obra, resume su parecer en estos términos: ** Nos 
adherimos, pues, completamente, á la opinión de los 
que consideran el carbón, esa mercadería de primera 
necesidad, como un artículo cuyo comercio debe per- 
manecer siempre libre. " (i) 

Como el concepto de Phillimore es el de Masé, de 
Heffter, de Bluntschli, de Gessner y de Testa, con 
algunos otros, quesería cansado é inútil enumerar; 
ya que la conclusión á que tiene que llegarse en és- 
ta, como en otras graves cuestiones, es, que nos ha- 
llamos muy lejos de encontrar en la doctrina la uni- 
dad necesaria, como fuente segura de información y 
como elemento de reforma en las costumbres inter- 
nacionales. 

Sin embargo, el Instituto de Derecho Internacio- 
nal, que representa el esfuerzo más sincero é ilus- 
trado para poner las prácticas internacionales al ni- 
vel de la cultura de la época, después de infructuo- 
sas tentativas, adoptó en la sesión de Copenhague, en 
1897, la siguiente fórmula: ** Están sujetos á captu- - 

ra, durante la guerra, los objetos que, expresamente J 

preparados para la guerra, sirven para ese objeto en 
su estado actual, inmediata y especialmente; y que 
trasportados por mar, por cuenta y con destino á un 
beligerante, entran en la categoría del contrabando 
de guerra. " (2) 

Los tratados públicos no dejan la impresión de un 
progreso visible, ó siquiera próximo en el particular. 
Todos ellos, en cuanto se ocupan de la materia, pue- 
den, casi sin excepción comprenderse en una de estas 



(1) Ob. cit. Tom. II pag. 206 vuelta. 

(2) Revue de Droit interuatioual public— 1897, pag. 777, 
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clases, los que ha celebrado Inglaterra, en que gene: 
raímente se concluye la enumeración de los artículos 
de contrabando con esta fórmula: y otras cosas ne- 
cesarias pata el uso de la guerra ^ y los que recono- 
cen al beligerante la facultad de determinar los ca- 
sos en que *' los mantenimientos y otros artículos 
que, en general, no son contrabando de guerra, pue- 
den ser considerados como tales. " (i) 

Solamente los tratados de Francia, con Bélgica, de 
l.° de Mayo de 1861 y con Holanda de Julio de 1865, 
excluyen el carbón de la categoría de contrabando; 
pero ai renovarse esos tratados, en 1881 y 1885 res- 
pectivamente, no se reprodujo tal estipulación, sos- 
tituyéndola una semejante á la que más arriba se ha 
indicado. 

La legislación particular de cada estado, fuente 
menos autorizada que los pactos, contiene, casi sin 
excepción, idénticas reservas; de manera que puede 
decirse que nos hallamos en plena reacción desfavo- 
rable á la libertad de comercio de los neutrales. 

Ocurriendo á los precedentes establecidos con oca- 
sión de las últimas guerras, encontramos que ellas 
no han definido nada uniforme sobre la materia. 

En la guerra de 1854, aunque los aliados (Francia 
é Inglaterra) se pusieron de acuerdo sobre diversos 
puntos relativos á la navegación de los neutrales, no 
ocurrió lo mismo en cuanto á la definición precisa del 
contrabando, pero Francia, en 1859, declaró que no 
consideraba el carbón como contrabando. (2) 

Durante el conflicto franco-prusiano de 1870, In- 
glaterra sostenía la libertad absoluta de los ingleses 
para comerciar con los beligerantes, según la decía- 



(1) Tratado anglo-americano de 1724. 

Id anglo-saeco de Julio 1808. 

(2) Momteor de 29 de Mayo de 1859. 



(1) Olanet. Journal da droit iutemacional privé & 1898, 
pag. 435. 

(2) Selosse. El carbón contrabando de guerra. Joarnal dn 
droit international privé. 1898 pag. 461. 

(8) Véase Oluuet— 1898 pag. 628. 

(4) Travers Twiss— Ob. cit. tom. II núm. 146. 
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ración de lord Granville al ministro prusiano, en Se- 
tiembre de 1870. (i) 

Con ocasión del asunto franco-chino en 1884-^5, 
Inglaterra declaraba que el carbón debía considerar- 
se en la clase de objetos susceptibles de servir direc- 
tamente para el ataque y la defensa en tiempo de 
guerra; pero á la vez el gobierno del Japón hacía una 
declaración opuesta, al representante de Francia. (2) 

Por último, durante la guerra de España con los 
,EE. Unidos (1898) no se arribó á un resultado más 
decisivo. 

El decreto español, publicado en la Gaceta de Ma- 
drid, de 24 de Abril del año indicado, enumera los 
artículos de contrabando y entre ellos no figura el 
carbón; pero el gobierno americano se abstuvo de to- 
da declaración relativa al contrabando de guerra. 

Todo lo que sobre el particular se puede citar es 
la respuesta que dio el sub-secretario de Estado á 
los agentes de la Atlas Steamship Company, repro- 
duciendo la clasificación hecha por Grocio, que nada 
resuelve en definitiva. (3) 

La preerosión.— Es el derecho de compra ó ad- 
quisición preferente que los beligerantes pretenden 
sobre diversos artículos de uso incierto. " El derecho . 

de preemsion es considerado por Sir William Scott 1 

como una facultad que corresponde al beligerante, 
en virtud del derecho de gentes, independiente- 
mente de toda convención sobre el particular. (4) 

Nada hay que pueda justificar este acto de fuerza, 
juzgado por Geffcken en los siguientes términos: 
" Ese derecho de compeler á los neutrales á vender 
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á los beligerantes, ciertos artículos destinados á un 
puerto de su enemigo y detenido durante el viaje, no 
tiene otro fundamento que la arbitrariedad y viola la 
independencia del pabellón neutral, en cuanto recae 
sobre artículos que no son contrabando de guerra. — 
Respecto de las mercaderías que entran en el con- 
trabando de guerra, es evidentemente una atenúa* 
ción considerable. " (i) 

Phillimore sosteniendo la premsión como legítima, 
establece: ** Conforme a la práctica de la Corte de 
Presas británica, se ha concedido usualmente un be- 
neficio de lO ^ al propietario de las mercaderías cap- 
turadas bajo el concepto de preemsión; " citando en 
su apoyo los tratados de Inglaterra, con los EE. 
Unidos, de lo de Noviembre de 1794 y con Suecia 
de 1803. (2) 

El Instituto de Derecho Internacional en su re- 
glamento de 1897 reconoce á los beligerantes la 
pree/HSíón respecto del contrabando relativo, sin du- 
do como una transacción, ya que algunas potencias 
se arrogan la facultad de declarar esos artículos con- 
trabando de guerra, aplicándoles en consecuencia la 
pena de confiscación. 

Trasporte de despachos y de tropas -La doc- 
trina y el uso están de acuerdo en considerar confis- 
cable el buque neutral que recibe voluntariamente 
la comisión de trasportar despachos ú órdenes del 
beligerante ó tropas á su servicio. No puede dudarse, 
en efecto, que el buque neutral que se halla en esa 
condición es un verdadero trasporte ó auxiliar de la 
marina militar del beligerante y debe seguir la suer- 
te de lo que á éste pertenece. 

La divergencia no se pronuncia si no cuando se 
trata de determinar, los casos indudables de captura, 
según las circunstancias. 



(1) Ob. cit.— par. 161— nota. Heffter ob. oit. pag. 889. 
(3) Ob. oit.—tom. III parf . 389. 



Cómo no puede fijarse regla ninguna en lo relati- 
vo al número de tropas, lo razonable y admitido es, 
que, cualquiera que sea su número, el buque es con- 
fiscable, sobre todo, si el viaje no tiene otro objeto 
ostensible. 

Lo mismo sucede en el caso de conducción de des- 
pachos ó comunicaciones; pero, no así cuando el bu- 
que detenido realiza un viaje ordinario ó normal á 
puerto de un beligerante; y, en todo caso, si conduce 
balijas de correo, cuyo contenido no es dable cono 
cer. (i) 

Queda el caso en que el neutral se vea obligado á 
verificar el trasporte por la fuerza y en virtud del su- 
puesto derecho de angarias. Aunque el acto de 
fuerza llamado angarias no puede reconocerse á nin- 
gún gobierno, ni en paz ni en guerra, por ser un ata- 
que á la libertad y á la propiedad de extranjeros, co- 
mo es un hecho que ese abuso subsiste para muchos 
paises, no puede dudarse que el beligerante captor 
no puede admitir la excepción de fuerza que alenta- 
ría en gran número de casos el fraude. 

Cuestión del Trent.- Durante la guerra civil de 
los EE. Unidos, el buque de guerra San Jacinto, de 
la marina federal, abordó el buque inglés Trent á su 
salida de la Habana y extrajo de él, por la fuerza y 
no obstante las protestas del capitán, á los SS. Sli- 
dell y Masón agentes confidenciales de los confede- 
rados que sedirijían á Europa, con el encargo de ob- 
tener el reconocimiento de la independencia de los 
estados rebeldes y quizá recursos para sostener la 
guerra. Es de advertir, que el Trent viajaba entre 
puertos neutrales y hacía su servicio regular de tras- 
porte de pasajeros y correspondencia. 

La protesta y reclamacióntdel gobierno inglés, por 
el agravio hecho á su pabellón con un acto de violen- 



(1) Véase Hautefeuille. Droits et devoirs des nations neu- 
tres, Tom. 2. pag. 469. 
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cia contrario á las reglas de la guet*ra marítima y á 
todo precedente internacional, fué ocasión de un de- 
tenido y luminoso debate, cuyo definitivo resultado 
fué la satisfacción acordada al gobierno británico, po- 
niéndose en libertad, y á disposición de su ministro en 
\¡Vhashington, á los comisionados Slidell y Masón, 
prisioneros hasta entonces del gobierno federal. 

El motivo de esa determinación, entre otras exten 
sámente espuestas en la nota del secretario de Esta- 
do M. Seward al ministro inglés en Whashington 
Lord Lyons, de i8 de Diciembre de i86i, era el que 
se encuentra en el siguiente párrafo del despacho 
aludido: " Tan pronto como abordé este orden de 
ideas, descubrí que lo que yo quería defender y sus- 
tentar no era un interés exclusivamente inglés, sino 
una causa largo tiempo honrada y defendida por 
América; y ésto fundándome no en autoridades ingle- 
sas, sino en principios que constituyen en gran parte 
la política definida, con cuyo auxilio los EE. Unidos 
han desarrollado los recursos de todo un continente." 

Ese interesante despacho concluye con la siguien- 
te declaración: " que para decidir la cuestión en fa- 
vor de su propio gobierno, le sería preciso desapro- 
bar sus más caros principios y abandonar para siem- 
pre su política esencial. *' (i) 

La opinión general, fundada en los más elementa- 
les principios de derecho de gentes, abonaba la re- 
clamación inglesa. 

No se trataba de contrabando de guerra, porque 
no pueden serlo las personas; y los casos en que el 
trasporte de éstas, acarrea la captura y confiscación, 
son sólo aquellos en que se trata de tropas, lo que 
tampoco sucedía. 

Debe agregarse, que en los casos propuestos no 
puede prescindirse de la captura y que la consecuen- 



(I) Oalvo. Dro. Int. Tom. V núm. 2816. Bluntschli, ob. cit. 
núm 817. 
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cia de ésta sería la condena de la nave. El estudio 
detenido del caso, conduce á estas conclusiones: 

El trasporte de personas no militares» no dá dere- 
eho alguno al beligerante contra el buque, por lo tan- 
to no disculpa una violencia cometida en éste. 

Los delincuentes contra las leyes de un país no 
son justiciables fuera del territorio de éste, menos 
tratándose de actos de carácter político. 

Los agentes diplomáticos de un beligerante no 
comprometn el buque en que viajan; y si alguna vez 
es permitida su captura, es solamente in transitu por 
el territorio del enemigo, (i) 



(l) Véase Hantefeuille. Qnestioiisde droit maritime. Pag. 
276 á 394. Travers Twiss, ob. cit. tom II iiúm. 20. Calvo, 
ob. cit. Tom. V núm. 2821. Oauohy -Droit maritiioe, Tom. 
II pag. 149—431. 



LECCIÓN XXXI 

SUMARIO. — Origen y carácter del derecho de vimta.— Dón- 
de y por quién puede ejercerse. — Formalidades de la vi- 
sita. — Diferencia entre la visita y el llamado derecho de 
re(?i8tro. — Resistencia á la visita. — Convoy marítimo. — 
Origen y progresos de la institución. — £1 convoy exime á 
los baques mercantes de la visita. — La visita convencio- 
nal.— Reconocimiento del pabellón. 

Origen y carácter del derecho de visita. — 
Es de uso inveterado y de derecho convencional en- 
tre todas las naciones, la'facultad de los beligerantes 
para detener á los buques neutrales de comercio, é 
investigar su nacionalidad y la naturaleza y destino 
de su cargamento. Los publicistas están igualmente 
de acuerdo para reconocer este derecho. 

Sin embargo, es una regla indiscutible que ningu- 
na nación ejerce jurisdicción ni autoridad alguna en 
el tmar libre durante la paz; de manera que la visita 
es una suspensión del derecho común, originada por 
la guerra; y, en consecuencia, una creación del dere- 
cho positivo, como la llama Ortolan. (i) 

EÍ fundamento de esta excepción á la libertad del 
tráfico marítimo, que sólo Rayneval y Hubner con- 
tradicen, se encuentra en dos consideraciones sufi 
cientes para explicar la absoluta conformidad en 
la opinión y en el uso. La primera, que el beligeran- 
te tiene el derecho de premunirse contra toda hosti- 
lidad, aunque sea encubierta y frustrar el auxilio que 



(1) Regles. iut^rnationalefi, Tom. II Lib. III Qap. Vil, 

'29 
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puede prestarse á su enemigo. La segunda, la presu- 
mible falta de sinceridad y buena fé en los neutrales, 
acerca de su abstención del comercio prohibido y la 
posibilidad también de que el enemigo se cubra con 
túnica de amigo. 

El beligerante ejercita, pues, un acto, no de juris- 
dicción, sino de defensa, al practicar la visita; y esto 
explica que pueda hacerla en alta mar y sobre buques jj 

no sometidos á su autoridad, porque éstos se encuen ' 

tran en estado de sospecha legítima, hasta que se ha 
comprobado por la visita su carácter neutral y la ino- 
cencia de su tráfico. Aún reconocida, como está, la 
libertad de la mercadería enemiga bajo pabellón neu- 
tral, " no puede impedirse el trasporte de efectos de 
contrabando si no se visita los buques neutrales que 
el beligerante encuentra en el mar. " (\) 

Dónde y por quién puede ejercerle. — La visita, 
como derivación que es del derecho de hostilizar al 
adversario, no puede realizarse sino en el mar Ubre y 
en las aguas jurisdiccionales de ambos belígeraate&; 
lo que importa decir, que sólo en el territorio marí- 
timo de los neutrales no puede llevarse á cabo» por 
la doble consideración del respeto debido á la sobera- 
nía de éstos y la obligación de no complicarlos e» )as 
hostilidades á que son y deben perníianecer epctraños. 

*' El único lugar en que no puede usar (el belige- 
rante) del poder que le ha concedido la ley secunda^ 
ria, es aquel en que las hostilidades están prohibid^JH 
en el que todas las naciones, cualquiera quesearla 
enemistad que las divida, deben vivir en paz> es de- 
cir, las aguas sometidas á la jurisdicción de los pue- 
blos neutrales. En ese espacio privilegiado, en <jue 
todo acto de guerra está severamente prohibido, en 
el que la jurisdicción extranjera y pacífica del sobe- 
rano se extiende á todas las relaciones externas de 



(1) Váttel; Droit deií Geus. Hb. III Oap. Vil parf. lU. 
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los buques que allí se . encuentran, el poder de hacer 
la visita, el derecho de visita, derecho nacido de la 
guerra, no puede ejercerse. " (i) 

Conno acto de guerra, 6 implicado en ésta, la visita 
no puede hacerse sino por los beligerantes, es decir, 
por los buques de las escuadras nnilitares de éstos ó 
por los corsarios regular y auténticamente comisiona- 
dos por los gobiernos respectivos. Sobre esto no hay, 
ni podían existir diferencias de opinión ni de uso, aun 
cuando la visita por los corsarios sólo es hoy de teo- 
ría, porque el corso ha sido abolido, de derecho por el 
pacto ajustado en el Congreso de París de 1^56, por 
la universalidad de los estados, y de hecho por los dos 
únicos que no se habían adherido á él, (España y los 
Estados Unidos), como lo demostró la guerra entre 
esas naciones en 1898. 

Es de notarse, por último, que así como no pueden 
visitarse sino los buques mercantes neutrales y no 
los de guerra, así tampoco puede ejercitarse tal dere- 
cho si no después de la declaración ó publicación ofi- 
cial de la guerra. 

Formalidades de la visita. — La forma tradicional 
á que dehe sujetarse la visita, remonta á los tratados 
de los Pirineos (1659) y de Utrecht (1713); y es la 
misma que ha servido de base á la mayor parte de ios 
tratados internacionales que, desde entonces, se han 
ajustado con el objeto de reglamentarla, ó en que se 
ha estipulado algo en relación con el ejercicio de ese 
derecho. 

El crucero de guerra ó corsario, que encuentra un 
buque cualquiera en su travesía, debe, ante todo, ha- 
cer un disparo de artillería sin proyectil, con el doble 
objeto de afianzar su bandera y prevenir al buque di- 
visado para que levante la suya y se detenga. 



1) Etautéfeuille. Droitsetdevóirsdefi oations netitres. Tdm- 
IV 99g. 40. 
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La distancia á que han de mantenerse los buques, 
es objeto de la mayor variedad en los tratados y en 
los reglamentos particulares de los estados. Nada fi- 
jo y sistemático puede establecerse sobre el particu- 
lar, dado el considerable alcance de la artillería mo 
derna y la peligrosa situación de los hombres envia- 
dos al reconocimiento. 

Supuesto el objeto de la visita y las condiciones ^ 

en que generalmente ha de realizarse, no es posible fi- 
jar teóricamente la distancia, pues ella dependerá del 
estado del mar y del viento y del grado de sospecha 
que inspire el buque visitado. Esta es la fórmula adop- 
tada en gran número de tratados y la que se prescribe 
en los del Perú con la República Argentina en 1874 
(art. XXV) y con los Estados Unidos en 1887 (art. 
XXII), 

Si el buque no se detiene, el crucero puede darle 
caza, sometiéndolo por la fuerza á la visita, sin que 
incurra en responsabilidad alguna por los daños per- 
sonales ó materiales que la persecución hubiere oca- 
sionado. 

Pero, si obedece á la intimación, se enviará por el 
crucero visitador una embarcación con un oficial y 
dos ó tres tripulantes para examinar los papeles de 
la nave. 

La regla comunmente observada es esta, aunque 
hay estados que prescriben una práctica distinta, co- 
mo Prusia, por el reglamento de 20 de Junio de 1864, 
y Dinamarca por el de 12 de Febrero del mismo año, 
que imponen al patrón de la nave visitada la obliga- 
ción de dirijirse con sus papeles al buque visitador. 

Para obviar los inconvenientes que tal diversidad 
de usos puede presentar, se ha estipulado en numero- 
sos tratados, á ejemplo del de los Pirineos y del que se 
ajustó entre Italia y los EE. Unidos en 26 de Febre- 
ro de 1 87 1 (art. 18), que el examen de los papeles de 
mar debe hacerse abordo del buque visitado, que esos ' 
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papeles no pueden ser extraídos del buque y qúé'^'^ 
capitán y oficiales de este no están obligados á cons"- 
tituirse abordo del crucero visitador. 

Esta previsión es tanto mas necesaria cuanto qué 
la aplicación de regla distinta, como la que contienen 
los- reglamentos ckados» puede acarrear confli<HK>s 
enojosos y de difícil solución. 

Las instrucciones para la marina americana de 2Q 
de junio de 1898, durante la guerra de ££. Unidos 
con España» ratificadas en el. Código de la guerra ma^ 
rítima, adoptado por el mismo país en 27 de junio 
de 190O1 contienen sustaucialmente, acerca de U vi- 
sita, las reglas expuestas basta aquf. 

El examen de los papeles de mar debe naturalruen^ 
te contraerse á determinar la nacionalidad de la nave 
visitada, la naturaleza y destino de su carga y tam^ 
bien» eventualmente, si el buque intenta violar un 
bloqueo establecido, como en el caso de haber sido 
individualmente notificado. 

El número y forma de esos papeles difieren, en: la 
legislación de los diversos paises, asi en los que con- 
ciernen al. buque, comp en los relativos al parga^ 
mentó; y el determinarlos no es de nuestra coa>p^e4;w-' 
cia. ,; 

Examinados los papeles y no resultando carácter^ 
hostil ó sospechoso en el buque ó su cargamento, se 
pondrá por el oficial visitador constancia de la visita 
en el libro de bitácora ó diario de bordo, ,que jfirmará . 
con el patrón de la nave visitada. Esa anotación tie- 
ne por objeto libertar al buqne de vejaciones ulterio- 
res, en el caso de ser encontrado de nuevo por otro, 
crucero del mismo beligerante; y el buque será Jibfe 
de seguir su viaje sin ser molestado ni separado de 
su rumbo, (i) 

Si, al contrario, el capitán de la nave visitada^ n^o.- 



(1) Véase el art. 24 del tratado entre Francia é Inglaterra 
y Francia y Holanda de 11 de Abril de 1713 (Ü^trecht). 
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cbo digno de consideración que en el derecho con- 
veiKional no existe el menor indicio de que haya sido 
expresamente reconocida ó tolerada. 

La mayor parte de los tratados públicos guardan 
silencio sobre ese punto, pudiendo decirse, que implí 
citamente excluyen el regbtro. 

' En efecto, y prescindiendo de los tratados de los 
Pirii:)e€»s y de Utrecht, algunos de los celebrados du 
ra^^e los sigtits XVIII y XIX, en que han figurado 
Francia» Rusia, Suecia, Holanda, EE. Unidos y otros 
estado^, á excepción de Inglaterra, y casi todos los 
posteriores, reglamentan cuidadosamente el ejercicio 
del derecho de visita, estipulándose hasta los mas 
prolijos detalles, pero en ninguno se encuentra la au- 
torización del registro, ni se prevee siquiera la posi- 
bilidad de queja simple sospecha del visitador prive 
de su yalor á los papeles presentados. De este silen- 
cuy $abre punto tan importante cuando tan menuda- 
me^e se ha reglamentado lo demás, no puede con 
cluirse si no que ninguna naición ha querida conrsentir 
ó autorizar un acto tan vejatorio y perjudicial, siem- 
pre al arbitria del beligerante, sobre la base de una 
d«da ó sospecha; y que, en consecuencia, ese silencio 
im^pofta la reserva de reclan>ar en cada caso eo; que 
el, registro, realizado siempre de cuenta y riesgo del 
beligerante,- resulta inmotivado y ofensivo. 

Solo un tratado internacional, la Convención marí- 
tigia de 1801, impuesta por Inglaterra á Rusia, yá 
pitecia y a Dinamarca después de la destrucción de 
la armada, de esta última en Copenhague por una es< 
cuadra inglesa, contiene estipulación expresa con- 
sintiendo qI* registro, aun para los buques qué nave- 
guen bajo convoy. 

Esa odiosa escepción a la regla común, ha sido ya 
severamente juzgada como una violenta y efímera 
neacción contra la libertad y garantáis del comercio 
nwtr^l; e^<:ARciÓ!n .qw» p<H: lo dením9i:ha sida ^ñS^- 
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da oñcialmente y de hecho por las naciones que in- 
tervinieron en ese pacto. 

Como debe suponerse, entre las reglas del altami- 
rantazgo inglés se encuentra el derecho de regis> 
tro, como anexo ó complemento del de visita; y aún 
en el lenguaje empleado oñcialmente y por los 
publicistas de ese país, ambas locuciones de visita 
-^ y registro van invariablemente unidas, anulando as( 

el valor auténtico de los papeles de mar y la fé y res- 
peto que merecen, como emanados de las autoridades 
competentes de un país igualmente soberano. 

En el Código de la guerra marítima adoptado por 
los £E. Unidos en 1900 y en las instruccions á su ar- 
mada durante la guerra con España en 1898, el regis- 
tro se prescribe de un modo condicional, según se vé 
en la parte final del art. 30 del aquel código. "Si 
los papeles demuestran que hay contrabando, viola- 
ción de un bloqueo ó servicio al enemigo, el buque 
será apresado; en caso distinto se le dejará libre, ano 
ser que circunstancias sospechosas iuztifiquen una 
nueva investigación." (i) 

Esa nueva investigación es, naturalmente, el regis- 
tro, que la ley americana de güera patrocina también, 
perdiendo de vista los vastos y permanentes intere- 
ses vinculados en la libertad del comercio neutral, en 
oposición á los transitorios de la guerra y solo para 
^, los beligerantes. 

Resistencia á la visita.— Aunque incidentalraente 
se ha indicado cuales son las consecuencias posibles 
para el buque neutral que procura sustraerse á la 
visita, importa siempre entraren algunos detalles, por 
que ni las opiniones ni los usos son uniformes en 
esa materia. 

La resistencia puede hacerse por vía de fuerza ó 
sin ella. 



(1) Olunet Journal de droit international privé &• 1898. 
pag. 1018, 1902, pag. 57. 
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En la primera hipótesis no hay disidencia para 
considerar el caso como de captura y confiscación, asi 
en la doctrina como en la legislación y en el uso co- 
mún. Y es natural que tal sea el resultado de la 
resistencia, puesto que el neutral que se opone á la 
visita, haciendo armas é iniciando un combate, pier- 
de su carácter de neutral y puede ser tratado co- 
mo enemigo en razón de sus propios hechos. ^ 

Si se trata simplemente de eludir la visita por la ^ 

huida y llega el buque á ser sometido á ella, no le al- 
canza ninguna otra pena ni responsabilidad que la 
vejación del acto mismo de la visita y las averías que 
pueda haber sufrido á causa de la persecución. 

Aunque la huida determina una presunción de cul- 
pabilidad, esa presunción desaparece sí del examen 
de los papeles, que se extiende de hecho hasta el re- 
gistro, resulta evidente la neutralidad del buque y la 
legalidad de su tranco, en cuyo caso se le deja en li- 
bertad. 

Esta és la opinión casi unánimemente sostenida 
por los publicistas; pudiendo citarse en comprobación 
la del mismo Phillimore que sustenta casi siempre, 
como Inglaterra en la práctica, las reglas mas riguro- 
sas en la guerra marítima, (i) 

La sanción en el caso de resistencia activa se ha . 

dicho ya que es la captura y confiscación de la n&ve; J 

pero ella no debe estenderse á la de su cargamento 
porque sería injusto someter al propietario á una pér- 
dida que no resulta de sus propios hechos. 

Sin embargo, el uso es diferente en algunos paises 
y sobre todo en Inglaterra, que comprende en la 
presa el cargameuto. 

La mayor parte de los publicistas modernos, ale- 



(1) Phillimore ob. cit. tom. S."" No. 881 pag. 428 Ortolan- 
ob. cit. lib. 8.*» cap. 7.o 

Hantefenille. Drosit et devoirs des neatres tom. 4.^ tit. 
XI. oap. 2,^ seo* 8.» 
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manes y franceses, solo admiten que el buque sea 
confiscado, (i) 

Las ordenanzas francesas de 1681 y reglamentos 
de 1704, 1744 y 1778, asi como las ordenanzas es- 
pañolas de 1718 y 1779 y las de Suecia de 1715, no 
pronuncian expresamente la confiscación del carga- 
mento en el caso expuesto; tampoco contiene dispo- 
sición expresa sobre el particular el Código de la 
guerra marítima de los EE. Unidos, que única- 
mente habla de someter por la fuerza á la visita el 
buque que procura sustraerse áella. (art. 32). 

Convoy maritimo. — Llamase así la escolta ó res< 
guardo que uno ó mas buques de guerra de una es- 
cuadra neutral dan, por comisión de su gobierno, á 
los buques mercantes. 

En su origen el convoy no era una comisión mili- 
tar, si no que se organizaba, mediante la asociación 
de traficantes marítimos y armadores, con el objeto 
de resguardarse contra los riesgos con que la piratería 
amenazaba el comercio pacífico. Los asociados nom- 
braban un jefe del convoy con el título de almirante 
y las estipulaciones del contrato se consignaban en 
un documento llamado caria de almirantazgo. 

Posteriormente el convoy tuvo otro objeto y s^r 
nificación, pues estaba destinado á salvar á los bu- 
ques neutrales de la visita, 

Lá primera vez que se presenta con este carácter 
es en 1653, por la instrucción que la reina Cristina 
de Suecia expidió el 16 de Abril, anunciando su pro- 
pósito de resistir al ejercicio del derecho de visita por 
medio del convoy. 

Tres años después el almirantazgo de Holanda da- 
ba iguales instrucciones al almirante Ruyter, enta- 
blándose ademas negociaciones con Inglaterra para 
el reconocimiento del convoy como medio de evitar 



(1) BoDflls^Mannel N.<> 1606 
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la visita; pero el gobierno inglés rehusó perentoria 
noente escuchar proposición ninguna en ese sen- 
fído. (i) 

La primera liga de la neutralidad armada, (1780), 
constituida por iniciativa de la emperatriz Catalina 
de Rusia y de que formaron parte Dinamarca y Suecia, 
no consignó nada relativo al convoy entre sus decla- 
raciones en protección del comercio neutral. Mas, á 
pesar de esto y con motivo del conflicto entre Ingla- 
terra y Suecia, por la visita intentada en seis buques 
suecos escoltados por la fragata de guerra Wassa^ con- 
sultado el gobierno ruso declaró "que los derehos ex- 
clusivos del pabellón neutral son de tal modo recono- 
cidos y confesados, que los mismos buques neutrales 
que se encuentran protegidos por ese pabellón están 
por esa causa exentos de toda visita.'* (2). Idéntica de- 
claración hicieron todos los ministros de Rusia acredi- 
tados ante las potencias de Europa. 

Con arreglo á esas declaraciones las potencias de 
Norte de Europa hicieron escoltar sus buques mer- 
cantes por naves de guerra de sus respectivas escua- 
dras y tales convoys fueron respetados por las mis- 
mas escuadras británicas, hasta que ocurrió el caso de 
la fragata Freya de Dinamarca, apresada con su con- 
voy, después de batirse con una escuadra británica 
para resistir la visita. 

En el incidente diplomático á que esto dio lugar, el 
gobierno danés, sosteniendo los fueros del pabellón 
militar, el concepto verdadero y objeto de la visita, 
decía: " Pero el gobierno neutral, haciendo escoltar 
por buques de guerra las naves de sus subditos co- 
merciantes, ofrece con esto á las potencias beligeran- 
tes una garantía mas auténtica, mas positiva todavía, 
que la que procuran los documentos que esos buques 



(1) James Reddie Researches Tom. I. pag. 168. 
(3) Nota de M de Zmowieff ministro de Rusia eu Madrid 
al Ministerio de Estado. 



llevan; y no podrían sin deshonrarse adiiiitir á ese 
respecto dudas 6 sospechas que serían tan injuriosas 
para él como injustas de parte de los que las conci- 
bieran ó las manifestaran. " 

" Si se quisiera admitir el principio de que el con- 
voy del soberano que lo concede no resguarda los bu- 
ques de sus subditos de la visita de los buques de 
de guerra ó armadores extranjeros, resultaría que la 
escuadra mas formidable no tendría el derecho de 
sustraer los buques confiados á su custodia á las pes- 
quisas del mas insignificante corsario. '* 

Como la cuestión de derecho planteada así, era in 
discutible, " la negociación terminó al fin por una 
convención firmada en Copenhague en 20 de Agosto 
(1800), por la cual la cuestión de derecho fué reser- 
vada para un examen ulterior; la fragata danesa y los 
buques de su convoy fueron restituidos; y se convino, 
para evitar discusiones semejantes, que el gobierno 
danés suspendería sus convoys hasta que la cuestión 
fuese decidida por una convención definitiva (i) 

La segunda neutralidad armada (1800), consignó 
entre sus declaraciones la relativa al convoy, como 
medio de evitar la visita expresando, "que basta que 
el oficial que manda uno ó muchos buques de guerra 
que escoltan naves mercantes, asegure que su convoy 
no conduce contrabando para que no se haga visita 
alguna. " 

Solamente la convención marítima de 5 de Junio 
de 1801, haciendo excepción á todos los tratados, con- 
signa como estipulación espresa: ** que los buques 
mercantes bajo escolta de un buque de guerra, po- 
drán ser visitados por un buque de guerra, de la po- 
tencia beligerante, pero no por corsarios ú otros bu- 
ques pertenecientes á subditos de esta potencia. 

Casi todos los tratados contemporáneos reconocen 



(1) Wheaton. Historia de los progresos del derecho de 
gentes. Tomo 2^. pág. 79. 
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esa excepción, estipulando que no se permitirá la visita 
de los buques que navegan bajo escolta, bastando en 
este caso que el comandante del convoy declare ver- 
balmente y bajo su palabra de honor que los buques 
colocados bajo su protección pertenecen al estado cu- 
yo pabellón enarbola; y, cuando se dirijan á puerto 
enemigo, que no conducen contrabando de guerra. 

Tal es la estipulación que se encuentra en los tra- 
tados del Perú con la república Argentina de 9 de 
Marzo de 1874 (art. 27) con los Estados Unidos, de 
31 de Agosto de 1887 (art. 24); con Francia de 10 
de Diciembre de 1861 (art. 23) y con Colombia de 
10 de Febrero de 1870 (art. 25)- 

Si del derecho convencional pasamos á los usos y 
á las reglas reconocidas en la legislación particular 
de cada país observaremos la misma progresiva ten- 
dencia á la supresión de la visita, mediante la garan- 
tía del convoy, mas cierta y eficaz para el beligerante. 

Durante la guerra de Austria y Prusia con Dina- 
marca (1864) las potencias beligerantes establecieron 
claramente la regla de que los buques mercantes neu- 
trales que navegan bajo convoy están exentos de la 

visita. 

En la guerra hispano-americana, España, mo- 
dificando sus ordenanzas de 1801, expidió las instruc- 
ciones para la marina de 24 de Abril de 1898. En el 
artículo 1 1 reconoce la inmunidad completa del 
pabellón neutral para libertar de la vista en caso de 
convoy, (i) 

No hicieron lo mismo los Estados Unidos, pues las 
instrucciones de 20 de Junio de 1898 guardan silen- 
cio sobre el particular; pero la exención producida por 
el convoy militar está reconocida en el Código para 
la guerra marítima que ese país adoptó en 27 de Ju- 
nio de 1900. (art. 30.) 



(1) Olnnet Journal de droit intemational &* 1898- pag. 681. 
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El mismo precepto contienen las instrucciones ita- 
lianas de 1866 (art. 10), el reglamento austríaco de 5 
de Marzo de 1864 (art. 9), el prusiano de 12 de Mar- 
zo de 1864 (art. 9), el danés de 16 de Febrero de 
1874 (art. I i), el de Rusia de 1869 y de 1865 (art. 6,) 
y las instrucciones francesas de 31 de Marzo de 1854 
(art. 14), y de 1870 (art. 14). De manera que, 
puede decirse con entera certidumbre, que el convoy 
militar como motivo de justa exención para los neutra- 
les de la visita, está definitivamente incorporado al de- 
recho consuetudinario y municipal de todas las po- 
tencias marítimas, con escepción de la Gran Bretaña, 
como lo está en la mayor parte de los tratados que 
esas mismas potencias y otras han celebrado. 

Todo lo que se ha expuesto se entiende que es pa- 
ra los casos en que el jefe militar del convoy, declara 
expresamente que los buques bajo su guarda son de 
su país y no conducen contrabando, si es que se diri- 
gen á puerto de un beligerante; porque si rehusa esa 
declaración, ó resulta de ella que uno de los buques 
no pertenece á su convoy, la visita, y eventualmente 
le captura, podrían realizarse. 

Por último, cuando hay sospecha de que la buena 
fé del comandante del convoy puede haberse sorpren- 
dido, debe este por si mismo ejecutar la visita en el 
buque ó buques señalados por el crucero belige- 
rante (i) 

La misma unanimidad, casi absoluta, se encuentra 
entre los publicistas, por lo cual es inútil enumerar 
los que sostienen la regla de que nos ocupamos. 

Phillimore, como los demás de nacionalidad inglesa, 
enseña la regla contraria; y para sustentarla se apoya 
únicamente en la autoridad de lord Stowell, que á su 
vez cita á Vattel. Pero este no se ocupa, en el pasaje 
citado de su obra, si no de la justificación general del 



(1) Bonfils. Manuel. N.<' ItfOO. 
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derecho de visita, que nadie contradice, sin mencio- 
nar el convoy, como era necesario para que la cita no 
fuera incongruente (i). 

De la misma manera procede Wheaton, refiriéndose 
á la autoridad de lord Stowel, sin discutir por si mis- 
mo el asunto y en oposición á la regla convencional 
y legislativa adopfada por los Estados Unidos, como 
se ha manifestado ya . (2) 

Algunos, aunque raros tratadistas, admiten que los 
buques mercantes neutrales pueden haeerse escoltar 
por naves de guerra de uno de los beligerantes. 

La crítica de una pretensión tan opuesta á los de- 
beres y conducta de los neutrales, puede condensarse 
en el siguiente párrafo de Gessner: " El otro belige- 
rante no tiene ninguna garantía de que los buques 
mercantes que se hacen escoltar por su enemigo no 
llevan contrabando de guerra, ó que no tienen la in- 
tención de violar de alguna otra manera sus deberes 
de neutrales. Semejante intención debe por el con 
trario presumirse". (3). 

La visita convencional. — Si, como se ha visto, la 
visita en plena mar por los buques de guerra de una 
nación á las de comercio de otro estado, es una 
escepción al derecho primitivo, que se funda única- 
mente en las necesidades de la defensa legítima, se 
deduce rigurosamente que no puede existir en tiempo 
de paz. 

La necesidad de resguardarse contra peligros in- 
ciertos, como la piratería, y la función que para cada 
país desempeña la marina militar, no dan autoridad 
ninguna en ei mar libre, ni jurisdicción sobre los bu- 
ques de otra nación; de manera que el intento de 
ejecutar la visita es nna vejación y una ofensa al es- 



(1) Phimniore ob. oit N.'^ 388. pág. 434 tom. 3o. 

(2) Elementos. Tomo 2o. pág 116 á 189. 

(8) Gtossaer. El derecho de los neutrales en el mar, pag. 380 
Perels— Manual, pag. 56, YIU, 
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ta(|o que i^roteje cpn sq pabellón el buque, quje h^ 
sido objeto de ella. . 

"El derecho de visita y registro, en alta mar, ^í^e 
Wheaton, por los buques armados de una nacióri>o- 
bre I09 buques mercantes, de otra, no debe exisíír eQ 
tiempo ái paz, á ño ser por pacto especial, . qué oblí 
ga solo á los que libren^ente haií consentido ser par- 
te en tal Contrató" (i) . , , j. 

.«,. Las precauciq^Tes que la .marina ,0>iliUir,d^ los 
estados adopta, cuando salen de los licites 4?, Jas 
costu mbres prpf esionalc^ de lo$ h/pmbrejs .úp joaar y 
de4 gimple j reconocimientp del pabcUóHf. (i^ljeo mi; 
rarse coma ofensivas jr origen de re^pon^bilidad. : ' 

Ha habida ocssiones, sin embar^o^T ea quft'itcttfá* 
fíco -ffimoTAl y proditorio ha si«^Jiev4d« el $eiitimi«Dto 
publico cn;los paises civilizados» tJeterminanflQ á^^us 
gobiernos á adoptar expedientes dive^s<>8 para supri- 
mirto. - • . . -/.'.rír >..üC'0 l"^'. 

A t^ c)ft«e pénenle»' el '«'<3smérc-io de '^^féi^é^ 
ht&f casi e!xtinguklo,.']^.()^ t^u)o^^^FmMÍ&^lt|. 
glaterra en r^jr y «635 á 'coMVíft^^'se f^t^^^rüp^fi- 
nlírla, ^oncédiémk)Se tmitttafMeiitef ;ei 4epéci\f0^ ^áíe 
^S^sftár '■ ipor ^sus bu^s >de ^ueí^r^ toüsi bWíi^Pmit^ 
cantes de la otra, en ciertas regiones marítimfl^s^yHá* 
jt^d^érmi nadas ^ondíoiéne^; ?— * -•- - t? í'3 
- A ejemplo de e^s-psíctos clelebfó' ^li^glatei^ ot^ 
con -el mismo ' objeto eit^ -20 de- Dfcknobre "áei^^f 
con-AíJStíria, Rosía-y Prusia. - - -"-: c . c - j!í:^.:. 
* Fbr i«iteresant€ que fuera' -et-^fín bumailitíil'iO'qQfe 
per- esQs pactos «¿ trataba de lograr, tíúfjfiétiivfefbn 
dificultades -y abusos que Hicieron necesárío^poíl6?Fés 
térmÍAOr€omo suoédió con á pactó^nglo-fPáiSi^és, 
que fué abrogado por la con^enéión dé-i845,'^ñ'que 
se admite no solo el simple reconocimiento dol^- 



•- ■ ^ 
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bellón si no en ciertos casos y bajo áéterminadáá 
condiciones la comprobación efectiva. 3 

Ésto no fué jamás consentido por el gobierno ame- 
ricano que decia: "En resumen, el gobierno dé los 
EE. Unidos, que ha rehusado conceder el derecho de 
visita recíproca, tal como ha sido reconocido pof las 
potencias signatarias del tratado de Diciembre' de 
1841, no puede admitir que exista, en virtud clel dé- H 

fechcf de gentes, atgunü cosa sentefaute ál dérecké de 1 

ínsita. :. .(i). -^ 

' Los tratados átites referidos quedaron i su veztibro. 
gaáo^s y sóstittitdos por acuerdos que Irrnítaban i& ac- 
ción común ala dbKg^ción de mantener en los pfthi* 
iet^ooMveiiidds fnensafr navafeir^uficfentes para lá vi* 
gitarncM por cad»- na^cíóA de sns bxiqties marcantes. 

Aunqueun' escritor americdno parece admitir la vir 
dt^^O'tieinpotle paz, cirnio conscepencia eventu^ 
del reconocimiento del pabellón, al punto de añrm«r 

mlnt0 mi^^ ^n tiempo 4^paz^J(2) laijin-isprudei^i^ 
i|ní%urn9e.y< I0& pápela de.e$tad9 ole ^u p^ia acredita o 
9M¿ stlM «^ ;ba 9<»giiido^ una tfQgla dUtiiitñi spbre loc^ 
pji^ciie f)Q^9MltairsQ la-gbra de Wh^rtoq^ .taiii(|is vftcf^ 

Eñ el hecho ninguna nación )|g rec9n<AQtfh> ÍMPi^» \ 

iV) madiar pacta expreso, que I09 barcos d^ g!ieri]R de ^ 

9)rPiP^s e>eQUt^'Jib(irdQ dC'^ua naves. 4^ ^riiefpjo 1 

inspección ó pesquisa ningumi nr% tiempo ^^(paz^^nQ 
obatax>te <|u^ tcHls^ c<Hí]vÍMeD ^ . roQCino^e^ Ifi iiitce 
siaad dfi premunifíse centra ric^ de piratas y 4e.SM 
mt^rés com^n en i^iier^eguir lo$ bu^u^ cpn tripu- 
lacióae$ {aublevada^i En este orden la ^ituaci^^o ía» 
cierta y 4QÍicada. de los buques de giieri^ . está 

(1) Nota de Ai. Daniel Webster á lora Aberdeen. 29 de Abril 
de 1848. Wharton. ob. cit. sec. 87, Tom. 8.^ parí. 18d. 

\%^ V. Itaiiware iQoop«r . Háitnr/ o€ Aiaerl&a. T«pio do. 
cap 80. 



definida en el discurso de M. txuizot en la Cáma^ 
ra de Diputados en 28 de Junio de 1845: *' Me sirvo 
de propósito de la palabra hechos^ porque los ameri 
canos no han querido reconocer formalmente como 
derecho la visita de los buques que UeVan pabellón 
americano para comprobar su nacionalidad. Ellos han 
dicho: no es un derecho el que os reconocemos, sino 
un hecho que realizáis de vuestra! cuenta y riesgo." 
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LECCIÓN XXXII 



SUMARIO.— Definición del bloqueo.— Fundamento del dere- 
cho de establecerlo, — Oondiciones requeridas parfk que sea 
obligatorio. —El bloqueo de hecho y por notificación.— 
Oonsecuenoia que la doctrina inglesa derira de esa dis- 
tinción.— Práctica de 1m tribunales de presas franceses.— 
Formalidades que deben obseryarse al establecer el blo- 
queo. — ^Violación del bloqueo —Pena de la violación.— 
Duración de la responsabilidad.— Lab licencias con rela- 
ción al bloqueo. 

Definición del bloqueo. — Define Bonfils el blo- 
queo como la "la ruptura de toda comunicación entre 
las costas ó los puertos de un estado y la plena mar, 
operada y mantenida por la fuerza armada de otro 
estado", (i). 

Esta definición parece del propósito ó efecto del 
bloqueo antes que de la operación misma de guerra 
así llamada. El bloqueo consiste, en efecto, en la 
ocupación real de los puertos ó litoral de un estado 
por fuerzas estables de su enemigo, suficientes para 
impedir toda comunicación con los lugares bloquea- 
dos. Con esta fórmula queda también eliminado el 
bloqueo pacífico, comprendido en la generalidad de 
los términos de la definición citada, y que el mismo 
autor reconoce que "no puede justificarse ni á nom- 
bre de la humanidad ni bajo el punto de vista del 
buen sentido". (2). 

El bloqueo, como operación de guerra, ha estado en 
uso en todo tiempo, á partir del siglo XIII y es un de- 



i 



(1) Manuel de droit International public— K.^* 1006. 

(2) Ob. eit. Tom. 2.^ cap. VI n.<» 98. 
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rechor iréconocMó á todd beligerante comcf ' media de 
Kmítar ó destruir los medios de rcsftteHcia de-ío 
enemigo y los recursos que le permiten contmuar lá 
guerra. 

Bajo este concepto es el bloqueo no solamente una 
hostilidad legftimd, si no que, por su natoral^a y 
efectos, es quizá la más humana, ya qoetmexijeplv 
ra reducir al adversario la efusión de sangre y los do- 
lorosos iadriñcios que para' amboá" combatientes im- 
porta el choque de las armas. 

"El bloqueo, dice Travers Tlviss, «s asi uña ope- 
ración hostif, menos rigorosa que la agresión directa; 
Esta ültitfta, lléVa consigo necesariamente el saerifí^ 
ció de existencias humanas, y fK)r la destrucción de 
propilidaded, que eíHa ocasiona igualmente, tiene «i 
peligro de aniquilar los medios con cuyo aaxilio'fatéi 
de el enemigcr ofrecer «na reparación á la ofensa- co^ 
metida", (r). - : . . 

Pero sí este es el titulo que íncontestablemetíte 
tiene el bloqueo para ser admitido, como lo está, en- 
tre las prácticas de la guerra civilizada y en el- dere- 
cho secundario universal, "precisa definirlo én la ma^- 
nera <fe su ejecución, para que nó degenere ien ttó 
abuso éontra el comercio neutral y en la- dictadura 
dé los beligerantes. * " 

Laá prácticas anteriores, hasta el siglo XVIIí, 
parecía que llevaban fe tendencia de suprimir rf trá^ 
freo y et comérctot cotí los iúgare^ que se declaraban 
bloqueados por uno dé los beligerantes^ y asi se hitó 
en eftecltt, como l5 detnu^tran las ordenanza» 4i0l«ní 
desas de^ieso y te proclama del mismo esiado^^y ite 
Inglaterra en la guerra con Frauda etí 1689» Asi 
también lo^^nUYUérosbs i:asoB é€ sénten<fia# pudmin- 
ciadas por las Cortes de presatf de Ingüterra" y*Hii2 
lañda, en- virtud de pretendidas vtolaciofires debhP 
queos presuntos y enteramente ficticios. ,. 

(1) Oit. K.» 90»^píg; Mí . ' - - * 
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La neutralidad artnada, «» idiefe9>$9 de «lUS-iote- 
reseé prodamó < la iiberUd^ dd tr^ÜQ^ y acq?^ á 
Ids lugares interdictos por un bloqueo ÍQi9^¡Hi^<^io^ 
declarando en r78o, que no reconocía como p^ierto 
bloqueado sí no aquel. en que. hay, por la 4>sp(9jsipíón 
de ia'pefterwia que ataca, con buques ddí^ni^ y su- 
Jicientrm^nte próximoí/i^Wgvo. evidente de^ entrar". 

' En idéntiea sentido se intentaba r^ulari^r esa 
hostilidad por el derecho convencional en la^^oca 
iedtcada, aunque sin ¿tito apreciabie, deM^ <V^^ '^ 
másrcónaiderable potencia naval de )a> épocaíf por el 
nftinisterio del jues Marriot, del aln^iriaotazgo britiní- 
eó, formulaba en 1780, á propósito ,^M Qap(ara y 
|»Fa la condenade sálganos. buque» merc?u^e9 h<^ai>* 
deses, la propostciicki: siguiente ''La Gri^f) iBr^l^fta^poif 
su posición insular, bloquea naim^immiiftí'^^ loa 
puertos de Espafía y de Francia Ella tiene olidere- 
oho de sacar partido 4e eaa posiciói^) coipo <le no don 
qwe le ba sidoi «cordado por la Providencia", ^(l). 

■-'Al esa arrogafite pretensión, obadecjdjsii^ duda, la 
Gonvend^n ntartllma de i80f , m^p^^^pxí l^Gran 
Kreif^a i Rusia, al disolverse ;la.aegi«p<i^^ni^lialídad 
avnníadB.4^En ^ese tratado se repFodu$'^eJliarití§ulo ct>- 
rrespondiente de la declaración de lat}jgf^$^^rai>;per 
rb fcoístíttiyfendo la fraseí de *f biiqiHts d^M^dltidptry'Su- 
fioteiHemfm^ prógtímos " con- l^í lie "Jb^flMf? -deteM- 
dos ór s^uiítsimteflKente próximo^}'' Pemaneraf qjue ae 
hizd addptar en defínitiva com^í leg^l i^l bkHj^o fio- 
xkA^ 6 de simple poder, impoiMemlo 4 Jo^.^^pl^nles 
hfs cofisíecuenciasr de unabostilid^ídvin^naj^iaK pofr 
la ^oaibilidadi «de eieFfierla^ ^v^:'s^ ' 

Esta¡ estipuiaoióii ^^ se reprodujo, leonningún Qlr^ 
trffado; y^ ji^s[de eso» los neutrales tt)atatop«#iempre 
de'teilindioar lo^ lMero$ de. au;aitpaci6n; resi^^e^iido á 



J 



(1) Oalvo— Broit Intematíonal Tqqi. Vj .né%.^íií. 
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umá lYóstilidad <\ue, en últíitio resultado, sóio contra 
ello!* se dírijia y reclamando de las condenas prontin- 
ciadaá por las cortes inglesas de presas en virtud é^ 
bloqueos ficticios ó sobre el pepél. 

• La proposición 4.* de la declaración del Congreso 
de París dé 1856, puso término, en principio, ie$^ 
gériérd de arbitrariedades, aunque no las suf^rimió 
prSctte^inértte; como lo veremos después. 
E*ft aeclaración e^tá formuiada así: 

■ 

Los bloqueos para ser obligatorios, deben* ser eíée- 
rivos, es 'decir, mantetvidos por fuerza suficiente pat^ 
impedir reaknénte el acceso ai litoral del enemigo. '* 

Fundamento del derecho de bloqueo*— Recono- 
cido el boqueo, como una hostilidad legítima y acep'^ 
tado sin ejscepción en el derecho positivo c)e las na- 
ciones^ debe examinarse caá) es el fundamento de ese 
entredicho en que- quedan ios puertos bloqueados. y 
^1 deJQ obligacM^nde: abstenerse de toda comunica- 
ción xon eHca. i 

Los publicistas ingleses no se han preocupado.de 
señalar al bloqueo á sus caracteres y consecuencias^ 
-ui^a* l^^q teóric^¡ fundando solamente su doctrina, si 
tiilputde llamarse» ea Iqs fallos de sus tribunales, d^ 
presas y ^n las opiniones de sus grandes jueces, los 
cuales han jcreado para cada ca^o los elementos ju 
ndiqos de la ^ condena,: deri vanelo éstos del hecho, eo 
lugar 4e)jM9gar.C9da uno por reglas preexistentes y 
suficientemente fiias y definidas, (i) 

Consideran otros que la prohibición de comerciar 
con los puertos bloqueados se deriva para los neutra- 
Icts de .la conquista que el beligerante ha hecho. por 
sus armas de esos lugares. (2) 

Ortolan cree que es la ocupación militar el funda- 



(1) Véase Gessueri Jp^refihos de los neutraU» en el mar, pag. 
168. . .T . . . . . ■ . - . 

(2) HantefeniUe. Droits et devoirs des uations neutreá. Tom . 
«,^pag.'l» ^ 



ni^nto del, entredicho^ y Brocher de la. Flécbiére, que 
Iqs títulos del bloqueo se desprenden de la posesión 
inrídiga adquirida por la escuadra bloqueadora. (i) 

Ambas opiniones son inadmisibles porque no hay 
p^rup^ción militar ni conquista de lugares que el be- 
Uge^inte bloqueado sigue poseyendo y defendiendo 
§on sus armas» lo mismo que el mar territorial, en el 
que mantiene á distancia á su enemigo por sus forti- 
ficaciones en los puertos. No puede haber posesión 
jurídica de lo que otro sigue poseyendo, no la hay, 
propiamente hablando, para nadie, en el mar territo- 
rial, ni puec)e haberla tampoco en el mar libre. De 
ipaner^. que el fundamento enunciado 00 puede de- 
fenderse. 

A lo que se podria añadir que si la simple ocupa- 
ción, ó sostitución de soberanía, fuese la explieactóo 
(Je los derechos del beligerante, resultaría la. impli- 
cancia de que el ^berano. sustituto podía, impedir lo 
que al soberano sustituido no lo era permitido, negar, 
esto es, el acceso libre á aus . puertos del comercio 
extranjero. 

' Bonfíls adopta al parecer el sistema de * Fauchille 
explteahdo, " que el respeto por los neutrales del blo- 
t}ueo establecido por un beligerante, -es Una conse- 
cuencia natural del estado de neutralidad y de la obli- 
gación que incumbe á los neutrales de absUnéfse de 
toda ingerencia en las operaciones de la guerra;" (3) 

Asi lo cree también Fiore (3) y lo reconocen de 
un modo más esplícito Hefftery Blunt'schlf, concre- 
tando así el último su opinión: "La basé del derecho 
de bloqueo no es, pues, la soberanía; ese detecho se 
apoya únicamente en las necesidades de la guerra. 



i (1) Reglar intemationales etc., Tom. Ilpag/^S. 
J,%) Bonfils, Manuel núm. 1609. 
(8) Derecho iniérnaci'oiíal. Toni. ÍI 2.^^parte''pa|p. 450» 
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No se puede Ueyar enérgicamente las operaciones bé- 
licas y con buen éxito sin recurrir al bloqueo. " (i) 

Si el bloqueo es una operación de guerra, como no 
puede dudarse, puesto que por él y empleándose la 
fuerza armada, procura uno de los beligerantes aislar 
á su enemigo, cortándoles Ips recursos, no hay nece- 
sidad de estenuarse, buscando el fundamento de la 
obligación que resulta para los neutrales; porque na- 
die ha puesto en duda que uno de los caracteres fun- 
damentales de la neutralidad consiste en abstenerse 
de todo acto que tienda á frustrar ó embarazar las 
hostilidades legitimes entre beligerantes. 

Condiciones requeridas para que sea obligatorio 
--.Si tal es el principio, con el cual está de acuerdo 
además la práctica universal, importa señalar las con- 
diciones que el bloqueo debe reunir para que impon- 
ga una obligación á los neutrales. 

Como hostilidad, debe consistir en un hecho osten- 
sible y bien determinado y que, en cualquier momen- 
to, constituya una certeza para los neutrales que se 
diiijen á los puertos ó litoral que se dice bloqueados. 

En consecuencia, no puede haber bloqueo que im- 
pida legalmente á los neutrales la comunijación con 
los lugares bloqueados y los sujete á las consecuen- 
cias de una violación real ó intentada, si no mediante 
las siguientes condiciones. 

a. Estado de guerra, — No puede existir bloqueo 
sin guerra; puesto que sólo durante ella puede haber 
beligerantes y neutrales y la prohibición para éstos 
resulta de un hecho efectivo de hostilidad que es in- 
conciliable con el estado de paz, durante el cual todas 
las naciones disfrutan de la más amplia libertad para 
su comercio y navegación y no pueden reconocer, ni 
reconocen, autoridad en ninguna para ejercer juris- 



(1) Derecho internacional codificado art. 827 nota. Heft'ter, 
Derecho internacional— Lib. II cap. III paf . 154. 
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dicción en el mar libre, ni poner en entredicho puer- 
tos ni litoral ágenos. 

La ilegalidad y el absurdo del bloqueo pacíñcq, tan 
atentatorio á los derechos de las nacbnes extrañas al 
conflicto que lo determina, como inútil en sí mismo, 
se ha demostrado ya con la autoridad de numerosas 
y respetables opiniones en la primera parte de este 
curso. (Tom. I pag. 405 á 411.) -^ 

Tal vez no sea inútil agregar ahora la autoridad de 
GefFcken, en su réplica á M. Perels, sobre el particu 
lar, y que termina por las elocuentes palabras de M. 
Westlake, en la sesión del Instituto internacional de 
la Haya en 1874: " No es digno de un gran estado, 
que cree tener motivos de queja contra uno pequeño, 
el procurar apropiarse los lados fáciles de la guerra, 
sin exponerse á sus riesgos. Por otra parte, no exís 
tiendo beligerantes, no existen neutrales; y como só- 
lo á los neutrales concierne el bloqueo, no hay nadie 
que tenga que respetar el bloqueo pacífico." (l) 

AI firmarse la paz cesa el bloqueo en sus efectos 
legales, aún cuando en el momento de la captura de 
un buque por la infracción de ese bloqueo, lo ignore 
la escuadra bloqueadora. La presa no podría ser 
cor'denada por la razón concluyente de que no hay 
hostilidad legítima, y mucho menos en sus efectos 
contra los neutrales, cuando la guerra ha dejado ác 
existir. 

d. Declm ación del bloqueo por autoridad competen- 
te. Para conocimiento de los nentrales y que éstos 
puedan premunirse de los daños que les ocasionaría 
un viaje frustrado á lugares bloqueados, el gobierno 
del beligerante que emprende esa hostilidad debe pro 
clamarla en la forma usual. 

Cual deba ser la calidad de ese gobierno es indife- 
rente para el caso, bastando que esté encargado co- 



(1) Clanet, Joiiriial de Droit International Pri^ elo., 2888 
— paí 586 á 591. 
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roo poder supremo de la direcckSn de la guerra. No 
importa quesea legítimo ó de hecho, porque la califí 
cación de él es cuestión de derecho interno; ni que es- 
té ó nó reconocido por el otro beligerante 6 por los 
neutrales. A este propósito cita Bonfíls el caso del 
bloqueo declarado por el Gobierno de la Defensa Na- 
cional, en Diciembre de 1870, de los puertos de Roues, 
Dieppe y Fecamp, ocupados por el ejército alemán; 
sin que nadie le disputase ese derecho, apesar de que 
tal gobierno no había sido reconocido aún por la ma- 
yor parte de las naciones de Europa, (i) 

Aunque esa es la regla general, no hay obstáculo 
para que el gobierno delegue ese poder en los jefes 
de escuadra, para ejercerlo según las eventualidadea; 
y aún se considera comprendido entre las facultades 
propias de esos oficiales superiores, particularmente 
cuando operan en lugares remotos. 

Debe agregarse, antes de terminar sobre este pun- 
to, que como la declaración del bloqueo está prescri- 
ta y en uso, su significación no es otra que el cum- 
plimiento de un deber hacia los neutrales; y por \o 
tanto no puede convertirse en daño de éstos, para su- 
jetarlos á confiscación, por el sólo hecho de partir pa- 
ra los lugares que se declaran bloqueados después de 
hecha esa declaración. 

c. Lugares que pueden ser bloqueados. Pueden 
bloquearse todos los puertos y litoral de un belige- 
rante por su enemigo, sin más limitación que la de 
los elementos militares de que disponga éste para ha- 
rá hacerlo real y efectivo. De manera que pueden ser 
objeto de esa hostilidad los propios puertos del beli- 
gerantes bloqueador, como en el caso ya citado de 
Dieppe, Rouen y Fecamp, ocupados por el ejército 
alemán. Así ocurrió también durante la guerra de 
Rusja y Turquía en 1897, en la cual, ocupada la Te- 



(1) Blann^l núm. 1681. 



bellón si no en ciertos casos y bajo determinadas 
condiciones la comprobación efectiva. 

Ésto no fué jamás consentido por el gobierno inne- 
rican'o que deciaí "En resumen, el gobierno de los 
EE. Unidos, que ha rehusado conceder el derecho de 
visita recíproca, tal como ha sido reconocido por las 
potencias signatarias del tratado de Diciembre de 
1 84 1, no puede admitir que exista, en virtud Üel de 
tecM Ae' ^ütcs, afg'Uftít casa sentejaute al derecho de 
ínsita. : . .(t). ' , 

' Los tratados átites refeHdos quedaron á su vez^bro- 
gadoá y sostftüfdos por acuerdos que Irm'itaban la ac- 
ción común á la óbl^gftción de mantener en los pahi- 
jet convenido» fnersa^ navafeii suficientes pam lá vi- 
gibmciii por «id» x^ckém de sns buques mercantes. 

Aunque un- estrntor americano parece admitir la vi» 
sít4 en tiempo -de paz, cuma consecuencia eventuiM 
del reconocimiento del pabellón, al punto de afirmer 
QU03lin{^ll«,/< Iw if^ffées idé gmrr^ serüfn íerficta- 
minSe ,mú^e\F ^n tiempo 4^ pflz,J(Z) laijiKisprude^is 
anidarme y> lo» papelea de estado ele %\x p^ía acre^H^Q 
qué ^IM M iui $9gii¡do UR«trQgla GUit.iiitB; sqbre locu^l 
piwdei^oo^illUiirse.ia-obra de Wb^rtoi^ tan^s vecfs 

En el hecho ninguna nación )|a recpnoai^ jamás» 
iio mediar jMbCto. expreso, que los barcos. d«.gaeri:s de 
Q^rojpaás e)eQUt^<jib€irdQ de sus riaves. <jk cometcjo 
inspección ó pesquisa ninguna en jüempo; ^i^^fpaz; no 
obst^X^te- <tw tQfia,s c<>pvi^Miee ^ .recono^r to ¡nece 
sidad df) premunirse centra riesf^o de piratas y.4e su 
interés común en perseguir los bu<)ues cpn tripu- 
laciones {sublevadasi En este orden la situación in^ 
cierta y (J^icada. de los buques de guerra está 



i«*< 



(1) Nota de M. Daniel Webster á lora Aberdeea. S9de Abril 
de 1843. Whart<ni. ob. dt. sec. S7, Tom. 8.<^ parf . 18$). 

\%\ F. IteiinGreX^leopw. Oistnrj o( Anerioa» Xcpo 80. 
cap 80. 
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deñnida en el discurso de M. Xiuxzot en la Cáma- 
ra de Diputados en 28 de Junio de 1845: << Me sirvo 
de propósito de la palabra hechos^ porque los ameri 
canos no han querido reconocer formalmente como 
derecho la visita de los buques que UeVan pabellón 
americano para comprobar su nacionalidad. Ellos han 
dicho: no es un derecho el que os reconocemos, sino 
un hecho que realizáis de vuestra cuenta y riesgo." 
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salia por fuerzas turcas, Grecia bloqueó su propio 
puerto de Voló, (i) 

Menos claro es el derecho de boquear un puerto 
neutral ocupado accidentalmente por uno de los be- 
ligerantes; porque si es indiscutible, tratándose del 
enemigo, no loes respecto al neutral, para el que una 
ofensa de parte de uno de los contendientes no pue- 
de justificar una nueva ejecutada por el otro. 

El bloqueo constituido por abuso en puerto neu- 
tral, si puede hacer daño al ocupante precario, lo cau- 
sa más grave al soberano del territorio y á su pobla> 
ción, que no son responsables ni de los motivos de la 
guerra ni de la violación de sus reglas por cualquiera 
de los beligerantes 6 por ambos. Esta es la opinión 
de algunos publicistas, en oposición á la de Bonfíls, 
que admite, á nuestro juicio con demasiada facilidad 
y sin fundamente suficiente, ese bloqueo ilegal. 

Aunque según el parecer de algunos, el bloqueo 
no debería establecerse si no en los puertos y pla- 
zas fortificadas, como lo insinúan Dudley, Fiell y 
Westlake, es preciso reconocer que la práctica gene- 
ral y la opinión contraria tienen un fundamento irre- 
futable en el objeto y carácter de esa hostilidad. 

El bloqueo tiene por objeto privar al adversario de 
los recursos y elementos que debe encontrar en el 
tráfico mercantil por los puertos que cierra esa hos- 
tilidad, resultando asi evidente que, de preferencia, 
debe recaer en puertos pacíficos y comerciales para 
el logro de ese propósito. Las fortalezas y plazas de 
guerra serán objeto de otra clase de hostilidades co- 
mo el sitio, el asalto y bombardeo, destinados á des- 
truir ese medio directo y activo de resistencia. 

El vice-almirante Persano, al declarar bloqueada la 
plaza de Gaeta en 20 de Enero de i86r, establecía 
como fundamento de ese acto de guerra, la circuns- 



(1) Revista de Derecho Internacional— Tom. IV pag. 690. 
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tancia de estar sitiada por e! ejército del general Cial- 
dini y de que no era una plaza de comercio, adoptan- 
do al parecer la misma opinión que figura entre los 
fundamentos del decreto de Napoleón I expedido en 
Berlín el 21 de Noviembre de 1806. (i) 

Ya hemos visto que éste no es el uso general ni 
está en armonía con el fin del bloqueo. 

El derecho de bloquear los puertos del enemigo, 
se extiende á los ríos, cuando su curso entero y la 
desembocadura le pertenecen. Pero no es posible ad- 
mitir la misma regla en caso contrario; porque en de- 
finitiva, resuharinn bloqueados los neutrales que fue- 
ran poseedores de las bocas del río 6 de alguna parte 
de su curso. 

Aunque las opiniones difieren en la solución de 
esos diferentes casos, no es fácil encontrar fundamen- 
to á las que dan á los beligerantes tan excesivo po- 
der. Basta considerar que las hostilidades no tienen 
como campo de acción, jurídicamente, y por regla 
universal de derecho positivo, si no el territorio y 
aguas jurisdiccionales de ambos beligerantes y el 
mar libre; y que, por otra parte, no tienen éstos la 
facultad de entrabar el comercio neutral, si no en 
cuanto resulta hostil para ellos ó un obstáculo direc- 
to para sus operaciones de guerra. 

Si se pudiera bloquear un río solamente porque en 
él tiene una parte alguno de los contendientes, toda 
hostilidad serfa lícita en ásño de los neutrales, sólo 
porque ella resultaría útil para una de las naciones 
en guerra. 

En general, el uso está de acuerdo con eistas con- 
sideraciones, sin que falten por eso precedentes con- 
trarios. Así, Francia, que se abstuvo de bloquear en 
1870 la embocadura del Ems, por no perjudicar el 
comercio de Holanda, había bloqueado en 1854, á la 



(1) ArohiyesDiplomatiqnes— 1861— Tom. I pag. 844. 
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fÉR- que Inglaterra, lad bocas del Danubia, río que 
corre á través de los territorios de Austria Hungría, 
Badén y Wurtemberg, entonces países neutrales. 

Travers Twiss cita dos casos en que las cortes de 
presas de los EE. Unidos han reconocido la ilegali- 
dad de la captura, por violación de bloqueo, por refe- 
rirse éste á las bocas de un río común al beligerante 
bloqueado y á un neutral. 

" Un bloqueo, dice el juez americano, cuyo inten- 
to fué cerrar la costa entera, desde la bahía de Gbe- 
sapeake hasta Río Grande, no incluyó la desemboca- 
dura de Río Grande, porque en la línea central de la 
corriente está el límite entre los EE. Unidos y Méjico, 
estando además garantizada por tratado la libre na^ 
vegsdón del río. (Caso del Peterhoff)* (O 

Para salvar la dificultad, se ha asegurado por pac- 
ios especiales la neutralidad de algunos ríos. Así se 
htzo en la convención de lo de Julio de 1853 en- 
tre Francia, Inglaterra, EE. Unidos y la República 
Argentina, por la que se prohibe el bloqueo de los 
ríos Paraná y Uruguay en el caso de guerra entre las 
naciones limitrofes del Río de la Plata. Una estipu- 
lación semejante contiene la convención de Magun- 
cia de 31 de Marzo de 1831 en lo relativo al Rhin. 

Ya hemos visto también que en el acta ñnal de la 
Conferencia de Berlín de 18S4-85 se garantizó la 
navegación del Congo, que debe ser libre en todo 
tiempo, así como el mar territorial sobre el que se 
encuentra la desembocadura de ese río. (V^se el 
tom. I pag. 132.) 

Por idéntico motivo no puede bloquearse los estre- 
chos que ponen en comunicación dos mares libres; 
pero no sucederá lo mismo si el estrecho conduce á 
«tn mar interior totalmente encerrado en las costas áe 
un sólo estado, siempre que las dos orillas del estre- 



(1) Wharton — A. Diffest oí the International law. Tom. 
ni, Seo» 960 pag. 366. Calvo, Tom. Y núm. 98^1. 
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che pertenezcan también al mismo soberano o el de 
la nación bloqueadora. 

d. Asedio real de los lugates bloqueados. El fun- 
damento que señalan la teoría y el uso internacional 
hS derecho de bloqueo, supone forzosamente que sea 
efectivo, esto es, un hecho real de hostilinad, ejecu- 
tado con fuerzas permanentes y bastantes para ase- 
gurar su eficacia. Sólo de esta condición puede des- 
prenderse la obligación de los neutrales para no co- 
municar con los lugares bloqueados ¿ incurrir en la 
sanción correspondiente si lo intentan. 

En oposición á esta regla de buen sentido y de 
justicia natural, se ha ocurrido con frecuencia, i for- 
mas de bloqueo que sólo tenían de éste el nombre, 
sin corresponder á ningún hecho real de hostilidad 
sobre los lugares que se pretendía bloquear. 

Esas formas son: el bloqneo de gabinete^ el bloquea 
pof crucero y el bloqueo ficticio. 

Consiste el primero en una simple notificación á 
los estadcs neutrales, ó en una declaración general 
del gobierno beligerante, por la que entiende dejar 
bloqueados tales puertos ó litoral de su enemigo. 

Como se comprende, este procedimiento importa la 
pretensión de ligar un estado, por acto propio, la li- 
bertad y soberanía de las demás naciones indepen- 
dientes, y de crear obstáculos al tráfico libre de to- 
dos los pueblos, en lugares sobre los cuales no se 
ejerce ninguna clase de poder ni autoridad. 

Por injusta que sea, tai forma de bloqueo ella fué 
frecuente en tiempos no muy lejanos; y la emplearon 
las potencias marítimas con una ostentación de fuer- 
za tan vejatoria como perjudicial para los neutrales. 

Para no citar mas que el caso mas odioso y cé- 
lebre, recordaremos lo acontecido en 1806, durante ki 
guerra de Francia con la Gran Bretaña. 

Una orden del concejo británico, de 16 de Mayo 
del afto citado, declaró en estado de bloqueo todas 
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las costas, puertos y r{os bajo el dominio de Francia, 
desde el Elba hasta Brest inclusive. 

El emperador Napoleón I, por vía de represalia, 
expidió el decreto de 21 de Noviembre del mismo 
año, en Berlín, por el que declaró bloqueadas las is- 
las británicas. 

Diversas órdenes del gobierno inglés y entre ellas 
la de II de Noviembre de 1807, declaraban que to- 
dos los puertos y playas de Francia y sus aliados, los 
de los demás países en guerra con la Gran Bretaña, 
los de todos los estados en que estaba excluido el pa- 
bellón inglés, aunque no estuviesen en guerra con la 
Gran Bretaña, y en fin todos los puertos y plazas de 
las colonias, pertenecientes á los enemigos de esa po- 
tencia, quedaban cerrados al comercio del mundo ba- 
jo la sanción de la captura. 

Por último, y como réplica á ese decreto inglés, 
el emperador Napoleón expidió el 17 de Diciembre 
de 1807, en Milán, el famoso decreto que declaraba 
bloqueadas las islas Británicas, tanto por mar como 
por tierra, expresando que todo buque de cualquiera 
nación que se hubiese sometido á la visita de un bu- 
que inglés, ó que hubiese hecho un viaje á Inglate- 
rra ó hubiese pagado un impuesto cualquiera al go- 
bierno inglés, quedaría desnacionalizado y sujelo á 
captura y confiscación (i). 

Ni la crítica más cuidadosa de la vana pretensión 
di€i bloqueo de gabinete podría producir el efecto de 
esta simple narración de las extravagantes violencias 
á que se dejaron arrastrar dos adversarios tan sober- 
bios como irreconciliables, que se imaginaron ser due- 
ños del mundo y, en el intento de dañarse mutuamen- 
te,solo oprimieron y dañaron intereses extraños á la 
lucha. 

El bloqueo por crucero consistiría en la observa- 



(1) Ortalan. Reglas internacionales Tom. U. pág. 881—899. 
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ción y vijilancia de los lugares cuya comunicación se 
trata de interceptar, por medio de buques en movi- 
miento en una zona marítima más ó menos estensa. 

En este, como en el caso anterior, la falta de ocu- 
pación efectiva, hace imaginario el bloqueo y sin 
consecuencia ninguna para los buques neutrales, que 
pueden entrar y salir libremente de los puertos que 
se dice bloqueados; siendo por lo tanto ilegal la cap- 
tura que de ellos se hiciere. 

Por último, el bloqueo ficticio se supone virtual 
mente ejecutado por hacerlo posible la proximidad de 
fuerzas navales suficientes para llevarlo á cabu en 
cualquier momento. 

Tal es la pretensión que se trasparenta en los con- 
ceptos del juez británico Marriot, que ya hemos cita, 
do y en algunas órdenes del almirantazgo inglés. 

Aunque esas demasías contra los derechos de los 
neutrales no son ya posibles, sin faltar á la fé de los 
tratados, por virtud de la declaración del Congreso 
de París de 1856, no han faltado ejemplos de ellas 
en tiempos posteriores. Bloqueo ficticio fué el inten- 
tado por Dinamarca contra sus adversarios en 1864 
y que motivó la protesta de Bismark en la Conferen- 
cia de Londres; y así fueron también los que Tur- 
quía estableció durante la guerra con Rusia en 1877. 
Por esto en el tratado de San Stefano, que terminó 
aquella guerra, Turquía se comprometió á no servirse 
en lo sucesivo del bloqueo ficticio en el mar Negro y 
en el mar de Azof. 

Cosa análoga aconteció en la guerra del Pacífico 
(1879 — 83), en la que Iquique que se decía bloquea- 
do permitía entrada y salida casi segura á los neutra- 
les, hasta la ocupación del territorio por las fuerzas 
terrestres en Noviembre de 1879. Un solo trasporte 
de guerra chileno pretendía asi mismo bloquear el li- 
toral del Perú desde Ancón hasta Lnrín ó sea una 

S8 
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extensión de más de cuarenta millas, no obstante la 
adhesión de Chile á las reglas de 1856. 

£1 bloqueo de hecho y por notiñcación. — 
Phillimore y los demás publicistas ingleses, asi como 
las cortes de presas de esa nación, establecen dife- 
rencia entre el bloqueo de hecho y el bloqu6o por 
notificación. ^ 

Nada más propio para exponer esa doctrina que la ^ 

trascripción de lo que acerca de ella dice el juriscon- 
sulto citado. 

**La notificación puede consistir en el hecho misino^ 
esto es, en la presencia de la fuerza bloqueadora, acom- 
pañada de la declaración de un oficial de la dota; y 
puesto que la notificación entre los gobiernos tiene 
solamente en mira la información de los particulares, 
si estos son personalmente avisados, el propositóse 
obtiene más cumplidamente que por una declaración 
pública. 

Puede consistir en una declaración formal acompa- 
ñada 6 seguida del hecho. 

En el primer caso, cuando cesa el hecho (por 
causa diversa de un accidente, ó el estado del mar) 
termina inmediatamente el bloqueo; pero cuando el 
hecho vá acompañado de una notificación pública 
del gobierno de un estado beligerante á los gobier- 
nos neutrales, el bloqueo debe suponerse, prima /ocie, 
que existe, hasta que haya sido públicamente revo- 
cado Es deber del estado beligerante que ha hecho 
la notificación de un bloqueo, notificar en la misma 
forma é inmediatamente su suspensión. Consentir en 
que el hecho cese y seguir aplicando los efectos de 
la notificación por un tiempo dilatado, sería un fraude 
contra las naciones neutrales. No puede decirse cier- 
tamente que haya imposibilidad de que un bloqueo de 
esa clase espire de hecho, y sería temerario que esa 
circunstancia obrara en daño de una nación neutral; 
pero hasta que tal caso sea indudable es deber de las 
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cortes de presas, sostener que un bloqueo por notifi- 
cación, debe presumirse ptima facie que continúa 
hasta que la notificación sea revocada", (i). 

Tal es la regla exptiesta y aplicada por lord Stowell 
en diversos juicios de presas. 

Decía respecto al Columbia\ "se ha sostenido que, 
conforme al tratado americano, es necesario que ha- 
ya notificación previa. Sin duda que cuando las na- 
ves se dan á la vela, sin tener conocimiento del blo- 
queo, es necesaria la notificación; pero si llegáis á ha- 
cerle conocer ese hecho, la notificación se convierte 
en una ceremonia vana é inútil, que no se podría por 
lo tanto exijir*'. 

Y en el caso del Adelaida, decía el mismo ilustre 
juez: "El efecto de una notificación hecha á los go- 
biernos extranjeros, es claramente el comprender á 
todos los individuos de esa nación; y sería la cosa 
más irrisoria del mundo que se permitiese á esos in- 
dividuos alegar ignorancia. Es deber de los gobier- 
nos extranjeros el comunicar la notificación á sus 
subditos, cuyos intereses están encargados de prote- 
jer. Debo, pues, sostener que á un capitán neutral 
no se le puede admitir la afirmación de que ignora la 
notificación de un bloqueo que se dio á conocer á su 
gobierno". (2). 



~V El verdadero propósito de esa distinción entre el 

bloqueo notificado y el bloqueo de hecho, cuando am- 
bas calidades son constitutivas y esenciales de todo 
bloqueo, para que pueda afectar los intereses de los 
neutrales, se encuentra en esta proposición de Tra- 
vers Twiss: "La diferencia esencial que las cortes in- 
glesas hacen entre un bloqueo que ha sido notificado 
á los gobiernos neutrales y un bloqueo que no lo ha 



(1) Oommentaries npon intenational law. Tom. III pág. 
884-886. 

(2) Trayers Twiss. ob. oit.— pág. 191 á 198 Tom. II. 
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sido, consiste en que los buques en el primer caso 
no tienen derecho de exijir una notificación directa 
de la escuadra de bloqueo, antes de que puedan ser 
capturados como presa de guerra", (i. 

Hautefeuille, refiriéndose á esta distinción y á los 
casos únicos en que la doctrina inglesa considera le- 
vantado el bloqueo, dice: Me parece imposible admi- 
tir esa pretensión exorbitante. ToHos los argumentos 
de que me he servido para combatir el bloqueo peí 
notificationeniy el bloqueo por crucero y las otras in- 
venciones del genio británico, son aplicables á for- 
tiofi al sistema que acabo de mostrar; me parece inú- 
til repetirlos aquí y me limitaré á algunas reflexio- 
nes". (2). 

La distinción es arbitraria por que claramente 
tiende á destruir en absoluto el principio admitido, 
por efecto de una interpretación. 

Si todo bloqueo debe ser cierto y efectivo para 
que, como hecho de hostilidad, se imponga al respe- 
to de los neutrales; y si se debe también á estos la 
notificación general del bloqueo constituido, no hay 
diferencia posible entre casos diversos que legalmen- 
te no pueden existir. 

La situación que según esa doctrina tiene el capi- 
tán neutral, á quien no se admite la alegación de su 
ignorancia, es la misma que resultaría para un enjui- i 

ciado por causa de una presunción, á quien se pre- "^ 

tende condenar sin prueba y poniendo á su cargo el ¡ 

demostrar una negación. 

La presunción es, por el contrario, improcedente 
en el caso propuesto, por que un bloqueo puede ter- 
minar ó suspenderse por un tiempo mas ó menos di- 
latado en virtud de accidenfes de mar, ataque del 
enemigo ú otra causa de análogo valor; y por lo tanto 



(1) Ob. cit. Tom. II pág. 196 -n.» 107. 

(2) Droits et devoirs des neutree. Tom. III— Tik. IX pág. 
122. 
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e5 siempre posible que el buque neutral que parte 
con conocimiento del bloqueo lo encuentre terminado 
ó suspendido. 

Consecuencias que la doctrina inglesa deriva 
de esa distinción. — Los llamados derechos de píe- 
vención y de resulta están entre esas conseruencias. 

El primero consiste en el poder que se atribuyen 
los beligerantes de apoderarse de un buque neutral 
que conocía el bloqueo al tiempo de su partida, ó que 
ha continuado el viaje después de conocerlo, durante 
el tránsito. 

El derecho de resulta consiste en el que pretenden 
tener los beligerantes para perseguir y capturar uu 
buque neutral por la salida 6 entrada á un puerto 
que se declaró como bloqueado,, mientras dure su 
viaje hasta el puerto de su destino ó de su partida. 

Como se vé, esos supuestos derechos del belige- 
rante no significan, en último análisis, si no la pre- 
tensión de dar eficacia á los bloqueos de papel, por 
crucero y simplemente ficticios, como lo observan 
Hautefeuille en el pasaje citado y otros muchos pu- 
blicistas. Así también rechaza esa pretensión la prác- 
tica de todas las naciones por sus declaraciones y 
protestas. 

Bluntschli y Perels,entre otros, condenan una doc- 
trina que, sifué proscrita sucesivamente por todas las 
potencias desde 18 14, quedó definitivamente excluí' 
da del derecho internacional por la declaración de 
1856, hoy ley positiva de todos los estados, (i). 

Heffter espone la opinión común en estos térmi- 
nos: 

"Hemos dicho que el buque neutral que dirije su 
rumbo hacia el puerto bloqueado, no puede por esto 
solo ser apresado enalta mar. Los motivos son fáciles 



(1) BlnntschU. Derecho Internacional Codificado — n.^* 885. 
— Perels, Manuel dn droit marítime pág. 806. Hanlefenille 
ob y pág. cit. 
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de explicar. Puede suceder »^ueel buque espere encon- 
trar el puerto libre, cuando llegue, por haberse le- 
vantado ya el bloqueo. Nada prueba además que él 
no pudiera canribiar de dirección durante la travesía. 
Por último, la captura de un buque, verificada para 
castigar cualquier acto en alta mar y fuera del terri- 
torio de los beligerautes, constituirá siempre un aten- 
tado contra la independencia del pueblo á que perte- 
nece, una usurpación de la libertad del mar", (i). 

"El beligerante no tendrá jamás la prueba cierta 
de una intención delictuosa en el neutral y será siem- 
pre una simple presunción la causa por la que se 
procede á la captura de la nave. 

"Si el asedio del puerto es real por que apresarlo 
en alta mar.? La escuadra bloqueadora sabrá impedir 
la entrada de los buques neutrales. Así, pues, seme- 
jante doctrina no se ha imaginado y aplicado si no 
para dar eficacia al bloqueo ficticio. Los cruceros en 
alta mar, á gran distancia de los lugares atacados, 
¿como podrán saber en el momento de la captura, si 
el bloqueo del puerto es todavía efectivo? 

"Todos los gobiernos, á excepción de los de In- 
glaterra y EE. Unidos, todos los autores que no 
sean ingleses ó americanos, rechazan este pretendido 

derecho de prevenci6fí\ (2). 

Lo que se ha expuesto acerca del derecho de pre- 
vención es aplicable por las mismas consideraciones 
al derecho de resulta ó persecución de la nave, que 
ha salido de un puerto que se declaró bloqueado y 
que no lo estaba en realidad al tiempo de esa salida. 

Como un abuso conduce á otros, los EE. Unidos 
plantearon y aplicaron la doctrina de la continuidad 
del viaje al caso del buque inglés Springbok, en tra- 



(2) Derecho InternacioDal parí. 156. 
(2) Bonfils, Manuel n.^ 1665— pág. 786. 
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vesía de un puerto neutral á otro neutral, bajo el su- 
puesto de que en este se había de trasbordar la car- 
ga para llevarla á un puerto bloqueado. 

Esta enormidad no necesita otra refutación que el 
juicio de la comisión del Instituto de Derecho Inter- 
nacional, en Abril de 1882, llamada á dar su opinión 
sobre ese caso y que fué constituida por. jurisconsul- 
"•^ tos eminentes de diversos paises. 

" Resultaría de esto, dice la comisión, en cuanto 
al bloqueo, que todo puerto neutral, para el que se 
haya despachado un cargamento neutral, abordo de 
un buque neutral, se convertiría en un puerto blo- 
queado por inteipretacióity desde que hubiera motivos 
para sospechar que el cargamento, después de su de- 
sembarque en puerto neutral, podría ser ulteriormen- 
te reembarcado en otro buque y despachado para un 
puerto realmente bloqueado. " 

Sólo interesa agregar, que en esta ocasión y á 
propósito de la extensión y desarrollo de su propia 
doctrina, encontramos á los publicistas ingleses en- 
tre los que impugnan el fallo de la Corte Suprema de 
los EE. Unidos, como Phillimore, Travers Twiss, 
Hall y Westlake y hasta el notable jurisconsulto ame- 
ricano Beach Lawrence. 

Si esos derechos pretendidos de /r^z/^//^/¿» y de re- 
*V, síilta^ no son el efecto sino de una interpretación 

arbitraria, que anula en gran número de casos, al ar- 
bitrio del bloqueador, el compromiso internacional 
constituido por la declaración de 1856, es forzoso con- 
cluir, según la opinión de todos los publicistas fran- 
ceses, alemanes, españoles é italianos, que la captura 
de un buque, á causa de violación de bloqueo, no 
puede hacerse legalmente sino en el acto de atravesar 
ó cuando trata de forzar la línea de la escuadra blo- 
queadora, sea para salir, ó para entrar al puerto ata- 
cado. No es, pues, tolerable que se pretenda consti- 
tuir en estado permanente á^ flagrante delito^ según 



la expresión de Ortolan, (i) al buque que logró atra 
vesar la línea del bloqueo, "si no fué apresado en el 
momento hacerlo ó de intentarlo. " 

Práctica de los tribunales de presas franceses 
y americanos* — La jurisprudencia de las cortes de 
presas entre los diversos estados disiente como las 
opuestas doctrinas que hemos brevemente expuesto. 

Ya se ha visto que esas corte privativas en la Gran 
Bretaña derivan de los precedentes, la regla que apli- 
can, constituyendo los casos ya juzgados la norma de 
los que están por venir; y que, conforme á ellos, no 
es necesario que un buque neutral que se dirije á un 
puerto bloqueado sea individualmente advertido, para 
que quede sujeto á captura; bastando para legalizar 
ésta y la confiscación consiguiente, que la notifica 
ción diplomática haya tenido lugar y que esta sea co 
nocida por el patrón de la nave en el momento de 
partir, ó que, por la notoriedad, haya llegado á su no- 
ticia durante el viaje. 

No sucede lo mismo en los tribunales de presas de 
Francia que aplican la regla que enseña la doctrina 
jurídica, respecto á la necesidad de la notificación es- 
pecial al buque que se acerca al puerto bloqueado. 

Así resulta de los diversos casos juzgados por los 
tribunales de ese país de 1827 á 1847, que consigna 
en detalle Travers Twiss (2); y de las instrucciones 
que el conde de Mole, Ministro de Relaciones Exte 
riores de Francia, daba en 17 de Mayo de 1838, como 
regla que debía observarse en el bloqueo de los puer- 
tos de la República Argentina, que en lo pertinente 
decían: 

"Un buque que se presente en un puerto bloquea- 
do, antes de tener conocimiento del bloqueo, debe 
desde luego ser advertido y la notificación debe ha- 
cérsele por escrito en el rol de la tripulación. 



j 
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(1) Regles internationales Tom. íl Lib. III cap. IZ. 
(3) Ob. oit. Tom. II uúm. 107. 
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Pero dado ese aviso y cumplida tal formalidad, si 
persiste en entrar al puerto, ó si ge presenta de nue- 
vo en él, el comandante del bloqueo tienp el derecho 
de capturarlo* " (i) 

Tal parece la regla y jurispriidiencia común en to- 
dos los tribunales de presas, que no consideran cas^o 
de ruptura de bloqueo el hecho de dirijirse á un lugar 
bloqueado, si no cuando el buque ha sido particular- 
mente notificado, no obstante la declaración oficial 
del bloqueo. Esa garantía de los neutrales fué com- 
prendida también en las declaraciones de la neutrali- 
dad armada en 1800, y consignada en diversos tra- 
tados públicos. 

Sm embargo, la práctica de las cortes americanas 
dé presas es opuesta á la jurisprudencia común y ar- 
moniza con la de la Gran Bretaña, como puede ad- 
vertirse por la opinión de su canciller Kent cuando 
dice: '• Entre un bloqueo notificado regularmente y 
un bloqueo sin aviso de este género, hay la diferen- 
cia de que, en el primer caso, el acto de darse á la 
vela para el lugar bloqueado con la intención de elu- 
dir el bloqueo ó de entrar al puerto, buscando éven* 
tualidades, equivale desde el principió del viaje á una 
infracción del bloqueo." &. (2) 

A«ií resulta también del caso del Chesíre, citado 
por Wharton, en el que el fallo contenía el siguiente 
motivo: 

"Cuando un buque, que conoce el bloqueo altiem^ 
po de partir, no tiene justa razón párá suponer que 
se ha interrumpido, su aproximación á la boca del 
puerto bloqueado, para investigarlo por sí mismo, es 
una ruptura del bloqueo, y sujeta el buque y su car- 
gamento á la captura y condena." (3) 



(1) Ortolan~ob cit.~tom. II Lib. 3* cap. 9? 

(2) K*tic, Oominen caries cu amerícati law. Tom. I pa^. 147. 

(3) A Digest oí the iuteruational law. Tom. III C9p. 18 
parí. 860 pag. 868. 
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Formalidades que deben observarse al estable- 
cer el bloqueo- ~ Aparte He la notificación diploniá- 
tica, acompañada del hecho efectivo de la ocupación, 
con fuerzas suficientes, de los lugares bloqueados, es 
de uso general que el comandante de la escuadra 
bloqueadora dé aviso formal á la autoridad superior 
del puerto asediado. 

Esta notificación local, que también se extiende al 
decano del cueVpo consular residente en el puerto, 
tiene^. por objeto dar á conocer á los buques neutrales 
que en él se encuentran el momento en que principia 
á contarse el plazo que es de regla concederles para 
su salida después, de desembarcar 6 cargar las mer- 
caderías, objeto de su viaje, si esa carga estaba ya 
á bordo por entero, ó en su mayor parte, al tiempo de 
comenzar el bloqueo. 

Violación del bloqueo —Lo que hasta aquí he 
mos dicho, acerca del objeto del bloqueo y de la ma- 
nera de establecerlo para que sea obligatorio, deja 
comprender guales son los casos de violación. Hay 
ruptura de bloqueo cuando una nave se acerca al 
puerto bloqueado, después que se le notificó p6r las 
fuerzas de ocupación que era prohibida la entrada. 
Pero no la hay cuando se acerca por la primera vé«, 
aunque el bloqueo haya sido diplomáticamente anun 
ciado ó sea de notoriedad. 

Igualmente se viola el bloqueo si las naves neutra- 
les que se hallaban en el puerto, al establecerse aquel, 
intentan salir después del plazo que se seftaló para 
ello. 

En este caso, aparte del tiempo, hay que atender á 
las circunstancias de la salida. Así, el buque neutral 
que sale de un puerto bloqueado, con un cargamento 
embarcado después de establecido el bloqueo, está su 
jeto á captura y confiscación á lo menos según la 
regla aplicada por los tribunales de presas de Ingla 
térra y EE. Unidos. Y esta práctica ^e ob^ervg C9n 



^ 
^ 
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tanto rigor en los países indicados, que lat captura tie- 
ne lugar aunque sólo una parte del cargamento se 
haya puesto á bordo después de comenzado el blo- 
queo, (i) 

Pero no sucede lo mismo cuando las mercaderías 
hayan sido compradas de buena fé y embarcadas an- 
tes de principiar el bloqueo; pues entonces la nave 
^^^ puede salir libre con su cargamento, dentro del plazo 

sefialado. 

Es igualmente permitido que el buque neutral lle- 
gado al puerto poco antes de establecerse el bloqueo 
y que no llegó á desembarcar su cargamento, salga 
de nuevo con él; ó bien en lastre si el desembarque se 
hizo antes que principiara la hostilidad. 

Por fin, queda también exento de captura el bu- 
que neutral que habiendo ingresado con carga nen- 
tral, que no pudo ser vendida, la reembarca y sale 
con ella del puerto bloqueado. 

Debe observarse por último que, según práctica de 
algunas naciones, la ruptura intentada del bloqueo 
tiene los mismos efectos que si se hubiera consuma- 
do; y que ese intento resulta en casi todos los casos 
de una simple presunción. 

Mientras en Francia y en Italia no se admite que 
haya intento, ni menos violación de bloqueo, si el bu 
<^ que que se acerca no ha sido notificado directamente 

por la escuadra bloqueadora, en Inglaterra, EE. Uni- 
dos, Prusia y Dinamarca ss observa la regla contra- 
ria, y ya hemos visto con que abusiva extensión, al 
ocuparnos de los supuestos derechos át prevención y 
de residía. 

Pena de la violación. —No se puedje dejar de ad- 
mitir, que si la ley internacional reconi)ce como uAa 
regla obligatoria el respetar todo bloqueo constituiído 
por un beligerante en puertos de su enemigo, esa re- 
gla debe tener una sanción. ' 

(1) Travers Twiss— ob. cit. tomo III núm. 313 pag. 402. 
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Si sobre el- principio no hay disidencias, éstas se 
presentan cuando sé trata de su aplicación. 

Debe mencionarse, en primer término, que todos 
los tratados^ celebrados durante el siglo último, con- 
signan lá regla de que la violación del bloqueo lleva 
consigo la confiscación del buque y de su cargamen 
to; y asilo determinan igualmente, el reglamento da- 
nés de 1 6 de Febrero de 1864, el prusiano de 20 de 
Junio de 1864, la ordenanza española de 26 de No- 
viembre del mismu año, la italiana de 20 de Junio y 
la austriaca de 9 de Julio, ambas de 1866 y algunas 
otras4 

Seria inoficioso citar los publicistas que adoptan 
como buena doctrina la regla positiva ya enunciada y 
los que la combaten, ya que dividiéndose igualmente 
el campo por número y autoridad, no hay como arri- 
bar á conclusión defininida, ateniéndonos á esa 
fuente. 

Lo que parece cierto en este orden es, que hay 
una dificultad casi insuperable para demostrar como 
y en qué casos se podría establecer diferencia entre 
el buque y el cargamento para aplicar la sanción, 
puesto que la ruptura del bloqueo es desde luego im- 
putable, directamente al patrón de la nave y se pre- 
sume que en beneficio de los dueños de la carga. La 
casi universalidad del acuerdo, revelado en el derecho 
positivo de los tratados y por los usos de las cortes 
de presas, hace inútil y poco práctico distinguir en 
tre el buque y el cargamento, salvo en limitadísimos 
y excepcionales casos, que la equidad de los tribuna- 
les llamados á juzgarlos habrá de tomar en conside- 
ración. (1) 

Los tripulantes de los buques capturados, por vio- 
lación de bloqueo no quedan en la condición de pri 
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(1) Véase Bonfils— Manuel de droit international núm. 1672 
pag. 789. Phillimore— Oommeutaries— Tom. III pag. 406 N>° 
818. 
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lioneros de guerra; pero sí pueden se^ obligados ¿ 
permanecer en- el lugar del juicio el ticropo necesario 
para que presten las declaraciones que se les exijan. 
Este es el uso general, consignado como regla en la 
ordenanza austriaca de 3 de Marzo de 1864, en el re- 
glamento de Prusia de 20 de Junio del mismo aflo y 
en las instrucciones francesas de 25 de Julio de 1870. 

El mismo principio se reconoce eti las instruccio 
nes americanas de 20 de Junio de 1898, para los bu- 
ques destinados á sostener un bloqueo, (i) 

Duración de la responsabilidad— Sobre este pun- 
to Phillimore, adoptando la opinión de Sir William 
Scott, dice: " Me parece innecesario observar, que si 
un buque que ha violado un bloqueo es tomado en 
cualquiera parte durante el mismo viaje, está in de- 
licio y queda sujeto á confiscación. La culpa no 
se extingue hasta que llega al término de su viaje. " 

" Esto se considera razonable, porque al beligeran- 
te no se le presenta ninguna otra oportunidad para 
aplicar la sanción de la ley, *' (2) 

Travers Twiss, apoyándose en la misma autoridad, 
enseña también que la pena para la violación no pres- 
cribe por que el buque culp^^ble de ella haya ingresa- 
do á un puerto que no es el de su destino final, aun* 
que esto suceda por efecto del tnal tiempo. " No se 
podría considerar, dice, por título ninguno, tal acci 
dente como una interrupción del viaje ó como la anu- 
lación de la pena en que ha incurrido. " (3) Y así 
mismo discurren todos los publicistas ingleses y ame- 
ricanos, sin que por esto se pueda decir que es la re- 
gla más justa ni que sea aceptada sin contradicción. 

Hautefeuille la censura como insostenible y opues 
ta á los más elementales principios relativos á los de- 



(1) Olnnet. Journal du droit interoational privé eto. 1898, 
pag. 1020. 

(2) Ob. cit. tom. III paff. 405 oúm. 317. 
(8) Ob. dt. tom. II pag. 209 núm. Í14. 
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rtechos de la potertcia bloqueadora^'y al deber im- 
jstiesto á los x^eutrales. 

Según ese publicista» la nave culpable no puede ser 
apresada sino en las tres ocasiones siguientes: 

í.^ En el momento en que viola el bloqueo, atra 
visando la zona marítima ocupada por las fuerzas 
blaqueadoras; 

2\^ En la rada ó puerto bloqueado, sí las fuerzas 
bloqueadoras llegan á penetrar en él por cualquiera 
causa; 

3»^ En el momento de presentarse para salir, pro 
curando atravesar la misma zona. 

El resumen de su argumentación es el siguiente: 
La alta mar es libre, ninguna naciói) tiene el derecho 
de dictar leyes para ella, ni de hacerlas ejecutar en 
ese lugar. Él apresamiento de un buque neutral que 
ha violado un bloqueo, es acto de ejecución de la ley 
del bloqueo, que, si es emanada del soberano que ata- 
ca, sólo puede ejecutarse en los lugares que ocupa, 
y no en donde no ejerce ningún poder mi autori 
dad. (i) 

Así lo cree también Bluntschli, que sostiene que, 
*' los buques neutrales no pueden ser apresados, fuera 
de las aguas bloqueadas, aunque hayan logrado for- 
zar el bloqueo; porque el bloqueo, por su naturaleza 
está limitado auna cierta porción de mar, y allí sola- 
mente existe y no en el mar en general. " (2) 

Gessner, Cauchy, Heffter, Fiore y algunos otros 
publicistas comparten esa opinión, repudiando el ab- 
surdo de una situación permanente de flagrante de- 
lito, que es inconciliable con la naturaleza de la ope- 
ración militar constituida por el bloqueo^ con la liber- 
tad del mar y con la independencia de las naciones 
qne no pueden reconocer en ninguna de ellas, la fa- 
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(1) Dróits et devoirs des nations neatres, tom. III pag. 154. 

(2) Derecho internacional codificado núm. 8^6 y en nota. 



— 279 — 

cuitad de ejercer jurisdicción en plena mar, ni otro 
acto de autoridad <S de represión. 

E.i>ta prolongada duración de la culpa, agravada con 
lo que se ha llamado continuidad del viaje^ que con- 
siste en no considerarlo terminado sino cuando la na- 
ve ha llegado al punto de su destino ó de su partida, 
viene á constituir, en cierto modo, el bloqueo del mar 
libre, sobre todo, si se agrega á ello el pretendido de- 
recho de prevención de que ya nos hemos ocupado. 

Las licencias con relación al bloqueo. - Ocurre 
muchas veces que uno de los beligerantes concede al 
otro, ó se: reserva á sí mismo, el hacer un comercio 
prohibido á los neutrales. 

Cont rayéndonos al caso que nos ocupa, la licencia 
seríaj pues, un privilegio propio ó acordado al mismo 
adversario para traficar por puertos cuyo acceso es- 
taba interdicto á las demás naciones por causa del 
bloqueo, y por lo tanto contrario á las reglas reco» 
nocidas del derecho de gentes. 

Refiriéndose á este caso, dice Sir Travers Twiss: 
** Es evidente que durante el tiempo que una potencia 
beligerante permite á los buques enemigos la libre 
entrada 6 salida de los puertos enemigos, el estado 
único de cosas que autoriza á un beligerante para en- 
trabar de un modo cualquiera el comercio de los neu 
trales, no existe, á saber: la necesidad de impedir to 
^ da comunicación por vía comercial con los puertos en 

cuestión, con el fin de obligar ai enemigo á soniQi 
terse. " (i) 

Nada puede agregarse que demuestre con mayor 
claridad que es inconciliable con la naturaleza y el 
fin del bloqueo una licencia semejante, que vendría á 
constituir una hostilidad contra todos, excepto contra 
el enemigó y por lo tanto un injusto acto de fuerza 
fundado en un contrasentido. 



(1) Derecho de gentes.— Tom. U i^ag. dddjftilixi, l^ 
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Lo mismo y con mayor fundamento puede decirse 
respecto al caso en que las licencias sean á favor de 
los buques mercantes de la potencia bloqueadora; por 
la sencilla razón de que tales permisos serían en bue- 
na cuenta el privilegio esclusivo para el comercio pro- 
pio con los puertos bloqueados; para lo cual carece 
toda nación de poder y autoridad. Si el bloqueo es un 
derecho del beligerante y crea el deber de abstención 
en los neutrales, es porque tiene el carácter de Ínter 
dicción general de los lugares bloqueados, pero no 
puede convertirse en el pretesto de un monopolio 
odioso y desautorizado, concluyéndose de aquí que, 
si tales licencias se conceden, el bloqueo no existe. 
• Los publicistas examinan otro caso relativo á las 
licencias, que parece fundado en la facultad que se 
arrogan algunas potencias marítimas de prohibir el 
comercio con algunps puertos ó posesiones de su ene- 
migo y que no reconoce el derecho común. 

El mismo Sir Travers Twiss, refíiiéndose al caso, 
dice lo siguiente: ** Lord Stowell, en el caso del By- 
fieldy hace notar que una licencia redactada en 
términos generales y que tiene por objeto autorizar á 
un buque á que lleve á un puerto enemigo ó extraiga 
de él un cargamento, no lo autoriza á entrar ó salir de 
un puerto enemigo que eslá bloqueado. " (i) 

Prescindiendo de la contradicción en que esa opi- 
nión está con otra del mismo juez británico, según lo 
hace notar el publicista citado, lo que parece deducir- 
se de todo es, que la cuestión no puede existir, si no 
cuando se considere necesario obtener una licencia 
par^ comerciar con puertos enemigos que no están 
precisamente bloqueados, pero puede resultar que lo 
sean en lo posterior. 

El derecho internacional no puede reconocer ni la 
posibilidad de una cuestión semejante, porque si se 



(1) Ob. oit. pag. d^a fiúiu. U9. 
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trata de licencias á uno 6 más neutrales para comer- 
ciar en lugares del enemíeo no bloqueados, la licen- 
cia resulta inútil, desde que la guerra no dá al belige- 
rante el dominio del mar, ni lo hace arbitro de la 
suerte del territorio enemigo, si no en cuanto éste 
puede ser objeto de una hostilidad ú ocupación efec- 
tiva. El comercio, nuevo en sí mismo, ó por los lu- 
gares donde se hace, no es una infracción de las le- 
yes de la neutralidad, ni los beligerantes pueden 
prohibirlo, según lo hemos visto ai tratar de la líber* 
tad del comercio neutral. 

Si, por el contrario, se trata del comercio propio 
del bloqueador ó de su enemigo, el caso se hallaría 
comprendido en los que próximamente hemos exami- 
nado. 

Tales licencias serían abusivas y significarían la no 
existencia del bloqueo para los neutrales; pero si se 
han expedido y resulta en lo posterior bloqueado el 
puerto á que ellas se referían, los tribunales de pre- 
sas respectivos, procederían lógicamente en el senti- 
do que sostuvo lord Stowel en el caso del Byfield ya 
citado: "Para que un puerto bloqueado quede exento 
de las restricciones inherentes al estado de bloqueo, 
es necesario que sea especialmente designado en la 
licencia como en el goce de esa exención; de otra ma- 
nera un puerto bloqueado, debe ser considerado co- 
mo una excepción á la descripción general que con- 
tiene la licencia. '' 
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LECCIÓN XXXIII 

SUMARIO.— Que se entiiande por presa.— Casos de captura 
en general.— Quien tiene derecho de apresar. — Límite del 
derecho de captara en cnanto á lu^ar y tiempo.- Forma 
de la captnra y obli(?acione6 anexas. — Necesidad de un 
juicio sóbrela presa— Tribunal competente. — Carácter de 
su jurisdicción. — Procelimieutos de* lo8 tribunales de 
presas. — A quien pertenece la presa.— Represa, recobro y 
rescate. 

Que se entiende por presa.— '* La presa, dice 
Azuni, es la aprehensión de una nave hecha por un 
beligerante en tiempo de guerra con la intención de 
hacerse dueño de ella, despojando á su propietario. 

Eliminando la redundancia de la expresión en tiem- 
po de guerra^ puesto que sólo durante ella puede ha- 
ber beligerantes, la definición que precede, puede con- 
siderarse una de las más breves y perfectas. 

Pero, se presenta en seguida la necesidad de deter- 
minar cuándo ó desde qué momento se considera con- 
sumada la captura que constituye la presa. 

En términos generales debe decirse, que sólo hay 
presa, cuando el captor ha dominado la nave detenida 
ó vencida y sometídola á su poder de un modo tan 
irremediable y completo, que ni fuerza mayor, ni ac- 
cidente de tiempo ó de mar, puedan impedir la apro- 
piación. 

Refiriéndose al caso, dice Phillimore: 

"Un acto de toma de posesión, no es absolutamen- 
te indispensable, para que haya captura; " basta la 
obediencia á una intimación de im ataque ó fuerza 
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hostil, aunque ningún tripulante se constituya á bor- 
do. El ataque de un buque enemigo y la compulsión 
para entrar ó dirijirse al puerto de un aliado, se con- 
sidera captura legal. " *« La rendición efectiva de un 
buque, agrega, se realiza en el momento en que arría 
su bandera. " (i) 

En términos análogos se expresa Travers Twiss: 
" Para constituir una captura en el mar, no es abso- 
lutamente necesaria un acto de posesión; basta que el 
estado del tiempo sea tal, que el captor pueda sin ac- 
cidente, apoderarse de la nave enemiga; sin embargo, 
la humanidad prescribe no continuar las hostilidades 
después que el capitán y la tripulación han manifes- 
tado su intención de no resistir. 

La rendición real de la nave se considera que ha 
tenido lugar desde que amaina su pabellón; pero es 
necesario que el captor manifieste su intención de 
apoderarse del buque que se ha rendido por algún 
acto subsiguiente al que le obligó á rendirse. *' (2) 

Tal parece igualmente la regla adoptada por la ju- 
risprudencia americana. (3) 

Casos d« captura en general. — El beligerante tie- 
ne el derecho de appderarse de todo lo que pertenece 
su enemigo; y aún cuando bajo esta denominación no ^ 
se comprenda á los no combatientes en la guerra te- 
rrestre, es regla de derecho positivo que, aún la pro- 
piedad privada de los subditos del enemigo está suje- 
ta á captura y confiscación en la guerra marítima. 

Ese derecho de captura puede naturalmente poner- 
se en práctica contra los mismos neutrales, en todos 
los casos en que se gonducen como enemigos, esto es, 
faltando á los deberes de la neutralidad. 



(1) Ob. oit. Tom. ni núm. 348, pág. 460—51. 
Í2) Ob. cH. Tom. 2." N.« 168. 

(3) Véase Wharton. A Digest & Tom. 3.» Sección 328, pag. 
172 á 179. 
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Por consiguiente y en virtud de las reglas genera- 
les sobre los deberes y derechos de beligerantes y 
neutrales los casos de captura, son los siguientes: 

a. Buque enemigo, snlva su carga si es de propie- 
dad neutral, excepto el contrabando de guerra. 

Este caso comprende no solamente los buques de 
comercio, sino los de guerra del estado enemigo, que 
se rinden á la intimación de su adversario ó son ven- 
cidos por éste. 

b. El buque neutral que tiene á su bordo contra- 
bando de guerra. 

En la sección corres|X)ndiente se ha manifestado 
que la práctica internacional es sujetar á confiscación 
solamente el contrabando, aunque, según la legisla- 
ción 6 jurisprudencia de algunos estados, sea f>osible 
también la confiscación de la nave, en casos que se 
consideran de excepción; esto es, que el contrabando 
constituya las tres cuartas partes ó más del carga 
mento;que éste pertenezca al mismo propietario de la 
nave; ó que el trasporte se haga con la agravación de 
papeles falsos ó destino simulado. 

De manera que, en todo caso y por el hecho ó por 
la presunción de concurrir las circunstancias antedi- 
chas, ó por la imposibilidad de que el captor tome á su 
bordo el cargamento de contrabando, el buque con- 
ductor de éste es una presa, sobre cuya suerte definí 
tiva sólo puede resolver el tribunal del captor. 

c. Resistencia activa de un buque neutral á la visi- 
ta de un crucero beligerante; ó bien que el resultado 
de ésta lo haga justamente sospechos(j, como en los 
casos de insuficiencia, falsedad manifiesta, ocultación 
o destrucción de los papeles de mar. 

d. Ruptura de bloqueo por un buque neutral, ya 
sea para entrar en él, después de constituido el blo- 
queo, ya para salir. 

Loque se considere como ruptura efectiva es ma- 
teria de la deliberación del tribunal, según las diver- 
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sas reglas adoptadas en la legislación ó por la juris- 
prudencia de las potencias marítimas, como en su lu- 
gar lo hemos hecho conocer. 

e. Trasporte de comunicaciones, órdenes ó despa- 
chos relativos á la acción mih'tar, conducción de ofi- 
ciales ó soldados, ó bien de artículos de guerra por 
cuenta directa del enemigo. 

f. Violación de las licencias concedidas á los propios 
subditos ó aliados para comerciar con puertos enemi- 
gos; esto es, usándola fuera del ti«*mpo y lugares á 
que se limitó la concesión, 

g. Caso es también de presa el del buque mer- 
cante que habiendo obtenido franquicia para salir de 
puerto de su enemigo al comenzar la guerra, es en- 
contrado por un crucero de éste, fuera de la ruta ó 
después del tiempo necesario para 51egar al puerto 
más próximo .le su país. 

No hay otros casos de captura, a !o menos de los 
que puedan considerarse admitidos sin protesta por 
las potencias neutrales y aún de la otra parte belige- 
rante, según las ocasiones. 

La decisión del tribunal de presas respectivo con- 
vierte en título válido y definitivo la posesión preca- 
ria ó simplemente de hecho que tenía el captor, ó 
bien anula los efectos de ésta, si declara injusta la 
presa. 

No obstante que, según uso general de las nacio- 
nes y por las disposiciones más ó menos análogas de 
sus leyes particulares, toda captura debe ser juzgada, 
para calificar primero su legitimi lad y en seguida á 
quien debe adjudicarse la presa ya declarada, no pue* 
de confundirse la simple captura ó aprehensión de 
una nave con la presa propiamente dicha, principal- 
mente en lo que se refiere á propiedad neutral; res- 
pecto de la que es siempre indispensable la formali- 
dad del juicio declarativo de la presa, en tanto que 
hay casos en que el beligerante, tratándose de cap- 
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tura (le un buque de su enemigo, puede proceder á 
destruirlo, como sucede siempre que se presenta ata- 
que inminente, ó por cualquiera otra causa no puede 
conservarla. 

Quien tiene el derecho de apresar. — En princi- 
pio general y supuesto el estado de guerra, solamen- 
te los beligerantes tienen el derecho de presa, ya por 
el que les concierne sobre las cosas del enemigo por 
las leyes de la guerra, admitidas en el uso general de 
las naciones, ya por la sanción que las mismas leyes 
y usos les reconocen la facultad de aplicar á los neu- 
trales que han infrinjido sus deberes de imparciali- 
dad y abstención. 

En el estado actual del derecho marítimo, los bu- 
ques de guerra de las partes beligerantes son los úni- 
cos que pueden ejercer el derecho de captura; pues- 
to que, por la primera de las declaraciones de i6 de 
Abril de 1856, comprendidas en el acta general del 
Congreso de París, el corso quedaba abolido desde 
aquella fecha para todas las naciones que concurrie- 
ron á él, y para todas las demás que sucesivamente 
se adhirieron á ese compromiso; cuyo carácter es de 
tal manera conforme á las ideas y tendencias que do- 
minan en la guerra moderna, que España y los Esta- 
dos Unidos de América, naciones que no se adhirie- 
ron á ese pacto, se abstuvieron en su última guerra 
(1898) de expedir patentes de corso, reduciendo la gue- 
rra marítima á la acción de sus escuadras militares. 

Abolido el corso nada puede reemplazarlo como 
auxiliar de la marina de guerra, aun cuando se em- 
plee para ese objeto un título honorífico que no pue- 
de resultar si no especioso, (i) 



(1) Tal puede decirse de la oscaadra voluntaria de cuyo 
próximo empleo se trataba por parte de Rusia en sa reciente 
gaerra con el Japón. Es probable que este país haya tratado 
cou razón como piratas á los voluntarios; sobre lo cual carece- 
mos de documentos. 
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Limite del derecho de captura en cuanto á lu- 
gar y tiempo. — Como facultad derivarla de la guerra, 
la captura no puede realizarse si no en alta mar y en 
las aguas territoriales de uiio y otro beligerante. 

Ya, al tratar de los derechos de los neutrales en 
general, hemos manifestado que el fundamento de esa 
limitación se encuentra en los fueros de la soberanía 
territorial y en el respeto debido á la neutralidad; y 
se demostró igualmente, que la opinión de Binkers- 
hoek, que admite la legalidad de una captura consu- 
mada en aguas territoriales, si el combate ó persecu- 
ción principió en el mar libre, carece de fundamento; 
y que así ha sido juzgado por la generalidad de los 
publicistas. 

Entre ellos están los mismos escritorts ingleses, 
inclinados á ampliar los derechos y prerrogativas de 
os beligerantes en menoscabo de los neutrales. Sir 
va de ejemplo lo que dice Phillimore, que reconoce 
el "deber de guardar extrictamente, bajo todas cir- 
cunstancias, la sagrada inmunidad del territorio neu- 
tral y el canciller M. Kent, que no hay excepción á la 
regla de que toda entrada voluntaria á tetritorio 
neutral^ con proposito hostil, es absolutamente He- 

W" (O 

Sólo queda por agregar que las leyes, orclenan2:as 
é instrucciones de casi todas las naciones civilizadas 
está.n de acuerdo sobre el rigor del principio enuncia- 
do y que no hay ninguna que contenga la excepción 
arbitraria á que nos hemos referido, ni otra alguna 
que ceda en perjuicio de la inmunidad del territorio 
neutral. (2) 



(1) Ob. cit. Tomo IIIN.^ 866 pag. 458. 

(2) Reglam. danés de 16 de Febrero de 1864. Regí, prusiauo 
de 20 de Jauio de 1864. Ordenauza austríaca de 8 de Marzo 
de 1864. Instruccioues fraucesas de 25 de Julio de 1870. Be- 
glam. rnso de 1869 y de 1895. Instruc. italiauas de 20 de Ju- 
nio de 1886. Declaración espafiola de 24 de Abril de 1898. Pro- 
clama del Preiidente de los EE. Unidos de 26 de Abril de 1S98. 
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Según lo expuesta, la captura hecha en aguas neu- 
trales es evidentemente nula y así deberían declarar- 
la los tribunales de presas respectivos, si el neutra) 
agraviado lo exijiese. Be^nfils, refiriéndose á dos casos 
fallados por los tribunales de Francia, sostiene el 
principu) de que tales capturas del>en ser declaradas 
nulas ex oficio por los tribunales de presas, aun sin 
reclamación del neutral. 

Esta opinión es discutida y aun puede decirse que 
no es la más general. 

Ei> efecto, el respeto al territorio de una nación 
amiga es garantía para ésta y no para el enemigo. La 
captura hecha en cosa de éste es siempre legítima, ba- 
jo el punto de vista del derecho de la guerra; de ma- 
nera que si hay en ella agravio de tercero, es á éste 
á quien toca representarlo y no al apresado, contra el 
cual se ha ejercido un acto legítimo de fuerza autori- 
zado por la guerra. ''El enemigo nada tiene que re- 
clamar en tales casos; y si el soberano neutral omite 
ó declina el presentar su queja, la propiedad es con- 
denable /«r^ belli en favor de los captores. ''Esto, di- 
ce el juez Story, es la clara opinión de las autorida- 
des; y la doctrina descansa sobre principios bien es- 
tablecidos del derecho público", (i) 

Pero, si la presa hecha en aguas territoriales de un 
neutral, fuera conducida á un puerto de éste, el acuer- 
do es unánime para declarar que ese neutral agravia- 
do tiene facultad para inquirir el caso y, si resultara 
demostrada la violación de su territorio, libertar la 
presa, sinpronunciafse respecto á las relaciones entie 
apresadory apresado. 

Esta última advertencia ó salvedad está expresa- 
mente admitida por Hautefeuille, Ortolan, Gessner, 



(1) Phillimore. Ob. cit. N.<> 350 Tom. III pag. 453 Travers 
Twiss. Ob. cit. Tom. II N.^ 217. Merlin. Rep. Tom. XIII.— 
Prise Man time — Wheatou's Reports pag. 447. Heffter. Lib. 
II Cap. 3.« parf. 172. 
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Calvo, Bonfils, Phillimore y puede decirse que por la 
totalidad de los publicistas; y ella de un modo indi- 
recto, pero inequívoco, confirma la regla, de qne, si 
la reclamación no se presenta por el neutral ofendido, 
e! tribunal del captor no puede tomar en considera- 
ción la ofensa supuesta de un tercero que no ha re- 
clamado. 

El límite en cuanto al tiempo está claramente fija- 
do por el que dura la guerra; de manera que no pue- 
de haber captura legítima ni antes de comenzar ésta 
ni después de ajustada la paz. 

Este principio de tan absoluta justicia no ha sido 
siempre aplicado; porque durante mucho tiempo el 
embargo que recaía en los buques llamados enemigos, 
antes de que lo fuera el país que los protegía, consti- 
tuyó un agravio reiterado á todas las reglas de la 
buena fé, del honor y de la equidad. Pero ese abuso 
quedó definitivamente proscripto por la evolución 
trascendental que se operó en el derecho marítimo 
por la alianza anglo-francesa de 1854. 

Las potencias beligerantes, Rusia, Inglaterra y 
Francia, lejos de apoderarse por sorpresa de los bie- 
nes de los subditos del enemigo les concedieron un 
plazo uniforme de seis semanas para embarcar sus 
cargamentos y hacerse á la mar. 

Lo mismo ocurrió en las guerras posteriores, de 
1877-78 y en la de Grecia y Turquía de 1897. 

También se observó esa regla en la guerra de EE. 
Unidos y Espafia (1898), en que el primero de esos 
estados concedió treinta días á los buques españoles 
en puertos americanos para recibir su cargamento 
y salir al mar; y el segundo cinco días, (i) 

Quedan igualmente á salvo los buques que ingre- 
san á puerto enemigo en la ignorancia de la guerra. 
Las declaraciones é instrucciones oficiales de las prin- 



(1) Olnnet, Jounua-*1898 pág, 439 7 1037. 
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cipales potencias marítimas reconocen la inmunidad 
de esas naves. 

Si la celebración de la paz pone legal mente térmi- 
no á las hostilidades, toda captura es desde entonces 
ilícita y nula. No obstante lo inobjetable y conclu- 
yente del principio, pueden ocurrir incidentes que ha- 
gan al parecer dudosa su aplicación. Así sucede, por 
ejemplo, siempre que la captura se realiza después de 
ajustada la paz, pero ignorándose el hecho por el 
captor. Puede agontecer también que la paz se cele- 
bre después de la captura pero antes de la condena. 

En rigor lógico y de justicia ambos casos deben 
recibir la misma solución; porque sólo la guerra au- 
toriza las hostilidades, de manera que todo acto de 
violencia después de restablecida, no solo es injusto 
si no un contrasentido. 

Para atenuar el rigor de la regla en favor del cap- 
tor de buena fé, se imaginó fijar plazos en los preli- 
minares de paz, proporcionados á las distancias, pasa- 
dos, los cuales se consideraba conocida aquella, para 
anular las capturas, quedando subsistentes las que se 
realizaban dentro de él. 

Así se consignó en muchos tratados de paz ajusta- 
dos en los siglos XVII y XVII I; pero, aparte de que 
ello es inconciliable con el concepto y efectos jurí- 
dicos de la paz, esa clase de pactos servían de oca- 
sión para numerosas'^é irresolubles cuestiones, deriva- 
das de las variantes que podrían ocurrir, como las re- 
ferentes á una captura dentro del plazo, pero con co- 
nocimiento de la paz, ó fuera de él pero ignorándola. 

Pero, hay otra consideración de principio que con- 
duce á rechazar en absoluto esa transacción; y es que 
ésta se discurrió en beneficio del captor y como equi- 
dad; sin tomar en consideración que ésta favorece 
contradictoriamente al apresado, que puede alegar «1 
hecho real de la paz contra el ficticio estado dengue* 
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rra, supuesto solamente para validar una captura ya 
inmotivada. 

Por último, en toda hostilidad, en cuanto á su sig- 
nificación y efectos principales y directos, hay que 
considerar sólo á las partes beligerantes, bajo cuya 
autoridad y para cuyo servicio se realiza todo acto de 
guerra. Así que, en dereecho estricto, toda captura 
hecha á beligerante 6 neutral es en beneficio directo 
del estado, como medio de guerra; el interés del par- 
ticular es secundario, y está sujeto á la ley munici- 
pal y no al derecho de gentes. 

Por esto, sin duda, los usos modernos han elimina- 
do ese elemento extraño al principio rigoroso de las 
hostilidades. — En el tratado de Zurich que restable- 
ció la paz entre Austria, por una parte, Francia y 
Cerdefía por h otra, se pactó (art $.^) que los bu- 
ques y cargamentos apresados, que no hubiesen sido 
condenados hasta esa fecha, serían restituidos ó bien 
su valor. Igual estipulación contienen, el tratado de 
Viena de 30 de Octubre de 1864 y el de Francfort, 
de 10 de Mayo de 1871. 

Queda por resolver el caso en que el tratado de 
paz no exprese nada sobre el particular. Si ha de es- 
tarse á la práctica observada antes de los tratados 
referidos, los tribunales de presas de los ex-belige- 
rantes podrían continuar funcionando para sentenciar 
sobre las capturas hechas antes de la paz. Ya hemos 
visto por qué sería absurdo consumar una hostilidad 
cuando ya no hay guerra, bajo el pretexto de que 
principió cuando la había; porque, en definitiva, una 
captura no es presa, si no cuando ha sido condenada 
y la condena sería una hostilidad en estado de paz y 
por la misma potestad que la firmó. 

Lo único que puede admitirse es, que los tribuna- 
les de presas continúen funcionando para solo el 
efecto de juzgar la responsabilidad de los captores; 
por que al fin y sin consideración á la paz que ha so- 
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España y Dinamarca y el de 1829 entre Holanda y 
Colombia. Podríanse multiplicar las ejemplos que, no 
solamente por la divergencia de los compromiso:», in- 
troducen gran confusión é incertidumbre sobre la 
aplicación de una regla que debe ser uniforme, si no 
que ponen en contradicción los deberes de una mis- 
ma potencia por la adopción de principios opuestos i 
con dos diferentes naciones. -^ 

No se podría, según esto, conocer cual sería la re- . 

gla obligatoria para los EE. Unidos, si hubiera sobre- 
venido una guerra de Inglaterra ó Francia con Ho- 
landa, vigentes los pactos que se ha recordado. 

£1 principio de derecho extricto y de práctica in- 
ternacional es el que formula PhiUimore sobre el 
caso: 

<<£stá en la facultad del estado neutral prohibir el 
ingreso á sus puertos de las presas hechas por los be- 
ligerantes, exceptuándose, naturalmente, los casos 
comprendidos entre los de urgente necesidad, como 
los de mal tiempo 6 del estado de peligro de la nave." 

'*Sobre si se debe permitir que se lleven las presas 
á territorio neutral no ha prevalecido ninguna prác- 
tica uniforme. La cuestión ha sido algunas veces re- 
suelta por las leyes interiores y en otros por los tra- 
tados. A falta de esas disposiciones, parece que la 
presunción está en favor del permiso. Sin embargo, "i 

esa presunción es úincdimcnit: ^rima /acü y sucepti- 
ble de ser fácilmente eliminada.'' (1) 

Necesidad de un juicio sobre ia presa. — £1 de- 
recho reconocido al beligerante de apiesar en la gue- 
rra marítima lo que pertenece á su adversario, y aún 
la propiedad del neutral que se ha conducido como 
enemigo, no implica la apropiación inmediata de los 
objetos apresados; porque es obvio que el captor pue- 



(1) Oommentaries apon internatioual law. Tom. III núm. 
868 y M4 pag. 467. 
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da haberse apoderado de propiedades neutrales ino 
centes, califícándolas de enemigas, 6 haber hecho la 
presa dentro de aguas neutrales ó apreciado arbitra- 
riamente 6 con ligereza la conducta del neutral para 
hacerlo víctima de una pena inmerecida. 

El poderoso y ciego estímulo del interés privado 
conduciría inevitablemente á dejar consumadas espo- 
liaciones injustas, siendo regla común la adjudicación 
de la presa al captor, si sobre el interés de éste no se 
colocara el espíritu más imparcial y el sentimiento dé 
la propia responsabilidad de los jueces ó funcionarios 
encargados de examinar la legalidad de la captura. 

"Todas las capturas ////^ ie¡/i, ó\ce Sir Travers 
Twiss, quedan consumadas por la rendición (dediíio)^ 
en el sentido de que una captura se convierte en pro- 
vecho del soberano que la ha autorizado; pero en el 
sentido de que la captura ceda en provecho del cap- 
tor real, según el derecho particular de un estado ci- 
vilizado, el titulo del captor no es completo, sino des- 
pués que sea sometido á una corte de presas y haya 
en ésta recibido la sanción. " (i) 

"Los fines de la justicia, dice á su vez lord Sto- 
well, evijen que tales ejercicios de guerra seara some- 
tidos á público examen; y por consiguiente el sim- 
ple hecho de deductio inffa presidia no se ha juzga- 
do suficiente. 

Asi, es un principio universal, constante, muchas 
veces secular, el de que toda presa debe ser juzgada. 

Hasta que haya sentencia el captor no tiene sobre 
la presa si no un derecho eventual; tío es propietario 
de ella. Si la captura se declara válida el hecho se 
convertirá en derecho. La sentencia es lo que cons- 
tituye el título del captor. La occupatio bellica no es 



(1) Derecho de Gentes. Tom. lU núm. 176 cap. ÍX.. 



(1) Bonfils, Manuel, N» 1422 pag. 692 G.ffckeu ob cit 
parf. 138. 

(2) Precis du droife des geus Toin II parf í;22. 



-A 



— 298 — 

si no la causa remota de la adquisición; la causa pró- 
xima está en la sentencia, (i) 

Así es como la práctica uniforme é inmemorial de 
los estados modernos ha trasformado la guerra de he- 
chos y sin regla en una situación jurídica y elimina- 
do la antigua máxima del derecho romano, según la 
cual, las presas hechas al enemigo se adquirían por 
la simple ocupación. 

No hay, en consecuencia, para que detenerse en 
examinar la inconsistencia.de la opmión, abandonada 
hoy, de que basta para la conservación de la presa y 
para constituir el título del captor, que éste la haya 
poseído por 24 horas ó la haya conducido á lugar se- 
guro {inftapfesidia,) 

Tribunal competente.— El uso universal atribuye 
á los tribunales del captor el derecho de juzgar la 
presa; y refiriéndose á él dice Martens: **En fin, aun- 
que se haya reconocido en Europa que el captor no 
tiene el derecho de disponer de la presa, cualquiera 
que ella sea, antes de que se le haya adjudicado, el 
uso y los tratados atribuyen la jurisdicción en las 
disputas que se promueven á ese respecto entre el 
captor y los reclamantes, solo al soberano del captor, 
aun en el caso de que este se haya visto obligado á 
conducir su presa al puerto de una tercera poten- 
cia*'. (2) 

Este es el principio reconocido y observado sin ^ 

discrepancia en todo tiempo... 

La crítica en el orden de la teoría ha encontrado, 
sin embargo, el lado vulnerable, sin llegar á una so- 
lución más satisfactoria; pues no ha señalado la ma- 
nera de constituir una jurisdicción de presas impar- 
cial y del toao independiente que sea realizable y es- 
té esenta de los mismos ú otros defectos. 
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Parn juzgar con más acierto el valor de las censu- 
ras contra la jurisdicción de los tribunales del captor, 
es conveniente hacer el resumen de las razones en 
que se apoyan los que la sostienen. 

Rutherfort considera, que el derecho del soberano 
del captor pura que sus tribunales juzguen la presa; 
se deriva de que, como beligerante y con el dere- 
cho de captura sobre un enemigo y los que lo auxi- 
lian, no puede sujetar sus actos de guerra al juicio 
de otra potencia sin abdicar su soberanía y compro- 
meter el éxito de su defensíi. Que si los cruceros 
que hacen las presas proceden en su • nombre y por 
su autorización, á nadie si no á él corresponde juzgar 
como han cumplido su mandato y las leyes del país; 
y, por último, que una vez juzgada la .presa por sus 
tnbunídes y reconocida la legalidad de la captura, el 
estado asume toda la responsabilidad. 

Agrega Massé, que en el juicio de presas no hay 
nada de contencioso, por que no es en interés del 
apresado ni á instancia de este por lo que se abre. el 
juicio, si no de oficio y para resguardar la responsa- 
üiiuirtti liei uciigcrante, bajo cuya auiondad se ha he- 
cho la captura, siendo en definitiva un favor el que 
se dispensa al apresado con oírlo en el juicio. 

Lampredi y Hautefeuille creen que por el hecho 
de declararse una nación neutral, quedan sus subdi- 
tos obligados á no mezclarse en las operaciones de 
la guerra; y el estado comprometido tácitamente á no 
defenderlos, si faltan á su deber; que la nacionalidad' 
de esos neutrales ha desaparecido para el caso y su- 
soberano los deja en manos del beligerante ofendido. 

Todas las razones imaginadas contra la jurisdicción 
del captor puede decirse que están comprendidos en 
la crítica de Hubner. 

Según este, la jurisdicción del captor es en agravio 
de la regla fundamental de la competencia, que exije 
que la persoia sobre cuyos derechos é intereses se 
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juzga esté sujeta al poder del magistrado en razón de 
la cosa, por sumisión natural ó voluntaria, ó por 
el lugar donde se realizó el hecho, si se tra^a de una 
infracción; y que no teniendo el beligerante autori- 
dad sobre los extranjeros, fuera de su territorio, ni 
jurisdicción en el mar libre, es un acto de usurpación 
y de fuerza el que ejecuta cuando se arroga la facui- v 

tad de juzgar. 

Agrégase, que se falta á otra regla fundamental 
de enjuiciamiento cual es la imparcialidad, puesto 
que el beligerante se hace juez de su propia causa. 

En uno y otro lado falta la precisión y la coheren- 
cia de la argumentación con su objeto. 

Es cierto que el beligerante no tiene jurisdicción 
en plena mar, ni autoridad sobre subditos de otra na- 
ción, pero es de la misma evidencia que al hacer una 
presa no realiza un acto de jurisdicción, ni al juzgar- 
la y condenarla impone una pena; lo primero es un 
hecho de guerra, que es, 6 se supone, de legitima 
defensa, lo segundo lo impone el resguardo que exije 
su propia responsabilidad y el respeto que se debe 
á los derechos é intereses de los neutrales. 

Si fuera cierto, por otra parte, lo que exponen 
La m predi y Hautefeuille, como base de la jurisdic- 
ción del beligerante, toda captura de buque neutral 
supondría por si sola una infracción de la neutrali- J 

dad, por parte del apresado, lo que trastorna el crite- 
rio de la responsabilidad, que es preciso probarla á la 
parte á quien se miputa. La petición de principio 
que contiene el argumento conduce rectamente á 
justificar todos los abusos y violencias contra el co- 
mercio pacífico de los neutrales, que serían apresados 
por suponerlos culpables y resultarían desnacionali- 
zados y delincuentes por el hecho de habérseles apre 
sado. 

¿Queda según esto insohible la dificultad.? 

Si, por común consentimiento, de acuerdo con 
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ley natural de la defensa, el beligerante tiene el dere- 
cho de arrebatar ó destruir los elementos de resisten- 
cia de su enemigo y los que los neutrales les dan, 
realiza con ello un acto de guerra. Pero, como tratán- 
dose de infracciones presuntas de la neutralidad, la 
captura no es por sí sola una demostración, está obli- 
gado el soberano del captor, por precepto de justi- 
cia, de honor y de respeto á sus propias leyes, á dar 
la oportuni<lnd de que la infracción quede comproba- 
da y por lo tanto que la captura es justa. 

Sería incomprensible que el beligerante constitu- 
yese juez de sus actos, como tal, al soberano de otra 
nación; así como sería absurdo que consultara al par- 
ticular neutral 6 su gobierno sobre la necesidad de 
destruir una propiedad para el éxito de una opera- 
ción, de guerra de que depende su salvación ó su 
triunfo. 

El procedimiento para la declaración de la presa 
no es un proceso contencioso, sino una comproba- 
ción; no es siquiera el debate sobre una inculpación 
criminal, cuyo elemento de responsabilidad moral es 
extraño al juicio de presa. 

Por otra parte y para los efectos externos de la 
condena, no hay nada juzgado; de manera que el go- 
bierno <lcl neutra], injustamente despojado de su pro- 
piedad, tiene el derecho de reclamar para obtener la 
restitución ó la indemnización. 

La objeción fundada en la parcialidad presumible 
en el tribunal del captor, si tiene algún valor, es 
igualmente aplicable á la jurisdicción del apresado; 
fuera de ellos no hay quien sea competente ni posea 
autoridad para decidir el caso. 

Los medios discurridos para encontrar una juris- 
dicción de presas exenta de los inconvenientes apun- 
tados, no conducen á mejor resultado, aun suponien- 
do un tribunal mixto, ó exclusivamente de neutrales; 
por que siempre d<iminaría en él, por la mayoría de 
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sus elementos, uno de los intereses contrapuestos en 
toda cuestióív.de esa naturaleza: ó la severa intransi- 
jencia, en que vincula el beligerante su salvación, ó In 
indulgente lenidad de los neutrales, que naturalmen- 
te hacen causa común en fc-^vor de la amplitud de sus 
privilegios y contra los rigieres y restricciones que la 
guerra les impone. 

No és de presumirse que ninguna nación consien- 
ta en someter al juicio de otras la manera como ha 
de proveer á su defensa, ni quiera recibir de ellas el 
concepto de las reglas internacionales que deben di- 
rijir sus actos como beligerante. 

La constitución de un tribunal internacional de 
presas, erijido ajtte bellum y de existencia permanen- 
te, supondría un progreso tal en la vida de redición 
de las sociedades humanas, que s^ría el preámbulo 
de la organización del Estado internacional, ó por lo 
menos del arbitraje obligatorio y general, que haría 
imposible la guerra. Pero, mientras esta exista, libra- 
da en su ocasiói^ y sus motivos al criterio de cada 
nación, la erección de un tribunal semejante es tan 
quiíiici icii cuiiio Se icpiii*i iiablfi anoia Ja Le&acioii ¿tü- 
soluta de la lucha armada entre los pueblos. 

El vicio sustancial de que depende la impeifección 
de los tribunales de presas, consiste, como lo expresa 
Kamarowsky, en "que son por su organización na- ^* 

cionales y por su carácter y su destilo internaciona- 
les, (l) Y aun á esto podría agregarse otro, de no 
menos relieve y trascendencia en el procedimien- 
to cual es el de que el apresado neutral comparece 
en ese juicio en la situación de demandante y por lo 
tanto con la obligación de la probanza. ¿Sobre que 
recaerá e.sa prueb?.'* sobre su propia inocencia, ó sea, 
que no han infrinjido la ley; cuando la justicia y la 



(1) El Tribunal Internacional. Lib. 2.*> Seo. 1.» Cap. I. 
pjirf. 3. 
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lógica exijen que el acusador demuestre la infracción'' 
y señale de un modo inequívoco al culpable. 

Pero, en realidad, esos defectos no pueden ser co- 
rregidos en el estado actual de las cosas. Lo que me- 
jor persuade de ello es que los trabajos de Westlake, 
Bulmerincq, Bluntschli, Lorimer, Montague Bernard 
y otros publicistas ilustres del Instituto de Derecho 
Internacional, en las sesiones de 1875 y 1877, solo 
pudieron arribar, en la última de ellas, á las conclu- 
siones siguientes: 

i.^ Que debe formularse por tratados los princi- 
pios generales en mateiia de presas; 

2.*> Reemplazar los tribunales, hasta hoy pertene- 
cientes exclusivamente al estado beligerante, por 
tribunales internacionales que den á los paiticulares 
del estado neutral ó enemigo más amplias garantías 
de una decisión imparcial; 

3.^ Ponerse de acuerdo para ajdoptar un procedi 
miento común en materia de presas. 

Como se vé, la falta de acuerdo sobre un plan con- 
creto de organización y procedimiento de los tribu- 
nales de presas, bajo el aspecto puramente teórico 
del asunto, demuestra sus graves dificultades; y has- 
ta cierto punto, que ellas no serán vencidas mientras 
subsista una desigualdad de poder entre los estados, 
que nada hace esperar que desaparezca. 

Entre tanto, la garantía apetecida, particularmente 
en favor de los neutrales, no puede fundarse, como 
hasta aquí, sí no en el carácter y distinción délos 
jueces de presas, en la acumulación y fuerza moral 
de los precedentes de la jurisprudencia, que han cpn- 
tribuído y contribuyan á formar los progresos del de- 
recho de gentes, en cuanto á la adopción de reglas de 
aplicación cada vez más uniformes; y, sobre todo, en 
la responsabilidad que asume el beligerante, cuyos 
tribunales deciden sobre intereses que, aunque some-^ 
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ticTos á una jurisdicción |>;irticiilar, están baja ía pro- 
tección c)el derecho de gente». 

La declaración de la presa por un tribunal consu- 
lar ó por concisiones constituidas en territorio neu- 
tral, se reputa ilegal y sin efecto para tíxlos )os que 
no sean el belígera i»te en cuyo provecho se pronun- 
ció la decisión y el neutra) que autorizó ó consintió 
tnn injuriosa é indisculpable innovación en el dere- 
cho de las naciones, (i). 

De igual modo es incompetente el neutral á cuyo 
puerto se ha conducido !a presa hecha sobre otro 
neutral, para el objeto expresado. 

Aunque parezca extraño, hay sobre este punto tri- 
vial la mayor discordancia de opiniones. —No las 
examinaremos por ser la tarea, sobre dilatad.», en 
buena parte inútil. Basta considerar que á todas las 
objeciones deducidas contra la jurisdicción del cap- 
tor, podría agregarse una más fundamental y que do- 
mina á las demás. — Ninguna nación tiene el derecho 
de juzgar los actos de otra ó de los que obran en su 
nombre y por su autoridad, ni sobre las cosas que le 
pertenecen, si no ha sido llamada expresamente á 
ello pof consentimiento y elección de las partes. 

El acto de juzgar, para decidir sin título si es bue- 
na ó mala la presa, es en rigor mezclarse en los ac- 
tos de guerra con infracción de sus deberes de im- 
parcialidad, constituyéndose, jure proprio, en arbitro 
de cuestión agena que nadie le ha encomendado. 

El hecho eventual del ingreso de una presa á te- 
rritorio del neutral no da á este el derecho de juz- 
garla; porque debe recordarse que toda presa nave- 
ga bajo el pabellón militar del captor, esento, de la 
acción y autoridad del soberano local; y que este, 
por su carácter de neutral, no puede ingerirse en la 



(1) Phillimore, ob cit. Tom niN.^366. 
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investigación de los hechos que hnn constituido In 
nacionalidad real ó aparente de la presa. 

Hay, sin embargo, dos casos en que el neutral 
tiene el derecho de intervenir, si la presa ha entrado 
á un puerto suyo. 

i.° Cuando la captura se hÍ7.o en sus aguas territo- 
riales, con agravio de su neutralidad;; 

2,° Si lo fué por un buque ilegalmente armado en 
«u territorio ó contra las leyes del asilo marítimo. 

Estas excepciones no necesitan más explicación 
-que la que se deriva de las reglas que dominan la 
neutralidad y del poder con que ella y el principio de 
■soberanía invisten al neutral para hacer respetar sus 
derechos y la inviolabilidad de su territorio. Además, 
•el neutral que se interpone en tales casos, no juzga 
la presa como acto de beligerante á beligerante, ó 
contrn otro neutral por derecho de guerra, si no en 
cuanto la hostilidad se ha ejecutado violando su neu- 
tralidad y para solo el hecho de revindicar esta. 

Las opiniones están de acuerdo sobre los casos in- 
dicados, aun en los publicistas que estienden mas 
las prerogativas del beligerante y reducen en propor 
ción las de los neutrales, (i). 

Carácter de su jurisdicción. — Reina la mayor di- 
vergencia sobre el carácter de la jurisdicción de pre- 
sas, así en -el parecer de los publicistas como en las 
instituciones positivas de las diversas naciones. 

Los escritores y jueces ingleses, entre ellos Philli- 
more, Travers Twiss y lord Stowell cr«en que los 
tribunales de presas tienen un carácter esencialmente 
judicial; y de esa opinión participa Bulmerincq. 

Por el contrario, Boeck juzga que los consejos de 
presas son tribunales de excepción, encargados de 
juzgar un caso especial que exije conocimientos tam- 
bién especiales, que no podrían encontrarse en los tri- 



<1) Véase Fhillimore, ob. cit. tom. III n.<* 372 pág. 477. 
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bunales ordinarios, agregando como propio el con- 
cepto de lord Stowell, acerca de que un consejo de 
presas en su país, es un tribunal internacional que 
procede bajo la autoridad del rey de la Gran Breta- 
ña (i). 

Massé desconoce en las comisiones ó consejos de 
presas el carácter de tribunales, fundando su opinióiv 
en estos términos: **Lo que ha podido contribuir a 
extraviar las opinciones sobre este punto y á pre- 
sentar una cuestión de competencia judicial donde no 
hay si no una cuestión de soberanía, es la denomina- 
ción á^ juicio de presas, impropiamente aplicada á la 
decisión que se pronuncia sobre la validez de una 
captura. Esa decisión, cualquiera que sea la forma 
que se le dé y la de su pref>aración, no tiene en el 
fondo nada de contencioso'y es puramente f^raciosa^ 
puesto que el apresado no tiene ninguna acción útil 
contra el captor. . . .Esto es tan cierto que las auto- 
ridades á quienes se confía el examen de la captura 
y la decisión que debe expedirse sobre su validez, no 
esperan para instruir y juzgar el asunto que haya 
reclamación del apresado; proceden de oficio y no 
tanto en interés del capturado, sea que comparezca ó 
guarde silencio, como en el de la nación á que perte- 
nece el captor. (2). 

En el mismo orden de ideas discurren. Kluber, 
Cauchy, Calvo y otros, cuyas opiniones condensa 
Bonfils de esta manera: ''Verdadero tribunal ó comi- 
sión administrativa, un consejo ó corte de presas, de- 
cide exclusivamente sobre la validez de la captura; 
no juzga la cuestión de propiedad del buque ó de la 
carga, que subsiste intacta entre los interesados; no 
examina la cuestión si no bajo el punto de vista de 
la nacionalidad". (3). 



/* 



(1) Booek, De la proprieté privée ennemie n.^ 333 y sig. 

(2) Droir. comraercial — Tom. Tom. I u.® 401 pág. 384. 

(3) Kliiber, Droit des geiis. Parí. 295—296. Tom. II 
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Podemos agregar que Dana, con su gran solidez y 
precisión de criterio, establece que: la necesidad de 
confiar á tribunales especiales el juicio de las presas 
se funda en que el mayor número de las capturas 
hechas en tiempo de guerra, pertenecen á los neu- 
trales, y que las cuestiones relativas á la soltura ó: 
confiscación de buques extranjeros ó de sus carga- 
memos, suscitan conflictos y dudas que no encuen- 
tran siempre sii solución en las reglas del derecho 
civil. 

I^uédese por lo tanto concluir que, según la más 
común y autorizada opinión, los tribunales de presas 
i)o ejercen jurisdicción contenciosa, ni propiamente 
represiva.; que carecen de poder y atribuciones para 
decidir sobre la propiedad^ que solo están constituí- 
<las para conocer y decidir, por vía informativa y su- 
maria, sobre un hecho, en cuanto se refiere á la segu- 
ridad del captor y su derecho €omo beligerante*^ que, 
por lo tanto, el tribunal de presas, como regla de de- 
cisión, sobre todo cuando se trata de captura hecha 
á neutral, no pueble aplicar otra que la del derecho 
internacional. 

Sus decisiones no producen, en consecuencia, efec- 
tos á^ -cosa juzgada para los neutrales, que conservan 
su derecho de ocurrir á la protección de s^is gobier- 
nos, si han sido injustamente privados de su propie- 
<lad. 

A ese coiicepto teórico obedece la organización en 
todas partes de los tribunales de presas, con excep- 
ción de Inglaterra, EE. Unidos y Holanda en que 
los tribunales de presas son puramente judiciales. 

En la Gran Bretaña juzga las presas en primera 



pags. lOíí á 111. Cauchy, Droit maritime. Tom. I introduc- 
tiou — parf. 3.® pag. 66 y sig. Calvo, Droit international. Tom. 
Y. n.** 8046. Bonfíls, Manuel du droit international public — 
»n.® 1433 — pag. 695.— Fiore Derecho internacional — Tom. II 
pags. 526 y 527. 
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nstancia, la sección de la Alta Corte de Justicia^ 
denominada ptobate and admiralty división) y por 
apelación, el departamento iudicial del Consejo reaL 

En los EE. Unidos son las cortes de «distrito lo& 
tribunales de presas en primera instanciar; y la Corte 
Suprema la que decide en última instancia. (2). 

En España, Francia é Italia la constitución d& 
las cortes de presas es principalmente administra- 
tiva; y en Austria^ Prusia, Rusia y Dinamarca su 
organización es mixta, con* los caracteres masó me- 
nos definidos de un tribunal privativo, que es co- 
mo existe entre nosotros, por el decreto reglamen- 
tario de 29 de Abril de 1822, art. 448 del Regí de 
Trib. y art. 11 del Código de Enjuiciamientos. 

Procedimiento en los tribunales de presas» — 
El modo de proceder en los juicios de presas, regido 
por las leyes particulares de cada país, se relacio- 
na apenas con las reglas internacionales y por lo 
tanto no hay para que ocuparse de él detenidamen- 
te. Bastará determinar sus rasgos principales, en 
que co^^cuerdan de un modo más ó menos perfecto 
tod&s las legislaciones, cualquiera que sea la orga- 
nización de esos tribunales y el carácter de la juris- 
dicción ó autoridad que ejercen. 

Conducida la presa á un puerto del captor, é in- 
dependientemente de las medidas del caso para su 
seguridad y conservación, el capitán apresaflor debe 
entregar los papeles de mar del buque apresado á la 
autoridad correspondiente, procediéndose en seguida 
al examen ó interrogatorio de los oficiales y tri- 
pulantes de una y otra nave. 



(1) Phillimore, Commentaries— Tom. III 11.° 439— pag. 547 
y 549. 

(•4) Phillimore, ob cit tom. III n.o 437.— Whartou, A 
Digest of the interuational law— Tom. III sec. 329 y 830 pag. 
190 y 204. 
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En algunas partes, como en el Peni, esas diligen- 
cias forman una instrucción preparatoria, cuyo ob- 
jeto inmediato es determinar si hay ó no lugar á la 
detención de la nave^i); después de lo cual y por un 
procedimiento igualmente breve se decide si la cap- 
tura es ó no buena presa. Ese fallo es apelable para 
ante la Corte Superior y de la decisión de segunda 
instancia hay recurso de nulidad. 

Coinciden los usos y reglas de casi todos los esta- 
dos en las siguientes circunstancias: 

a El procedimiento es siempre sumario; 

b Lacausa se instruye únicamente con elementos 
que ha proporcionado la captura; esto es, con los pa- 
peles de mar del buque apresado, las declaraciones 
de los oficiales de éste y los del buque captor, cuan- 
do estos últimos se hallan presentes y el acta é in- 
ventarios de la presa. 

c Sobre el capitán apresado recae la obligación de 
la prueba para salvar la presa, presumiénndose que 
ésta es legítima mientras no se demuestre lo contra- 
rio. 

d La declaración de buena presa es una sentencia 
de confiscación y produce el efecto de trasmitir la 
propiedad de ella al Estado, aunque casi en todas 
partes se adjudica una porción más 6 menos conside- 
rable al capitán, oficiales y tripulación del buque 
apresador. {?) 

A quien pertenece la presa. — En rigor de teoría 
y supuesto que la presa es la consumación de una 
hostilidad, que solo el Estado y en tiempo de guerra 
puede ejecutar, por medio de sus agentes militares 
ú otros con legal comisión, la propiedad de ella co- 
rresponde al fisco ó cámara real. La presa es un ac- 
to de guerra que se realiza bajo la autoridad del so- 



(1) Reglamento de 29 de Abril de 1822. 

(2) Phillimore, ob. cit. Tom. III. Part. X Cap. IV. 
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berano beligerante y en su servicio, de manera que 
la trasmisión de la propiedad se realiza en su prove- 
cho. Cuando la legislación de un país concede al jefe, 
oficiales y tripulantes de la nave apresadora una por- 
ción de ella, dispensa un favor que tiene en mira el 
estímulo de los que sirven al Estado. Esto es en parti- 
cular evidente respecto de las capturas realizadas por 
buques de guerra, cuyo equipaje está totalmente 
constituido por un cuerpo militar sostenido y espen- 
sado para ese y todos los demás deberes anexos a su 
cargo. 

"El derecho á toda captura corresponde origina- 
riamente al .soberano, dice Phillimore. Cuando el be- 
neficio de la presa recae en un individuo, es á conse- 
cuencia de una concesión del Estado á que pertenece 
como subdito. Algunos, es cierto, como Portugal, 
durante la última guerra, parecen haber reservado la 
propiedad para uso y beneficio del Estado; otros, co- 
mo la Gran Bretaña, otorgan la propiedad á los cap- 
tores. El derecho originario es en todo caso del Es- 
tado." (i) 

De aquí resulta, que siendo la presa en beneficio 
del Pastado, éste puede, antes del juicio, ordenar su 
restitución, ya porque le parezca injusta ó por moti- 
vos puramente políticos. (2) 

Represa, recobro y rescate. — Acontece con fre- 
cuencia que, realizada una captura, ésta sale del po- 
der del captor por vía de fuerza, ó por avenimiento, 
antes de que sea juzgada, lo que da lugar á diferentes 
reglas sobre la trasmisión de la propiedad y las obli- 
gaciones que se derivan del convenio entre los inte- 
resados. 

a Por un principio de equidad, que fué siempre ob- 
servado por todas las naciones, á partir de las reglas 



(1) Ob. cit. Tom. III N9 361—4 pag. 458. 

(2) Bonfils, Manuel N°. 1431 pag. 694. Phillimore, ob. cit. 
N«. 361 pag. 460. 
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trazadas por el Consulado de la Mar, el derecho de 
postliminio se aplica en favor del propietario de ori- 
gen en todo caso de represa, mediante una indemni- 
zación á título á^ premio de salvamento^ que señalan 
en cuotas de diversa importancia las legislaciones de 
los estados. Es entendido, sin embargo, que ese de- 
recho á^ postliminio^ reconocido en favor del propie- 
tario primitivo, no tiene lugar cuando la presa ha si- 
do tan completa y definitiva que haya eliminado toda 
esperanza de recuperarla. 

Para decidir cuales son los casos de restitución á 
cargo de premio, ó de adquisición por parte del se- 
gundo captor, importa fijar cual es el momento en 
que desaparece la spes recuperandi. 

"Ha convenido á las naciones, dice Grbcio, que sea 
considerado como poseedor de la presa, el que la tie- 
ne en su poder de tal manera que el otro haya perdi- 
do la esperanza probable de recuperarla, ó que la co- 
sa esté á cubierto de toda persecución, según la ex- 
presión de Pomponio en una cuestión semejante. Es- 
to tiene lugar en materia de cosas muebles, de tal 
manera que ellas son llamadas presas, cuando han si- 
do conducidas al interior de los límites, es decir, de las 
plazas enemigas. (l) 

Esto depende en definitiva de lo que cada país ha- 
ya encontrado más útil ó político establecer, aunque 
Travers Twiss y otros publicistas exponen que la regla 
práctica más común es la que desposee al primitivo 
propietario, si la represa tiene lugar después de más 
de 24 horas de estar en poder del primer captor. Es- 
ta regla no parece justa; porque 24 horas no consoli- 
dan la posesión del captor y mucho menos extingue 
los peligros de la represa y por lo tanto la esperanza 
del propietario. 



(1) Del derecho de la guetia y de la paz. Tom. I Lib. III 
Cap. YI parf. 3«. 
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Algunas legislaciones no establecen diferencia en- 
tre la propiedad de nacionales y de aliados ó neutra- 
les para decidir á quien pertenece la represa y en que 
casos; en tanto que otras se sujetan á la regla de la 
reciprocidad en todos los casos en que haya propiedad 
neutral comprometida en la represa. 

La práctica contemporánea de las naciones de Eu- 
ropa tiende ala adopción de un principio más razona- 
ble y equitativo; esto es, á la adjudicación de un pre- 
mio de salvamento, de más ó menos consideración» 
según que la represa se haga antes ó después de las 
24 horas; y en tal sentido estatuyen las ordenanzas 
de Dinamarca, Suecia, Holanda y Portugal. 

b Otra de* las maneras de privar al enemigo de su 
presa es el recobro; 6 sea el salvamento de la nave por 
obra y esfuerzo de su propia tripulación. 

"Cuando el equipaje de un buque apresado, dice 
Azuni, encontrando una ocasión favorable, se subleva 
y sustrae el buque del poder del corsario que se había 
apoderado de él, cualquiera que sea el tiempo en que 
suceda, las cosas vuelven á su primer estado, es de- 
cir, á la libre propiedad de los interesados respecti- 
vos, y el captor no puede tener ningún derecho de 
persecución respecto de la presa que no ha sabido 
conservar, conforme á los principios de la razón co- 
mún; puesto que la guarda de la presa, era el único 
medio que tenía de mantenerse en posesión. 

**No resulta de esto, sin embargo, que el equipaje 
tenga el derecho de apropiarse el buque represado de 
manos del corsario, en consideración á que es su 
deber defender ó conservar el buque y es también 
de su obligación el recobrarlo, siempre que pueda ha- 
cerlo. Es justo, por lo demás, acordar ala tripulación 
una recompensa razonable, que debe proporcionarse 
á la naturaleza del caso, á la riqueza del cargamento 



— 313 - 

y á las circunstancias que concurrieron á la libera- 
ción, (i) 

La cita que precede contiene toda la doctrina en 
materia de recobro, que no ha sido expuesta más 
completa, ni con mayor precisión, por ningún publi- 
cista posterior. 

A ella se han sujetado, casi invariablemente, la 
legislación y la jurisprudencia de las potencias marí- 
timas y el éxito de las cuestiones suscitadas con ese 
motivo entre estados diferentes. Para persuadirse de 
esto basta consultar los casos examinados por los pu- 
blicistas y la exposición teórica de ellos. (2) 

c "El rescate de una nave apresada por el enemi- 
go es un contrato de derecho de gentes, por el cual, 
mediante una suma fija y determinada, el primero ha- 
ce suelta de su presa y la abandona, trasportando sr 
posesión á los antiguos propietarios, que, por este 
medio, se hacen en cierto modo nuevos adquirentes". 

Tal es la definición dada por Azuni, que la tomó 
de Emerigon. 

La institución es tan antigua como las guerras 
marítimas. Sus reglas se encuentran ya en el Consu- 
lado del Mar y de allí se incorporaron á la legislación 
de casi todos los estados, á partir sobre todo de las 
ordenanzas francesas de 168 1. 

Según esas reglas. 

I. o El rescate puede hacerse en todo tiempo, re- 
caer en el buque ó su cargamento y ser estipulado 
por los propietarios, si están presentes, por sus em- 
pleados ó factores, 6 por el capitán mismo de la nave 
apresada. 



(1) Principios del Derecho Marítimo. 3* parte. Cap. IV. 
Art. 4*». 

(3) Véase Oalvo. Tom. V N». 3208. Oassy Phases et CMtises 
da droit maritime. Toin. II. Lib. II. Cap. XVII parf. 2 á 6. 

Wheatoii.— Elementos del derecho iiirernacioDal. Tom. II 
pag. se. Boufíls— Manuel Nos. 1416 á 1421. 

80 
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2.° El rescate se entiende hecho á favor de los 
propietarios, toda vez que los que lo ejecutan lo ha- 
cen como representantes de aquellos. 

3.<> El contrato se perfecciona, mediante la entre- 
ga del precio convenido, ó á falta de este, de una le- 
tra de cambio por su importe á la orden del captor. 
También puede entregar el apresado una parte de su 
cargamento para salvar el resto y la nave. 

4.^ El captor está obligado á entregar al capitán 
del buque rescatado una constancia del pacto, para 
que le sirva de seguridad; y esa constancia toma el 
nombre de billete de rescate. 

5? Este resguarda al buque rescatado de una nue- 
va captura; pero solo dentro del tiempo y de la ruta 
designados en el billete de rescate, fuera de los cua- 
les puede ser nuevamente apresado, salvo el caso de 
accidente 6 de fuerza mayor. 

69 Si el captor es apresado á su vez y el billete de 
rescate cae en poder de su enemigo, el nuevo captor 
no adquiere si no la presa misma, quedando sin efec- 
to la letra ú obligación otorgada por el rescate. 

Aunque en principio los contratos con el enemigo 
no son válidos, lo son sin embargo los de rescate, preci- 
samente por que se celebran en razón de un hecho 
de guerra, y en beneficio de ambas partes; como lo 
son las convenciones militares y los pactos antece- 
dentes de los beligerantes, en cuanto se refieren á las 
hostilidades, aun cuando esos pactos de amistad que- 
den rotos ó en suspenso en todo lo demás, por haber 
sobrevenido la guerra. 

En Inglaterra la tendencia de la legislación es á 
suprimir el rescate, según resulta del acta 22 de Jor- 
ge lil en 1782, que lord Stowell consideraba en ple- 
no vigor en 1803, cuando decía: **Los rescates en 
caso de necesidad son todavía permitidos, pero bajo 
la condición de probar que esa necesidad existió 
realmente. 



~ 3í5 — 

Fuera de esos casos los billetes de rescate expedí- 
dos por subditos ingleses, son nulos y no dan acción 
civil ante los tribunales de ese país; y lejos de eso, 
el capitán de un crucero británico que haya restitui- 
do ó puesto en libertad una presa, por efecto de un 
convenio de rescate, quedará sujeto á ser acusado an- 
te la Corte de Almirantazgo y á sufrir la pena de 
confiscación, ú otra que se juzgue conveniente apli- 
carle. 

En los EE. Unidos, por el contrario, el rescate no 
lia sido nunca prohibido y acerca de él dice el canci- 
ller Kent lo siguiente: 

"La práctica del rescate es, bajo diversos puntos 
de vista, razonable y humana. Las otras naciones 
consideran esos contratos como obligatorios y los co- 
locan en el pequeño numero de los tratos legítimos 
durante la guerra", (i). 



(1) Aztini, dp. cit. part. 2.* cap. IV art. V Hantefeuille. 
Droits et devoirs des oations neutros. Tom. IV — tit. XIII 
pag. 262. Oassy, Phases et oanses da droit maritime. Tom. 
II — Lib. II Cap. XIV pag. 130 y sig. Wheatou, Derecho inter- 
Dacional Tom. II— Part. 4.* Cap. II parf . 28. — Travers Twiss. 
Derecho dd Gantes. Tom. II Nos. 180 á 183. Kent. Oommeu- 
taries Tom. I pag. 104 



LECCIÓN XXXIV 

SUMARIO. — Cesacióa de las hostilidades.— Negocincioues 
de paz. — Que es el trátalo de paz — A quien correspon- 
de celebrarlo.— Tratado preliminar y tratado defiuitivo.— 
Ooijvenciones y actos complemeDtarios.— ludemnizacióu 
de Ruerra.— Cesión de territorio. — Como opera el trata* 
do de paz respecto al territorio. — Atuuistia. 

Cesación de las hostilidades.— La guerra puede 
terminar en una de estas tres formas: 

l.° Por la suspensión de hecho é indefinidamente 
de las hostihJades, renovándose ó no prácticamente 
las relaciones pacíficas de los beligerantes. 

2.° Por la sumisión absoluta é incondicional de 
uno de los beligerantes al otro (deditió), 

3.^ Por la celebración formal de un tratado de 
paz. (i). 

a Ciertamente que no hay absoluta necesidad de 
que los beligerantes declaren oficial y solemnemente 
su intención de poner término á la guerra, que de 
fado pueden susp»;nder, renovando sus relaciones de 
amistad, ó permaneciendo en estado de entredicho 
diplomático, pero con prescindencia de todo acto de 
guerra. 

Esta situación es, sin embargo, irregular y sujeta á 
graves inconvenientes, asi para los intereses genera- 
les de ambos países, en lo que pueden tener de co- 
mún, como particularmente en cuanto á los motivos 



A 



(1) Phillimore, Oommentaries. Tom. III u.® 510— Heffter, 
Derecho luteruacioual Lib. II. Oap. IV parf. 176. 
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de la guerra, que permanecerán siempre como ger- 
men de futuras complicaciones; aparte de la incerti- 
dumbre é inquietud que apareja una suspensión de 
hostilidades cuya denuncia no está sujeta á ningún 
compromiso ni formalidad. 

Un estado de cosas semejante no puede explicarse 
si no por motivos políticos transitorios, por la futileza 
relativa de las causas de la guerra, en relación con 
los sacrificios que impone y por la necesidad de que 
el trascurso del tiempo atenúe las susceptibilidades 
de amor propio nacional comprometidas en la ruptu- 
ra. Todo esto, á no dudarlo, por la circunstancia de 
no haber obtenido ninguna de las partes ventaja de- 
cisiva en la contienda armada, que cesa de hecho. 

Así terminó en 1716 la guerra entre Suecia y Po- 
lonia, no celebrándose entre ellas tratados de paz si 
no diez años después. — De la misma manera conclu- 
yó la guerra de emancipación de las colonias hispano- 
americanas iniciada en 18 10, consumada para ellas 
en 1824; y así también la que se renovó por España 
contra el Perú en 1864 y que terminó de hecho en 
1866. (I). 

En 1720 terminó de igual manera la guerra de 
Francia con España y en 1866 la de Francia con 
Méjico, que no restablecieron sus relaciones oficia- 
les, si no en 1881. 

b. La sumisión absoluta ocurre siempre que la 
guerra tiene por resultado la conquista de la nación 
vencida, que desaparece como entidad política inde- 
pendiente. 

Tal es el caso de Hesse y Hanover en 1866 y 

(1) El tratado de paz solo vino á celebrarse el 14 de Agosto 
de 1879 entre los plenipotenciorios de ambos países; siendo de 
advertir qae ese tratado f aé á la vez el reconooimiento de la 
independencia del Perú, qae no había sido materia de ningún 
acto formal por parte de España desde el 28 de Jnlio de 1821. 
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otros muchos que registra la historia, que no por ser 
frecuentes dejan de merecer la más severa censur.a 

Entre estados civilizados, dice Geífcken, es sin 
contradicción el título menos envidiable, por que re- 
posa únicamente sobre la fuerza", (i). 

Así lo juzga la razón común, cuyo intérprete se 
hace Phillimore; cuando dice: 

"Pero la incondicional sumisión debe tenerse, con- 
forme á los principios de la ley internacional, como 
una usurpación de los derechos comunes á la huma- 
nidad; y entre estados cristianos de la humanidad 
cristiana, toda infracción de esos derechos debe con- 
siderarse fuera de la competencia moral del conquis- 
tador. (2). 

c. La manera normal de terminar la guerra es la 
de entablar las negociaciones de paz, para cimentar 
sobre bases ciertas y estables las futuras relaciones 
de los beligerantes. 

Negociaciones de paz. — Los tratos para celebrar 
la paz pueden iniciarse por uno de los estados beli- 
gerantes ó por la oficiosa intervención de un amigo 
común, que actúe como mediador ó interponiendo 
simplemente sus buenos oficios. 

Para lo primero es indispensable el consentimiento 
de ambas partes; y aunque para lo segundo se nece- 
sitaría solamente el de uno de los contendientes, de- 
be tenerse por cierto que jamás se intentan los bue- 
nos oficios si no después que investigaciones confi- 
denciales, cuidadosas y oportunas, dan la seguridad 
de que serán aceptados. 

En uno ú otro caso "la ley natural prescribe á to- 
da potencia beligerante el hacer la paz desde que se 
le ofrece una satisfacción conveniente, una indemni- 
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(1). Ob. oit. parí. 178 notad. 
2). Gommentaríes. Tom. lU n.^512. 
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zación por los gastos de ]a guerra y una seguridad 
para el porvenir, si es el caso de exijirla*'. (i). 

Las conferencias preliminares para llegar al acuer- 
do, pueden tener lugar en el territorio de una de las 
partes beligerantes ó en el de una tercera nación. 
Asi también puede celebrarse la paz sometiéndola á 
la deliberación de un congreso de plenipotenciarios, 
como el de Viena, que terminó las guerras de la revo- 
lución y del imperio en 1815; y el de París, que pu- 
so término á la guerra llamada de Oriente, ó de Cri- 
mea, en 1856. 

Las negociaciones preliminares de paz son prece- 
didas generalmente de un amisticio ó suspensión de 
armas, aunque no es indispensable condición. Sola- 
mente lo sería cuando se fijara para los preliminares, 
el territorio donde se desarrollan las operaciones prin- 
cipales de la guerra, pero sin perder el vencedor nii>- 
guna de las ventajas adquiridas, ni su situación mili- 
tar, particularmente en los casos de sitio, como en 
los preliminares de Versalles en 1871. 

Qué es el tratado de paz. A diferencia del armis- 
ticio y de la tregua, que solo estipulan la suspensión 
temporal de las hostilidades, el tratado de paz con- 
cierta la terminación definitiva de la guerra, estin- 
guiendo sus causas y tiene el carácter de perpetuidad 
de que carecen generalmente los demás pactos inter- 
nacionales. 

"Pero la estipulación general de paz perpetua y de 
amistad entre las partes, no implica que no puedan 
hacerse la guerra jamás por cualquiera otra causa. 
La paz se refiere á la guerra que ella termina; y es 
perpetua en el sentido de que la guerra no puede re 
novarse por la misma causa. (2). 



(1) G. F. deMárteus, Precia du droit des gens. Lib. VIII 
Oap. VIII parf . 327. 

(2) Wheatou, Elementos. Lib. II Cap. IV parí. 8. 
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Definiendo el pacto que pone término á la guerra 
dice Vattel: '*Cuando las potencias que estaban en 
guerra han convenido en deponer las armas, el acuer- 
do ó contrato en que estipulan las condiciones de la 
paz y arreglan la manera de restablecerla y conservar- 
la se llama tratado de paz. (i) 

En términos análogos lo definen Heifter, Btunts 
chli, Bonfils y Fiore, sujetándose al concepto de un 
convenio realmente libre y capaz de restablecer la paz 
sobre bases en que la equidad del que las impone ase- 
gure la sinceridad de su aceptación. 

Mirando las cosas bajo su aspecto real y á tenor de 
lo que los precedentes demuestran, Funck Brentano y 
Sorel definen los tratados de paz como *<los actos por 
los que los beligerantes compulsan el estado de sus 
fuerzas, arreglan, según los resultados de la guerra, 
sus pretensiones respectivas y las convierten en de- 
recho''. 

La historia de los tratados de paz no haría si no 
confirmar la dura y descarnada verdad de esa defini- 
ción, á la que eventualmente no hacen excepción si 
no los casos en que la necesidad de conservar el equi 
hbrio político de un sistema continental, ha limitado 
las exigencias del vencedor. 

A quien correponde celebrarlo. El poder de 

ajustar un tratado de paz, como el de declarar la gue- 
rra, depende de la constitución del estado. Y aun cuan- 
do sea cierto que ambas facultades andan unidas, 
existe, sin embargo, la diferencia de que la guerra no 
puede declararse ni emprenderse por el que tiene la 
dirección de ella, si no con el asentimiento previo de 
las cámaras ó parlamento; en tanto que las negocia- 
ciones de paz pueden iniciarse y el tratado ser suscri- 
to sin autorización previa, quedando únicamente su- 
jeto á la aprobación de esos cuerpos representativos. 
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(1) Derecho de gentes— Lib. IV Oap. II parf. 9. 
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En esto no se distinguen de los demás tratados, que 
exigen la misma formalidad para su ratificación. 

Pero cuando el tratado de paz lleva consigo una ce- 
sión de territorio, es dudoso que los parlamentos ó 
asambleas legislativas, que funcionan bajo el régimen 
de una constitución que está basada explícita ó implí- 
citamente en la integridad del territorio nacional, ten- 
gan el poder de sancionar una desmembración. Por 
esto, siempre que el caso ocurre, se convoca un parla- 
mento, asamblea ó convención ad Aoc, que está ó se 
presume investida del poder suficiente para esa con- 
cesión por el voto popular. Tal sucedió con la asam- 
blea francesa reunida en Burdeos, que sancionó el tra- 
tado preliminar de paz con Alemania, de 26 de Fe- 
brero de 1 87 1. 

El jefe del Poder Ejecutivo, por medio de los 
plenipotenciarios que al efecto constituye, es el que 
está investido de la facultad de tratar y de ajustar las 
condiciones del pacto, bajo las formalidades que pre- 
ceden á la ratificación, según el régimen político de 
cada país. 

No está habilitado para tratar el soberano ó jefe 
del estado que se encuentra prisionero, ha sido depues* 
to ó está privado de cualquier modo del ejercicio de 
su autoridad; pero es indiferente que el jefe del go- 
bierno, esté en posesión del mando simplemente de 
hecho, si dispone del poder y es tenido y obedecido 
como tal jefe del Estado, (i) 

Los tratados de paz, como todos los convenios in- 
ternacionales, se celebran por el ministerio de pleni- 
potenciarios debidamente autorizados. Nq faltan sin 
embargo ejemplos de negociaciones entabladas direc* 
tamente por los soberanos con esc objeto. 

En el congreso de monarcas, llamarlo entrevista de 
Er^urt ^\\ 1808 los emperadores de Rusia y Francia 



(1) Vattel, ob. cit. Lib. IV <Jap. II parf. 13 y 14, 
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conferenciaron por sí, para llegar á un acuerdo que 
restableciera la paz general en Europa. 

El 25 de Junio de 1807 y á consecuencia de la ba- 
talla de Friedland, los mismos emperadores se avis- 
taban en Tilsitt para llegar al acuerdo de paz, que fué 
formalizado por los tratados de Francia con Rusia y 
Prusia el 7 y 9 de Julio siguientes. 

Por último, en la conferencia de Villafranca, de los 
emperadores de Francia y Austria, en 1859, después 
de las batallas de Magenta y Solferino, fueron con- 
certados los preliminares de paz que pusieron fin á la 
guerra de Italia. 

Estos casos excepcionales no destruyen la regla 
general, que exige la intervención de plenipotencia- 
rios para dar forma definitiva al acuerdo que debe ser 
estendido y ratificado en las formas usuales. 

Tratado preliminar y tratado deñnitivo. Una 

vez de acuerdo los beligerantes sobre las condiciones 
de la paz, nada impediría, como lo expresa Martens, 
firmar el tratado definitivo. Pero, no es solamente la 
dificultad de ponerse de acuerdo sobre todas ellas lo 
que trae la necesidad de hacer un tratado preliminar. 

Las negociaciones de paz se inician, por lo común, á 
impulso de extrema necesidad por el beligerante que, 
habiendo llevado la peor parte en la fortuna de la 
guerra, se encuentra en la incapacidad de prolongaría. 

Como importa ante todo hacer cesar los estragos 
de la lucha, y la dilatada negociación exigida por un 
tratado de detalle, no permitiría la inmediata suspen- 
sión de las hostilidades, es indispensable, en el ma- 
yor número de casos, suscribir como acuerdo de paz 
las condiciones sustanciales que para concederla im- 
pone el vencedor. Esto es lo que contiene todo tra- 
tado preliminar de paz. 

En el tratado definitivo se determinan, en toda su 
amplitud y pormenores, las cláusulas y estipulaciones 
bajo las cuales quedan establecidas de un modo per- 
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manente las relaciones de amistad entre ambas par- 
tes. 

La celebración de la paz no importa siempre el 
restablecimiento de las cosas á su estado anterior, sin 
ninguna variación. La desigualdad en que la suerte 
de las armas ha colocado á los beligerantes, trae con- 
sigo no solamente la decisión del litigio en ventaja 
del vencedor, si no también las concesiones que su 
seguridad y las justas compensaciones que se le de- 
ben le hayan obligado á exigir. 

El tratado preliminar de paz ha precedido en gran 
número de casos al tratado definitivo; y sin hablar de 
los que ocurrieron desde 1735 hasta 1797 (i), en 
nuestros dias se ha repetido constantemente el uso 
al terminar todas las guerras europeas. Los prelimi- 
nares de Villaf ranea precedieron al tratado definitivo 
de Zurich de 10 de Noviembre de 1859; el de Nikols- 
burgo al definitivo de Praga, de 23 de Agosto de 1886; 
el de Versalles al de Francfort, de 10 de Mayo de 
1 87 i; el de Andrinopolis al de San Estefano, de 3 de 
Marzo de 1878. 

Entre las estipulaciones que el tratado preliminar 
de paz contiene, se encuentran las qwe se refieren al 
tiempo en que deben cesar las hostilidades, la deci- 
sión en lo sustancial de la cuestión que dio origen á 
la ruptura, las relativas á la indemnización de guerra, 
al tiempo y forma en que será desocupado el territo- 
rio que no se haya cedido al vencedor y la de amnis- 
tía. 

Es de uso confirmar esas estipulaciones en el tra . 
tado definitivo; y asi se observó en los casos próxi' 
mámente citados. (2) 



(1) Martens ob. cit. Tom. II parí. 332. 

(2) Véase los archivos Diplomáticos 1861. Tom. I pag. 5 
y 18—1866. Tom. III pag. 403. Tom. IV pag. 197—1873 Tom. 
I pag. 9 y;^132. 
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Convenciones y actos complementarios. — Con 

las estipulaciones que son el objeto de los tratados 
preliminar y definitivo, no está todo terminado y en 
particular, cuando ha* ocurrido cesión de territorio; 
por que en esos casos no solamente habrá de concer- 
tarse posteriormente al tratado de paz, lo relativo á 
la determinación y señalamiento de linderos, si no 
también numerosos convenios que tienen en mira de- ^ 

finir en cuanto á lo administrativo, judicial, político y 
eclesiástico las consecuencias de la cesión. 

Los 14 protocolos firmados por los representantes 
de Francia y Alemania de 6 de Julio de 1871 á 1 1 de 
Diciembre del mismo año, contienen una serie de es- 
tipulaciones relativas á la opción de nacionalidad para 
los originarios de las provincias cedidas, á las circuns- 
cripciones diocesanas y corporaciones religiosas, ca- 
jas judiciales, archivos, créditos del tesoro, contribu- 
ciones, ejecución de las sentencias en lo civil y crimi- 
nal, ferrocarriles, correos, deudas de las comunas y 
deparlamentos y otros muchos objetos derivados de 
la cesión de Alsacia y Lorena. (i) 

Indemnización de guerra. — Los tratados de paz, 
que sancionan las ventajas alcanzadas por el vence- 
dor, dándole causa ganada sobre la materia del litigio, 
estipulan algunas veces para éste una indemnización 
que representa los gastos y pérdidas que la guerra le > 

ha ocasionado. Si á esta compensación se redujeran 
las exigencias del vencedor, en el supuesto siempre 
de que la victoria es la demostración del derecho, lo 
que está muy lejos de ser una verdad en el mayor 
número de casos, nada habría de más legítimo é irre- 
prochable. Pero el ajuste sobre las compensaciones á 
causa de la guerra ha sido con frecuencia la ocasión 
de duros y terribles sacrificios impuestos al vencido. 

La nómina de las indemnizaciones exijidas como 



(1) Archivos Diplomáticos 1878. Tom. I. 
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precio de la paz durante los siglos XVIII y XIX 
justifican la apreciación que precede (i). 

Entre ellas, la que impuso Alemania á la Francia 
vencida, supera por su desmensurada importancia á 
todo lo que se hubiera visto hasta entonces; si bien 
es verdad que ella respondía, tal vez, no solo á la 
magnitud de la guerra que termin<íba con la paz pre- 
liminar de Versalles, si no también á la reminiscencia 
de las que exijió la Francia imperial á las provincias 
austriacas y estados alemanes por los tratados de 
Fresburgo, Schoebrunn, de París y de Posen. 

El ejemplo de tan onerosas condiciones impuestas 
como precio de la paz, ha sido imitado en lo poste- 
rior, exijiéndose del vencido indemnizaciones enor- 
mes y desproporcionadas con las espensas hechas 
por el que las imponía y con los recursos del que de- 
bía pagarlas, tras de las pérdidas y humillación de 
la derrota. Así puede considerarse la indemnización 
de guerra impuesta por Rusia á Turquía después de 
la guerra de 1878 y que ascendió á mas de 
800.000.000 de francos. 

"Ante estas enormidades, dice Calvo, hay motivo 
para preguntarse, donde se detendrá esa creciente 
progresión. Se comprende, hasta cierto punto, que 
un enemigo victorioso pretenda hacerse indemnizar 
por su adversario vencido de los gastos á que lo ha 
obligado la guerra, sobre todo cuando no ha sido el 
provocador; pero hay buena distancia entre esto y el 
presentar exijencias fuera de toda proporción con los 
cálculos más racionales; exijencias que parecen des- 
tinadas á arruinar al patis que debe pagarlas y á pro- 
longar los males de la guerra después de la termina- 
ción efectiva de las hostilidades." (2). 



(1) Oalvo, Derecho internacional Tom. IV No8.í(266 á 2381. 
(3) Ob. oit. Tom. IV n.^ 2383. 
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Cesión de territorio. — Ninguna consecuencia de 
la guerra más frecuente y menos justificable, que la 
mutilación del territorio del vencido, bajo la forma 
de una cesión, que aparece libremente consentida en 
la clausula correspondiente del tratado de paz. 

Ya hemos manifestado que el territorio de una na- 
ción no es, no puede ser, objeto de dominio, conside- 
rado en conjunto y como el elemento esencial y base 
de la existencia y de la unidad nacional, (i) Hay, en 
efecto, contradicción en establecer como condición 
de la existencia del estado la posesión de un territo- 
rio y admitir al mismo tiempo la posibilidad de que 
este pueda ser indefinidamente fraccionado. Tanto 
importaría la pretensión de conciliar el respeto de- 
bido á la integridad jurídica de la persona humana con 
la libertad de mutilar su cu«rpo. 

Es cierto que la cesión de territorio, impuesta co- 
mo condición de la paz para el vencido, significa el 
sacrificio que este consiente para salvar la existen- 
cia. Pero, así como no puede demostrarse que nin- 
guna victoria dé al vencedor el derecho de aniqui- 
lar á su adversario, asi tampoco puede admitirse 
que sea justo el desapropio forzado, porque el otro 
extremo de la alternativa sea monstruoso y contra 
toda ley divina y humana. 

La victoria no crea derechos nuevos en el ven- 
cedor, si no que sanciona simplemente los que fue- 
ron causa de la guerra, asi como la sentencia que 
causa ejecutoria no puede ir más allá de lo que se 
presentó por las partes como materia del litigio. Es- 
tas nociones se derivan primariamente del concepto 
fundamental del derecho; y cuando, en oposición á 
ellas, se pretende reducirá reglas lo que ha pasado 
en ese orden, para justificar lo que deberá ó podrá 
hacerse por la fuerza triunfante, la propiedad del 
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(1) Tom. I. pag. 106. 
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lenguaje y la sinceridad de los que lo emplean exi- 
jirían que se hablase en tales casos, no del derecho in- 
ternacional, si no de los hechos consumados entre las 
naciones al azar de su preparación agresiva ó de su 
fortuna. 

Toda exposición filosófica del derecho internacio- 
nal condena la conquista, por más que asuma en gran 
número de casos las especiosas formas de una conce- 
sión deliberada, (i). 

La cesión del territorio viene así á ser un hecho 
que subsiste solamente mientras que el cesionario 
conserva la superioridad de fuerza indispensable pa- 
ra sostener su adquisición. Ella tiende á mantener 
vivas y reagravadas las disidencias que originaron la 
guerra, por la profunda é indeleble huella que deja en 
el país despojado la más humillante é injusta de las 
imposiciones de la fuerza. 

Hay que reconocer, sin embargo, que gran núme- 
ro de publicistas no se ocupan de las disgregaciones 
territoriales sancionadas por los tratados de paz, si 
no para determinar sus formas y solemnidades y enu- 
merar sus efectos generales, según las reglas que tra- 
zan los precedentes, ó las que, excepcionalmente, con- 
viene fijar á las partes; ó sea de la reglamentación de 
la conquista por actos formales consecutivos. 

La legalización por un tratado de la ocupación pre- 
caria, y«r^ belli^ es ó debe reputarse jurídica, cuando 
la causa de la guerra fué precisamente una cuestión 
territorial, resuelta por el éxito del proceso que ha 
fallado definitivamente la victoria. 

Así mismo no puede dudarse de que esas desmem- 
braciones obedecen á un principio justo é irreprocha- 
ble, cuando llevan la forma de anexión, esto es, por 



(1) Oarnazza Amari. Derecho Internacional. Tom. II. Sec. 
II Cap. Vil— Morin, Lois relatives á la gaerre Tom. II. paj?. 
506.— Bonfils, Manuel n.'* 1704. Fiore Derecho iuteruacioual 
Tom. II part. 1.* Cap. VII. 
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la libre voluntad de las poblaciones comprendidas en 
la cesión. 

Tal fué el carácter del abandono hecho por el 
Austria de Lombardia y Venecia, por los tratados de 
Zurich (1859) y de Viena (1866), subordinado al con- 
sentimiento de las poblaciones debidamente consul- 
tadas, (i) 

La autoridad de las prácticas internacionales seña- 
la como efectos de la cesión territorial 6 anexión, los 
siguientes: 

a. La trasmisión de la obediencia y del vínculo de 
sujeción {allegiance) de los habitantes del territorio 
cedido al soberano cesionario. 

b. El cambio de nacionalidad de esos mismos po- 
bladores, como consecuencia inmediata y precisa de 
la trasmisión de la soberanía sobre los territorios ce- 
didos. 

Se acostumbra, no obstante, conceder á las perso- 
nas, cuya nacionalidad resulta cambiada, el detecho 
de opción entre su primitiva nacionalidad y la que le 
impone la cesión. Esta libertad de elección no es si- 
no el reconocimiento en toda persona sui jufis t\e\ 
derecho de no recibir una sujeción política forzada. 

En el tratado se fijan los plazos y condiciones de 
la opción con más ó menos rigor ó liberalidad, según 
las facilidades que el estado cesionario cree encon 
trar para la asimilación de sus nuevos subditos. (Bon- 
fils ob. cit. N.° 428.) 

Esa diversidad de condiciones se encuentra en los 
tratados más notables y recientes sobre la materia. 

En el de cesión de Saboya y Niza á la Francia (24 
de Marzo de 1860) el cambio de nacionalidad alcanza 
á los originarios y á los domiciliados^ salvo el derecho 
de opción. 
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(t) Archives Diplomatiques, 1861 Tom. I pag. 18 1866, 
Tom.IVpag. 197. 
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Por el tratado de Francfort (lo de Mayo de 187 1) 
no se comprende sino á los originarios actualmente 
domiciliados, Pero la convención adicional de Franc- 
fort de II de Diciembre de 1871 extiende la nacio- 
nalidad alemana, bajo la reserva de la opción, á los 
originarios no domiciliados) y la circular del Presi- 
dente de Alsacia Lorenn, de 7 de Marzo de 1872, ex- 
tiende la mudanza de nacionalidad á los fto otigina- 
rios domiciliados en 2 de Marzo de 1871, salvo su 
derecho de emigrar en un plazo dado. 

El art. 12 del tratado de Ziirich (10 de Noviem- 
bre de 1859), que contiene la cesión de Lombardfa 
por el Emperador de Austria, comprende en el dere- 
cho de opción á los lombardos domiciliados en el te- 
rritorio cedido y á los originarios de éste domicilia- 
dos en territorio austriaco. (i) 

c. Es también consecuencia natural de la cesión de 
territorio, que el cesionario asuma la responsabilidad 
de las cargas y obligaciones que lo gravan. 

Este es un efecto tácito 6 sobreentendido de la 
trasmisión de la soberanía y dominio, así como se ad- 
quiere el goce de todos los derechos, regalías y ven- 
tajas que correspondían al cedente; '* porque la cesión 
tiene por objeto disolver la comunidad establecida 
hasta entonces entre el país cedido y aquel de que 
formaba parte. *' (2) Puede suceder, sin embargo, 
que esa regla de derecho sea expresamente estable- 
cida en el tratado, determinando su modo de aplica- 
ción; aunque esto debe siempre entenderse sin me- 
noscabo délos derechos de tercero, adquiridos con ga- 



(1) Archives diplomatiqi;ies. 1861 Tom. I pag. 9 y 870.— 1873 
Tom. I. 

El tratado de paz eutre el Perú y Ohile, de 20 de Octubre de 
1888, no GontieDS estipalacióu ninguna respecto á la condición 
de loB peruanos originarios ó domiciliados en Tarapacá, pro- 
vincia cedida á Ohile en ese pacto. 

(2) Heffter, Derecho Internacional Lib. II Cap. IV parí. 182. 
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• 

fantía real de esos territorios y bajo la fé del sobe- 
rano que en ellos impera. 

La regla de responsabilidad que acarrea la cesión 
fué reconocida en el tratado de Zurich, que puso á 
cargo del gobierno de Italia (art. 5.°) las tres quintas 
partes de la deuda del Monte Lombardo Véneto y 40 
millones de florines del empréstito de 1854. (i) j 

Lo fué también, aunque con limitaciones nojustifi- -^ 

cadas, en el tratado de paz del Peni con Chile; y así " 

fué que ésta última república tuvo que reconocer más 
tarde y cancelar los bonos ó títulos hipotecarios que 
el gobierno del Perú había emitido al expropiar las 
oficinas salitreras de Tarapacá, que pasaron al domi- 
nio del fisco chileno por la conquista, naturalmente 
con el gravamen real de la hipoteca, representativa 
del precio no pagado de esas propiedades. 

Como opera el tiatado de paz respecto del te- 
rritorio. — Como regla de derecho, establecida por la 
autoridad de los precedentes, se ha tenido por los 
publicistas de la escuela positiva que, ** á falta de dis- 
posiciones contrarias, debe servir de base para el res- 
tablecimiento de las relaciones pacíficas entre las par- 
tes q\ síaíu guo que lesulte de las operaciones déla 
guerra, " (2) 

Esto se entiende particularmente para ellos res- 
pecto del territorio, como lo expone Wheaton con gran 
claridad y precisión. 

** £1 tratado de paz lo deja todo en el estado en 
que se encuentra, á menos que haya estipulación es- 
presa en contrario. El estado de posesión existen- 
te se conserva en todo, sino es alterado por los tér- 
minos del tratado. Si nada se dice en él sobre las pla- 
zas y el país conquistado, quedan en poder del ven- 
cedor, cuyo título no puede en lo futuro ponerse en 
cuestión. Mientras dura la guerra el conquistador 



(1) Archives Diplomatiques. 1861. — Tom. I pag. 19. 

(2) Heffter, ob. cit. Lib. U Oap. IV parf . 2. ^ 
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que está en posesión, no tiene más que un derecho 
dé usufructuarlo y el título latente del primer sobera- 
no continúa, hasta que el tratado de paz, pot su opera- 
ción tácita ó sus disposiciones espresas, extingue su 
título para siempre." (í) 

En el mismo sentido discurren, Kluber (2), Mar- 
tens (3) Vattel (4) y otros muchos que establecen 
como regla jurídica lo que siempre ó con frecuencia 
se hizo en toda guerra que terminó con una expolia- 
ción territorial. 

La pretendida doctrina se funda en una falsa apli- 
cación del principio del uti possidetis de la jurispru- 
dencia romana, que decidía por un interdicto sobre la 
situación transitoria de la cosa, dejándola al que la 
tenía, mientras se resolvía definitivamente la cuestión 
de derecho sobre la propiedad. 

Sin hacer mérito de otros errores, en esa extraña 
interpretación de un principio de jurisprudencia civil, 
aplicada á una contienda internacional, fácilmente se 
comprende que si la ocupación bélica pudiera consi- 
derarse el interdicto para retener la posesión y la 
victoria final como la sentencia firme, sería siempre 
preciso que la guerra hubiere tenido por origen una 
disputa sobre los territorios ocupados al azar y por 
la fortuna de las operaciones militares; sin lo cual 
esa doctrina del uti possidetis, aplicada á los resulta- 
dos eventuales de la guerra, no tiene otro carácter 
ni valor que la justificación anticipada de toda obra 
de la violencia y el aliento y estímulo para todo pro- 
pósito de conquista por parte de los fuertes, sobre la 
segura y tranquilizadora base de la regla jurídica que 
sanciona como derecho el hecho consumado. 

Jurisconsultos que no se señalan por su afición á 



(1) Derecho luternacional part. 4.^ cap. IV parf. 4. 
(3) Derecho de geo tes— parf. 254—269. 

(3) Precia da droit des gens. Lib. III Cap. IV par. 282. 

(4) Droit des gens. Lib. III— Oap. XIII par. 197 y 198. 
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teorías abstractas, ni a simples idealismos, como Phi- 
llimore, critican severamente ese disfraz jurídico de 
la conquista. 

"Se reconoce al presente, casi generalmente, que es 
absurdo é inicuo, clasificar el territorio obtenido por 
conquista en la categoría de res nullius\ y aplicarle, 
con frivola pedantería ó sofística injusticia, no el es- 
píritu si no la letra del derecho romano á una mate- 
ria como la conquista que necesariamente ha sufrido, 
bajo todos sus aspectos, los más importantes cam- 
bios desde los tiempos de Justiniano". 

"El vergonzoso pretexto de Federico II para la in- 
vasión de Sajonia en 1756, no será de nuevo invo- 
cado ni por el que desprecie con más arrogancia la 
Justicia Internacional", (i). 

Rayneval, citado por el mismo Phillimore, dice 
también: **La palabra ceder supone esencialmente la 
propiedad, por consiguiente ni la guerra ni la conquis- 
ta la destruyen. Asi es que la práctica desmiente el 
principio enseñado por el derecho romano y por la 
mayor parte de los publicistas". 

Para terminar no será inútil reproducir la elocuen- 
te exposición de Pando sobre esta materia. 

"Según los autores que la han adoptado, dice, los 
dominios de las naciones que están en guerra son 
res nullniSy por que se les considera como abandona- 
dos; pero una nación que hace la guerra está tan le- 
jos de haber abandonado sus dominios, que los de- 
fiende con las armas; no pueden pues consi- 
derarse, aun en tiempo de guerra, como res nullius\ 
por que la guerra no destruye los derechos naturales 
del hombre y los de las naciones son lo mismo, á no 
ser que se las quiera poner fuera de la naturaleza". 

Además de que semejante principio es erróneo en 
si mismo, es muy peligroso por sus consecuencias; 




(1) Oommentaries. Tom. III n.^ 536. 
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abre un campo sin limites á la ambición, autoriza to- 
dos los latrocinios y hace las guerras interminables, 
mientras que hay alguna esperanza de conquistar, de 
invadir y de destruir." (i). 

La errónea doctrina sobre el titulo fundado en la 
ocupación bélica queda aun mejor juzgada si se tiene 
en cuenta que ''la historia está allí para decirnos que 
la adquisición de territorios es casi siempre, apesar 
de denegaciones tan falaces como solemnes, el obje- 
tivo real de la mayor parte de las guerras emprendi- 
Jas." (2). 

El El statu quo establecido por el resultado de las 
operaciones de guerra solo puede admitirse como 
efecto tácito del tratado de paz, en cuanto al territo- 
rio ocupado, cuando el título al dominio y soberanía 
sobre este haya sido el motivo reconocido y declara- 
do de la guerra; asi como hemos visto que solamente 
en ese caso puede legitimarse la cesión expresa, que, 
por otra parte no es de presumirse que se omita en 
el tratado de paz que pone ñn á un litigio semejante. 

Esto mismo quedó eliminado por un compromiso 
moralmente obligatorio, entre las potencias que sus 
cribieron la Convención de paz de la Haya (1899) 
teniendo presente que el artículo 16 de ese pacto de 
signa entre las que deben ser materia de arreglo pa 
cífíco por el arbitraje, "las cuestiones de orden jurí 
dico y en primer lugar las cuestiones de interpretación 
de las convenciones internacionales". 

Entre esas cuestiones de orden jurídico están las 
de fronteras y títulos territoriales, que debían ser so- 
lucionadas en e$a forma, "como el medio más eficaz y 
al mismo tiempo más equitativo de arreglar los liti- 



(1) Elementos de Derecho Internacional — párf. 169 — Ma- 
drid 1848. 

(2) Bonñlfi, Manuel n.® 17(H. 
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gios que no han sido resueltos por las vías diplomáti. 
cas''. (I) 

Amnistía. —"Los daños y perjuicios ocasionados 
por la guerra no deben ser entre las partes motivo 
para nuevas cuestiones, según HeíFter; por que de 
otro modo la guerra engendraría la guerra y la paz 
sería imposible". Ob. cít. Líb. II Cap. IV parf. 2^. ^^ 

El sentido general de la amnistía es el de la renun- ^^ 

cia de ambas partes á todas las pretensiones que re- 
sultan del estado transitorio de guerra. 

Ella comprende el abandono de todas las reclama- 
ciones posibles por los actos de los habitantes del país 
invadido contra el invasor y los de éste contra aque- 
llos; y con el mismo fundamento los que cada gobier- 
no ha realizado en cuanto á los subditos del otro, se- 
gún las necesidades y usos de la guerra. 

No debe creerse por esto que por la amnistía que- 
dan cubiertos los delitos de orden común, cometidos 
en el territorio invadido y que no fueron reprimidos, 
ni los de traición contra la Patria durante el curso de 
la guerra. 

Es de uso corriente consignar la cláusula de am- 
nistía en el tratado de paz; pero su trascendental sig- 
nificación, para el efecto de extinguir todo motivo 
nuevo de discordia, ha producido la regla, reconocida 
sin disidencia alguna, de que ella se considera com- 
prendida en el tratado, aunque no se estipule expresa- 
mente. (2) 

(1) Es de notarse qne esa convención no fué suscrita por 
Inglaterra, Alemania, Austria ni Italia. Así puede compren- 
derse el alcance que los medios jurídicos tienen en el espíritu 
de las potencias fuertes. La misma Rusia, cuyo soberano pro- 
vocó la Conferencia, estuvo hasta hace poco empeñada en la 
más sangrienta de las guerras modernas, por su sitaación 
territorial en la Manchuria, provincia china. 

(2) Martens, ob. cit. Tom. II parf. 388. Heffter, ob. cit, 
Lib. II Oap. IV parf. 2°.— Phillimore, ob. cit. Tom. III N«. 
669.— Bonfils, ob. cit. N^ 1700.— Calvo, ob. cit. Tom. V N<», 
8187.— Wheaton, ob. cit. Part. 2». Oap. IV parf. 8.— Kluber 
Droit des gens mod^rpe. Tom. II N^. 824* 
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Ningún publicista, quizá» consigna con más precisión 
el concepto y motivos de la amnistia, su compren 
sión y límites, que Bluntschli, cuando dice: ''La am- 
nistía es necesaria para consolidar y afirmar la paz. 
Si se permitiera continuar la lucha ante los tribuna- 
les, se podría siempre temer que las partes recurrie- 
ran de nuevo á las armas y que la guerra se renova- 
ra con todos sus horrores. ... La amnistía echa un 
manto de olvido sobre todas esas luchas y esas que- 
jas. Ha sido expresamente reservada en muchos tra- 
tados y sobreentendida en otros". 

*'Las amnistias son la consecuencia del principio^ 
que la guerra es un hecho excepcional; tienen por 
efecto impedir la aplicación del derecho común á 
ciertos crímenes ó delitos. No se deberá pues exten- 
der la amnistia á las quejas o demandas que no se 
refieran á la guerra y cuya admisión no compromete 
la consolidación de la paz. Entran en esta categoría:. 

a Las acciones civiles que resultan de contratos 
privados; por ejemplo, las convenciones ajustadas du- 
rante la guerra para la entrega de armas ó de merca- 
derías, los préstamos de dinero, el rescate de prisio- 
neros; 

b Las acciones civiles que resultan de convencio- 
nes hechas antes de la guerra; 

c Las acciones civiles ó penales, cuya causa es in- 
dependiente de la guerra ó de las operaciones milita- 
res, y que no resultan de actos de hostilidad provoca- 
dos por la guerra", (i) 

Sujetándose á esa regla, los tratados de paz de 
Zurich, de Praga y de Francfort, que terminaron las 
guerras de Italia, (1859), de Austria y Prusia (1866) 
y franco-alemana de 1870-71, estipularon cláusula 
general de amnistia; y en ninguno de ellos se en- 



(l)Blunt8Ghli. Derecho luternacional Oodiñcado Art^ 710~ 
Ñolas. 
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cuentra ciertamente compromiso de indemnización á 
los subditos del vencedor por los daños y pérdidas 
que hubiesen sufrido á causa de la guerra. 

En el tratado de Ancón, que puso término á la 
guerra del Perú y Chile, se encuentra una novedad, 
que en vano se buscará en ningún otro de su clase; 
ya que es opuesto al sentido general y objeto de la { 

amnistía, que comprende, as{ los daños y agravios 
causados por los subditos de ambos beligerantes, á 
causa de la guerra y por efecto necesario ó fortuito 
de ella, como los que han recaído en esos mismos 
subditos por idéntico motivo. 

Es verdad que en ese memorable tratado se omitió 
en cambio la estipulación relativa á la amnistia y to- 
dos los demás que la experiencia, la cordura y la equi- 
dad aconsejan introducir en tales pactos, como medio 
de extinguir realmente las disidencias anteriores y de 
prevenir nuevas dificultades por las consecuencias ge- 
nerales de la guerra, que quedan cubiertas todas por 
el efecto propio y principal del acuerdo de paz. 

Esas circunstancias dan al tratado de 1883 su ca- 
rácter verdadero é intrínseco, de meramente financiero 
y de simple expoliación, que fué el de la guerra mis- 
ma á que puso ñn. 



LECCIONJXXXV 

SUMARIO— Efectos de los tratados de paz. — Propiedad pú- 
blica.— Propiedad privada.— Derecho de postlimiDio. — 
Obligaciones anteriores á la gaerra. — Tratados existen- 
tes antes de la gnerra. — Actos administrativos y jadi- 
ciales realizados darantc la ocnpación. - Guando princi- 
pia á snrtir sus efectos el tratado de paz.— Estipulaciones 
relativas á ese objeto. 

Efectos de los tratados de paz.— Son tan nume- 
rosas cuanto importantes las consecuencias que se 
derivan del ajuste de paz y por la sola virtud de ésta» 
sin necesidad de estipulación ninguna especial. 

a. Entre esos efectos se encuentra, en primer lugar, 
la cesación absoluta de las hostilidades. Siendo este 
su objeto más directo é inmediato, todo acto de agre- 
sión, ó en daño de una ú otra de las partes, resulta 
ilícito y da lugar á indemnización. 

Debe cesar, por lo tanto, el cobro de las contribu- 
ciones en el país ocupado y de toda clase de presta- 
ciones ó servicios impuestos á los habitantes; de ma- 
nera que los impuestos ó gabelas no cobrados al tiem- 
po de firmarse la paz, no pueden ya requerirse. Esto 
suele ser materia de de estipulación particular, (i) 

d. Con la celebración de la paz terminan las dife- 
rencias existentes entre las partes. Se consideran 
arregladas de un modo definitivo las cuestiones que 
originaron la guerra y estinguidos todos los agravios 



(1) Heffter, Derecho luternactonal Lib. II Oap. VIII parf. 

180.— Boiifils Manuel N". 1698. Philllimore, Oommantaries 

Tom. ill N«. 517. 
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ó reclamaciones que hubieran podido presentarse á 
causa de las hostilidades. 

En lo general, esas diferencias son la materia del 
tratado de paz; pero en el silencio de éste, se presu- 
me que quedaron resueltas y estinguidas; sin lo cual 
la paz sería solamente una tregua. 

£1 tratado de paz, importa el abandono recíproco 
de toda discusión sobre los derechos é intereses que 
fueron el motivo de la guerra y el olvido de sus cau- 
sas originarias; impide por lo tanto la renovación de 
las hostilidades por los mismos motivos y por sus de- 
rivados ó intercurrentes. (i) 

No debe creerse, sin embargo, que las cuestiones 
de otro orden, estrañas á los motivos de la guerra y 
susceptibles de discusión y arreglo entre las partes, 
queden estinguidas por el tratado de paz que no se 
refiere espresamente á ellas. 

c. La inmediata libertad de los prisioneros es otra 
consecuencia necesaria de la paz. 

No es indispensable que se haya estipulado, para 
que ese efecto tenga lugar; desde que la condición de 
los prisioneros no reconoce otro origen ni tiene otra 
explicación que el estado de guerra. 

¿Pero esa libertad es incondicional.^ Parece que ca- 
be hacer sobre ese particular algunas explicaciones. 

Cuando resulten inconvenientes ó peligros de la 
liberación en masa de los prisioneros de guerra, pue- 
den estipularse, y es prudente hacerlo, las condi- 
ciones y reglas que deben observarse en la repatria- 
ción. 

Así se hizo al celebrarse el tratado de paz de 
Francfort entre Francia y Alemania, en el cual se 



(1) Heffter, ob. y lug. cit. Wheaton, Elementos do Dere- 
cho Internacioual, Part. 2*. Cap. IV parf . S**.— Bonfils, Ma- 
nuel N°. 1699.— Vattel, Droit des Gene. Tom. III Lib. IV 
Oap. III parf. 21.— Martens, Précis da droit des gens. Tom. 
II Lib. VIII Oap. VIII parf. 333. 
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sujetó el regreso de los prisioneros á la vigilancia de 
las autoridades militares y á cierta disciplina, por la 
enorme cifra de los prisioneros y por que muchos de 
ellos no habían cumplido su tiempo.de servicio, (i). 

La libertad de los prisioneros no tendrá lugar in- 
mediatamente respecto de los que se encuentren 
cumpliendo condenas por delitos de derecho común, 
que es el caso de cualquier extranjero que se haya 
hecho reo de una infracción de ese género en el lu- 
gar de su residencia. 

Pero no es justo retenerlos cuando están sufriendo 
una pena disciplinaria, en que hayan incurrido en su 
simple condición de prisioneros por tentativa de eva- 
sión. Terminada la guerra, que -es lo que daba lugar 
á esa situación excepcional, es natural que desaparez- 
can con ella esos efectos precarios. 

Propiedad publica. — La restauración de la paz, 
restablece las cosas á su estado anterior, por princi- 
pio general; excepto en lo que haya sido materia de 
estipulación espresa en el tratado y de los hechos 
consumados con arreglo á las facultades y poderes 
que la guerra dá á los beligerantes por la ocupación 
del territorio y de las cosas pertenecientes á su ene- 
migo. 

La invasión, que dá al conquistador la posesión 
eventual de las cosas públicas que caen en su poder, 
no produce otro efecto que el del goce temporal de 
las propiedades ó derechos que correspondían al so- 
berano ó estado desposeído. 

Bajo esta regla se considera legítimameute adqui- 
ridas las contribuciones cobradas por el ocupante en 
el tiempo de la ocupación, pero no así las pendientes, 
que recaen, jure propfio^ en el soberano restaurado 
por efecto de la paz. Lo mismo puede decirse de to- 



(1) Oalvo. Derecho internacional Tom. V. n.® 3147.— Bon- 
file, ob cit. n.o 1702. 



— 340 ^ 

das las cosas muebles, de las que pudo libremente 
disponer el invasor y en particular de las que consti- 
tuyen elementos de guerra ó recursos para soste- 
nerla. 

Pero no es admisible que la precaria posesión de 
los inmuebles y dominios del estado por el invasor, 
dé á este el poder de enagenarlos ó gravarlos, en opo- 
sición al carácter de mero usufructo que el derecho 
de guerra le dá sobre ellos. Ei) la guerra de pueblos 
civilizados no es permitido siquiera, según lo hemos 
visto, causar mas daños ni destrucciones que los exi- 
jidos por la necesidad, ni aun á título de represalias. 
Se consideraría por esto como desleal y pérfida la 
conducta del beligerante que al restituir esa clase de 
propiedades las hubiera previamente, demolido ó inu- 
tilizado, (i). 

El principio no admite excepción, ni aun tratándo- 
se de fortalezas ú otras dependencias análogas, si el 
hecho se realiza después de firmada la paz, que, por 
estipulación expresa ó por su efecto implícito, impo- 
ne la restitución de esas propiedades en el estado en 
que la paz las encuentra. 

Cítase el caso de las enagenaciones de los domi- 
nios nacionales de las provincias alemanas y belgas, 
reunidas á Francia durante la revolución y el impe- 
rio de Napoleón I y después de la caída de este sepa 
radas del territorio francés; enagenaciones que fue- 
ron, en lo general confirmadas por los tratados de 
París y de Vien^i, así como las de los dominios perte- 
necientes á los países que com^iusieron la Confedera- 
ción del Rin, y el Reyno de Italia. (2). 

Pero esa solución no puede servir de precedente, 
ni alterar el principio establecido en lo relativo al ca- 
rácter transitorio de la ocupación jure belli de los 



1 



(1) Phillimore, ob cit. Tom. III n.° 584. 

(2) Vheaton, Elementos de Derecho Internacioual. Tom. I. 
Cap. II parf. 11. 
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territorios conquistados y de las cosas comprendidas 
en él, precisamente por la circunstancia de que las 
provincias y territorios de que se ha hecho mención 
fueron incorporados, por actos formales del vencedor, 
á los estados de este, 6 constituidos en nuevos esta- 
dos, reconocidos por las potencias de Europa por 
efecto de las ruidosas y repetidas victorias que pro- 
dujeron tratados como el de Tilsitt. 

El caso indicado cae más bien bajo la regla que 
establece, que la enagenación de los dominios públi- 
cos es válida aun que sea hecha por un usurpador, si 
este fué reconocido y estuvo de hecho en posesión 
de la autoridad, bajo condiciones que le permitieron 
hacer legalmente esas mutaciones en la propiedad. 
La paz, que consagra ese reconocimiento y autori- 
dad, constituye un estado nuevo de cosas, cuyos efec- 
tos naturales no pueden anularse por el hecho de 
que ella sea nuevamente perturbada. 

Propiedad privada. — Sí, como se ha explicado ya, 
la propiedad privada es indemne en la guerra terres- 
tre, es evidente que ella vuelve á su primitivo posee- 
dor en el estado en que se encuentra al celebrarse la 
paz, si por necesidad ó por abuso estuvieron en po- 
der del ocupante. No importa que en el interregno, 
ó sea el tiempo de la ocupación, esas cosas hayan pa- 
sado á manos de tercera persona, salvo que esto ha- 
ya sido materia de estipulación expresa en el tratado 
de paz. 

Desde luego es dudoso que el gobierno que eistipu- 
la la paz tenga la facultad de sacrificar la propiedad 
de los ciudadanos. Esta es, ante todo, una cuestión 
de derecho interno, que está resuelta sin duda por 
las leyes de cada país. Pero, si se exije el reconoci- 
miento y permanencia del estado de cosas creado 
por el vencedor respecto de esas propiedades, su 
aceptación por la otra parte á título de necesidad, 
no se deriva del principio de dominio eminente, invo- 
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cada por Grocio y Vattel y cuyo valor hemos exami- 
nado ya, (i) si no del derecho de expropiación por 
causa de utilidad pública, que supone el deber de in- 
demnizar al que pierde lo suyo en beneficio general. 

Para mayor claridad debe separarse lo que con- 
cierne á la propiedad inmueble yá la mueble, lo 
mismo que á las cosas incorporales, como son los 
contratos, deudas y obligaciones. -^ 

La regla general, enunciada al principio, es la que 
resume Phillimore en estos términos: "la [Kopiedad 
del enemigo que se encuentra en el territorio del otro 
al tiempo de declararse ó principiar la guerra y que 
no ha sido confiscada durante esta, puede ser recla- 
mada por su propietario una vez que la guerra ha 
terminado". (2). 

a. En lo relativo á los bienes inmuebles de do- 
minio particular la regla es uniforme, en cuanto se 
reconoce por todos sin discrepancia, que se restitu- 
yen á sus primitivos propietarios, por efecto natural 
de la paz, salvo estipulación especial en el tratado. 

Como nada más preciso y sustancial puede expo- 
nerse sobre tan importante asunto, trascribiremos 
lo que dice Phillimore en la magistral obra que tan- 
tas veces hemos citado. 

*<E1 conquistador destrona al soberano y asume el 
dominio del territorio conquistado; pero, como regla 
general no vá mas allá. Ha sido bien establecido por 
los tribunales de los EE. Unidos de la América del 
Norte que la práctica moderna, esa vasta é impor- 
tante parte de la ley internacional, sería violada, el 
sentimiento de la justicia y el derecho, como se en- 
tiende y reconoce por el mundo civilizado, quedarían 
ultrajados, si la propiedad privada fuera confiscada 
de un modo general y los derechos particulares anu- 
lados. 



(1) Tom. I. Leo. VI. pag. 106. 

(2) Oommentaries. Tom. III n.^* 580. 
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El pueblo, ciertamente cambia de sujeción, sus 
relaciones con su antiguo soberano quedan extingui- 
das, pero sus relaciones privadas y sus derechos de 
propiedad permanecen intactos. Y puede observarse 
que esta doctrina, aplicable aun con más rigor en el 
caso de una amistosa cesión de territorio de un esta- 
do á otro, en cuanto comprende, en la intención á lo 
menos, la tierra y el pueblo que la habita, debe en- 
tenderse que. por necesidad moral, trasfiere solamen- 
te la soberanía, pero no influye en la propiedad priva- 
da de los habitantes", (i). 

Así es eomo explica también Heífter los efectos 
de la paz. 

*'La paz vuelve muchas veces las cosas á su estado 
primitivo. Análogos efectos produce el postliminio, 
es decir, que las personas y las cosas de que el ene- 
migo se ha apoderado, recobran por punto general, 
cuando se les libra del poder del vencedor, su primiti- 
vo estado. Hasta se les puede, por una especie de 
ficción, reputar como si no hubieran perdido jamás 
su estado anterior." (2). 

"El derecho de postliminio no puede tener aplica- 
ción respecto de los derechos de los particulares, que 
no quedan afectados por la guerra, por que esta no se 
considera ya sino como una relación de Estado á Es- 
tado. Los derechos de los particulares pueden, á lo 
mas, haber estado en suspenso para su ejercicio, du- 
rante el curso de las operaciones de guerra; pero no 
han quedado extinguidos." (3). 

Según la doctrina expuesta, la propiedad inmueble 
vuelve pues, de derecho, al dueño originario, sin nece- 
sidad de ningún acto formal de reconocimiento ó res- 
titución; y, por lo tanto, quedan sin valor ni efecto al- 
guno los actos que el ocupante transitorio hubiere 



(1) Ob. cit. Tom. III n.« 688. 

(2) Ob. cit. Lib. 2. Oap. 4.« parf. 187. 
(8) Bonfíls, Manuel, n.^ 1710. 
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realizado para gravarla ó vincularla de algún modo á 
servicios ú obligaciones no consentidas por el propie- 
tario. 

b. No están los bienes muebles exactamente en el 
mismo caso, aunque en lo general les comprenda el 
principio. Los objetos que según práctica común se 
consideran botin de guerra, pertenecen al enemigo 
que se apoderó de ellos. 

Pero, aun respecto de las demás propiedades mué* i 

bles, que la ley de la guerra exceptúa de confiscación, 
creen algunos, con Heffter y Phillimore, que el adve- 
nimiento de la paz los deja en el estado en que se 
encuentran y que ninguna corte de derecho interna- 
cional querría recibir demandas sobre descuidados 
derechos y reclamaciones atrasadas, después de un 
lapso de tiempo que haga imposible apreciar por en- 
tero la justicia en el caso propuesto, (i) 

No puede haber duda, por otra parte, que en algu- 
nos casos los tribunales puramente civiles podrían 
decidir según los preceptos de la legislación de ese 
fuero, en cuanto á si Ja posesión de los muebles im- 
porta ó supone título suñciente. 

Obligaciones anteriores á la guerra. — En lo que 
concierne á los derechos y obligaciones de orden pri- 
vado, es bien conocida la regla que establece, que la 
guerra suspende sus efectos, pero no los anula; de 
manera que, celebrada la paz, recobran ipso facto su 
primitivo vigor. 

£1 principio es aplicable al caso de las indemni- 
zacioues que se deban á particulares por perjuicios 
sufridos antes de la guerra. Pero si ésta se ha ori- 
ginado por esa causa, es preciso que el tratado con- 
tenga cláusula expresa, sin lo cual se considera re- 
mitida la responsabilidad. 



(1) Heffter. ob. cit. Lib. II Cap. IV parf. 135.— Phillimore, 
ob. cit. Tom. III N». 686. 
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Pero no sucede así en lo relativo á los contratos y 
oblieaciones que se formaron durante la guerra y pre- 
cisamente á causa de ella,, entre los subditos de los 
beligerantes, haciendo excepción á la regla general 
de interdicción jurídica que la ruptura trae consigo. 

En ese caso se encuentran los contratos sobre res- 
cate, usuales y permitidos en las capturas marítimas 
y aun para libertar á los prisioneros, si bien esto úl< 
timo ha caído en desuso. Su fuerza obligatoria no de- 
saparece por la celebración de la paz; y por el contra- 
rio pueden ser ejecutados sin obstáculo alguno, en 
fuerza de esa misma circunstancia. 

La solidez de tales actos descansa en la considera- 
ción alegada por Wheaton, esto es, que el contrato de 
rescate, como todos los que pueden realizarse entre 
los beligerantes por causa de la guerra, suprime el 
carácter enemigo entre las partes que en él intervie- 
nen, (i) 

**Todos los publicistas, dice Azuni, están de acuer- 
do y no vacilan en decidir que la obligación contraída 
respecto al enemigo, debe mirarse como legítima y 
por consiguiente cumplirse. (2) 

Así lo expresa igualmente Travers Twiss: 

<*£1 canciller Kent, comentando la opinión in- 
glesa, que mira el contrato de rescate como perjudi- 
cial para la actividad de los beligerantes, en cuanto 
priva á los cruceros de las ocasiones de represa, sos- 
tiene que la práctica del rescate es bajo diversos con- 
ceptos razonable y humana. Las otras naciones con- 
sideran esos contratos como obligatorios y los colo- 
can en el pequeño número de los comercios legítimos 
de la guerra'*. (3) 

Tratados existentes antes de la guerra. — La 
decisión en teoría de si recobran ó no su vigor con el 



(1) Elementos, Tom. II. Part. 4*. Cap. II p \rf. 28. 

(2) Dioit Maiitiine. Toin. II O.ip. IV parf. 5. 

(3) Derecho de gentes ó de las uacioues Toiu. II N^, 183. 
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acuerdo de paz todos ó algunos de los tratados que 
vinculaban á los beligerantes al tiempo de romperse 
las hostilidades, es de muy especial importancia, por 
que ella previene los numerosos desacuerdos que pue- 
den sobrevenir entre las partes apenas restaurada la 
paz. 

Materia muy controvertida ha sido esta y sobre la 
cual, hasta ahora, no se ha fijado una opinión unifor- — ^ 

me ni una práctica que pueda llamarse común entre 
los estados. 

Se comprende, desde luego, que hay necesidad de 
establecer una distinción, que en gran manera sim- 
plifica el debate. 

Entre los tratados públicos los hay que establecen 
un estado de cosas permanente y por su naturaleza 
invariable y perpetua y otros que reglan relaciones é 
intereses transitorios y que no pueden ser, por esta 
misma causa, sino de duración limitada. 

Entre los primeros pueden considerarse los que 
reconocen la ¡dependencia de uno de los estados con- 
tratantes; los que fijan entre ellos los limites territo- 
riales y sus respectivas fronteras; los que han defini- 
do y arreglado de un modo irrevocable títulos de do- 
minio y obligaciones pecuniarias, estén ó no cumpli- 
dos, en este último caso, en todas sus partes; y en 
general los que han establecido una situación jurídica 
que se basa en el reconocimiento de un derecho una 
vez por todas y para siempre y que, en rigor, no im- 
pone sino la obligación negativa de no ir ó proceder 
contra lo reconocido ó declarado como derecho en el 
pacto. 

Refiriéndose á esta clase de arreglos internacio- 
nales, todos los publicistas están de acuerdo para de- 
clarar que la perturbación de la paz y la ruptura de 
las hostilidades entre las partes, no abroga ni puede 
anular esos pactos, ni destruir la situación jurídica 
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creada por ellos, que, en cierto modo, forma parte de 
su status. 

He aquí cómo esplica Wheaton esa diferencia: 
"Los pactos entre las naciones pueden en lo general 
dividirse en lo que se llama Convenciones transitorias 
y Tratados propiamente dichos. Las primeras son 
perpetuas por su naturaleza, asi que, una vez realiza- 
das, subsisten independientemente de todo cambio en 
la soberanía y forma de gobierno de las partes con- 
tratantes; y aunque su efecto pueda suspenderse en 
algunos casos durante la guerra, reviven con el resta- 
blecimiento de la paz, sin necesidad de estipulación 
espresa. Tales son los tratados de cesión, límites ó 
permuta de territorio, ó todos aquellos que crean una 
servidumbre permanente en favor de una nación en 
el territorio de la otra", (i) 

Wheaton se refiere á una definición idéntica de 
Vattel: "esas convenciones, esos pactos que se cum- 
plen una vez por todas y no por actos sucesivos, des- 
de que han recibido su ejecución son cosas consuma- 
das y concluidas''. (2) 

En el mismo orden y en términos quizá más ex- 
plícitos se expresan De Martens, Phillimore, Heffter 
y como se ha dicho la unanimidad de los escritores, 
que sería superfluo enumerar. (3) 

En la misma categoría se encuentran las cláusulas 
de los tratados de amistad, que estipulan reglas obli- 
gatorias para los contratantes en cuanto al empleo 
de cierta clase de hostilidades en el caso de una gue- 
rra entre ellos. Lejos de caducar ó suspenderse esas 
obligaciones por causa de la guerra, principian á ser 



(1) Elementos— Tom. I Part. 3*. Oap. II parf. 9. 

(3) Droit des gens. Lib. II Oap. XII parf. 192. 

(3) G. F. De Marteus, Précisdu droit des geus. Lib. II Oap* 
II parf. 68. Phillimore, Oommeutaries Tom. III N°. 629. — 
— Heffter, Derecho luteruacioual. Lib. II Oap. IV parf. 181, 
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cumplideras entonces, por ser esa la ocasión para la 
que fueron pactadas. 

La divergencia recae, por lo tanto, únicamente en 
la relativo á los tratados de carácter político y comer- 
cial, y otros que están basados en la amistad y buena 
inteligencia de los partes, para decidir si quedan re- 
sueltos y anulados por la guerra ó simplemente en 
receso. 

Bluntschli cree que todos los tratados y convencio- 
nes, en suspenso durante la guerra, vuelvan á poner- 
se en vigor de pleno derecho por el advenimiento de 
la paz; a no ser que hayan sido modificados por el 
tratado de pacificación, ó que se refieran á objetos 
que la guerra ha destruido ó cambiado. 

El único fundamento de esa opinión es el de que la 
paz contribuye á desarrollar el derecho en la historia, 
pero no es la fuente primera del derecho. 

Ciertamente que la paz no crea el derecho absoluto, 
que queda siempre intacto en la paz y en la guerra y 
con tratado ó sin él. Pero precisamente, porque los 
tratados desarrollan el derecho y marcan la evolución 
de intereses variables, y transitorios por su naturale- 
za, están destinados, por lo común, á una existencia 
tan precaria como son mudnbles esos intereses; y por 
esta causa se conciertan por tiempo limitado. Al 
desahuciar un tratado se ejerce un derecho irrenun- 
ciable sin ofender el ageno; y la guerra es el desahu- 
cio general de todos los que pueden ser denunciados. 

A falta de estipulación expresa en el tratado de 
paz, que renueve los que existían al principiar la gue- 
rra, debe tenerse por cierto que no subsistirán sino 
los que, por voluntad tácita, consientan las partes en 
practicar, aunque evidentemente es más útil confir- 
marlos expresamente ó negociarlos sobre otras bases 
para evitar las colisiones y dificultades que puede 
ocasionar un estado de cosas incierto ó mal definido. 

Calvo, Fiore y Carnazza Amari, sostienen, como 



1 
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Bluntschli, la renovación tácita Je los tratados ante- 
riores» por la virtud propia del instrumento de la paz, 
aunque es verdad que, por lo general, sin dar ninguna 
explicación ó adoptando la del último, (i). 

Muy diversa es la opinión de otros publicistas de 
autoridad, confirmada por la práctica casi constante 
de las naciones. 

"El rompimiento de las hostilidades, dice Heffter, 
hace dudosos, por el contrario, todos los contratos 
cuya ejecución futura dependía de la buena fé de las 
partes contratantes, la cual ha desaparecido por la 
guerra. Necesitan, por lo tanto, para su validez ser 
ratificados ó renovados por una declaración for- 
mal". (2). 

Vattel, al establecer que los antiguos tratados, 
mencionados y confirmados en el de paz, forman par- 
te de este, admite implícitamente que es precisa la 
renovación expresa para que se restablezca su fuerza 
obligatoria y no de otra manera. (3). 

Phillimore, haciendo la crítica de la opinión de 
Martens y de Wildman, sobre la renovación operada 
por el tratado de paz, de los pactos anteriores, sos- 
tiene que, *'tal opinión debe considerarse en oposi- 
ción á las verdaderas doctrinas del derecho interna- 
cional y especialmente con las que se derivan de las 
dos fuentes de su jurisprudencia, á saber: las conclu- 
siones de ací editados escritores y la práctica de los 
estados , , . . "La falsa aplicación de la doctrina de de- 
recho internacional, respecto á la restauración des- 
pués de la paz de los contratos privados, cuyo efecto 
estuvo en suspenso durante la guerra, al caso de los 



(1) Oalvo, Derecho interuacioDal. Tom. V n.** 3152. Oarna- 
zza Amari, Derecho internacional. T^m. II. Sec. 4.* Oap. IV. 
Flore Derecho internacional Tom. II Part 2.* Lib. II Oap. II. 

(2) Derecho Internacional. Lib. II Oap, IV parf. 181. 

(3) Derecho de gentes. Tom. III. Lib. IV Oap. XII parf. 23. 
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tratados públicos, ha inducido ocasionalmente á error 
sobre este punto á algunas personas", (i). 

Los tratados propiamente dichos 6 fcsdera expiran 
naturalmente, según Wheaton, en caso de guerra en- 
tre las partes contratantes, á no ser que sus estipu- 
laciones se hayan concertado expresamente para la i 
eventualidad de una ruptura. (2) ' 

" Los tratados propiamente dichos, cuyos compro- — ^ 

misos implican un estado de amistad entre las partes 
contratantes, cesan de es*ar en vigor si sobreviene la 
guerra, salvo estipulaciones expresas en contrario. Es 
de uso, al ñrmarse un tratado de paz, renovar expre- 
samente los tratados anteriores, si las naciones con- 
tratantes desean que algunos de esos tratados recu- ¡ 
bren su vigor. " (3) 

Y en efecto, es común esa estipulación en los tra- 
tados de paz celebrados entre las potencias de Euro- 
pa desde fines del siglo XVIII; y esa práctica se en- 
cuentra confirmada por el tratado de París de 1856, 
que puso fin á la guerra llamada de Oriente, y por el 
de Zurich de 10 de Noviembre de 1859, Q"^ finalizó 
la guerra de Italia, en que fueron partes beligerantes 
Francia, Austria y Cerdefta. (4) 

Una estipulación semejante contiene el art. 1 1 del 
tratado de Francfort que restableció paz entre Fran- 
cia y Alemania. (5) 

En ella se declara, que ** habiendo quedado anula- 
dos por la guerra los tratados de comercio con los di- 
ferentes estados de Alemania, el gobierno francés y 
el gobierno alemán tomarán por base de sus relacio- 



(1) Oommentaries Tom. III n.® 531. 

(3) Wheaton, Elementos. Tom. I part. 3.* cap. II parf . 10. 

(3) Travers Twiss, Derecho de gentes ó de las naciones, 
Tom. I nám. 262. 

(4) Archives diplomatiqcds, 1861 — Tom. I pag. 18— De 
Clercq. Tom. VII pag. 69. 

(6) Archives diplomatiqnes 1873— Tom. I pag. 138. 
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nes comerciales el régimen del tratamiento recíproco 
al igual de la nación más favorecida. '' 

Y en la segunda parte del artículo se estipula que 
los tratados de navegación, así como la convención 
relativa al servicio internacional de ferrocarriles, en 
relación con la aduana, y la convención para la ga- 
rantía recíproca de las obras de ingenio y de arte, se- 
rán restablecidos en su fuerza. 

Queda así corroborada una vez más por ese autori- 
zado precedente, la doble regla de que, los tratados de 
acción sucesiva quedan anulados por la guerra y que 
para su efecto, después de celebrada la paz, es preci- 
so renovarlos expresamente ó establecer un modus 
vivendif ó situación transitoria, hasta que se negocien 
y concluyan los que deben sustituirlos. 

Actos administrativos y judiciales. — Como las 
operaciones de la guerra y sus resultados, modifican 
la situación anterior de los beligerantes entre sí, no 
puede dudarse que el statu quo existente al tiempo 
de celebrarse la paz, es el que sirve de base al resta- 
blecimiento de las relaciones de amistad, salvo la 
errónea aplicación del uti possidetis á los territorios 
ocupados. 

Ese principio, que explica la regla general de ha 
amnistía y la necesidad de la renovación expresa de 
los tratados anteriores, deja subsistentes y en la con- 
dición de hechos consumados é irrevocables los actos 
de administración realizados durante la ocupación, en 
cuanto importan el goce y usufructo por el ocupante 
de las rentas y bienes del Estado, sin comprometer 
el dominio de éstos ni el crédito público de la nación, 
por la calidad temporal y precaria de la posesión. 

A esto se limitan los efectos de la ocupación. De 
manera que, celebrada la paz, las cosas se restituyen 
á su estado anterior en lo relativo al dominio de los 
bienes temporalmente poseídos, y al ejercicio pleno 
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de la soberanía» únicamente en suspenso durante la 
ocupación. 

Resulta, en consecuencia, como aplicación de la 
regla establecida, lo siguiente: 

a. Los cambios introducidos en la administración 
6 el régimen legal y político cesan por el hecho de la 
recuperación del territorio; y el soberano restaurado 
puede anularlos, salvo las excepciones convenidas en 
el tratado. 

b. No tiene el gobierno restaurado el derecho de 
perseguir ó ejecutar á nacionales ni extranjeros por 
causa de los actos referentes al cobro y percibo de 
las rentas públicas y á la administración de los bienes 
y establecimientos nacionales durante la ocupación, 
en cuanto quedaron consumadosi 

c. La venta de los inmuebles del dominio público 
es de más que dudosa validez, é inconsistente el titu- 
ló de los adquirentes; porque el carácter y objeto de 
la ocupación bélica no implican la necesidad y el po- 
der de tales enagenaciones. La posesión del territo- 
rio, y//r^ bellif es ante todo un acto compulsivo y el 
goce de los bienes y rentas públicas, mientras ella 
dura, un medio de hacerlo eficaz. Pero, como en sí no 
importa una sostitución absoluta en los derechos del 
soberano, transitoriamente despojado, no hay en rea- 
lidad traslación de dominio y, por lo tanto, el simple 
usufructuario no está habilitado para disponer de esos 
bienes. 

La materia ha sido tratada bajo tal punto de vista, 
por Wheaton que la expone así: " La regla no ad- 
quiere importancia en la práctica, sino en las cues- 
tiones que resultan de las enagenaciones de bienes 
inmuebles pertenecientes al gobierno, hechas por el 
estado beligerante enemigo, durante su ocupación mi- 
litar del país. Semejante título debe ser expresamen- 
te conñrmado por el tratado de paz ó por el efecto 
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de la cesión de territorio hecha por el enemigo en ese 
tratado. 

Hasta esa confirmación el título es suceptible de 
ser eliminado por é[jus postlimimi. El que com- 
pra ijna porción del dominio nacional la toma con el 
riesgo de ser despojado por el soberano, primitivo 
propietario, cuando vuelve á entrar en posesión de 
sus dominios. " (i) 

" Según los principios seguidos hoy en Europa, 
dice Pando, la sola pérdida de la posesión por la 
suerte de la armas, no puede extinguir la propiedad. 
De aquí se sigue que el conquistador, aunque ejer- 
ciendo los derechos de soberanía y gozando de las 
propiedades de su enemigo, no puede apropiárselas ni 
disponer de ellas á favor de un tercero, á menos que 
un tratado de paz le confiera ese- derecho. Si pues, 
provincias ó bienes inmuebles de su enemigo perma- 
necen en su poder hasta la paz, ésta decide si le per- 
tenecerán definitivamente, y bajo que condiciones; 
ella decide igualmente de la validez de las enagena- 
ciones intermediarias del todo ó parte de las con- 
quistas. " (2) 

Esta doctrina es la de los más autorizados publi- 
cistas y á ella se refieren los autores citados. (3) 

La misma regla es reconocida y practicada en los 
EÉ. Unidos. (4) 

Heffter, es quizá el único que sostiene la regla con- 
traria, aunque no en absoluto y reconociendo que es 
discutible. (5) 



(1) Elementos. Tomo II Part. 4.* cap. II parf. 17. 

(2) Elementos del Derecho Interuncional. Tit. III Sec, 4.* 
pag. 408. 

(3) Grocio. Lab. III Cap. VI parf. 4?— Vattel. Lib. III cap 
XIII parf. 197.— Kluber— Droit des gens. parf. 255.— G. F. de 
Martes, Droit des gens. Lib. VIH Cap. IV parf. 282 a. — Phi- 
Uimore, Oommentaries, Tom.III núm. 527 pag. 653. 

(4) Wharton. A Digest of the International Law. Sec 4. — 
5— 856— Tom. I pag. 13 á 17 Tom. III pag. 851. 

(5) Ob. cit. parf. 188 IV. 
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d. Solución más incierta es la que recae en \9, 
cuestión relativa a los actos jurisdicionales realizados 
durante la ocupación y sus consecuencias. 

La administración de justicia es una necesidad per- 
manente del orden social y no puede suspenderse por 
las eventualidades de la 'guerra que no le conciprnen 
ni la afectan de un modo sustancial. Esto es inne- 
gable, sobre todo en el caso de una ocupación pro- 
longada, cuando los tribunales nacionales se abstie- 
nen de administrarla bajo la autoridad -del ocu^^ante 
extranjero. 

Si la ocupación militar no invalida ni suspende 
por su propia virtud el efecto de las leyes civiles, 
ni el carácter de las relaciones que dej^enden de 
ellas, el curso de la justicia no puede interrumpirse. 

Como, por otra parte, y aunque transitoriamente, 
la ocupación bélica dá al ocupante poder y autoridad 
sobre los territorios que domina, es obvio que tiene 
la facultad de proveer de un modo igualmente tem- 
poral á la administración de justicia en el cjrden civil, 
sin modificar el imperio de las leyes respectivas. 

Grocio, establece esa regla refiriéndose á preceden- 
tes de la historia antigua. (l) 

Phillimore la admite igualmente, como Heffter. (2) 

El punto no es particularmente tratado por la ma- 
yor parte de los autores, en razón de que es en estre- 
mo raro qu se presente el caso de una ocupación tan 
prolongada que haga indispensable poner en acción 
ese resorte de la vida social; ya que todas las reglas 
doctíinarias, en otras cuestiones semejantes, arran- 
can de una previsión que los precedentes sobre este 
punto no han podido motivar. 

En todo caso en que se hubiera provisionalmente 
juzgado bajo la autoridad precaria del vencedor, sería 



(1) Ob. cit. Lib. III cap. IV parf.X, 

(2) Phillimore, ob. cit. Tom. III núm. 593. Heffter ob. cit 
núm. 188 IL 
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necesario consignar la estipulación correspondiente 
en el instrumento de la paz, para prevenir las graves 
cuestiones y trastornos que sobrevendrían al verifi- 
carse la desocupación del territorio, (i) 

Cuando principia á surtir sus efectos el tratado 
de paz. —Si en la generalidad de los tratados el pun- 
to de partida de su acción carece de importancia y 
se fija por lo común como tal, la fecha de la ratifica- 
ción, no sucede lo mismo con el tratado de paz, que 
modifica radicalmente el estado de cosas existente 
hasta entonces entre las partes. 

El tratado de paz tiene por objeto restablecer las 
relaciones amistosas entre los contratantes, fenecer 
las causas y motivos de la guerra y relegar á com- 
pleto olvido los agravios intercurrentes; deduciéndose 
de aquí que son ilícitas las hostilidades ejecutadas de 
una y otra parte y nulas las apropiaciones de fuerza 
que la ley de la guerra autoriza, desde que se declara 
ésta terminada. 

Pero este efecto primordial y necesario de la paz 
no puede siempre lograrse, á lo menos de un modo 
absoluto é instantáneo, por la vasta estensión que 
abarca la acción de los beligerantes, particularmen- 
te en la guerra marítima. Surgen de aquí numerosas 
é inevitables cuestiones que la previsión de los ne- 
gociadores debe, si no impedir del todo, solucionar 
con el espíritu amistoso y equitativo que se deriva de 
la naturaleza y objeto del convenio de paz. 

•* Está suficientemente establecido, dice Grocioi 
.que las cosas que han sido tomadas después de la ce- 
lebración del tratado deben ser restituidas; porque el 

derecho de guerra no existe ya " La paz debe 

también presumirse que se ha roto no solamente si 



(1) Art. XIII del tratado de paz eutre el Perú y Chile de 
20 de octubre de 1883. 
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se ataca á todo el cuerpp del Estado, si no cuando se 
ataque á mano armada á los subditos. " (i) 

Esta es la opinión de todos los publicistas y pare- 
cería trivial ocuparse de ella, si no fuera porque, aun- 
que acordes en lo que el principio tiene de general, 
disienten en cuanto á las consecuencias jurídicas que 
cada uno deriva de esa regla. 

Asi, mientras que Grocio absuelve de toda respon- 
sabilidad, aun en lo civil, al subdito beligerante que 1 
ha hecho una captura, después, de firmada la paz, pe- 
ro en la ignorancia de ese hecho, otros como Heíf- 
ter, Wheaton y Pando sostienen la necesidad de la in- 
demnización en favor del apresado. (2). 

La cuestión asume particular importancia, cuando 
se trata de presas hechas á los neutrales, que, extra- 
ños á la guerra y á las estipulaciones de la paz, no 
pueden sufrir sino indirectamente las consecuencias 
de la primera y no son expresamente comprendidos 
en la última. 

La regla de justicia natural no ofrece duda; si la ter- 
minación de la guerra hace ilícitas las hostilidades, en 
lo posterior, todo acto de espoliación es indebido y 
nulo. Pero, es igualmente cierto que el que ha proce- 
dido de buena fé, en la ignorancia de la paz, ejecu- 
tando alguna hostilidad, no puede ser civil ni crimi- 
nalmente responsable del hecho que, formalmente, 
era para él no sólo lícito, sino obligatorio, en cumpli- 
miento de un deber anexo á la comisión militar que 
no había sido suspendida ni anulada. 

Por esto, dice acertadamente Wheaton, que en ta- 
les casos el gobierno del captor " debe protejerlo y 
ponerlo á cubierto. " 

(1) Derecho de la guerra y de la paz. Lib. III cap. XX. 
parí. 20 y 32. 

(2) Derecho luternacional Público parf. 188. Wheaton, Ele- 
mentos de Derecho Internacional Tom. 2.° cap. IV parf. 5 
Pando, Elementos de Derecho Internacional, parf. 228 pag. 
683. 
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El asunto no ofrece dificultad, tratándose de c^p- 
tur2Lpos¿ belltint sobre el otro beligerante; porque el 
caso cae entonces bajo la regla y la inteligencia de 
la amnistía^ comprendida, expresa 6 implicítamente 
en los acuerdos de paz. 

En cuanto á la responsabilidad civil, el gobierno del 
captor debe indemnizar á éste de los cargos por per- 
juicios que contra él se deduzcan. 

Esta es también la opinión de Phillimore y otros 
publicistas; y la regla fué prácticamente establecida en 
la decisión sobre la captura del Mentor^ nave norte- 
americana apresada y destruida por los ingleses en 
Delaware en 1783, después de haber cesado las hos- 
tilidades entre Inglaterra y los EE. Unidos, (i) 

En los tratados de paz ha sido usual consignar una 
estipulación relativa á la fecha ó fechas que se fijan 
como término de las hostilidades, según los lugares, 
para tener como ilícitas y nulas las capturas opera- 
das después de vencidos los plazos respectivos. 

Esta estipulación no ha eliminado del todo, las 
cuestiones diversas que pueden presentarse y que 
tratan los publicistas. 

a. Una captura hecha dentro del término fijado y 
con ignorancia de la paz se tiene por legítima, (2) 

Según lo cjue antes expusimos, la legalidad de la 
captura y la confirmación del título del captor por la 
condena, no puede resultar si no de la fuerza de la 
estipulación entre las partes; por que, en rigor de 
principio, no puede haber hostilidad lícita desde la ce- 
lebración de la paz, ni adquisición legal de la propie- 
dad enemiga por derecho de guerra. 

b. En el caso opuesto, ó sea el de la captura den- 



(1) Oalv. Droit International Tom. V núm. 3155.— Philli- 
more ob. cit. Tom. III núm. 519. HeíFter, ob. cit. parf. 183. 

(2) Phillimore, ob. cit. Tom. III núm. 522. Wheaton^ ob. 
cit. Tom. II Cap. IV parf. 5. Kent's, Commentaries on ame* 
rican law Tom. I pBg. 172. 
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tro del plazo fijado, pero con conocimiento de la paz, 
la hostilidad es injusta, la propiedad debe restituirse 
y el captor queda sujeto á responsabilidad. I 

Por claro que esto aparezca, ha sido motivo de dis- 
cusión y de procedimientos diversos en las cortes de 
presas. 

Phillimore, refiriéndose á Emerig^on y al fallo del 
canciller Kent, y todos ellos apoyándose en un prin- 
cipio de recta razón y de buena fé concluyen que si 
un conocimiento conjetural ó p? es unto de la paz, des- 
pués del término fijado en diferentes partes del mun- 
do, hace ilícita la captura, con mucha mayor razón 
debe producir tal efecto el actual conocimiento, (i). 

Parece que no pudiera estar sujeta á controversia 
la verdad racional de que, la hipótesis cede ante 
la realidad demostrada que le es contraria; pero la 
práctica, opuesta á ese principio de buena fé, adopta- 
da por las cortes de presas, y entre otras por las de 
Francia en el caso del corsario Bellone, ha dado oca- 
sión á ella en asunto tan trivial, en que no puede ha- 
ber otro criterio ni base de decisión que las de, vef- 
dad y buena fé, 

c. El tercer caso, es decir, el de captura fuera de 
los plazos fijados, con ó sin consentimiento de Ja paz, 
se resuelve por lo- dicho sobre los anteriores. Su in- 
validez absoluta resulta doblemente de la tazón escri- 
ta y del pacto. La estensión de lá responsabilidad 
del captor dependerá de lo que las circunstancias del 
caso atestigüen respecto de la ignorancia ó malicia 
con que haya procedido. 

La regla adoptada en el tratado de paz que puso 
término á la guerra franco-prusiana de 1870, es la 
que dictan de consuno la lógica y las conveniencias 
bien estimadas de las partes. 

Esa regla consagra el principio de que, todas las 



(1) Ob. cit. Tom. III. u/' 020, 
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capturas hechas desde la fecha del tratado, ó la que 
en él se fija, deben restituirse á sus propietarios en 
el estado en que se encuentran, así como todas las 
que se hicieron antes de aquella fecha y que no lle- 
garon á ser condenadas hasta entonces. 

Fúndase esta estipulación en que, rigurosamente 
no puede conciliarse con la paz la condena de pre- 
sas, que implican un estado de guerra y el ejercicio 
de un derecho que sólo la guerra autoriza. Esto en 
cuanto á la espoliación formal y definitiva por una 
sentencia contra un individuo á quien para el efecto 
hay que seguir considerando enemigo en plena pRz. 

En lo que concierne al interés |>Mrticular del cap- 
tor, habrá que recordar lo que expusimos al tratar en 
general de las presas. 

La concesión que de ellas hace al captor, en ma- 
yor ó menor proporción, la ley particular de a\dh. es- 
tado beligerante, es de pura facultad, como aliciente 
ó estímulo para el cumplimiento de un deber. Las 
fuerzas marítimas regulares de una nación, tienen ese 
deber propio de su institución; y el corsario, como 
auxiliar de guerra, no tiene tampoco otra función di- 
recta, sin lo cual su acción habría de confundirse con 
la piratería ó con la guerra privada. 

La doctrina de Lord Stowell y del Lord Canciller 
Brougham es digna digna de ser reproducida. 

Que la presa es clara y distintamente la propiedad 
de la Corona; (el Estado) que el soberano en este 
país, que el Poder Ejecutivo en todas partes, es el 
que está investido del poder de organizar las fuerzas 
del Estado y de hacer la guerra y la paz, el único a 
quien compete la propiedad de la presa, es un princi- 
pio que no está sujeto á disputa. Es igualmente in- 
contestable que la Corona posee esta propiedad p/eno 
jine, absolutamente, y sin ninguna taxativa; que pue- 
de disponer de ella enteramente á su voluntad; puede 
conservarla para su propio uso, puede abandonarla ó 
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restituirla á su enemigo, ó, finalmente, distribuirla en 
el todo ó en parte, entre las personas que intervinie- 
ron en la captura, haciendo esa distribución conforme 
al plan ó las reglas y condiciones que crea conve- 
nientes/' (i) 

La guerra se hace, en efecto, con fuerzas del Es- 
tado, en interés de éste y bajo su dirección ó del po- 
der público que lo representa para el caso. Todos los 
espolios de ella deben, pues pertenecerle. El concep- 
to de guerra pública, es inconciliable con el interés 
privado como regulador de ella; y no se conciben de- 
rechos adquiridos en el curso y por efecto de las hos- 
tilidades. 



t 



(1) Phillimore, ob. cit. Tom. III DÚm. 128. 
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Reglamento concerniente A las leyes y costumbres Dft 

LA guerra terrestre» ADOPTADO POR LA CONVENCIÓN DÜ 
LA HaTA DE 29 DE JULIO DE 189^ 
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Primera Sección. -^De los beligerantesv 
CAPITULO PRIMERO 

DE LA CALIDAD DE BELIGERANtE 

Art. I.** — Las leyes^ los derechos y los deberes de 
la guerra no se aplican soiamente á los ejércitos, sino 
también á las milicias y á los cuerpos de voluntarios 
que reúnan las condiciones siguientes: 

i.^ Que tengan á su cabeza una persona res»- 
ponsable por sus subordinados; 

2.® Que tengan una señal distintiva fija que 
pueda reconocerse á la distancia; 

3.<> Que lleven las arnias descubiertas; 

4.® Que se sujeten en sus operaciones á las le* 
yes y costumbres de la guerra; 

En los países en que las milicias ó cuerpos de vo* 
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Tiintar¡03 constituyen el ejército, ó forman parte de élr 
quedan comprendidos en la denominación de ej/r- 
a/o, 

Art. 2? — La población de wi territorio no ocupa- 
do que, á la aproximación del enemigo, toma espon- 
táneamente las armas para eombatir á las tropas de 
invasión, sin haber terrido tiempo de organizarse con- 
forme al artículo primero-, será considerada como be- 
ligerante si respeta las leyes y costunobres de la 
guerra. 

Art. 3.* — Las fuerzas armadas de las partes beli- 
gerantes pueden componerse de combatientes y de 
no combatientes. En casa de captura por el enemi- 
go, unos y otros tienen derecho á ser tratados como 
prisioneros de guerra. 

CAPITULO SEGUNDO 

DE LOS PRISIONEROS DE GUERRA 

Art. 4.^— Los prisioneros de guerra quedan en 
poder del gobierno enemigo y no en el de los indivi- 
dúos ó de los cuerpos que los han capturado. 

Art. 5? — Los prisioneros de guerra pueden ser in- 
ternados á una ciudad, fortaleza, campo ó localidad 
cualquiera, con obligación de no alejarse más allá de 
ciertos límites determinados; pero no pueden ser en- 
cerrados, sino por medida de seguridad indispensable, 

Art. 6.^ — El estado puede emplear como trabaja- 
dores á los prisioneros de guerra, según su grado y 
aptitudes. Esos trabajos no serán excesivos, y no ten- 
drán relación con las operaciones de la guerra. 

Pueden ser autorizados los prisioneros para traba- 
jar por cuenta de la administración pública 6 de par- 
ticulares, ó por su propia cuenta. 

Los trabajos hechos para el Estado se pagan con 
arreglo á las tarifas vigentes para los militares del 
ejército nacional que ejecuten los niismos trabajos. 
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CuaTido los trabajos se hagan por cuenta de otras 
administraciones públicas ó para particulares, las con- 
condiciones se arreglarán de acuerdo con la autoridad 
militar. 

El salario de los prisioneros contribuirá á mejorat 
su situación y el escedente se les entregará en el 
momento de su liberación, salvo el descuento de los 
gastos de su sostenimiento. 

Art. 7.0 — El gobierno en cuyo poder se encuen- 
tren los prisioneros de guerra queda encargado de su 
sostenimiento. 

A falta de acuerdo especial entre los beligerantes^ 
los prisioneros de guerra serán tratados, en lo relativo 
al alimento, habitación y vestido, bajo el mismo pié 
que las tropas del gobierno que los haya capturado. 

Art. S.^' — Los prisioneros de guerra quedarán so- 
metidos á las leyes, reglamentos y órdenes vigentes 
en el ejército del Estado en cuyo poder se encuen- 
tran. 

Todo acto de insubordinación autoriza respecto de 
ellos las necesarias medidas de rigor. 

Los prisioneros evadidos que sean recapturados 
antes de haberse reunido á su ejército ó de salir del 
territorio ocupado por el ejército que los haya cap- 
turado, quedan sujetos á penas disciplinarias. 

Los prisioneros que, habiendo logrado evadirse, 
son de nuevo hechos prisioneros no quedan sujetos á 
ninguna pena por la huida anterior. 

Art. 9.^ — Todo prisionero de guerra está obligado 
á declarar, si es interrogado sobre ello, su verdadero 
nombre y grado, y en caso de infringir esta regla se 
espondrá á una restricción de las ventajas concedi- 
das á los prisioneros de guerra de su categoría. 

Art. 10. — Los prisioneros de guerra pueden ser 
puestos en libertad bajo palabra, si las leyes naciona- 
les los autorizan para ello; y en tales casos están obli- 
gados, bajo la garantía de su honor personal, á llenar 
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escrupulosamente, tanto respecto de su propib ^o^ 
bierno como del gobierno que los ha hecho prisione- 
ros, los compromisos que hayan contraído. 

En el mismo caso,, su propio gobierno está obliga- 
do á no exijir ni aceptar de ellos ningún servicio con- 
trario á la palabra empeñada. 

Art. II. — No puede obligarse aun- prisionero de 
guerra á que acepte su libertad bajo palabia; de la 
misma manera el gobierno enemigo no está obligado 
á acceder á la solicitud ctel prisionera que reclama si> 
libertad bajo palabra. 

Art. f 2. — Todo prisionero de guerra que ha reco- 
brado su libertad bajo palabra y es capturado hacien- 
do armas contra e} gobiern^o hacia el cual había com- 
prometido su honor, ó contra los aliados de éste,, 
pierde el derecho á ser tratada can>o prisionero de 
guerra y puede ser sometido á los tribunales. 

Art. 15. — Los iixlividuos que siguen un ejército, 
sin formar directamente parte de él, como los corres- 
ponsales y reporters de periódicos, los vivanderos, 
los proveedores, que caei> en poder del enemigo y 
que éste considera útil detener, tienen derecho á ser 
tratados como prisioneros de guerra, ba)o la condición 
de poseer un permiso de la autoridad militar del ejér- 
cito que acompañaban. 

Art, 14. — Desde el principio de las hostilidades 
debe constituirse en cada uno de los países belige- 
rantes y, llegado el caso, en los países neutrales, que 
hayan recibido beligerantes en su territorio, una ofi- 
cina de informaciones sobre los prisioneros de gue- 
rra. Esta oficina, encargada de responder á todas las 
demandas que les conciernen, recibe de los diversos 
servicios competentes todas las indicaciones necesa- 
rias para permitirle establecer una ficha individual 
para cada prisionero de guerra. Se le tiene al corrien- 
te de las internaciones y de los cambios, así como de 
las entradas á los hospitales y de los fallecimientos. 
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La oñcína de noticias está igualmente encargada 
de recoger y de centralizar todos los objetos de uso 
personal, valores, cartas, etc., que se encuentren en 
los campos de batalla ó abandonados por prisioneros 
que han fallecido en los hospitales y ambulancias y 
de trasmitirlos á los interesados. 

Art. 15. — Las sociedades de socorros para los pri- 
sioneros de guerra, regularmente constituidas confor- 
me á la ley de su respectivo país y que tienen por 
objeto el ser intermediarias de la acción caritativa, 
recibirán de parte de los beligerantes, para ellas y 
para sus agentes debidamente acreditados, toda faci- 
lidad, en los límites trazados por las necesidades mi- 
litares y las reglas administrativas, para llenar eficaz- 
mente su tarea de humanidad. Los delegados de esas 
sociedades podrán ser admitidos para distribuir soco- 
rros en los depósitos de internación, así como en los 
lugares de etapa de los prisioneros repatriados, me- 
diante un permiso personal, espedido por la autoridad 
militar y tomando el compromiso por escrito de so- 
meterse á todas las medidas de orden y de policía 
que ésta prescriba. 

Art. 16. — Las oficinas de informaciones gozan de 
la franquicia de porte. Las cartas, encomiendas y 
artículos de valor, así como las balijas postales, des- 
tinadas á los prisioneros de guerra ó despachadas 
por ellos, estarán libres de todo impuesto postal, así 
en los países de origen y de destino como en los paí- 
ses intermediarios. 

Los donativos y socorros en especie destinados á 
los prisioneros de guerra, serán admitidos francos de 
derechos de entrada y de cualquiera otro, así como 
de los impuestos de trasporte en los ferrocarriles es- 
plotados por el Estado. 

Art. 17. — Los oficiales prisioneros podrán recibir, 
si hubiese lugar, el complemento del haber que se les 
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asigna en esta situación por los reglamentos de su 
país, á cargo de reembolso por su gobierno. 

Art. 1 8. — Se deja toda latitud á los prisioneros 
de guerra para el ejercicio de su religión, inclusive la 
asistencia á los oficios de su culto, bajo la única con- 
dición de sujetarse á las medidas de orden y de poli- 
cía prescritas por la autoridad militar. 

Art. 19. — Los testamentos de ios prisioneros de 
guerra serán recibidos ó formalizados en las mismas 
condiciones que para los militares del ejército na- 
cional. 

Se observarán igualmente las mismas reglas en lo 
que concierne á los documentos relativos á la cons- 
tancia de las defunciones, así como para las inhuma- 
ciones de los prisioneros de guerra, tomándose en 
cuenta su grado y su rango. 

Art. 20. — Después de la celebración de la paz, la 
repatriación de los prisioneros de guerra se efectua- 
rá á la mayor brevedad que sea posible. 



CAPITULO TERCERO 



DE LOS ENFERMOS Y HERIDOS 

Art. 21. — Las obligaciones de los beligerantes, ^ 

concernientes al servicio de los enfermos y de los 
heridos, quedan regidas por la Convención de Gine- 
bra de 22 de Agosto de 1864, salvo las modificacio- 
nes de que esta pueda ser objeto. 
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Segunda Sección. — De las hostilidades 
CAPITULO PRIMERO 

DE LOS MEDIOS DE DAÑAR AL ENEMIGO; DE LOS SITIOS 

Y BOMBARDEOS 

Art. 22. — Los beligerantes no tienen un derecho 
ilimitado en cuanto á la elección de los medios de 
dañar al enemigo 

Art. 23 — Además de las prohibiciones estableci- 
das por convenciones especiales, es particularmente 
prohibido: 

a. Emplear veneno ó armas envenenadas; 

b. Matar ó herir á traición á los individuos per- 
tenecientes á la nación ó al ejército enemigo. 

c. Matar ó herir á un enemigo que, habiendo 
depuesto las armas, ó careciendo de los medios de de- 
fenderse, se ha rendido á discreción; 

d. Declarar que no se dará cuartel. 

e. Emplear armas, proyectiles ó materias desti- 
nadas á causar males su^erfluos. 

f. Usar indebidamente pabellón parlamentario, 
pabellón nacional ó insignias militares y uniforme 
del enemigo, así como los signos distintivos de la 
Convención de Ginebra. 

g. Destruir ó apoderarse de propiedades enemi- 
gas, salvo los casos en que tales destrucciones ó cap- 
turas sean imperiosamente exigidas por las necesida- 
des de la guerra. 

Art. 24. — Las astucias de guerra y el empleo de 
los medios necesarios para procurarse datos acerca 
del enemigo y del terreno se consideran como lícitos. 

Art. 25. — Es prohibido atacar ó bombardear ciu- 
dades, aldeas, habitaciones ó ediñcios que no están 
defendidos. 

Art. 26. — El comandante de las tropas de ataque, 
antes de emprender el bombardeo, y salvo el caso de 
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asalto á viva fuerza, deberá hacer cuanto le sea posi- 
ble para advertir á las autoridades. 

Art. 27. — En los sitios y bombardeos debe adop- 
tarse todas las medidas necesarias para salvar, en 
cuanto sea posible, los edificios consagrados al culto, 
á las artes, á las ciencias y á la beneñcencia, los hos- 
pitales y los lugares en que se reúne á los enfermos 
y heridos, bajo la condición de que no sean emplea- 
dos á la vez con algún objeto militar. 

El deber de los sitiadores es designar esos edifi- 
cios 6 lugares de concentración por signos visibles 
especiales, que se notificarán de antemano al sitiador. 

Art. 28. — Es prohibido entregar al saqueo ni aún 
la ciudad ó lugar que se tome por asalto. 

CAPITULO SEGUNDO 

DE LOS ESPÍAS 

Art. 29— No puede considerarse como espía sino 
al individuo que procediendo clandestinamente ó bajo 
falsos pretestos, reúne ó procure reunir informes en 
la zona de operaciones de un beligerante, con la in- 
tención de comunicárselos á la parte adversa. 

As/, los militares no disfrazados que han penetrado 
en la zona de operaciones del ejército enemigo, para 
el efecto de recojer informes, no son considerados 
como espías. Del mismo modo, no son considerados 
como espías los militares y los no militares, que 
cumplen descubiertamente su tarea, y que están en- 
cargados de trasmitir despachos sea á su propio ejér- 
cito, sea al ejército enemigo. A esta categoría perte- 
necen igualmente los individuos enviados en globo 
para trasmitir los despachos y, en general, para man- 
tener las comunicaciones entre las diversas partes de 
un ejército ó de un territorio. 

Art. 30. — El espía sorprendido in fraganti no po- 
drá ser castigado sin juicio previo. 
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Art. 31. — El espía que habiéndose reunido al 
ejército á que pertenece, es capturado más tarde por 
el enemigo, será tratado como prisionero de guerra y 
no incurre en ninguna responsabilidad por sus actos 
anteriores de espionaje. 

CAPITULO TERCERO 

DE LOS PARLAMENTARIOS 

Art. 32. — Se considera como parlamentario al in- 
dividuo autorizado por uno de los beligerantes para 
entrar en conferencias con el otro y que se presenta 
con bandera blanca. Tiene derecho á la inviolabilidad, 
así como el trompeta, clarín ó tambor, el porta-ban- 
dera y el intérprete que lo acompañen. 

Art. 33.— El jefe á quien se envía un parlamen- 
tario no está obligado á recibirlo en toda circuns- 
tancia. 

Puede tomar todas las medidas necesarias á fin de 
impedir que el parlamentario aproveche de su misión 
para adquirir datos. 

En caso de abuso, tiene el derecho de retener tem- 
poralmente al parlamentario. 

Art. 34. — El parlamentario pierde sus derechos 
de inviolabilidad si se prueba, de un modo positivo é 
irrecusable, que ha aprovechado de su situación pri* 
vilegiada, para provocar 6 cometer un acto de trai- 
ción. 

CAPITULO CUARTO 

DE LAS CAPITULACIONES 

Art. 35. — Las capitulaciones acordadas entre las 
partes contratantes deben tomar en consideración las 
reglas del honor militar. 

Una vez fijadas, deben ser escrupulosamente ob- 
servadas por ambas partes. 
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CAPITULO QUINTO 

DEL ARMISTICIO 

• 

Art. 36. — El armisticio suspende las operaciones 
de guerra por acuerdo mutuo de las- partes beligeran- 
tes. Si no se determina su duración, las partes beli- ^ 
gerantes pueden contiiHiar en cualquier tiempo las 
hostilidades, con tal, sin embargo, que el enemigo 
sea notificado dentro del término convenido, confor- 
me á las condiciones del armisticio. 

Art. 37. — El armisticio puede ser general ó local. 
£1 primero suspende en todas partes las operaciones 
de guerra de los estados beligerantes; el segundo, so- 
lamente entre ciertas fracciones de los ejércitos beli- 
gerantes y en un radio determinado. 

Art. 38. — El armisticio debe notificarse oficial- 
mente y en tiempo útil á las autoridades competentes 
y á las tropas. 

Las hostilidades quedan suspendidas inmekiiata- 
mente después de la notificación ó en el térnfino fi- 
jado. 

Art. 39. — Depende de las. partes contratantes el 
fijar en las cláusulas del armisticio las relaciones que 
pueden tener lugar, en el teatro de la guerra, con las v 

poblaciones y entre sí. - 

Ajt. 4Q. — Toda violación grave del armisticio por 
una de las partes, dá á la otra el derecho de denun- 
ciarlo y aún en caso de urgencia, de renovar inme- 
diatamente las hostilidades. 

Art. 41. — La violación de las cláusulas del armis- 
ticio por particulares, que proceden por iniciativa pro- 
pia, dá derecho únicamente para reclamar el castigo 
dé los culpables y á una indemnización, si hubiere lu- 
gar, por las pérdidas sufridas. 
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Tercera Sección.— De la autoridad militar soDie. 
el territorio del estado enemigo 

Art. 42. — Un territorio se considera como ocu- 
pada, cuando se erK:uentra colocado de hecho bajo la 
autoridad del ejército enemigo. 

La ocupación no se estiende si nó á los territorios 
en que esa autoridad se halla establecida y en condi- 
ciones de ejercerse. 

Art. 43. — Una vez que la autoridad del poder le- 
gal ha pasado de hecho á roanos del ocupante, éste 
adopitará todas las medidas que de él dependan para 
restablecer y asegurar, en cuanto sea posible, el or- 
den público y la vida, respetando, salvo impeditnento 
absoluto, las leyes vigentes en el país. 

Art. 44. — Es prohibido obligir á la población de 
un territt)rio ocupado á que tome parte en las opera- 
ciones militares contra su propio país. 

Art. 45 —Es prohibido obligar á la población de 
un territorio ocupado, á que preste juramento á la 
potencia ocupante. 

Art. 46. — El honor y los derechos de la familia, 
la vida de los individuos y la propiedad privada, así 
como las convicciones religiosas y el ejercicio de los 
cultos, deben ser respetados. 

La propiedad privada no puede confiscarse. 

Art. 47. — El pillaje queda formalmenie probi 
bido. 

Art. 48. — Si el ocupante recauda en el territorio 
ocupado los impuestos, derechos y peajes establecidos 
en provecho del Estado, lo hará, en cuanto sea posi- 
ble, conforme á las reglas relativas á la base y la re- 
partición vigerktes, asumiendo la obligación de proveer 
á los gastos de la administración del territorio ocupa- 
do, en la medida á que estuviese sujeto el gobierno 
legal. 
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Art. 49. — Si, además de los impuestos á que se 
refiere el presente artículo, el ocupante impone otras 
contribuciones en dinero en el territorio ocupado, no 
podrá hacerlo sino para las necesidades del ejército ó 
de la administración de ese territorio. 

Art. 50. " Ninguna pena colectiva 6 de otra clase, 
podrá ordenarse contra las poblaciones en razón de 
hechos individuales, de que ellas no pueden conside- 
rarse como solidariamente responsables. 

Art. 51. — No se percibirá ninguna contribución, 
sino en virtud de una orden escrita y bajo la respon- 
sabilidad de un general en jefe. 

No se precederá, en cuanto sea posible, á esa per- 
cepción sino conforme á las reglas del asiento y re- 
partición de los impuestos vigentes. 

Por toda contribución se dará un recibo á los con- 
tribuyentes. 

Art. 52. — No podrá reclamarse prestaciones en es- 
pecie y servicios de los municipios ó de los habitantes 
sino para las necesidades del ejército de ocupación; 
deben estar en relación con los recursos del país y 
ser de tal naturaleza que no impliquen para las po- 
blaciones la obligación de tomar parte en las opera- 
ciones de la guerra contra su patria. 

No se reclamará tales prestaciones y servicios, si- 
no con la autorización del jefe en la localidad ocu- 
pada. 

Las prestaciones en especie, en cuanto sea posible, 
se pagarán al contado; sino fuese así se comprobarán 
por recibos. 

Art. 53. — El ejército que ocupa un territorio no 
podrá apoderarse, sino del numerario, los fondos y 
valores exijibles, pertenecientes en propiedad al Es- 
tado, los depósitos de armas, medios de trasporte, al- 
macenes y provisiones y en general de toda propie- 
dad mueble del Estado, propia para servir en las ope- 
raciones de la guerra. 
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El material de los ferrocarriles, los telégrafos de 
tierra, los teléfonos, los buques de vapor y otros bar- 
cos, fuera de los casos regidos por la ley marítima; 
lo mismo que los depósitos de armas y en general 
^toda clase de municiones de guerra, aunque pertenez- 
can á sociedades ó personas privadas, son igualmente 
medios adecuados para servir en las operaciones de 
la guerra, pero deben ser restituidas y las indemniza- 
ciones arreglarse al celebrar la paz. 

Art. 54. — El material de los ferrocarriles que pro- 
vienen de estados neutrales, ya sean de esos estados, 
ó de sociedades ó personas privadas, les será devuelto 
tan pronto como sea posible. 

Art. 55. — El Estado ocupante no puede conside- 
rarse sino como administrador y usufructuario de los 
edificios públicos, inmuebles, bosques y explotacio- 
nes agrícolas pertenecientes al Estado enemigo y que 
se encuentran en el país ocupado. Debe resguardar 
esas propiedades y administrarlas conforme á las re- 
glas del usufructo. 

Art. 56. — Los bienes comunes, los de los estable- 
cimientos consagrados al culto, á la caridad y á la 
instrucción, á las artes y á las ciencias, aunque per- 
tenezcan al Estado enemigo, serán tratados como la 
propiedad privada. 

Toda apropiación, destrucción ó deterioro inten- 
cional de semejantes establecimientos, de monumen- 
tos históricos, de obras de arte y de ciencia, queda 
prohibida y debe perseguirse. 



Cuarta Sección — De los beligerantes internados 
y de los heridos asistidos en pais neutral 

Art. 57. — El estado neutral que recibe en su te- 
rritorio tropas pertenecientes á los ejércitos belige- 
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raiite«, los internará en cuanto sea posible, lejos deX 
teatro de la guerra. 

Podrá confinarlos en campamentos y aúa encerrar- 
los en fortalezas 6 en lugares apropiados para ese 
efecto. Decidirá si los oficiales pueden quedar libres» 
comprometiéndose bajo palabra á no abandonar el ' 
territorio neutral sin su autorización. 

Art. 58. — A falta de convención especial, el Esta- ^ 

do neutral suministrará á los internados, los víveres, 
vestidos y socorros exijidos por la humanidad. Al ce- 
lebrarse la paz se liquidarán los gastos ocasionados 
por la internación. 

Art. 59, — El Estado neutral podrá autorizar el 
tránsito por su territorio de los heridos ó enfermos 
pertenecientes á los ejércitos beligerantes; baJQ la 
reserva de que los trenes que los conduzcan, no tras- 
porten ni personal ni material de guerra. En tales 
casos el Estado neutral está obligado á adoptar las 
medidas de seguridad y de vigilancia necesarias para 
ese objeto. 

Los heridos ó enfermos, conducidos en esas condi- 
ciones á territorio neutral por uno de los beligeran- 
tes y que pertenezcan á su adversario, deben» quedar 
bajo la guarda de) Estado neutral, de manera que no 
puedan volver á tomar parte en las operaciones déla 
guerra. Este tendrá los mismos deberes en cuanto á ^ 

los heridos ó enfermos del otro ejército que se le co<^ 
fíen. 

Art. 60. — La Convención de Ginebra se aplka á 
los heridos y á los enfermos internados a territorio 
neutral, (i). 



(1) La convención por la cual se adoptó este reglamento 
Bolo fné Buscrita por los representantes de Bélgica, Dinamar- 
ca, Espafía, Méjico, Francia, Grecia, Montenegro, Holanda 
Peraia, Portugal, Rnmaaia, Rmiia, Siam, Sneoia-Nomfiga.y 
Bulgaria^ 
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CONVENCIÓN 

PARA LA ADAPTACIÓN 1 LA GUERRA MARÍTIMA DR LOS PRIKCI- 
PKMS BR LA OONVRNCIÓN BR OINRBRA DR 32 BR AGOSTO 
DR 1864. 

Art. i.^ — Los buques hospitalarios, es decir, los 
buques construidos ó aparejados por los estados, es- 
pecial y únicamente con la mira de llevar socorros á 
los heridos, enfermos y náufragos, y cuyos nombres 
hayan sido comunicados á las potencias beligerantes, 
al abrirse el curso de las hostilidades, y en todo ca- 
so antes de ponerlos en uso, son respetados y no 
pueden capturarse durante las hostilidades. 

Estos buques no están tampoco asimilados á las 
naves de guerra bajo el punto de vista de su perma- 
nencia en un puerto neutral. 

Art. 2.° — Los buques hospitalarios, equipados to- 
talmente, ó en parte, á espensas de los particulares 6 
de sociedades oficialmente reconocidas, son igualmen- 
te respetados y exentos de captura, si la potencia be- 
ligerante de que dependen les ha dado una comisión 
oficial y ha notificado sus nombres á la potencia ad- 
versaria al abrirse las hostilidades; en todo caso antes 
de ponerlos en uso. 

Esos buques deben llevar un documento de la au- 
toridad competente en. que se declare que han estado 
sometidos a su vigilancia durante su armamento y ai 
tiempo de su partida final. 

Art. 3.° — Los buques hospitalarios, equipados to- 
talmente ó en parte á expensas de particulares ó de 
sociedades oficialmente reconocidas de países neutra- 
les, son respetados y exentos de captura, si la poten- 
cia neutral de quien dependen les ha dado una comi- 
sión oficial y ha notificado sus nombres á las poten- 
cias beligerantes al abrirse las hostilidades; en todo 
CRRO antes de ponerlos en servicio. 
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Art. 4.® —Los buques mencionados en los artículos 
I, 2 y 3 llevarán socorros y asistencia a los heridos, 
enfermos y náufragos de los beligerantes, sin distin- 
ción de nacionalidad. 

Los gobiernos se comprometen á no utilizar esos 
buques para ningún objeto militar. 

Esos buques no deben estorbar de modo alguno los 
movimientos de los combatientes. 

Durante el combate y después de él procederán 
de su cuenta y riesgo. 

Las beligerantes tendrán respecto de ellos el dere- 
cho de vigilancia y de visita; podrán rehusarles su 
concurso, ordenarles que se alejen, imponerles una 
dirección determinada, poner á bordo un comisario 
y hasta detenerlos, si la gravedad de las circunstan- 
cias lo exijiera. 

En cuanto sea posible, los beligerantes consigna- 
rán en el libro de bordo las órdenes que les den. 

Art. 5.** — Los buques-hospitales, militares , se 
distinguirán por una pintura exterior blanca con una 
faja horizontal roja de metro y medio próximamente 
de ancho. 

Las embarcaciones de los buques que se acaba de 
mencionar, como los pequefíos barcos que pueden es- 
tar destinados al servicio hospitalario, se distinguirán 
por una pintura análoga. 

Todos los buques hospitalarios se harán reconocer 
izando con su pabellón nacional, el pabellón blanco 
con cruz roja, designado en la Convención de Gi- 
nebra. 

Art. 6.° — Los buques de comercio, yachts ó em- 
barcaciones neutrales que lleven ó recojan heridos, 
enfermos ó náufragos de los beligerantes, no pueden 
ser capturados por el hecho de ese trasporte, pero 
quedan espuestos á la captura por las violaciones de 
neutralidad que pudieran haber cometido. 

Art. 7.^ — £1 personal religioso, médico y bospita- 
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larío de todo buque capturado es inviolable y no pue- 
de quedar como prisionero de guerra. Al dejar el 
buque pueden llevarse los objetos y los instrumentos 
<le cirujía que son su propied.id particular. 

Ese personal continuará llenando sus funciones 
mientras sea necesario y podrá en seguida retirarse 
cuando el comandante en jefe lo juzgue posible. 

Los beligerantes deben asegurar á ese personal^ 
cuando caiga en sus manos, el goce íntegro de sus 
emolumentos. 

Art. 8. — Los marinos y los militares embarcados, 
hr*ridos ó enfermos, cualquiera que sea la nación a 
que pertenezcan, serán protejidos y asistidos por los 
captores. 

Art. 9.* — Son prisioneros los náufragos, heridos ó 
enfermos de un beligerante que caen en poder del otro. 
Corresponde á este el decidir, según las circunstan- 
cias, si conviene conservarlos, dirij irlos á un puerto 
de su nación, á un puerto neutral y aun á puerto de 
su adversario. 

En este último caso los prisioneros, restituidos as( 
á su pafs, no podrán servir durante la guerra. 

Art. 10. — Los náufragos, heridos ó enfermos que 
son desembarcados en un puerto neutral, con el con- 
sentimiento de la autoridad local, deberán, salvo 
arreglo contrario del estado neutral con los estados 
beligerantes, ser retenidos por el estado neutral, de 
manera que no puedan tomar parte de nuevo en las 
operaciones de la guerra. 

Los gastos de hospitalización y de internación se- 
rán sufragados por el estado de quien depeuilen los 
náufragos, heridos ó enfermos. 

Art. II. — Las reglas que contienen los artículos 

anteriores no son obligatorias sino para las potencias 

contratantes, en caso de guerra de dos ó mas entre 

ellas. 

Las expresadas reglas cesarán de ser obligato- 

47 
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rías desde el momento en que, en una guerra entre 
potencias contratantes, una potencia no contratante 
se una á cualquiera de los beligerantes. 

Art. 12. —La. presente Convención será ratificada 
en el menor plazo posible. 

Las ratificaciones serán depositadas en la Haya. 

Se estenderá una acta del depósito de cada ratifr- 
cada y se entregará una copia certificada y conforme 
de ella á todas las potencias contratantes. 

Art. 13. — Las potencias no signatarias, que ha- 
yan aceptado la Convención de Ginebra de 22 de 
Agosto de 1864, podrán adherirse á la presente Con- 
vención. 

Para el efecto deben hacer saber su adhesión á las 
potencias contratantes, por medio de una notiñcación 
escrita, dirijida al Gobierno de los Países Bajos,, y se- 
rá comunicada por este á todas las demás potencias 
contratantes. 

Art. 14. — Si sucediera que una de las Altas Par- 
tes contratantes denunciara la presente Convención, 
esa denuncia no producirá sus efectos sino un año 
después de la notificación que se haga por escrito al 
Gobierno de los Países Bajos y comunicada^ por este 
inmediatamente á todas las demás potencias contra- 
tantes. 

Esa denuncia no producirá sus efectos si no res- 
pecto de la potencia que la haya notificado. 



Firmada en la Haya en 29 de Jnlio de 1899 por laé tnismas 
potencias que adoptaron el reglamento para la guerra terres- 
tre inserto en este apéndice. 



Declaración suscrita por todas las potencias con- 
currentes á la Conferencia de la Haya (29 de Julio 
de 1 899). 
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Las Potencias contratantes se vedan el empleo de 
proyectiles que tienen per único fin esparcir ^ases as- 
ñxiantes 6 deUtereos, 

m 

Otra declaración de las mismas potencias en la 
misma fecha. 

Las Potencias contratantes se vedan el empleo de 
balas explosivas que se dilatan 6 se aplastan en el 
cuerpo humano t tales como las balcu de cubierta duia 
€uya envoltura no cubra enteramente el núcleo ó est¿ 
preparada con incisiones. 

DECLARACIÓN 

Los infrascritos. Plenipotenciarios de las Potencias 
representadas en la Conferencia Internación?! de la 
Paz en la Haya, debidamente autorizados para ei 
efecto por sus Gobiernos. 

Inspirándose en los sentimientos que han tenido * 
su expresión en la Declaración de San Petesburgo de 
29 de Noviembre de 1868, 

» * 

Declaran: . 



Las potencias contratantes consienten^ por un plaso 
de cinco años y en la prohibiciátt de lanzar proyectiles y 
explosivos desde globos 6 de otras maneras análogas 
nuevas 



Firmada en la Haya el 29 de Jalio de 1899 por todaá las po< 
tencias representadas en la Gonferenoia. 
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ESTADOS UNIDOS 



LEYES Y COSTUMBRES DE LA GUERRA MARÍTIMA (X) 

Sección primera — Hostilidades 

Art. I.® -El objeto general de la guerra es pro- 
curar la sumisión completa del enemigo, en el más 
corto período y con la menor pérdida posible de vidas 
y de bienes. 

Los objetos especiales de la guerra marítima son 
)a captura ó la destrucción de las fuerzas militares y 
navales del enemigo, de sus fortificaciones, arsenales^ 
preparación de maderas de construcción naval y as- 
tilleros; de sus diversos establecimientos militares y 
marítimos y de su comercio marítimo; de impedir 
que el enemigo se procure en país neutral, elementos 
de guerra; de prestar auxilio y asistencia á las opera- 
ciones militares en tierra, protejer y defender el te- 
rritorio nacional, la propiedad y el comercio magtimo, 

Art. 2.^ — El campo de operaciones de la guerra 
marítima comprende la alta mar, ó todas las demás 
estensiones de agua que no se encuentran bajo algu- 
na jurisdicción, así como las aguas territoriales de los 
beligerantes. No puede realizarse ningún acto de hos- 
tilidad, ni ejeicerse ningún derecho de beligeranter 
como el derecho de visita ó de registro, en las aguas 
territoriales de los Estados neutrales. 

Las aguas territoriales de un Estado, hacia el lado 
de mar se estienden hasta la distancia de una legua 
marina, á partir de la línea descubierta en la baja 



(1) Este código de la gnerra ninrítima, fué publicado, pre* 
▼ia aprobación del Presidente de los £E Ui)idos por el Secre- 
tario M. Johu D. Long el 27 de Jauio de 190U. 
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mar. Ellas comprenden también en una medida razo* 
nable, en la mayor parte de los casos determinada 
por el uso, estensiones de* agua unidas al mar» tales 
como bahía$i, golfos y estuarios que entran en las tie- 
rras; y cuando esas bahías, golfos y estuarios pertene- 
cen á dos ó más Estados, los límites marítimos de 
esos Estados, se hallan ordina riamente determinados 
por líneas convencionales, (i) 

Art. 3.^ - Las necesidades militares autorizan las 
medidas que son indispensables para aseeurar los fi- 
nes de la guerra y que estén en armonía con las le- 
yes y los usos modernos de la .guerra. 

Ellas no autorizan ni una devastación maliciosa, ni 
el uso del veneno, ni la ejecución de ningún acto hos- 
til que, sin necesidad, haga difícil el restablecimiento 
de I A paz. 

Los no combatientes deben ser respetados en sus 
personas y en sus bienes durante las hostilidades, en 
la medida en que lo permitan las necesidades de la 
guerra y la conducta de esos no combatientes. 

El hecho de lanzar proyectiles ó esplosivos de los 
globos, ó con el auxilio de algún otro método nuevo 
de análoga naturaleza, queda prohibido por un térmi- 
no de cinco años, por la declaración de la Haya, á la 
cual se han adherido los EE. Unidos. Esta regla no 
se aplica, en caso de guerra, á una potencia no con- 
tratante. (2) 

Art. 4.® — El bombardeo por una fuerza naval de 
ciudades, aldeas ó construcciones que no están forti- 
ficadas ni defendidas, está prohibido, á no ser que tal 
bombardeo constituya un incidente de la destrucción 
de establecimientos militares ó marítimos, de depósi- 



(1) Regí. InterDacioual de presas marítimas, 1882—1887 — 
artículos 8, 9 y 14. Reglamentos españoles, art. 2 y 8. 

(2) Iiistrnccioiif^s de 1863 para los ejércitos americanos. De- 
claractóu de fcfiin Petersbargo. — Declaración de Bruselas, art . 
1874. Reglas de Oxford, 1880. Reglamento de la Haya, 1899t 
Declaración de la Haya inserta en este apéndice. 
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tos públicos de municiones de guerra ó de buques de 
guerra que se encuentran en el puerto, ó á menos 
que en esa época se hayan rehusado enérgicamente á 
ese ó esos buques de guerra provisiones y equipos 
esenciales; en tales casos debe darse el aviso debido 
del bombardeo. 

Es prohibido el bombardeo de ciudades y de luga* 
res que no estén fortificados ni defendidos, en razón 
de no haberse pagado un rescate, (i) 

Art. 5? — Deben observarse las reglas siguientes, 
en lo que concierne á los cables telegráficos sub-ma- 
rinos durante la guerra, cualesquiera que sean sus 
propietarios. 

a. Los cables telegráficos sub-marinos existen- 
tes entre diferentes puntos del territorio de un ene- 
migo ó entre el territorio de los EE. Unidos y el de 
un enemigo, están sometidos ni tratamiento que las 
necesidades de la guerra pueden exijir. 

b. Los cables telegráficos sub-marinos, existen- 
tes entre el territorio de un enemigo y u^ territorio 
neutral, pueden ser interrumpidos en los límites de ia 
jurisdicción territorial del enemigo. 

c. Los cables telegráficos sub-marinos existen- 
tes entre dos territorios neutrales, deben considerar- 
se como inviolables y al abrigo de toda interrup- 
ción. (2) 

Art. 6? — Si las necesidades militares lo requieren, 
los buques que se encuentren en los límites de la au- 
toridad beligerante, pueden ser capturados y destrui- 
dos ó de cualquier otro modo utilizados con un fin 
militar; pero en tales hipótesis, los propietarios de los 



(1) Instmc. ameno. üecIoFBoión de BmselaSt 1874.-^Beg. 
de Oxford, 1880.^Reglam. de la Haya gobre la goeaer» tficn«^ 
tre. Resolaciones del Instituto de derecho iutemacíaMt» Tfr-^ 
necia 1896. 

(3) Resolaciones del Institnlo de Derecho Internacional. 
Sesión de París, J1878. 



> 
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buques neutrales deben ser plenamente indemni- 
zados. 

El monto de la indemnización se fijará, si es posi- 
ble, de antemano con el propietario ó patrón del bu- 
que. Debe prestarse la conveniente atención á las 
estipulaciones de los tratados sobre estas cuestiones. 

Art. 7.0 — Es prohibido en la guerra el uso de pa- 
bellón falso y los bizques de los EE. Unidos, cuando 
intimen á una nave que se detenga ó antes de dispa- 
rar sus cañones en una batalla, deben enarbolar el 
pabellón nacional, (i) 

Art. 8.® — En el casi de que. un enemigo deje de 
observar las leyes y usos de la guerra, si el delincuen- 
te no puede ser habido, se puede ocurrir á las repre- 
salias, si tal recurso se considera necesario; pero se 
debe siempre prestar la conveniente atención á los de- 
beres de humanidad. Las represalias no deberán so- 
brepujar en severidad á la ofensa cometida; y no hay 
lugar de recurrir á ellas* cuando el daño de que se re- 
clama es reparado. 

Si el delincuente se encuentra en poder de los EE. 
Unidos, puede ser castigado, después de un proceso 
en debida forma, por un tribunal militar ó naval com- 
petentemente constituido. Esos delincuentes quedan 
sujetos alas penas especificadas por .la legislación 
criminal. 



Sección Segunda. — Beligerantes 

Art. 9.^ — Además de las fuerzas armadas debida- 
mente constituidas para la guerra terresjtre, se reco- 
noce como fuerzas del Estado. 

I? Los oficiales y soldados de la marina, de la 



(1) Declaración de Bruselas, 1874. Reglas de Oxford, 1880. 
Reglamento de la Haya, 1899. Instruo. americ. 1868 - art. 28. 
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reserva de la armada de mar, de la milicia naval y de 
sus auxiliares; 

2.® Los oficiales y marinos de todos los deniás 
buques armados, que navegan bajo las órdenes de una 
autoridad legal, (i) 

Art. lO. — En caso de captura, el equipaje de las 
fuerzas armadas ó de los buques armados del enemi- 
go, combatientes ó no combatientes, tienen el dere- 
cho de recibir el trato humano que se debe á los pri- 
sioneros de guerra. 

El equipaje de todo buque destinado á un servicio 
público del enemigo, que no sea de armas, {all pu- 
hlic un af med vessels of the enemiy) ya pertenezca al 
enemigo, ya se le emplee por éste como buque auxi- 
liar, queda sujeto después de la captura á detención 
como prisionero de guerra. 

La tripulación de los buques mercantes del enemi- 
go que, para su propia defensa y para la protección 
de la nave que se le ha confiado, resiste á un ataque 
tiene derecho, si es capturada, á que se la trate como 
prisionera de guerra. (2) 

Art. II. — Los tripulantes de un buque mercante 
enemigo capturado como presa, pueden, á voluntad 
del captor, ser tratados como testigos ó como prisione- 
ros de guerra, cuando por su instrucción 6 por su ma- 
triculación son inmediatamente utilizabies para el 
servicio naval del enemigo, 6 bien pueden quedar li- 
bres de toda detención ó prisión. 

Los individuos de la tripulación tienen derecho á 
todo objeto que les pertenezca en propiedad, con tal 
que no constituya contrabando de guerra y que no se 
considere como parte del buque ó de su equipo, ó que 
no sea moneda, plata ó mercaderías del cargamento 
de la nave. 

Todos los pasajeros que no estén al servicio del 



4, 
« 



(1 Reglas de Oxford, 1880.— Reglamento delaHayn, 1899. 
(2) Regí. lutrn. de presas marítimas 1882— 18S7, art. 77* 
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'enemigo, asi como todas las mugeres y todos los ni- 
ños, que se encuentren á bordo de esos buques, serán 
<lejados en libertad y conducidos al punto que con- 
venga en la primera ocasión. 

Toda persona perteneciente al servicio naval de 
los EE. Unidos que robe ó maltrate, de cualquier 
y^ tnodo que sea, á una persona que se encuentre á bof- 

<)o de un buque mercante, capturado como presa, se- 
rá severamente castigado, (i). 

Art. 12.— Los EE. Unidos de América reconoce- 
rán y protejerán, en los países enemigos ocupados 
por sus tropas, la religión y las buenas costuihbres, 
los habitantes y particularmente las mugeres y la 
santidad de las relaciones domésticas. Las infraccio- 
ciones serán severamente castigadas. 



lección Tercera* — Beligerantes y naves neutrales 

Art. 13. — Todos los buques destmados á un servi- 
cio público del enemigo son suceptibles de ser captu- 
rados, excepto los que están empleados con un fin 
puramente caritativo ó científico, en viajes de descu- 
brimiento, ó como buques hospitales, según las reglas 
que nos adelante se indican. 

Los buques de cartel (2) y otras naves del enemi- 
go, que posean un salvoconducto válido, están even- 
tos de captura, á no ser que están comprometidos en 
operaciones de comercio ó de guerra. 

Art. 14. — Todo» los buques mercantes del enemi- 
go, con excepción de los que están empleados áe 
buena fé {innocently) en la pesca costanera, son su 



(1) Regí. Interu. de preme 1882—87 art. 52 7 sig. 

(2) Llámaiise baqaes de car bel los qae, coa pabellón paiia- 
meutorio, están eDoargadoe de commiicar con él enemigo. 
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ceptibles de captura á no ser que se encuentren ex- 
entos de ella por la estipulación de un tratado. 

En el caso de una necesidad de orden militar á 
cualquiera otra, los buques mercantes del enemigo 
pueden ser destruidos ó retenidos para servicio del 
Gobierno. Si los buqus, armas, municiones de guerra 
ú otros objetos capturados son destruidos ó emplea- 
dos en el servicio de los ££. Unidos, antes de ser 
entregados á la guarda de una corte de presas, deben 
ser reconocidos, estimados é inventariados por perso- 
nas tan competentes é imparciales como sea posible 
encontrar; y el peritaje, la estimación, así como el 
inventario, se remitirán á la Corte de presas ante la 
cual debe incoarse el procedimiento, (i) 

Art. 15. — Los buques mercantes enemigos que 
han dejado un puerto sometido á la jurisdicción de 
los £E. Unidos, antes de la declaración de la guerra,, 
quedarán autorizados para dirijirse á su destino, á 
menos que estén empleados en trasporte de contra- 
bando de guerra ó en servicio militar del enemigo. 

Los buques mercantes enemigos que se encuen- 
tren en un puerto dependiente de la jurisdicción de 
los ££. Unidos al estallar la guerra, tendrán un pla- 
zo de treinta días, á partir del principio de la guerra^ 
para cargar y dejar el puerto; podrán en seguida di- 
rijirse á su destino, á no ser que estén empleados en 
el trasporte de contrabando de guerra ó en el servi- 
cio militar del enemigo. 

Los buques mercantes del enemigo que, antes de 
la declaración de la guerra, hayan salido de un puer- 
to extranjero para un puerto colocado bajo la juris- 
dicción de los ££. Unidos, serán autorizados para 
penetrar á ese puerto y descargar sus mercaderías y 
en seguida dirijirse á un puerto no bloqueado. 



(1) Deolaraoión de París, 1866. Inttit de defeoh. intem. 
La Haya j Znrioh, 1875 1877. Beglm. Xntem. de presas, 
1883— 1887.— Instrno. ameríc. 1868, art. 17. 
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Art. i6. — Los buques neutrales empleados en el 
servicio militar ó naval del enemigo» ó colocados bajo 
la vigilancia del enemigo, con un fin de orden militar 
<S naval, quedan sujetos á captura y destrucción. 

Art. 17. — Los buques de guerra de los EE. Uni- 
dos pueden buscar asilo, durante la guerra en un 
puerto neutral, sometiéndose á las limitaciones que 
las autoridades del puerto pueden prescribir, en lo 
que concierne al número de buques que, en un mo- 
mento dado, pueden ser admitidos en el puerto. 

Esa arribada, que está permitida por el coffiitas 
^entium, puede utilizarse para escapar del enemigo, 
para sustraerse al mal tiempo, para procurarse pro- 
visiones ó para hacer carenar el buque de manera 
que este pueda continuar su viaje en seguridad y lle- 
gar al puerto mas próximo de su pais. 

Art. 18. — El buque ó buqués de que se trata de- 
ben sujetarse á los reglamentos expedidos por las 
autoridades del puerto neutral, en lo que concierne 
al lugar del fondeadero, el tiempo de detención del 
buque en el puesto y el intervalo ^que debe observar- 
se antes de hacerse á la mar, en persecución ó des- 
pués de la partida de un buque enemigo. 

No se intentará ningún aumento del armamento, 
de las provisiones militares o del número de hombres 
de la tripulación de un buqje de guerra de los EE. 
Unidos, durante la permanencia de ese buque en un 
puerto neutral. 

Art. 19. — El buque neutral que trasporte mer- 
caderías enemigas está exento de captura así como 
su cargamento, á no ser que trasporte contraban- 
do de guerra ó que intente forzar un bloqueo. 

Art. 20. — El buque neutral, que trasporte despa- 
chos enemigos, es susceptible de captura cuando na- 
vega como buque postal realmente al servicio del ene- 
migo. Los vapores correos con pabellón neutral que, 
«n un servicio regular y ordinario, trasportan despa- 



— 388 - 

<:bo9 de esa clase colocados en ]a balija postal, como 
parte de la malat 6 separadamente como objetos re- 
comendados, sin que exista arreglo ó remuneración 
particular, no pueden ser capturados ni detenidos, á 
no ser que existan motivos ostensibles para sospe- 
char que hay violación de las leyes de la guerra en lo 
que concierne al contrabando de guerra, el bloqueo, ó 
la neutralidad; en tal caso las balijas postales deben 
despacharse sin romper sus sellos. 



Sección Cuarta— Buques hospitales. Náufragos 

enfermos y heridos 

Art. 21 — Los buques-hospitales militares, es de- 
cir, los buques con t ruidos ó aparejados por los Esta- 
dos beligerantes con el fin especial y único de dar 
asistencia á los heridos, enfermos ó náufragos, y cu- 
yos nombres han sido comunicados á las potencias 
respectivas, al principio ó en el curso de las hostili- 
dades y en todo caso antes de emplearlos en tal uso, 
serán respetados y no serán suceptibles de captura 
durante el período de las hostilidades. 

Esos buques no serán comprendidos entre los bu- 
ques de guerra en lo que concierne á su permanencia 
en un puerto neutral. 

Art. 22. — Los buques-hospitales aperados, en todo 
ó en parte, á espensas de particulares ó de sociedades 
de socorros, oficialmente reconocidas, serán igualmen- 
te respetados y exentos de captura, con tal que la po- 
tencia beligerante de que esos buques dependen, les 
haya dado una comisión oficial y que se haya notifi- 
cado á la potencia enemiga los nombres de esos bu- 
ques al principio ó en el curso de las hostilidades y> 
en todo caso, antes de que se les haya empleado en 
tal uso. 



^1 
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Esos buques deben estar habilitados con un certi- 
ficado expedido por las autoridades competentes, en 
que se haga constar que han estado bajo la vigilancia 
de esas autoridades durante su equipo y en el momen- 
to de su partida final. 

Art. 23. — Los buques mencionados en los artícu- 
los 21 y 22 deben prestar socorro y asistencia álos 
^ beligerantes heridos, enfermos y náufragos, sin dis- 

tinción de nacionalidad. 

Es estrictamente prohibido emplear e^os buques 
con xm fin müitar. 

Esos buques no deben, de modo alguno, estorbar 
los movimientos de los combatientes. 

Durante el combate é inmediatamente después, 
proceden de su cuenta y riesgo. 

Los beligerantes tienen el derecho de vigilar y vi- 
sitar esos buques; pueden rehusar sus servicios, or- 
denarles que se retiren, prescribirles ruta determina- 
da y colocar á bordo un comisario; pueden aún rete- 
nerlos, si las necesidades militares lo exijen. 

Siempre que sea realizable, los beligerantes con- 
signarán en el registro del buque las órdenes que les 
impartan. 

Art. 24. — Los buques-hospitales militares se dis- 
tinguirán en que han de estar pintados de blanco con 
"» una faja verde horizontal de i m. 50 próximamente 

de ancho. 

Los botes de los buques hospitales, así como las 
embarcaciones pequeñas que pueden emplearse en el 
servicio de los hospitales, se distinguirán en que han 
de estar pintados de los mismos colores. 

Los buques-hospitales, en general, se harán cono- 
cer izando, á la vez que su pabellón nacional, la ban- 
dera blanca con la cruz roja prescrita por la Conven- 
ción de Ginebra. 

Art. 25. — Los buques mercantes, yachts ó buques 
neutrales que se encuentran en la proximidad de com 
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bates marítimos efectivos, podrán recojer á los beli- 
gerantes heridos, enfermos ó náufragos. Esos buques 
después de haber llenado tal servicio, se dirijirán al 
jefe beligerante que mande en los lugares circunve- 
cinos, para recibir instrucciones en cuanto á lo que 
deben hacer y, mientras acompaften á un beligerante, 
estarán en todo caso bajo sus órdenes; y si ese buque 
es neutral, se distinguirá por la bandera nacional de 
ese beligerante enarbolada al tope del palo mesana 
con la bandera de la cruz roja, flameando inmediata- 
mente bajo aquella. 

Esos buques pueden ser capturados con motivo de 
toda violación de neutralidad que cometan. Constitu- 
ye violación de neutralidad toda tentativa hecha con 
la mira de llevaise sin permiso los heridos, enfermos 
ó náufragos. Se encuentran también sometidos, en 
general, á las disposiciones del articulo 23. 

Art. 26. — El personal religioso, médico y hospita- 
lario de todo buque capturado durante las hostilida- 
des, será inviolable; sus miembros no pueden ser 
retenidos como prisioneros de guerra. Les será per- 
mitido, cuando dejen el buque, llevar consigo los ob- 
jetos é instrumentos de cirujía que sean de su pro- 
piedad. 

Ese personal continuará ejerciendo sus funciones 
por todo el tiempo que sea necesario en el lugar adon- 
de se dirijen, cuando el comandante en jefe lo estime 
posible. 

Los beligerantes asegurarán á ese personal, cuan- 
do caiga en sus manos, el libre ejercicio de sus fun- 
ciones, el pago ne sus salarios y la entera libertad 
do movimientos, salvo cuando las operaciones milita- 
res se opongan áello. 

Art. 27. Los marinos y soldados, embarcados co- 
mo enfermos ó heridos, serán protejidos y asistidos 
por los captores, cualquiera que sea la nación á que 
pertenezcan. 
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Art. 28. — Los náufragos, heridos ó enfermos, ene- 
migos, que son capturados, son considerados como pri- 
sioneros de guerra. El captor debe decidir, según las 
circunstancias, si es conveniente conservarlos, en- 
viarlos á uno de sus puertos, á un puerto neutral y 
aún á puerto enemigo. En este último caso los pri- 
sioneros que vuelven asi á su país, no pueden ya ser- 
vir de nuevo en todo el tiempo que dure la guerra. 

Art. 29. — Los náufragos, iieridos ó enfermos que 
son desembareados en puerto neutral, con el consen- 
timiento de las autoridades locales, promeíexán que 
no han de tomar parte de nuevo en las operaciones 
de la guerra, á no ser que exista arregló contrarío 
entre el Estado neutral y los Estados beligerantes. 

Los gastos de hospital y de internación serán su- 
fragados por el Estado á que pertenezcan esos náu- 
fragos, heridos ó enfermos. 



Sección Quinta. — Ejercicio del derecho de visita 

Art. 30. — El ejercicio del derecho de visita duran- 
te durante la guerra, queda restrinjido á los buques 
de guerra debidamente comisionados y autorizados. 
Los convoyes de buques mercantes neutrales, colo- 
cados bajo la escolta de buques de guerra de su pro- 
pio Estado, están exentos del derecho de rejistro, ba- 
jo las seguridades convenientes del comandante del 
convoy, apoyadas en un examen completo. 

Art. 31. — El objeto del derecho de visita ó de re- 
jistro, ejercido respecto de un buque es: 

I. o — Determinar su nacionalidad. 

2? — Persuadirse de si existe contrabando de gue- 
rra á bordo. 

3? — Persuadirse de si el buque tiene la intención 
de cometer ó ha cometido una ruptura de bloqueo; 
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49-«^Persuadirse de sí el buque está .comprometido 
en algún procedimiento al servicio del enemigo. 

El derecho de visita debe ejercerse arregplándose 
extrictaraente á las disposiciones de los tratados exis-^ 
tentes entre los EE. Unidos y los demás Estados y 
guardando las consideraciones convenientes al buque 
abordado. 

Art. 32. — Salvólas estipulaciones de los tratados 
particulares, debe observarse el siguiente procedi- 
miento por el buque que hace el abordaje, cuyo pabe- 
llón debe desplegarse en ese momento. 

El buque se hace conocer disparando un tiro de 
cafíén solo con pólvora. Si su aviso no es suficiente 
para conseguir que el buque se detenga, se disparará 
con bala hacia la proa del buque; y en caso de huida 
ó de resistencia, puede emplearse la fuensa para obli- 
gar al buque á que se rinda. 

El buque visitador enviará entonces una de su^ 
más pequefüas embarcaciones, con un oficial armado 
para dirijir el rejistro. Puede ponerse armas en el bo- 
te, pero los marinos no pueden llevarlas. Cuando e) 
oficial suba á bordo de la nave, puede ir acompañado 
por dos marineros á lo más, sin armas y debe desde 
luego examinar los papeles de mar á fin de cerciorarse 
de la nacionalidad del buque, de la naturaleza del car- 
gamento y de los puertos de partida y de destino. Si 
los papeles muestran que hay contrabando, violación 
de bloqueo, ó servicio del enemigo, el buque será cap- 
turado; en caso diferente se le deCaráen libertad, á no 
ser que circunstancias sospechosas justifiquen un 
nuevo registro. Si el buque queda libre, se pondrá 
constancia de ello en el libro de bordo por el oficial 
del buque visitador. 

Art. 33.— Independientemente de la naturaleza de 
su carga, ó de su destino ostensible, un buque neu- 
tral puede ser capturado; 

1 9 — Si intenta scrst raerse al deerecho de visita por 
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la huída^ pero esta condición debe ser evidentemente 
clara; 

2.° — Si resiste á la visita por la violencia; 

3.<> — Si presenta papeles fraudulentos; 

4,° — Si no tiene los papeles necesarios para aclarar 
el objeto de las investigaciones, 

5.®. — Si se han destruido, borrado ó falsificado los 
papeles; 

Los pápeles que puede esperarse encontrar gene- 
ralmente á bordo de los buques son: 

i.<>— El rejistro (matrícula). 

2.^— La lista de la tripulación y la de los pasajeros; 

3.® — El libro de á bordo; 

4.0 — La patente sanidad; 

5.*— El manifiisto de la carga; 

6.0 — Una carta partida si el buque está tomado 
á flete; 

7.« — Facturas y conocimientos. 



Secció Quinta — Contrabando de guerra 

Art. 34 — El término contrabando de guerra no 
comprende si no los objetos que tienen un fin y un 
destino bélico. Esos objetos están distribuidos en 
dos grandes categorías: 

I.® Los objetos que primitiva y ordinariamente se 
emplean con un objeto militar en tiempo de guerra, 
como las armas y municiones de guerra 6 instrumen- 
tos destinados á la fabricación inmediata de muni- 
ciones de guerra; 

2.° Los objetos que pueden ser y que son emple- 
ados con un objeto bélico ó pacífico, según las cir- 
cunstancias. 

Los objetos de la primera categoría, destinados á 

puertos enemigos ó á lugares ocupados por sus 

49 



— 394 — 

fuerzas, constituyen siempre contrabando de gue- 
rra. 

Los objetos de la segunda categoría, cuando son 
efectiva y especialmente destinados á las fuerzas 
militares 6 navales del enemigo, constituyen contra- 
bando de guerra; 

En caso de guerra, los artículos que, condicional- 
mente ó sin condición, constituyen contrabando 
de guerra deben ser debidamente anunciados por 
medios de publicidad, cuando esos objetos no han 
sido específicamente mencionados en tratados ante- 
riormente celebrados y todavía vigentes. 

Art. 35. Los buques, neutrales ó nó, que trans- 
porten contrabando de guerra destinado al enemigo, 
están sujetos á captura y detención, salvo disposi- 
ciones contrarias de los tratados. 

Art. 36. Salvo aviso en contrario, deben conside- 
rarse como contrabando de guerra los objetos si- 
guientes: 

Objetos de contrabando absoluto. — Artillería, 
ametralladoras (machine guns) y sus accesorios así 
como sus piezas separadas; planchas de blindaje y 
todo lo que pertenece al armamento ofensivo ó de- 
fensivo de los buques, las armas y los instrumentos 
de hierro, acero, bronce, cobre ó cualquiera otra 
materia, cuando esas armas ó instrumentos están 
especialmente dispuestos para ser empleados en la 
guerra terrestres ó marítima; torpederos y sus acce- 
sorios, cajas de aparatos para minas, de cualquier 
material que sean; material de ingeniería ó de trans- 
tes como montajes, furgones cartucheras, fraguas de 
campaña, cantinas, pontones; municiones de artillería; 
blancos movibles {portable fafige ñndefs)^ banderas 
de señales para el uso de la marina, muncioees y 
esplosivos de todas clases y los elementos de que 
esos cuerpos se componen; máquinas para la fabrica- 
gión de armas y de municiones de guerra; salitre; 
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uniformes militares y equipos de toda clase; caba- 
llos y muías. 

Objetos de contrabando condicional. — Carbón, 
cuando se destina á uda estación naval, á un puerto 
de provisión ó á uno ó más buques enemigos; mate- 
rialess para la construcción de ferro-carriles ó de telé' 
grafos y moneda, cuando esos materiales y moneda 
se destinan á las furezas enemigas; provisiones, cuan- 
do están efectivamente destinas á las fuezas milita- 
res ó navales del enemigo. 



Sección VII.— Bloqueo 

Art. 37. — Los bloqueos, para ser obligatorios, de- 
ben ser efectivos, es decir, que deben ser manteni- 
dos por una fuerza suficiente para hacer peligr^'sa la 
entrada ó salida del puerto. 

Si la escuadra bloqueadora es arrojada lejos del 
puerto por el mal tiempo y vuelve sin demora á su 
lugar de estación, la continuidad del bloqueo no 
queda por eso hecho inierrumpida; si la fuerza blo 
queadora abandona voluntariamente la estación, sal- 
vo el caso en qu:: proceda en interés del bloqueo 
mismo, ó si es rechazada por hs fuerzas del enemi- 
go, el bloqueo queda roto ó abandonado. El abando- 
no ó la suspensión forzada del bloqueo exije una nue- 
va notificación si se restablece, 

Art, 38. —Para franquear la línea del bloqueo, 
les buques de guerra neutrales deben obtener per- 
miso del gobierno cuyas fuerzas bloquean el puerto, 
ó del oficial encargado sea del bloqueo en cojunto 
ó del bloqueo local, Sí fuera necesario, los dichos 
buques deben demostrar su identidad á satisfac- 
ción del comandante de las fuerzas locales del blo- 
queo. 

Si las operaciones militares ú otras razones lo exi- 
jen, el permiso para entrar á un puerto bloqueado 
puede restrinjirse ó rehusarse. 
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Art. 39. — La notificación del bloqueo debe ha- 
cerse antes de que los buques neutrales, puedan 
ser capturados por su violación. Esa notificación 
puede ser general, por medio de proclamas y co- 
municada á los Estados neutrales por la vía di- 
plomática; puede también ser local y anunciarse á 
las autoridades del puerto bloqueado y á los agen- ^ 

tes consulares neutrales que se encuentren en ese ^ 

lugar. Puede hacerse una notificación especial á los 
buques individualmente, que quedará debidamente 
inscrita en sus papeles á título de advertencia. La 
notificación hecha á un Estado neutral constituye un 
aviso suficiente respecto de los ciudadanos y súbdi- | 

tos de ese Estado. Si se demuestra que un buque 
neutral tiene conocimiento ó ha recibido notificación 
del bloqueo, de cualquier origen que sea, puede ser 
capturado por violación ó tentativa de violación del 
bloqueo. 

La notificación del bloqueo hará conocer no sola- 
mente los limites del bloqueo, sino el momento exacto 
en que debe comenzar y el período de tiempo con- 
cedido al buque para descargar, rehacer el cargamen- 
to y dejar el puerto. 

Art. 40. — Los buques que se pongan á la vista de 
un puerto bloqueado, y que han salido al mar antes 
de toda notificación, tienen derecho á una notifica- 
ción especial de parte de alguno de los buques de la 
fuerza bloqueadora. Serán abordados por un oficial 
que inscribirá en el libro de bordo ó en los papeles 
de la nave, bajo su firma oficial, el nombre del buque 
que hace la notificación, un aviso del hecho y de la 
estensión del bloqueo, así como la fecha y el lugar 
de la visita. Después de este aviso, toda tentativa de 
parte de ese buqne con la mira de forzar el bloqueo 
lo hace suceptible de captura. 

Art. 41. — Si resulta de de los papeles que se han 
encontrado á bordo, ó de otras circunstancias, que el 
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buque ha salido á la mar con destino para un 
puerto bloqueado, después de que el hecho del blo- 
queo había sido comunicado al país del puerto de 
partida, ó después que el bloqueo había sido gene- 
ralmente conocido en ese puerto, el buque será sucep- 
tibie de captura y de detención como materia de pre- 
^-^ sa. Debe darse una atención conveniente en tales ca- 

^ sos á los tratados que contengan estipulaciones con- 

trarias. 

Art. 42. — Un buque neutral puede de buena 
fé salir para un puerto bloqueado con destino 
alternativo, determinable por las noticias rela- 
tivas á la continuación del bloqueo, obtenidas en 
un puerto intermedio. En tales casos no está autori- 
zado para continuar su viaje hacia el puerto bloquea- 
do alegando que navega en busca de informes con- 
cernientes al estado del bloqueo; si no que debe ob- 
tener esos informes y adoptar decisión sobre su ruta 
antes de llegar á una proximidad sospechosa; y si el 
bloqueo, ha sido formalmente establecido con las no- 
tificaciones debidamente exijidas, una duda suficiente, 
relativa á la buena fé de su conducta, hace al buque 
susceptible de captura. 

Art. 43. — Los buques neutrales, que se encuen- 
tran en el puerto al tiempo de establecerse el bloqueo, 
gozarán, salvo disposición contraria, como medida es- 
pecial, de un plazo de 30 días, á partir del esta- 
blecimiento del bloqueo, para cargar y salir del 
puerto. 

Art. 44. — La posibilidad de capturar y de conde- 
nar un buque que tiene en mira el forzar un bloqueo, 
principia en el momento en que sale del puerto de 
partida y subsiste hasta su regreso, á no ser que en 
el intervalo se levante el bloqueo del puerto. 

Art. 45. — La tripulación de los buques neutrales, 
que violan ó intentan violar un bloqueo, no debe ser 
tratada como prisionera de guerra; pero, todo oficial 
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6 marinero cuyo testimonio puede ser útil ante la 
Corte de Presas puede ser retenido como testigo. 



Sección VIII — Envío de las presas á un puerto 

de los ££. Unidos 

Art. 46.— Salvo disposición contraria, las presas 
serán enviadas, con el objeto de que sean adjudica- 
das, hacia el puerto más próximo que convenga, si- 
tuado en la jurisdicción de los EE Unidos y en el 
cual pueda funcionar una Corte de Presas. 

Art. 47. — La presa será remitida á la Corte, tan 
pronto como sea posible, en el estado en que se ha- 
llaba en el momento de la captura; y con este fin sus 
papeles serán cuidadosamente colocados bajo sello 
en el momento de la captura y colocados bajo la 
guarda del patrón de la presa, (prize master). 

Art. 48. — Todos los testigos, cuyo testimonio sea 
necesario para la adjudicación de la presa, serán rete- 
nidos y enviados al mismo tiempo que la presa y, si 
las circunstancias lo permiten, es preferible que el 
oficial que ha hecho la investigación actúe como prize 
mas te f. 

Las leyes vigentes en los EE. Unidos, concernien- 
tes á las presas y á los juicios de presas, deben ser 
estrictamente observadas por los oficiales y marine- 
ros de la marina de los EE. Unidos. 

Art. 49. El objeto capturado á título de presa 
no cambia de propietario sino por efecto de la deci- 
sión que espide la Corte de Presas. Pero si el buque ó 
su carga son necesarios para un uso público inmedia- 
to, pueden ser empleados en ese uso, previa estimación 
é inventario cuidadosos, realizados por personas im- 
parciales y autorizadas ante la Corte de Presas. 

Art. 50.— Si existen razones serias para que los 
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buques que han sido debidamente capturados no sean 
enviados (á un puerto de los EE. Unidos) para que se 
resuelva sobre su adjudicación — tales como su impo- 
sibilidad de navegar, la existencia á bordo de una en- 
fermedad infecciosa, ó la falta de una tripulación pa- 
ra la presa, esos buques pueden ser reconocidos y 
vendido?; y si esto no puede realizarse pueden ser 
destruidos. El peligro inminente de una represa jus- 
tifica la destrucción, sino existe duda ninguna de que 
el buque es buena presa. Pero, en todo caso, los pa- 
peles y demás testimonios, deben ser enviados á la 
Corte de Presas, á fin de que pueda expedirse la de- 
cisión debida. 



Sección IX —Armisticio, tregua, capitulaciones 
y violaciones de las leyes de la guerra 

Art. 51 — Una tregua 6 capitulación puede cele- 
brarse sin autorización especial por el comandante de 
una fuerza naval de los EE. Unidos con el coman- 
dante de las fuerzas enemigas, con tal que, por lo de- 
más, su efecto se limite á las tropas de su mando. 
Un armisticio general exije un acuerdo entre los go- 
biernos beligerantes respectivos. 

Art. 52. — Después del acuerdo relativo á una ca- 
pitulación, ó después de firmada una capitulación, el 
que capitula no puede deteriorar ni destruir los bu- 
ques, propiedades o abastecimientos que tiene en su 
poder y está en la obligación de entregar, á no ser 
que el derecho de proceder de ese modo se le haya 
reservado expresamente en el acuerdo relativo á la 
capitulación ó en la capitulación misma. 

Art. 53.— Para que el comandante de una fuerza 
naval pueda tomar en cuenta la cesación de las hos- 
tilidades debe recibir oficialmente el aviso del caso. 

Salvo que se haya ordenado otra cosa, los hechos 
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de guerra realizados después del aviso oñcíal de la 
celebración de un tratado de paz ó de un armisticio^ 
son nulos y de ningún valor. 

Art. 54. — Las reglas concernientes á las leyes de 
la guerra, vigentes para los ejércitos de los EE. Uni- 
dos, cuando no están en conflicto con las disposicio- 
nes que preceden, regirán para las fuerzas navales de 
los EE. Unidos, siempre que las circunstancias las 
hagan aplicables. 

Art. 55. — Las disposiciones precedentes se han 
publicado con la aprobación del Presidente de los EE. 
Unidos, para que sirvan de regla de conducta á todas 
las personas adscriptas al servicio marítimo, y están 
subordinadas á todas las leyes y á todos los tratados 
de los EE. Unidos que están en la actualidad vigen- 
tes 6 puedan estarlo en lo porvenir. 



Nota del jefe chileno de ocupación, comunican 
do el régimen de la ley marcial en llma. 

Jefatura Política, — Lima^ Febfeto 16 de 1881. 

Impuesto de su atenta comunicación fecha de ayer, 
recibida á las 7 p. m. debo decir á US. que el cono- 
cimiento de todos los delitos ó faltas que se cometan, 
quedan sujetos á los Tribunales niilitares, á contar des- 
de el 9 del actual, en conformidad al bando espedido 
por el señor General en Jefe del Ejército, que adjun- 
to á US. por separado y que declara bajo el imperio 
de la ley marcial la ciudad de Lima y los territorios 
que en él se espresan. — Por lo que respecta al cono- 
cimiento de los delitos y demás causas iniciadas con 
anterioridad á dicho bando, la acción de los Tribuna- 
les queda expedita para proseguir en ^el conocimiento 
de ellos. 

Dios guarde á US. 

Cornelia Saavedra. 
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(Extracto) 

Nota del presidente de la corte suprema al 
ministro de justicia del gobierno proviso- 
rio de la magdalena, sobre funcionamiento 
de los tribunales. 

Litna^ Mar^o Jí de. 1 88 I. 

Señor Ministro de Justicia, &. 

Nada sería más satisfactorio para la Corte Supre- 
ma de Justicia, cumpliendo el supremo decreto de 29 
del presente, que atender desde luego á una de las 
más premiosas necesidades sociales y de administra- 
ción pública. . . Pero si el tribunal abunda en esos 
sentimientos y coincide con el Gobierno Provisorio 
en la voluntad decidida de aliviar á los ciudadanos 
de la falta de sus jueces naturales, encuentra, para 
que este pensamiento se realice, el muy grave incon- 
veniente de que, siendo las funciones judiciales, ac- 
tos verdaderos de soberanía y de jurisdicción nacio- 
nal, no pueden ejercerse con la presencia de un ejér- 
cito de ocupación, que ha erijido sus tribunales espe- 
ciales, que juzgan é inflijen penas que no son las de 
nuestra legislación nacional. La ley militar, que crea 
en nuestra sociedad un estado de verdadero vasallaje 
y de dominio, sobre los pueblos del Perú, sometidos, 
mal su grado, á la dura ley de los vencidos, no puede 
ni debe coexistir con la magistratura nacional en 
pleno ejercicio de sus atributos 

Dios guarde á US. 

Juan Antonio Ribeyfo 
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{Extracto) 

Nota del presidente de la corte suprema al 

SEÑOR ministro DE JUSTICIA SOBRE EL MISMO 
ASUNTO. 

p de Abril de 1 88 I, 

.... — De tal manera están ligados los poderes en- 
tre si que si falta uno los demás se resienten indu- 
dablemente de flaqueza é instabilidad; y así como la 
soberanía es indivisible é inalienable, de la misma 
manera sus ejecutores no pueden desempeñar una 
parte de esa soberanía dejándose arrebatar todas las 
demás. Por esta razón no hay independencia en el 
Poder judicial en los días que estamos contando, cua- 
do ni las personalidades judiciales gozan de garantías, 
en la plenitud de sus derechos constitucionales, ni 
las leyes pueden ser ejecutadas, ni tener sanción 
práctica en las sentencias que por los jueces se ex- 
pidiesen. En Lima, bajo la presión de la fuerza mili- 
litar extranjera, no se puede ni se debe administrar 
justicia, sin caer en mengua y abatimiento vergonzo- 
sos; y aunque vencidos, dignos somos en la desgra- 
cia, del respeto que merecen los que conservan, á 
través de su desgracia, noble altivez que les inspira 
una conciencia sin mancilla 

Tengo el honor, &, 

/uan A. Ribeyro 



EL CONDE DE BISMARCK k MONSEÑOR CHIGI EN PARÍS 

Veí salles lo de Octubte de 1870. 

Monseñor: tengo el honor de acusaros recibo de 
vuestra nota de 6 de Octubre, en la cual los miem- 
bros del Cuerpo Diplomático, encerrados en París, 
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desean anunciarme que les será imposible en^ adelan- 
te sostener comunicaciones oficiales con sus gobier- 
nos, si la condición de no dejarlas pasar sino abiertas 
es indeclinable. 

Cuando la continuación del sitio de París se hizo 
inevitable, por la negativa del Gobierno francés á un 
armisticio, el Gobierno de S. M. el Rey, hizo redac- 
tar espontáneamente \x>r el Secretario de Estado, M. 
Thile, una nota circular á todos los agentes de las 
potencias neutrales acreditados en Berlín, en la que 
les biza saber que la libre comunicación con París no 
podría tener lugar si un interés militar se oponía á 
ello. 

El mismo día recibí en Ferriéres una comunicación 
del señor Ministro de Relaciones Exteriores del Go- 
bierno de la Defensa nacional, notificándome el de- 
seo espresado por el Cuerpo Diplomático, de que se 
le autorízase para espedir, una vez por semana, un 
correo con despachos para sus gobiernos respectivos; 
y no vacilé, conforme á las reglas establecidas por el 
derecho internacional, en dar una respuesta dictada 
por las exigencias de la situación militar. 

Las personas que actualmente ejercen el poder en 
Francia, han juzgado útil instalar la sede de su go- 
bierno en el interior de las fortificaciones de París, 
eligiendo así esa ciudad y sus alrededoros por teatro 
de la guerra. 

Si hay entre los miembros del Cuerpo Diplomático 
acreditados ante el Gobierno francés anterior, perso- 
nas que han resuelto participar con el Gobierno de 
la Defensa nacioual las adversidades inseparables de 
la mansión en una fortaleza sitiada, la responsabilidad 
no puede imputarse al Gobierno de S. M. el Rey. 

Por mucha que sea nuestra confianza en que los 
signatarios de la nota de 6 de Octubre, en las comu- 
nicaciones dirijidas á sus gobiernos respectivos, sa- 
brán someterse á las obligaciones que las leyes de 
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la guerra pueden imponer á los agentes diplomáticos 
presentes en una ciudad sitiada, es necesario admitir, 
un embargo, que la importancia de ciertos hechos, 
bajo el punto de vista militar, podría pasar desaper- 
cibida para ellos. 

Es cierto, además, que ellos no podrían darnos las 
mismas garantías en cuanto á los portadores de los 
despachos, que nos veríamos obligados á dejar pasar 
por nuestras líneas. 

En París se ha creado un estado de cosas que no 
ofrece en la historia ninguna analogía, bajo el punto 
de vista del derecho internacional; porque vemos allí 
un gobierno que se encierra en una fortaleza sitiada 
y que se encuentra rodeado de los diplomáticos acre- 
ditados ante un gobierno que el Gobierno de la De- 
fensa Nacional ha destituido para ocupar su lugar, 
sin que nosotros hayamos reconocido á este último. 

En vista de esa situación irregular, sería difícil es- 
tablecer reglas, basadas sobre el derecho de gentes, 
que no sean discutibles bajo puntos de vista diferen- 
tes. 

Creo poder esperar que V. E. no desconocerá la 
exactitud de estas observaciones y apreciará las ra- 
zones que, muy á mi pesar, me impiden acceder á los 
deseos expresados en vuestra nota de 6 de Octubre. 

En el caso, por otra parte, de que los signatarios de 
ella nó creyeran poder admitir la exactitud de la espo- 
sición precedente, los gobiernos respectivos, represen- 
tados por ellos en París y que recibirán inmediatamen- 
te comunicación de la correspondencia cambiada con 
V. E., se pondrán, sin duda, en relación directa con el 
Gobierno de S. M. el Rey, para examinar con él las 
cuestiojies de derecho de gentes que resultan de la 
posición anormal creada por los sucesos y por las 
medidas del Gobierno de la Defensa nacional. 



(Archivos Diplomáticos— 1871— 72 Tomo 3.° pag. 750). 
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